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    PRÓLOGO


    La frase atribuida a Arnold Toynbee “Un maldito hecho detrás de otro”, es una de las mejores definiciones que conozco de lo que es, o debería ser, la historia. Ateniéndonos a ella, el libro que nos presenta María Elvira Samper es historia en su forma más destilada: una sucesión de asesinatos, masacres y otros ataques criminales (no solo “malditos hechos” sino también “hechos malditos”) que hicieron de 1989 el “año más violento”. Hasta entonces, valga la pena decirlo, porque a partir de ahí y durante diez años largos la situación en lo que respecta a violencia no hizo sino empeorar. El texto igual hubiera podido llamarse “Crónica del descenso a los infiernos”: la narración de un proceso dantesco en su sentido más literal. La autora complementa su dura narrativa con entrevistas a algunos de los protagonistas de la época.


    El tener este foco de atención puede, por supuesto, ponerse en cuestión desde varios puntos de vista. Se han regado litros de tinta sobre los problemas que implica erigir a la violencia (en este caso la pública) como un objeto de atención autónomo, separado de otras dinámicas sociales y políticas (metiendo además en un mismo saco eventos que tienen características muy diferentes1). Hago la precisión de “violencia pública”, porque para muchos autores no ha estado claro hasta qué punto ella es separable de la privada; por eso se habla en nuestro medio de “cultura de la violencia”. De manera análoga, aunque un poco diferente, aquí como en otras latitudes se ha abierto un debate interesante, que tiene tanto de largo como de ancho, contra las “visiones catastrofistas”. ¿Tiene sentido reducir el año 1989 a un maldito hecho violento tras de otro, mientras que, por ejemplo, la sociedad y el régimen político estaban en trance de abrirse? Tales problematizaciones pueden tener muchos o pocos méritos, dependiendo de la forma en que se enuncien; obviamente este no es el lugar para evaluarlos. Pero no creo que puedan debilitar la honda impresión que causan las páginas de este libro. Hay algo de pura fuerza bruta en la narrativa que presenta Samper, de efecto acumulativo de los eventos que se van desplegando ante los ojos aterrados del lector, que hace que los potenciales atenuantes palidezcan y suenen como retórica vacía. Y es esa misma brutalidad la que permite a la autora ilustrar con poderosa simplicidad lo que pasa cuando un país entra en una espiral de estas. O cuando –para usar una expresión colombiana que me gusta muchísimo– “se calienta el parche”.


    Por eso este libro, aparte de brutal, es extraordinariamente oportuno. En la Colombia de 2019, treinta años después, estamos asistiendo a un proceso de “calentamiento” que, por fortuna, no ha adquirido ni de lejos las proporciones del de 1989, pero que tiene con él algunas similitudes terribles. Un carro bomba aquí, una masacre allá… O piensen en la destrucción a sangre y fuego de la Unión Patriótica, el partido surgido del proceso de paz de Belisario Betancur con las Farc, a la que el libro inevitablemente se refiere. ¿No les recuerda esto el gota a gota actual del asesinato de líderes sociales o incluso de guerrilleros desmovilizados? Los hechos se van acumulando y normalizando de cara a la opinión (“banalizando”, dice Daniel Pécaut), y cuando la gente se despierta se encuentra con una historia de horror que ya no tiene reversa. Volver a las dinámicas vertiginosas que en 1989 nos empujaron a la catástrofe de pronto pueda ayudarnos a enunciar las preguntas de por qué y cómo pasan estas cosas, y de si pueden detenerse y cómo.


    El libro de María Elvira también es valiente. Muestra sin tapujos que las múltiples violencias a las que se está refiriendo tenían muchas causas, pero que una de ellas (quizás no suficiente, pero sí necesaria para que se consumara el descenso a los infiernos) es que el Estado no solo fue débil sino también, en muchas ocasiones, cómplice. La misma caracterización se aplica a otros actores que podrían llamarse “intrasistémicos”: es decir actores que, aunque apoyaban o desplegaban acciones ilegales, podían actuar dentro de la legalidad como defensores del Estado. Lo dice explícitamente en su entrevista Rafael Pardo: “la –por lo menos– cómplice indiferencia o complicidad de algunos políticos, funcionarios, empresarios, terratenientes, fuerza pública, insurgentes y ciudadanos del común” con las violencias. Y aunque Pardo no lo haga, la narrativa sí muestra que esa complicidad fue diferencial en sus gradaciones, motivaciones e implicaciones. También muestra de una manera dura y dolorosa cuánto tiene –o por lo menos tenía en ese momento– de ficción el famoso control de los civiles sobre la fuerza pública en nuestro régimen político. Los pocos liderazgos que manifestaron algún interés en detener el paramilitarismo se sintieron amenazados no solo política sino también físicamente.


    Por último, este es un libro altamente legible. No estamos frente a un recuento sentimental marcado por la autocompasión, cosa que legítimamente se podría temer dada la naturaleza de nuestro discurso público; tampoco siquiera por la indignación, o la pose de ella. Es una recopilación austera, con pocos adjetivos y en cambio mucha investigación periodística.


    De hecho, ni siquiera le calza bien el adjetivo de “catastrofista”. Pues a la vez que muestra los desastres que ocurrieron, también destaca los esfuerzos que se hicieron, si no para prevenirlos, al menos para limitarlos: para volver a meter al genio en la lámpara. Ya sabemos que tales esfuerzos fracasaron (y que los genios rara vez retornan a las lámparas); pero los protagonistas del momento no podían, y de hecho no debían, pensar que eso pasaría. Y es claro también que tomaron muchas medidas que en retrospectiva parecen sensatas. En particular, el gobierno de Virgilio Barco –bajo cuyo mandato tuvieron lugar los hechos que se narran—no sale tan mal librado.2 Decidió enfrentarse con los narcotraficantes. Ilegalizó a los paramilitares, e hizo gestos que apuntaban a la necesidad de combatirlos. La verdad, no creo que haya pasado de los gestos; pero esto es mucho más de lo que hicieron los demás presidentes colombianos que tuvieron que lidiar con el problema. Tampoco se puede afirmar que fuera débil con las guerrillas. Aunque mantuvo procesos de paz, lo hizo bajo supuestos bastante diferentes a los de su antecesor. Barco planteó la política de tener la mano tendida, pero firme, lo que significaba que no quería incurrir en las debilidades que se atribuían a Belisario. Si hay un presidente nuestro que haya abrazado con sinceridad el programa de “ley y orden” (o “cultura de la legalidad”, para usar la edulcorada fórmula hoy de moda), ese fue Barco. Y combinó esto con una capacidad genuina de promover transformaciones reales, pues fue él quien, en vista de la crisis que sacudía al país, se decidió a convocar, un poco contra viento y marea, la Asamblea Nacional Constituyente.


    La pregunta que se sugiere naturalmente ante esto es: ¿si fue tan buen presidente –al menos en términos relativos–, y si estábamos en una democracia en trance de mostrar que, así fuera por métodos especiales, tenía la capacidad de reformarse, entonces por qué el desenlace fue tan desastroso? La pregunta se puede ampliar al leer las diversas entrevistas con los protagonistas del período, básicamente políticos y el académico Francisco Leal, que constituyen la segunda parte del libro. Sacando a Leal, que no tenía responsabilidades gubernamentales, uno podría decirles: ¿cierto, ustedes dicen que actuaron razonablemente bien, que eran en esencia honestos, que querían buenos resultados, pero entonces por qué nos dejaron un país en llamas? De manera aún más general: ¿por qué gente que parece valiosa e inteligente –no perfecta ni impecable: ni los políticos ni los seres humanos lo son– y que actúa en una democracia puede hacer parte de procesos que llevan a la catástrofe? El precepto kantiano establece que unas buenas reglas de juego deben servir “hasta para una raza de demonios”. Si los demonios no estaban en el poder en Colombia, ¿entonces qué tenían de malo esas reglas concretas que estaban vigentes en 1989? ¿Por qué caímos en una dinámica que terminó produciendo en el país más muertos por año que los peores regímenes de los países vecinos, incluidas dictaduras terroristas como las de Argentina y Guatemala?


    El solo hecho de que el libro conduzca inevitablemente a esta pregunta justifica su consulta. Permítanme los lectores que cultiven como yo la extravagante costumbre de vadear prólogos –¿cuántos?; me imagino que algo menos del veinte por ciento de los que compran el libro– tratar de sugerir respuestas, necesariamente un poco especulativas, a tal pregunta, que considero absolutamente crucial en general pero particularmente en este 2019 que ha comenzado ya de manera bastante luctuosa. De lo que dimana tanto de la narrativa como de las entrevistas se pueden extraer cinco factores claves, que no son competitivos (es decir, la existencia de uno no necesariamente elimina o debilita la importancia del otro), sino complementarios.


    Primero, el discurso público estuvo suficientemente restringido por realidades políticas y por convenciones que todo el mundo, salvo algún sector de víctimas, parecía dispuesto a aceptar, como para que nada de los horrores que se sabía que estaban ocurriendo pudiera salir a la luz. Se podía criticar a los narcotraficantes y su relación con las guerrillas, a los ilegales, a los “externos”, pero nunca señalar a actores poderosos que, como lo muestra el libro, fueron protagonistas de la espiral de la violencia que asolaría al país. En particular, el vínculo de sectores de terratenientes, ganaderos y agencias de seguridad del Estado con los paramilitares y/o con narcos era obvio entonces, como lo es todavía más hoy, pero simple y llanamente no se podía nombrar en el registro público. En el privado, en cambio, las cosas eran a otro precio. Aída Avella rememora en su entrevista los intercambios con personajes que entendían lo que estaba pasando, pero que no pudieron o no quisieron decirlo en su momento. El hecho de que Avella más bien muestre simpatía hacia ellos hace su testimonio más impresionante aún. Según recuerda, Serpa admite que puede pelear con los ilegales, pero le pide a los de la UP que no lo pongan a “pelear con los militares”. Rodrigo Lara termina concluyendo que rezará para que no sigan sacrificando a los de la UP. Cuando la política pública consiste en invocar al altísimo, eso es signo de que algo fundamentalmente malo está pasando.


    Y por eso buena parte del rechazo a la violencia en el período se gastó en ataques a inaprehensibles “fuerzas oscuras”, a los ilegales, a los que estaban afuera y nadie conocía. La lección: si quieres garantizar que una dinámica de violencia permanezca y progrese, atácala exactamente de esa manera.


    Me pregunto –y esta pregunta se la quiero traspasar a los políticos de hoy, a la Comisión de la Verdad, a la Justicia Especial para la Paz– si los espacios vedados a la interrogación pública permanecen. Mi lectura de los cambios que sufrió el proceso de paz después de la pérdida del plebiscito y de nuestra vida pública en 2019 es que sí, que siguen vigentes. ¿Estoy siendo pesimista? Pueda ser. Pero pienso que aquí hay algo muy básico que no ha mejorado, y que hace que el país siga siendo vulnerable a espirales de violencia.


    Segundo, no hubo muchos actores que se desmarcaran de sus contabilidades por partida doble. Se podía criticar a “los otros”, no a los míos, a los nuestros. Todos tenían un punto ciego, eran capaces de ver y rechazar las violencias de los otros bandos, pero no las del suyo (mi colega en el Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales de la Universidad Nacional de Colombia, IEPRI, Luis Alberto Restrepo, fue de los pocos que advirtió este problema a tiempo). Tales denuncias, una vez más, quedaban si acaso para el ámbito privado. Esa doble contabilidad ha sido terriblemente destructiva para el país.


    Y aquí también hay que preguntarse qué tanto hemos avanzado en estos treinta años. Las entrevistas a los actores políticos e institucionales contenidas en el libro, que tienen muchos méritos y atisbos interesantes, se quedan cortas en este sentido. Acaso la que dé más pasos hacia adelante sea la del general Naranjo, pero aún en ella falta mucho en el sentido de precisar cuáles reglas y realidades políticas permitieron que sectores de las agencias de seguridad del Estado pudieran interactuar con grandes proyectos contrainsurgentes y abiertamente homicidas con impunidad casi total.


    Tercero, hubo un síndrome de “muy poco, muy tarde”. La ilegalización de los paramilitares llegó en 1989, cuando ya el fenómeno se había salido completamente de madre. Con el narcotráfico el asunto es más complicado: nadie puede afirmar que no se haya combatido –a un costo enorme, y bajo una presión cada vez más agresiva de los Estados Unidos–, pero sus relaciones tanto con el sistema político como con las agencias de seguridad del Estado avanzaron a toda velocidad. Muchos de los narco y parapolíticos (y narco y parauniformados) que acumularon poder en ese entonces se convertirían en figuras prominentes y causarían sin cesar desastres en los años subsiguientes. Dentro del instrumentario institucional que tuvo en cuenta el Gobierno de entonces la gran carta fue la aprobación de la extradición, que fue enfrentada por los narcos de manera muy violenta y que puso a todos los actores sociales y políticos a preguntarse cómo responder al desafío: ¿guerra a toda costa, o uso de la extradición para negociar con los narcos? Esto a su vez produjo una ambigüedad generalizada: ¿oponerse a la extradición expresaba una preferencia política creíble –inspirada en nociones de soberanía nacional, o simplemente de la necesidad de negociar la salida a la tragedia que se estaba viviendo– o un acto de complicidad con los narcos?


    Cuarto, y en relación con lo anterior, no se puede subestimar la magnitud del problema que estaban enfrentando la sociedad y el Estado colombianos. La guerra contra las drogas era global. Gaviria dice en su entrevista que el Estado hizo lo poco que se podía hacer. Creo que esto es claramente autojustificatorio, pero no lo descontaría en su totalidad (más aún teniendo en cuenta que Gaviria fue uno de los pocos líderes que al menos denunció los peores fenómenos que estaban creciendo en el momento). Esto debería llevar a todos los entrevistados a cuestionar las bases de nuestra relación con los Estados Unidos y con la guerra antidrogas; ninguno muestra en estas entrevistas concretas haberse movido un centímetro en relación con las posiciones que mantenían en 1989.3 Este inmovilismo es bastante sorprendente, y revela los problemas de salir con algo constructivo cuando los problemas son globales y el marco de las soluciones es apenas nacional. No creo que temas como estos se puedan abordar solo desde la perspectiva de la soberanía, pero tampoco se puede proceder como si la solución consistiera en moverse dentro de lo aceptable para los dictámenes del coloso del norte. Claro: esta frase es apenas una generalidad, que no tiene traducción inmediata a la política pública. Afortunadamente, ya varios países –en Latinoamérica y otras partes– han avanzado en el diseño de instituciones viables y sostenibles para enfrentar este desafío global. Es hora de comenzar a aprender de ellos (aunque la traducción siga siendo difícil, entre otras cosas porque una política no es una simple fórmula que se pueda importar mecánicamente de una parte a otra).


    Lo que me lleva al quinto factor, que llamaría de manera algo abstracta “limitaciones de agencia”. Los actores de 1989 tenían dificultades objetivas para producir acciones que les permitieran enfrentar la avalancha de horrores que se venían encima. Por un lado, enfrentaban múltiples fracturas: divisiones feroces dentro del sistema político; divergencias acerca de cómo tratar la paz; enfrentamientos duros dentro de liderazgos claves (lo que cuenta Pardo, por ejemplo, acerca de la feroz animadversión entre la cúpula militar y el general Maza es para mi nuevo). Por el otro, el libro me sugiere que también sufrían limitaciones cognitivas, no en el sentido de que no fueran hábiles o inteligentes, sino que no estaban preparados para enfrentar el desafío de la espiral de violencia que en parte habían generado: habían aprendido multitud de rutinas políticas que en la nueva situación eran inútiles o contraproducentes, adolecían de perplejidades reales frente a problemas complejos, se concentraban en el uso repetido de fórmulas ineficaces por restricciones políticas para usar otras mejores. En fin, muchos de los liderazgos carecerían de destrezas para pensar de manera distinta (o de pronto tenían las destrezas equivocadas). Esto, por supuesto, no debilita en lo más mínimo el hecho de que también había múltiples complicidades y estructuras de poder muy violentas que permitieron que pasara lo que pasó. Como dije arriba, estos cinco factores coexistieron y se reforzaron mutuamente.


    Bueno: ¿les suena conocida la historia? Entonces lean este libro para entender por qué 1989 no está tan lejos. No es necesariamente que nos encontremos a las puertas de una catástrofe semejante: es que no hemos superado ni de lejos las condiciones que le dieron origen. Vale la pena leer con cuidado este libro para entender cómo y por qué.


    Francisco Gutiérrez Sanín


    Investigador del Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales, Universidad Nacional de Colombia.


    


    1 — Un libro relativamente reciente (Robert A. Karl. Forgotten Peace: Reform, Violence, and the Making of Contemporary Colombia. University of California Press, 2017.), muestra muy bien cómo la forma de contar nuestras violencias y esfuerzos de paz moldea así sea parcialmente las formas de responder a ellos.


    2 — Ni en las entrevistas ni en la narrativa parece haber la comprensión de que, en términos de violencias así como en muchos otros, el desempeño del vilipendiado Frente Nacional (FN) fue mucho mejor. El FN aparece aquí como puro “cierre”, y se destaca como uno de los méritos de Barco haberlo terminado (bajo el supuesto de que el FN se extendió de facto hasta 1986). En un libro sobre la evolución del sistema político colombiano (2007) presenté una evaluación crítica pero diferente del FN.


    3 — Gaviria lo hizo antes y de manera activa, pero en un momento en que se sabía que los Estados Unidos no responderían de manera intemperante.

  


  
    CAPÍTULO 1


    ENTRE FUEGOS CRUZADOS


    La violencia es una constante en la historia de Colombia y como la hidra de Lerna, el monstruo mitológico con cuerpo de serpiente de múltiples cabezas, se reproduce y recicla con mayor o menor intensidad a lo largo de nuestra vida republicana. Unas veces allí y otras allá, el surgimiento de nuevos actores políticos y económicos crea escenarios de competencia por el poder con los viejos y tradicionales, que se acomodan y reacomodan, interactúan o se combaten por la influencia y el control de territorios, de jugosos negocios legales e ilegales, de sectores sociales o políticos, de administraciones locales o regionales, de agentes estatales. Una competencia por el poder que se manifiesta en su forma más brutal en las zonas rurales, en las regiones más desprotegidas y abandonadas por el Estado, donde no pocas veces sus mismos agentes atizan la violencia para impedir la participación en la vida pública de líderes políticos, movimientos y organizaciones sociales.


    Esa hidra de la violencia que repta desde las guerras civiles, adquiere dimensiones insospechadas en la década del ochenta, en particular durante el gobierno de Virgilio Barco (1986-1990), elegido en mayo de 1986 cuando aún están frescas las imágenes de la tragedia de la toma del Palacio de Justicia, episodio que marca un hito en la historia del país. Barco gana las elecciones por una significativa mayoría de votos (4.214.510) sobre el conservador Álvaro Gómez Hurtado (2.588.050) y su victoria es atribuida a una mezcla de euforia liberal y miedo al hijo de Laureano, uno de los principales protagonistas del período conocido como la Violencia. Es la última campaña en muchos años hecha en plaza pública, antes de que el narcoterrorismo arrecie y obligue a las siguientes a refugiarse en recintos cerrados y en los medios de comunicación, y a los candidatos a rodearse de guardaespaldas y aparatosos esquemas de seguridad.


    El nuevo presidente llega a la Casa de Nariño bajo el lema de “Mano tendida y pulso firme”, con un programa de corte liberal y el propósito de desarrollar una serie de reformas para modernizar el Estado y la política, para poner a Colombia a tono con las nuevas realidades. Un programa que, para empezar, supone romper de una vez y para siempre con el Frente Nacional. Barco considera que ese pacto excluyente entre liberales y conservadores, que en su momento sirve para poner fin a la violencia política, ya no tiene sentido porque ha generado nuevos conflictos y porque no permite la sana oposición y la competencia de partidos diferentes a los tradicionales.


    El problema es que el pacto sobrevive a los dieciséis años inicialmente pactados, gracias al artículo 120 de la Constitución incorporado en la reforma de 1968, que obliga a dar participación “adecuada y equitativa” al segundo partido en votos. Así, en acato a la norma, Barco ofrece tres ministerios a los conservadores bajo el entendido de que son a título personal y en adhesión al programa de gobierno, y no como cuota de partido para cogobernar. El Directorio no acepta y proclama lo que llama “oposición reflexiva”. Los azules quedan por fuera del Gobierno y el presidente libre de ataduras para acabar con la manguala bipartidista que tiene acostumbrados a liberales y conservadores a la cohabitación y a la repartija burocrática.


    Sin embargo, romper esa tradición le genera problemas de gobernabilidad en momentos críticos y le impide concretar algunos de los cambios de fondo que contempla el programa de gobierno. Para el primer mandatario son prioritarias la reforma política para oxigenar el sistema y ampliar los espacios de participación y representación, y la reforma de la justicia para combatir las nuevas modalidades del crimen organizado, que requieren ambas cambios constitucionales. También pretende recuperar para el poder civil el manejo del orden público y, no menos importante, mantener abierta la puerta del diálogo con las guerrillas con el fin último de su desarme, desmovilización y reintegración a la vida legal.


    Un abanico de buenos propósitos que difícilmente puede convertir en realidad por falta de apoyo político, incluso de su propio partido, y por la intensificación de las violencias que desgarran al país –en especial la asociada con el narcotráfico–, que adquieren dimensiones insospechadas porque los capos acuden al terrorismo que multiplica el daño y afecta a la sociedad entera.


    Al presidente Barco le esperan años difíciles, retos grandes y enormes desafíos. La violencia alcanza niveles tan altos en el cuatrienio, que este es considerado como uno de los más convulsionados del siglo XX, y 1989 el año más violento de la historia reciente. Enfrentar el embate del narcoterrorismo consume buena parte de los esfuerzos y la energía del Gobierno.


    Las herencias


    En el país que Barco debe gobernar, el homicidio es la primera causa de mortalidad. Según cifras oficiales, ha crecido cerca del 50 % en los últimos cuatro años. Las tasas más altas coinciden con las zonas donde guerrillas y grupos paramilitares se disputan el control. Los grupos subversivos han multiplicado sus frentes y ampliado su presencia en el territorio. Están presentes en cerca de 170 municipios de los 1.100 que tiene el país y no solo actúan en regiones de frontera y de colonización interna donde históricamente han tenido influencia y la autoridad del Estado es débil y precaria la presencia de la Policía, sino en nuevas zonas. Allí donde hay fuentes de riqueza, legales e ilegales –coca, carbón, petróleo, oro, agroindustria o ganadería–, que les permiten extraer rentas para financiar sus actividades y aumentar su influencia en lo local.


    Las Farc, que han sacado ventaja de la tregua pactada en los llamados Acuerdos de la Uribe con el gobierno Betancur, tienen cerca de cuarenta frentes, entre 3.000 y 3.500 hombres en armas –la mitad de todas las fuerzas guerrilleras–, y se han fortalecido y extendido a diez o más departamentos, proceso en el cual la coca juega un papel clave. El EPL concentra actividades en regiones de desarrollo agroindustrial como la zona bananera de Urabá, y de explotación petrolera como el Catatumbo (Norte de Santander). Y en cuanto al ELN, su expansión es notoria y coincide con el hallazgo del pozo petrolero de Caño Limón y la construcción del oleoducto Caño Limón-Coveñas.


    Barco hereda un proceso de paz fracasado, una tregua frágil con las Farc, un clima de opinión antinegociación, y la desconfianza de los militarles en el poder civil, que rechazan el diálogo con los grupos armados porque lo consideran no solo una claudicación ante el “enemigo comunista” que los ha obligado a pasar a la defensiva, sino la causa de su crecimiento y expansión. Aun así, el presidente insiste en buscar una solución política del conflicto interno.


    Ha vivido y sentido en carne propia la violencia bipartidista y la persecución de los conservadores, y descree de la fórmula de la pacificación a sangre y fuego. Por eso, y a pesar de los errores del gobierno anterior, deja abierta la puerta de la negociación con los alzados en armas, les mantiene el reconocimiento político y respeta los acuerdos pactados. Les tiende la mano al EPL y al M-19 que han roto la tregua, y al ELN que no ha participado en los diálogos de paz. Advierte, sin embargo, que no le temblará la mano para imponer la fuerza legítima del Estado a los que no acepten dejar las armas y persistan en la guerra. “Mano tendida y pulso firme”, es el lema que identifica la política de paz.


    El Gobierno redefine la estrategia, corrige los errores e institucionaliza el proceso. No más comisiones de ciudadanos de buena voluntad como en el proceso con Betancur. En su remplazo crea la Consejería para la Reconciliación, Normalización y Rehabilitación, dependencia directa de la Presidencia, que también asume el diálogo con las comunidades. El Gobierno retoma el Plan Nacional de Rehabilitación de su antecesor, pero con una visión más amplia y técnica y con el doble propósito de combinar la política de reconciliación con la lucha contra la desigualdad y la pobreza. El objetivo es llegar no solo a las regiones más afectadas por la violencia, sino a zonas marginadas de la vida económica y social, y ampliar los espacios de diálogo a los campesinos, colonos y habitantes de las regiones. Los municipios se encargan de la ejecución del presupuesto, que pasa del 3 % al 14 % en los cuatro años de gobierno, mediante los llamados Consejos de Rehabilitación en los que participan las comunidades.


    El programa empieza a desarrollarse en forma paralela a las conversaciones con la guerrilla, pero adquiere un dinámica distinta, pues mientras avanza y su cobertura se amplía –de 140 a más de 300 municipios en todo el período–, el diálogo con las Farc fracasa. Un año dura el proceso que, entre ires y venires, acciones violentas y la ambigüedad de la guerrilla, llega al punto de no retorno en septiembre de 1987, cuando las Farc emboscan un convoy del Ejército en el Caquetá, y mueren veintisiete soldados y 42 resultan heridos.


    Barco advierte entonces que en cualquier parte del territorio nacional en donde la fuerza pública sea atacada, el Gobierno dará por terminado el cese al fuego. Se cierra así la mano tendida y le llega el turno al pulso firme. Las Farc siguen en la guerra, como han seguido en la guerra los otros grupos guerrilleros (Ver Anexo, página 245). Mal momento para el Gobierno que atraviesa por una grave crisis de credibilidad y que además enfrenta una creciente movilización social, la doble embestida del narcoterrorismo y el paramilitarismo, y el dramático y paulatino aniquilamiento de la Unión Patriótica, UP.


    La guerra sucia


    La UP es otra de las herencias políticas que recibe el presidente Barco. El partido que surge de los acuerdos con las Farc muestra un avance notorio en su primer año de vida, que se refleja en los resultados de las primeras elecciones en las que participa: en las regionales de marzo saca dieciocho diputados y 335 concejales, y en las presidenciales y de Congreso en mayo, elige cinco senadores y nueve representantes, y su candidato a la Presidencia, Jaime Pardo Leal, obtiene el 4.5 % del total de la votación, la más alta de la izquierda hasta entonces.


    El presidente le reconoce legitimidad al nuevo partido en su discurso de posesión. Destaca su presencia en el Congreso como muestra de que las diferencias y contradicciones políticas pueden dirimirse por las vías democráticas, y anuncia que va a impulsar iniciativas como la consulta popular, la creación de una circunscripción para que las minorías puedan tener una adecuada representación en el Congreso, y la reglamentación de la elección popular de alcaldes, principal reforma política de la administración Betancur.


    Es una oportunidad para abrir espacio a nuevas fuerzas y figuras políticas, para romper la manguala bipartidista y el clientelismo, pero es una oportunidad que líderes regionales ligados a los partidos Liberal y Conservador –sobre todo al primero–, perciben como un peligro, como una seria amenaza. No ven con buenos ojos la competencia en regiones donde la UP tiene acogida, acostumbrados como están a la distribución equitativa de las cuotas de poder, y más interesados en controlar sus feudos electorales que en apoyar reformas políticas.


    El rechazo se traduce en apoyo a los grupos paramilitares, que cuando Barco asume el cargo están armados, entrenados y financiados por narcotraficantes, en particular por los capos del cartel de Medellín, y adelantan una campaña de exterminio contra la UP. En ese momento, el partido contabiliza más de trescientos muertos entre miembros y simpatizantes, sobre todo en regiones como el Meta, Urabá y el Magdalena Medio, donde empieza a consolidarse como fuerza política. La situación es tan crítica, que antes de cumplir un mes en funciones, Barco se estrella con la realidad de la guerra sucia cuando son asesinados dos de los catorce congresistas de la UP recién elegidos: el representante Leonardo Posada y el senador Pedro Nel Jiménez. El Congreso solo lleva cuarenta sesiones.


    Mes tras mes, año tras año, la barbarie paramilitar arrasa con la vida de dirigentes, congresistas, diputados y alcaldes de la UP, líderes sindicales, profesores, campesinos, indígenas y trabajadores afines a las organizaciones de izquierda. La violencia política crece de la mano del paramilitarismo y la guerra sucia escala a un nivel más alto en octubre de 1987 con el asesinato de Pardo Leal, el golpe más contundente contra el nuevo partido hasta ese momento. No será el último. Dos años después, en marzo de 1990, es ejecutado Bernardo Jaramillo, sucesor de Pardo Leal en la dirección del partido y candidato presidencial.


    La maquinaria criminal de los paramilitares avanza arrolladora durante la administración Barco y en 1988, ya consolidada y bien aceitada en el Magdalena Medio, extiende sus tentáculos hacia Urabá, Antioquia y Córdoba, donde la guerra sucia entra en una nueva etapa, la de los asesinatos colectivos. Los hermanos Fidel y Carlos Castaño, con vínculos sólidos con el narcotráfico, son el motor y el objetivo es no solo sacar del camino a dirigentes de la izquierda, sino a sus bases políticas y sociales. Algo similar ocurre en el Meta en zonas consideradas fortines de las Farc, donde el partido gana terreno y los grupos armados del Mexicano y de Víctor Carranza reaccionan con violencia.


    En 1988 el Gobierno está contra las cuerdas, desbordado. Se calcula que en el país hay entre 130 y 135 organizaciones paramilitares, y lo más grave es que el Ejecutivo no tiene claridad ni posición unificada sobre la dimensión y el alcance del fenómeno. Mientras algunos funcionarios rechazan esos grupos porque los consideran criminales, otros los defienden con el argumento de que están amparados por la ley (Ley 68 de 1968). El presidente se desmonta de la controversia con el argumento de que el problema es de semántica. Las Fuerzas Armadas guardan silencio cómplice, pues algunas unidades usan esos grupos para hacer el trabajo sucio, y el aparato judicial está intimidado y además carece de instrumentos y recursos para sacar adelante las investigaciones relacionadas con la criminalidad narcoparamilitar.


    Las masacres hacen de 1988 uno de los años con los más altos índices de violencia en mucho tiempo (el Centro de Investigación y Educación Popular, Cinep, tiene documentadas sesenta con cerca de seiscientas víctimas). Es el año del exterminio masivo y del amedrentamiento de comunidades enteras, el período de mayor auge paramilitar. Los esfuerzos de la administración para ponerle coto a la guerra sucia se ven reducidos por el poder de los actores involucrados, la debilidad institucional y la corrupción del Ejército y la Policía, pero también por su misma ambigüedad. Solo, que, hasta mediados de 1990, en la recta final del mandato, el presidente Barco prohíbe los grupos de autodefensa y toma medidas contra el paramilitarismo.


    La UP, la principal víctima de la guerra sucia, registra entonces más de mil muertos. La mayoría de esos crímenes son planeados y ejecutados por el brazo armado del cartel de Medellín, encabezado por Rodríguez Gacha, el Mexicano, y muchos otros por el clan de los Castaño.


    Narcotráfico y extradición


    El narcotráfico, que hasta los dos últimos años del gobierno Betancur es un asunto de segundo orden porque la agenda privilegia el diálogo con las guerrillas, cobra protagonismo después del asesinato del ministro de Justicia Rodrigo Lara en abril de 1984, cuando el presidente Betancur decide aplicar la extradición. La decisión desata la más violenta reacción de los capos del narcotráfico, en particular del cartel de Medellín con Pablo Escobar y el Mexicano a la cabeza, que emprenden una cruzada terrorista para desestabilizar el sistema y doblegar a la sociedad, y presionar un cambio de las reglas del juego para tumbar la extradición.


    El narcotráfico es el más grave problema interno. Alimenta la violencia paramilitar y es la piedra de toque del enfrentamiento entre los carteles de Medellín y Cali, que discrepan en los métodos para combatir la extradición y se disputan los mercados, y de la llamada guerra verde, entre esmeralderos, comprometidos en el negocio de las drogas y en la conformación de grupos paramilitares.


    Es también un fenómeno transnacional en el que Estados Unidos, el mayor consumidor, es protagonista principal. Cerca del 80 % de la cocaína que esnifan sus ciudadanos la producen las mafias colombianas, y aunque Colombia no es el país que más cultiva coca, los carteles criollos tienen los laboratorios para procesarla, y controlan rutas y redes de exportación y distribución a los Estados Unidos. Para Washington el tráfico de drogas es un problema de seguridad nacional, y su concepción para combatirlo parte de la premisa de que la oferta crea la demanda, y de ahí que la solución empiece por atacar la producción.


    Y como en Colombia las regiones cocaleras coinciden con zonas donde hay presencia de guerrillas y en algunas se dan alianzas temporales y de conveniencia (la guerrilla protege cultivos, pistas y laboratorios, y los narcos les dan armas o pagan un impuesto o “gramaje”), el término narcoguerrilla –acuñado dos años antes por el embajador Lewis Tambs– resulta funcional a la militarización de la lucha contra las drogas. Se matan dos pájaros de un tiro –subversión y narcotráfico– y en esa guerra asimétrica Estados Unidos pone la presión y Colombia los muertos.


    El acusador desvía la atención del consumo en su propia casa, de los precursores químicos que produce y de las armas que fabrica y que llegan a manos de los narcotraficantes, y pone el foco en Colombia, la gran culpable. El narcotráfico define las relaciones bilaterales. Sin embargo, y pese a la dimensión e implicaciones del problema para el país, el presidente apenas lo menciona en forma tangencial en el discurso de posesión: “El tráfico de drogas y el terrorismo, graves delitos contra la humanidad, son preocupación principal de todas las naciones. Por ello continuaremos colaborando con los esfuerzos que hace la comunidad de naciones para salvar a nuestra civilización de sus perversos efectos”.


    Barco sabe que no tiene mayor margen de maniobra en relación con la política antidrogas de Washington, y sabe también que el aparato judicial colombiano es débil y pobre en recursos; que carece de instrumentos jurídicos para enfrentar la criminalidad asociada al narcotráfico; que es precaria la preparación de los organismos de inteligencia, y que la intimidación y el soborno a los jueces, y la infiltración de las mafias en las Fuerzas Armadas y sus organismos de inteligencia, hacen en extremo difícil, si no prácticamente imposible, frenar el crecimiento del narcotráfico y sus manifestaciones violentas, y juzgar a los responsables. Para completar el grave cuadro clínico, no hay diagnósticos precisos ni políticas definidas, y la alternativa de la negociación –ya intentada y fracasada en 1984 durante la administración Betancur–, no es aceptable para Washington.


    Ante este estado de cosas, el Gobierno encuentra que la extradición es el mecanismo que causa mayor impacto en las mafias. Es su gran temor, la verdadera amenaza. “Preferimos una tumba en Colombia a una cárcel en los Estados Unidos”, dice la consigna de Los Extraditables, que ordenan eliminar a jueces y magistrados que se han atrevido a abrir o a impulsar procesos para incriminarlos, pero en los primeros tres meses de mandato, Barco queda notificado de que la decisión es ampliar los blancos de tiro.


    Entre septiembre y diciembre de 1986 son asesinados Raúl Echavarría Barrientos, subdirector del periódico Occidente de Cali, crítico de las mafias; el coronel Jaime Ramírez, jefe de Antinarcóticos de la Policía y comandante de la operación que desmantela en 1984 un complejo de laboratorios para procesar cocaína del cartel de Medellín, y el director de El Espectador, Guillermo Cano, abanderado de la causa contra la nefasta influencia del narcotráfico en la vida del país. Estados Unidos presiona cada vez más para que Colombia aplique la extradición.


    Para seguir los lineamientos de Washington y hacer efectiva la extradición, Barco debe moverse en un laberinto jurídico que disimula muy mal la intimidación del aparato judicial, amenazado por las mafias. En momentos en que la Corte Suprema de Justicia analiza una demanda contra la Ley 27 de 1980, aprobatoria del tratado de extradición, Los Extraditables ofrecen parar las “acciones militares” contra quienes apoyan la figura si deciden suspenderla. La demanda es de un abogado de los narcos y el argumento para tumbar la figura es formal, vicios de procedimiento: la ley ha sido sancionada durante el Gobierno de Julio César Turbay por un ministro delegatario, Germán Zea, y el presidente no puede delegar esa función.


    La Corte compra la teoría y el 12 de diciembre de 1986 tumba la extradición. Santanderismo puro que anticipa la carrera de obstáculos que será la Presidencia. Barco reacciona de inmediato y para corregir el problema formal firma la Ley 68 de 1986 que aprueba la extradición, en presencia de sus ministros y del procurador Alfonso Gómez Méndez. El Congreso le da la bendición a la ley y en febrero de 1987 el Gobierno da vía libre al traslado de Carlos Lehder, capo del cartel de Medellín, a los Estados Unidos.


    Pero la batalla jurídica sigue. La ley es demandada de nuevo y después de meses de debates y de empates, un conjuez inclina la balanza y la Corte declara inexequible el tratado en junio de 1987. De nuevo el presidente queda impedido para extraditar narcos a los Estados Unidos. No obstante, en 1988 surge una nueva oportunidad cuando la Sala Penal de la Corte Suprema se abstiene de pronunciarse en un caso de extradición, y advierte que está vigente un tratado multilateral que Colombia suscribe en 1888, el Tratado de Montevideo, el primero que menciona el tráfico de sustancias controladas como delito causal de extradición, y que considera aplicable el mecanismo por vía administrativa.


    La Corte salva el pellejo y el presidente queda con la facultad de extraditar, facultad que ejerce mediante un decreto de estado de sitio en agosto de 1989 para restablecer la extradición, luego de los asesinatos del comandante de la Policía de Antioquia, coronel Valdemar Franklin Quintero, y del candidato liberal Luis Carlos Galán.


    Durante los cuatro años de la administración, la lucha de las mafias contra la extradición se lleva de por medio las vidas de funcionarios judiciales, periodistas, cuatro candidatos presidenciales y un procurador; de cientos de personas inocentes muertas en atentados con bombas, y de más de cuatrocientos policías por cuyas cabezas Escobar paga en promedio dos mil dólares. Un siniestro historial que incluye el secuestro de Andrés Pastrana, hijo del jefe de la oposición y candidato a la Alcaldía de Bogotá, y del hijo de Germán Montoya, mano derecha del presidente Barco secretario general de la Presidencia.


    El estado de sitio


    En el catálogo de buenos propósitos del Gobierno para restablecer la democracia plena, figura recuperar para el poder civil el control del orden público, que, en la práctica, se ha vuelto dominio exclusivo de los militares porque el país vive en permanente estado de sitio. Un régimen de excepción que les reconoce facultades extraordinarias y que aumenta sus prerrogativas, pero que no ha significado mayor eficacia en la lucha contra la subversión, y en cambio suspende garantías constitucionales y limita las libertades públicas.


    Pese a las buenas intenciones, el presidente se ve en la necesidad de acudir a esa figura extraordinaria que convierte al Ejecutivo en legislador y le da gobernabilidad. Es el instrumento más expedito y a la mano para combatir el narcotráfico y las violencias asociadas al crimen organizado, para ordenar medidas de protección a las autoridades amenazadas, endurecer penas, tipificar nuevos delitos, castigar el paramilitarismo y estimular la colaboración con la justicia.


    La debilidad del aparato judicial, la corrupción en el Ejército y la Policía, y la poca posibilidad de que el Congreso –intimidado o sobornado por las mafias– apruebe las reformas que requiere la justicia, son razones suficientes para echar mano de ese mecanismo de excepción. Al fin y al cabo, el país está en estado de guerra y Barco ejerce su mandato entre los fuegos cruzados de varias confrontaciones.


    El primer mandatario acude al régimen de excepción en no pocas ocasiones. Por ejemplo, en enero de 1988 luego del secuestro de Andrés Pastrana y del asesinato del procurador Carlos Mauro Hoyos, para promulgar el Estatuto para la Defensa de la Democracia o Estatuto Antiterrorista, un paquete de medidas para enfrentar jurídicamente al narcoterrorismo. Y en agosto de 1989, como respuesta a los asesinatos del coronel Valdemar Franklin Quintero y del candidato liberal Luis Carlos Galán, para restablecer la extradición por vía administrativa y dictar normas para fortalecer la lucha contra el tráfico de drogas.


    Sin embargo, el presidente considera que disponer de ese mecanismo no es suficiente, que es necesario convertir las medidas tomadas al amparo del estado de sitio en normas ordinarias y permanentes, y que solo mediante una reforma constitucional es posible diseñar un nuevo ordenamiento penal para hacerle frente a las diversas formas de violencia, y para crear instituciones remozadas, acordes con las nuevas realidades políticas y sociales. La vetusta Constitución de 1886 no da la talla, se ha quedado corta.


    Reforma constitucional


    La reforma constitucional, una de las obsesiones de Barco, empieza a tomar forma en enero de 1988. Noticias que auguran un mal año, como el asesinato de dos líderes sindicales, la explosión de un carro-bomba frente al edificio Mónaco donde vive la familia de Pablo Escobar, el secuestro de Andrés Pastrana, y el asesinato del procurador Carlos Mauro Hoyos, abruman a los colombianos que se sienten acorralados, amedrentados, y ponen al Gobierno contra la pared. Este no parece tener los instrumentos necesarios para frenar la oleada violenta, y su credibilidad y legitimidad están por el suelo.


    Ante la crisis, El Espectador, crítico del gobierno por débil y carente de iniciativa, propone una salida en editoriales consecutivos: consultar a los colombianos sobre la convocatoria de una Asamblea Constituyente para reformar la Carta Política.


    El presidente, que viene madurando la idea con sus asesores, recoge el guante y responde con una carta en la que apoya la propuesta. Cree que es la única vía posible, pues intentos anteriores han naufragado en el Congreso. Barco propone el 13 de marzo, fecha de la primera elección popular de alcaldes, para que los colombianos se pronuncien sobre si están o no de acuerdo con derogar el artículo 13 de la reforma que da vida el Frente Nacional, y que prohíbe cambiar la Constitución por la vía del constituyente primario. Si gana el Sí –dice el presidente– el Gobierno tendrá las bases jurídicas y políticas para convocar una Constituyente.


    Los partidos –y los expresidentes– reciben la propuesta en las espuelas, mientras varios sectores de opinión se muestran a favor. Poco a poco la controversia se decanta y el Gobierno firma en febrero un acuerdo con el jefe de la oposición, el expresidente Misael Pastrana Borrero: el Acuerdo de la Casa de Nariño. El objetivo es crear una comisión preparatoria con participación del Gobierno y representantes de todos los partidos, y su tarea es redactar un texto, un proyecto de reforma para someterlo a consideración del Congreso. El referendo debe votarse el 9 de octubre de ese año.


    El engranaje comienza a rodar en febrero, y algunos sugieren que las comisiones del Congreso abran espacio para oír a las guerrillas. La Consejería de Rehabilitación tiene una propuesta en el mismo sentido, pero con la condición de que los alzados en armas muestren su disposición al diálogo para trazar una hoja de ruta que conduzca a su desmovilización. El Consejo de Estado se atraviesa y suspende el acuerdo con la tesis de que es un acto administrativo y que no es posible reformar la Constitución por la vía plebiscitaria. La decisión cierra también la puerta a las conversaciones con la guerrilla.


    Pero el Gobierno no cede, vuelve a la carga y en julio radica en el Congreso el proyecto de reforma constitucional. Su primera etapa transcurre sin mayores obstáculos y la reforma es aprobada en primera vuelta en diciembre. Pero con el paso de los meses pierde impulso, se va quedando sin dolientes, y en la recta final el ambiente está tan tenso por la violencia narcoterrorista, que una propuesta para introducir un artículo para someter la extradición a votación popular obliga al presidente a hundir la reforma.


    Con amplios sectores de opinión que consideran que la extradición es la causante de tantas vidas perdidas, de tanta sangre derramada, y que se muestran a favor de eliminarla, y con congresistas intimidados o sobornados, el Gobierno teme que el narcotráfico interfiera en la consulta y advierte sobre ese riesgo. Senado y Cámara hacen oídos sordos y aprueban la iniciativa. El Gobierno no puede permitir que triunfen los narcoterroristas y el 15 de diciembre le da la estocada final a la reforma. Un fracaso más en el intento de hacer un cambio institucional profundo.


    Pero no todo está perdido. El movimiento estudiantil que surge tras el asesinato de Galán y que se manifiesta en la llamada Marcha del silencio, recoge la bandera de la reforma y la mantiene en alto. Su objetivo es hacer viable la llamada séptima papeleta para que los colombianos se pronuncien en las elecciones regionales de marzo de 1990 sobre la convocatoria de una Asamblea Constituyente. La propuesta recibe el apoyo de los medios y de algunos sectores políticos y de opinión, y aunque desata una controversia jurídica el Gobierno manifiesta su disposición a impulsar el proceso.


    El 11 de marzo de 1990, la séptima papeleta logra cerca de dos millones de votos, según conteo informal de los universitarios, pues la Registraduría no interviene porque carece de mandato legal para hacerlo. Y aunque la consulta no es vinculante, crea una situación de facto que le da pie al presidente para jugársela de nuevo por la reforma. Entonces, mediante un decreto de estado de sitio ordena a la Registraduría que contabilice la votación de la consulta en las elecciones presidenciales del 27 de mayo. Gana el Sí con 5.236.863 votos, el No obtiene 230.080 votos. Corresponde al nuevo presidente, César Gaviria, seguir adelante con el proceso que culmina en la promulgación de una nueva Constitución en julio de 1991. La Carta Política de Núñez y Caro recibe cristiana sepultura. El presidente Barco ha preparado el camino del cambio constitucional que no puede hacer realidad durante su gobierno.


    Diálogo de paz


    La mano tendida de las conversaciones de paz no resulta con las Farc, pero un año después, por contradictorio que parezca, el secuestro de Álvaro Gómez (29 de mayo de 1988) abre una nueva ventana de oportunidad. El M-19 reconoce la autoría y utiliza el plagio para invitar a un diálogo nacional. En una reunión en Panamá el 14 de julio de 1988, de la cual el Gobierno se margina, dirigentes políticos, representantes de la Iglesia, de los sindicatos y de los gremios, acuerdan con voceros del grupo guerrillero la liberación de Gómez y una cumbre de paz en Bogotá. Dicho y hecho, el líder conservador es dejado en libertad y la cumbre de paz se lleva a cabo en Usaquén a finales de julio. El M-19 recupera protagonismo y Gómez, antes enemigo de negociar con las guerrilla, se vuelve aliado.


    El Gobierno reitera que el diálogo con la subversión solo tiene sentido si el objetivo es poner punto final a la lucha armada, y como no quiere dejar la pelota en la cancha de la oposición, el 1 de septiembre presenta la Iniciativa para la paz. Recupera así margen de maniobra y la posibilidad de que en la reforma constitucional que tramita el Congreso se incluyan circunscripciones especiales de paz, para que los grupos armados que se desmovilicen puedan participar en las elecciones de marzo de 1990.


    El ELN y el EPL rechazan la iniciativa del Gobierno, las Farc y el M-19 abren un compás de espera, y el Quintín Lame propone unificar las propuestas de la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar, que integra a todas las guerrillas. Barco revela en diciembre que el Gobierno ha hecho los primeros contactos con el M-19, y cuestiona a los demás grupos por persistir en las acciones violentas. Año y medio después, el 9 de marzo de 1990, el presidente y Carlos Pizarro, número uno del M-19, firman en la Casa de Nariño el acuerdo para el desarme, la desmovilización y la reintegración de ese grupo a la vida legal. Es la primera negociación exitosa de un gobierno con una organización guerrillera. El EPL, el PRT y el Quintín Lame siguen el mismo camino y firman la paz en los primeros meses de 1990.


    Pero la violencia no da tregua y en abril de 1990 es asesinado Pizarro, candidato presidencial por la Alianza Democrática M-19, el movimiento político que nace tras la desmovilización. El crimen es cometido por sicarios al servicio de Carlos Castaño con la complicidad de agentes del DAS. Es el tercer aspirante a la presidencia eliminado por paramilitares en el mismo año. Un mes antes, el 22 de marzo, el candidato de la UP, Bernardo Jaramillo, ha corrido la misma suerte. La campaña de 1990 es la más violenta de todos los tiempos.


    Pataleos de ahogado


    Convencer a la comunidad internacional de que la lucha contra las drogas deber ser una responsabilidad compartida, es otro de los propósitos frustrados del presidente Barco. A lo largo de los cuatro años de gobierno no desaprovecha oportunidad para alzar la voz y llamar la atención sobre un fenómeno que no solo compromete a Colombia sino en particular a los Estados Unidos, el mayor consumidor de droga, proveedor de precursores químicos para procesar la cocaína, de armas que llegan a manos de las mafias, y cuyos bancos lavan miles de millones de dólares al año.


    Barco aborda el tema por primera vez ante la Asamblea de Gobernadores del Banco Mundial y del Fondo Monetario Internacional en septiembre de 1986. Les hace un llamado a la solidaridad para combatir el narcotráfico, mensaje que reitera días después en una sesión especial del Consejo Permanente de la OEA y luego ante la Asamblea General de la ONU en Nueva York. Y en los años siguientes, en cada cumbre, en cada encuentro formal e informal con el presidente George Bush, le reclama por la falta de compromiso de su gobierno para controlar el consumo interno y por la ausencia de compensación por los sacrificios que hace Colombia en la guerra contra el narcotráfico, que se traducen en cientos de muertos, corrupción, inestabilidad política y crisis institucional.


    Pero tal vez el llamado más importante y más sonado es el que Barco hace ante la Asamblea General de la ONU en septiembre de 1989: “La lucha internacional contra el narcotráfico no puede ser una guerra de palabras”, dice Barco, y advierte que la guerra del narcotráfico es mundial, que el agresor es una poderosa empresa criminal que ha declarado una guerra total contra todas las naciones, y que ha llegado la hora para que la comunidad de naciones decida de qué lado está. Propone un plan de acción y termina la intervención citando a Churchill: “La muerte y el dolor serán los compañeros de nuestra jornada. Las penurias nuestro vestido. La constancia y el valor nuestro único escudo. Debemos estar unidos. Debemos ser audaces... Juntos podemos, debemos y vamos a triunfar”.


    La Asamblea se pone de pie, la ovación dura varios minutos. Saludos a la bandera, a las banderas… Barco regresa a seguir enfrentando ese animal de muchas cabezas que envenena al país. La lucha contra el narcoterrorismo sigue consumiendo la mayor parte de los esfuerzos del Gobierno. Solo meses después, la primera ministra del Reino Unido, Margaret Thatcher, reconoce que la demanda está en la base del problema del narcotráfico. “Nuestros esfuerzos para reducir la producción de drogas no tendrán éxito mientras haya demanda”, dice al inaugurar la Conferencia Ministerial sobre la Reducción de la Demanda de Drogas y la Amenaza de la Cocaína, celebrada en Londres en abril de 1990. Washington nunca hace un reconocimiento similar, solo levanta el dedo acusador contra Colombia y los países productores.


    El último pataleo lo da el presidente Barco en febrero de 1990, durante una cumbre de presidentes en Cartagena, a la que asisten Bush y los mandatarios de Bolivia, Jaime Paz Zamora, y de Perú, Alan García. Allí señala las consecuencias negativas que la guerra contra el narcotráfico tiene para la economía colombiana, y pide fortalecer las medidas para combatir el tráfico de drogas. Pero Bush no admite el problema del consumo y la visión de Washington queda reflejada en el documento final, la Declaración de Cartagena, que insiste en una estrategia antidrogas con énfasis en lo militar, en la represión.


    El narcotráfico y su deriva narcoterrorista cambian en forma radical el campo de acción del Gobierno. Virgilio Barco ejerce el poder en medio de fuegos cruzados, abrumado por los centenares de muertos, por la destrucción material y el deterioro institucional que dejan las diferentes violencias; por las pugnas políticas clientelistas, y por la indiferencia de la comunidad internacional que no acepta su cuota de responsabilidad en el tráfico de drogas. Capotea todas las tormentas e impotente presencia cómo las cortes y el Congreso se atraviesan a su propósito de reforma constitucional. Nunca antes el Estado ha estado en tan alto riesgo, erosionadas su autoridad y legitimidad. Al borde del colapso. No obstante, el presidente Barco logra el primer proceso de negociación exitoso con la guerrilla y siembra las semillas para la convocatoria de Asamblea Constituyente que da origen a la Constitución de 1991.


    * * *

  


  
    CAPÍTULO 2


    1989

 EL AÑO MÁS VIOLENTO


    Colombia se asoma a 1989 en medio de una profunda crisis institucional y una grave alteración del orden público. Un conjunto de fenómenos violentos –narcoterrorismo, paramilitarismo, enfrentamiento entre los carteles de Medellín y Cali, pugnas entre esmeralderos, violencia guerrillera–, tienen al Gobierno contra las cuerdas, y amenazadas la estabilidad política y social.


    La profundización, especialización y escalamiento de la violencia, evidencian la debilidad del Estado y la fragilidad de la justicia, y dejan al descubierto, como nunca antes, que el Estado no tiene el monopolio de las armas ni presencia y control sobre todo el territorio, que no es catalizador o árbitro de los conflictos sociales y que carece de los instrumentos necesarios para enfrentar un fenómeno de múltiples cabezas que se extiende del campo a las ciudades.


    La explosión y conjunción de esas violencias tiene un denominador común: el narcotráfico. Un factor que influye de manera decisiva en el conflicto interno y en la escalada de la guerra sucia contra las organizaciones de izquierda, en particular contra la UP y sus bases sociales. Es el combustible de los grupos paramilitares que encuentran aliados en unidades militares y otros agentes del Estado en la lucha contrainsurgente. Y está también en el corazón del enfrentamiento entre los esmeralderos y de la guerra entre los carteles de Medellín y Cali, que se disputan rutas y mercados, y que difieren en los métodos para combatir la extradición, figura que revive tras el asesinato del ministro de Justicia, Rodrigo Lara Bonilla, en 1984 y que se convierte en el detonante del terrorismo que despliega el cartel de Medellín contra el Estado y la sociedad entera. Las mafias no solo buscan sacar del camino a personas específicas que de una u otra manera afectan sus intereses –jueces, magistrados, periodistas, funcionarios, militantes de la UP…– sino amedrentar a la sociedad, obligar a la claudicación del Estado.


    El narcoterrorismo y el paramilitarismo, promovidos y alimentados por el narcotráfico, infiltrado en las instituciones, la economía y la política, se convierten en el principal desafío de orden público para la administración Barco, incluso por encima de la violencia de los grupos subversivos. Una situación de extrema complejidad a la cual el Gobierno responde en momentos críticos con la expedición de drásticas medidas al amparo del estado de sitio, que, a su vez, producen reacciones violentas.


    El narcotráfico, identificado no solo como un problema de seguridad interno sino como uno de seguridad nacional para los Estados Unidos, se traduce en la prioridad de la agenda bilateral, en la militarización de su lucha apoyada en la teoría de la narcoguerrilla, y en la valoración de la extradición como mecanismo disuasivo por excelencia. El corolario de este explosivo coctel es la represión y la guerra en nuestro territorio con un costo altísimo en vidas y legitimidad institucional.


    La violencia que se vive en 1989 deja una marca indeleble en los colombianos. Es el año de la masacre de la comisión judicial en La Rochela; de los asesinatos de importantes dirigentes de la UP, y de jueces y magistrados que se atreven a dictar órdenes de captura contra los capos del cartel de Medellín; de los atentados contra el director del DAS y la sede del organismo de seguridad; de las bombas contra El Espectador y Vanguardia Liberal; del asesinato del comandante de la Policía de Antioquia, de la bomba del avión de Avianca, del magnicidio de Luis Carlos Galán, entre otros muchos hechos atroces.


    En febrero ya se han duplicado los asesinatos de líderes políticos y la guerra sucia se ha generalizado como respuesta a un plan de desestabilización. Entre agosto y diciembre explotan 88 bombas en calles, bancos, sedes políticas, instalaciones públicas, hoteles, residencias, periódicos y centros comerciales de las cinco principales ciudades del país. Centenares de muertos y heridos, y de familias destruidas; el periodismo intimidado y el aparato judicial impotente y amenazado; el poder legislativo y la clase política subordinados o coaccionados, y los cuerpos de seguridad, el Ejército y la Policía infiltrados, son el saldo del año más violento de nuestra historia, el de la mayor arremetida narcoterrorista.


    Este capítulo constituye un intento de recoger, mes tras mes, los hechos que hacen de 1989 el año más violento. Cada relato es el resultado de comparar, confrontar, decantar y unificar las versiones publicadas en los diarios nacionales –El Tiempo y El Espectador– y en los regionales cuando es del caso –El Colombiano, El País, Vanguardia Liberal, El Heraldo…–; en periódicos de Bogotá como El Siglo y La Prensa; en investigaciones de organizaciones como Fundación Ideas para la Paz y de portales como Verdad Abierta, y en la revista Semana, de la cual era entonces subdirectora e hice parte de la reportería y de la redacción no solo de crónicas sobre crímenes políticos, atentados y masacres, sino de numerosos artículos de análisis. Así que por razones prácticas y porque frases que aparecen entre comillas se repiten en varios de los textos consultados, no hago referencias explícitas a fuentes.


    Por otra parte, en algunos casos –los más significativos y de mayor impacto político y social–, sentí la necesidad de usar el espejo retrovisor para buscar en el pasado razones que los explicaran y les dieran contexto. Ningún hecho es gratuito, todos y cada uno son corolario o consecuencia de situaciones pasadas, eslabones de una cadena que aún hoy no ha terminado de romperse. Y precisamente por esto, porque en el fondo nada es puro pasado, apelo al presente histórico para hacer sentir más cerca estas historias.


    Este libro es, entonces, una recopilación de los hechos y episodios violentos que dejaron huella no solo en ese año negro de la administración Barco, sino en la historia del país. Es probable que no estén todos los que ocurrieron, pero están todos los que más han marcado a mi generación, que vivió esos años de terror con el miedo palpitando en el pecho y el interrogante sobre cuál otro acto terrorista, cuál otro muerto, nos esperaban al día siguiente. Una realidad que las nuevas generaciones desconocen y apenas alcanzan a imaginar.


    _____ENERO 1 y 11


    MAL COMIENZO DE UN MAL AÑO


    El primer día del año es asesinada en el Meta, Nohra López de Sánchez, militante de la UP y esposa de un dirigente del movimiento. Los asesinos son paramilitares de la región del Ariari. También muere bajo el fuego de las balas Pedro Solano, miembro de la Central Unitaria de Trabajadores.


    Desde la creación de esa organización sindical en 1986, más de quinientos miembros son asesinados o desaparecidos. La desaparición forzada, principalmente de campesinos y pobladores de zonas rurales, crece en forma alarmante en la década del ochenta. Esta se convierte en otro método de terror del paramilitarismo para asegurar el dominio y control de los territorios donde operan. Desde 1988 las asociaciones de familiares de víctimas de desaparición forzada y ONG de derechos humanos insisten en la necesidad de tipificarla como delito, pero solo hasta el año 2000 se incorpora a la legislación penal.


    El 11 de enero, cerca de Granada (Meta), en la carretera Vista Hermosa-Villavicencio, un grupo de paramilitares que tiene montado un retén en la vía detiene el bus en el que viajan Vladimir Cañón Trujillo y Jimmer Arley Leiva, ambos militantes de la UP. Los obligan a bajar y se los llevan a la fuerza con rumbo desconocido. Nadie sabe nunca qué pasa con ellos.


    Vladimir es hijo de Julio Cañón, alcalde de Vista Hermosa, asesinado el 8 de septiembre de 1988 por paramilitares. Desde 1986 la familia Cañón es víctima de asesinatos y/o desapariciones por parte de las organizaciones paramilitares que actúan en el Meta.


    Jimmer Arley es hijo de Erisinda Leiva, concejal de Vista Hermosa por la UP. Años después, las reiteradas amenazas de muerte y el incendio de su casa por parte del Ejército, la obligan a abandonar la población en 1991.


    _____ENERO 18


    LA MASACRE DE LA ROCHELA


    En La Rochela, vereda de Simacota, en el corazón del Magdalena Medio santandereano, son asesinados doce de quince miembros de una comisión judicial designada por la recién creada Unidad Móvil para investigar varios homicidios y desapariciones en Simacota, Cimitarra y Puerto Parra, atribuidos a una alianza de narcotraficantes y paramilitares con la complicidad de agentes de la fuerza pública. Entre los casos, el de diecinueve comerciantes secuestrados, asesinados y arrojados a un río, y el de dos personas que intentan buscarlos.


    De la comisión hacen parte jueces, secretarios de juzgado, miembros del Cuerpo Técnico de Policía Judicial, CTPJ, y dos funcionarios de la Procuraduría, asignados para investigar en forma simultánea a miembros de la fuerza pública señalados de conductas non sanctas. De hecho, dos meses antes, dirigentes comunales viajan a Bogotá para denunciar ante la Procuraduría y el Ministerio de Gobierno los abusos de miembros del Ejército con apoyo de paramilitares, los llamados Masetos, con quienes montan retenes y amenazan campesinos. Dejan una carta como constancia en la que, entre otras cosas, piden tomar medidas para impedir que los hechos queden en la impunidad.


    En 1989 la alianza paramilitar-militares en la zona donde ocurre la masacre es tan sólida, que, según numerosos testigos, en Campo Capote hay una casa cerca de la plaza donde se reúnen los paramilitares con miembros del Ejército.


    Según el informe del Grupo de Memoria Histórica, Memorias de un crimen contra la justicia (2010), el primero que llega a la escena del crimen es el Inspector de Policía de La Rochela, Clodoveo Duarte. Viaja desde Bucaramanga en un bus de regreso a la población, y en el sito conocido como La Laguna sobre la carretera Panamericana, ve un grupo de personas tendidas junto a dos camperos pintados con las consignas Fuera grupos paramilitares y Fuera el MAS. Se baja, se acerca para ayudar a posibles heridos, pero descubre que todos están muertos. Son cerca de las 3:30 p.m. No sabe entonces que tres miembros de la comisión han sobrevivido.


    Antecedentes


    La comisión sale de San Gil, llega el viernes 13 a Barrancabermeja y el lunes 16 se dirige a Puerto Parra donde los jueces recogen ocho expedientes y piden a los agentes del CPTJ ir a La Rochela a entregarle al inspector Clodoveo Duarte, boletas de citación a varios campesinos para que acudan a rendir testimonio.


    Los funcionarios regresan a Barrancabermeja y al día siguiente muy temprano vuelven a La Rochela con dos investigadores más, y allí se enteran de que por falta de recursos la mayoría de los citados no puede viajar a Barranca. Por eso, pese al miedo y a sabiendas de que van a la boca del lobo, los jueces se desplazan a la zona para recibir los testimonios. Cuatro agentes del CTPJ salen hacia Puerto Nuevo en busca de los campesinos que deben declarar.


    De regreso a la Inspección son interceptados por hombres armados que se identifican como guerrilleros del Frente XXIII de las Farc, al mando del comandante Ernesto, quien les pregunta por la razón de su presencia en la zona, les ofrece ayuda y les permite seguir su camino. Los funcionarios se despiden y luego informan a sus compañeros sobre lo sucedido.


    Cerca del mediodía, cuando los jueces han recibido varios testimonios y dan por terminada su tarea, aparecen cerca de cuarenta hombres armados y con uniformes de las Farc, al mando del mismo Ernesto, quien pide a los agentes del CTPJ entregar las armas que llevan. De pronto, irrumpen dos camperos, se bajan hombres vestidos de civil, pero armados. Uno de ellos, que se presenta como Vladimir, pregunta por las investigaciones que adelantan, en especial por el caso de los diecinueve comerciantes. El caso, responden los jueces, no está en su manos. Minutos después, Ernesto informa que el Ejército está cerca y que para evitar que corran peligro en un eventual enfrentamiento, van a simular un secuestro. Les atan las manos y los suben a los camperos en los que han viajado desde Barranca. Antes de partir, Vladimir les ordena señalar a las Farc en caso de ser interrogados.


    Los vehículos arrancan y a pocos kilómetros se detienen, los supuestos guerrilleros se bajan con unas tulas, se alejan unos metros y empiezan a disparar. Luego se acercan para verificar si todos están muertos y a quienes siguen con vida los rematan con tiros de gracia. Cumplida la misión abandonan la escena del crimen.


    El gobierno reacciona


    El director de Instrucción Criminal, Carlos Eduardo Lozano, superior jerárquico de la mayoría de las víctimas, es el primero en reaccionar. Acusa de frente a los paramilitares como los autores de la masacre, mientras el general Farouk Yanine Díaz, comandante de la II División del Ejército con sede en Bucaramanga, inculpa directamente a las Farc.


    El Gobierno crea una comisión asesora para coordinar la lucha contra el fenómeno, y un cuerpo especial de la Policía para capturar a los sospechosos, liderado por el director de la institución, general Miguel Antonio Gómez Padilla, quien monta la llamada Operación Primavera, diseñada para engañar al Ejército que obstaculiza el levantamiento de los cadáveres y la labor de los investigadores.


    A finales de julio, la operación arroja los primeros resultados: quince sospechosos capturados, entre ellos dos miembros del Ejército; allanadas casas y haciendas de capos y comandantes paramilitares, y destruidos tres laboratorios de procesamiento de coca y 104 pistas clandestinas.


    Un mes después de la tragedia, la revista Semana publica un artículo, Se creció el monstruo, en el que afirma que la masacre evidencia no solo la dimensión del fenómeno, sino una situación aún más grave: que el monstruo le ha declarado la guerra también al Estado, en concreto al aparato de justicia, para impedir las investigaciones en su contra (20/2/1989).


    Si 1988 es el año de las masacres (el Cinep tiene sesenta documentadas, otras fuentes mencionan ochenta), el caso de la comisión judicial es una advertencia, un campanazo de alerta, el presagio de una nueva espiral de barbarie. “Es el reverso de la masacre del Palacio de Justicia –dice el informe del Centro de Memoria Histórica–. Si en esta última se quiso ejercer violencia contra la cúpula del poder judicial, en aquella, en cambio, se asesinó a sus funcionarios de base, y de ese modo se reabrió cinco años después la herida profunda y traumática que dejó en las relaciones entre los poderes públicos el drama dantesco del Palacio de Justicia en Bogotá” (La Rochela: Memorias de un crimen contra la justicia, 2010).


    La confesión


    Los investigadores establecen cómo ocurre la masacre por los testimonios de los tres miembros de la comisión judicial que sobreviven, y logran desentrañar buena parte de la siniestra alianza responsable del múltiple homicidio gracias a la confesión del paramilitar al mando, Alonso de Jesús Baquero, el Negro Vladimir, capturado meses después de la tragedia.


    Desertor de las Farc, el paramilitar asegura que la masacre es planeada en la finca La Palmera, propiedad de Henry Pérez, de quien es hombre de confianza y quien es uno de los fundadores de la Asociación Campesina de Ganaderos y Agricultores del Magdalena Medio, Acdegam, organización que nace en 1984 luego de que las Farc secuestran al padre de Pérez, Gonzalo de Jesús Pérez, el Viejo. En sus inicios aparece como una entidad que ofrece servicios de salud y es dueña de droguerías y tiendas comunales, pero la realidad es que se trata de una fachada legal de las autodefensas que luego promueven campañas políticas para las alcaldías de la región. En 1989 la organización ya está cooptada y financiada por el narcotráfico, y se ha convertido en el brazo político y económico del paramilitarismo en el Magdalena Medio.


    Vladimir asegura que en la reunión donde se planea la masacre participan socios de la asociación, comandantes paramilitares y miembros del Ejército, y revela que paga veinte millones de pesos a policías de Barranca por la información sobre el itinerario de la comisión, y cuarenta millones a miembros del batallón Nueva Granada que le niegan protección a los funcionarios judiciales.


    La confesión confirma la existencia de una poderosa alianza en la que convergen los intereses de varios actores: Acdegam y militares involucrados en la muerte de los diecinueve comerciantes, y en desapariciones y asesinatos de campesinos, que buscan impedir las investigaciones; capos del cartel de Medellín con cultivos de coca en el municipio de Puerto Parra donde la comisión recoge unos expedientes, y el excongresista Tiberio Villarreal, quien, según Vladimir, quiere desaparecer un expediente que lo compromete con la adjudicación de unos contratos a paramilitares de la zona.


    Condenado a treinta años de cárcel por la masacre de la comisión judicial, el Negro Vladimir queda libre en 2005 después de pagar dieciséis años en la cárcel. En julio de 2008 es capturado de nuevo en Cali por orden de la fiscal 47 de Derechos Humanos, que lo responsabiliza por la muerte de Hermelinda Castro, dirigente de la UP, asesinada el 23 de octubre de 1988 en Campo Capote (Santander). Entonces se acoge a sentencia anticipada en el marco de la Ley de Justicia y Paz y dos meses después expresa su deseo de someterse también a sentencia anticipada por el asesinato de catorce militantes de la UP. Actualmente está detenido en la cárcel de Palmira.


    El modelo paramilitar


    En Puerto Boyacá, como en otras regiones del país afectadas por la presencia de la guerrilla, la lucha contra la subversión no es del resorte exclusivo de las Fuerzas Armadas. Hay nuevos actores de la guerra, grupos armados de civiles, que luego del ingreso de los capitales del narcotráfico en la región, pasan de la autodefensa a la ofensiva y a la guerra sucia, a nuevas formas de acción: tortura, asesinato, desaparición, masacres… Cuentan con el apoyo de políticos locales que ven en la UP una competencia indeseable; son patrocinados por ganaderos, terratenientes y capos del narcotráfico; reciben aportes de multinacionales que tienen actividades en las zonas bajo su control, y operan con la complicidad y la protección de unidades militares.


    La región está militarizada. Allí operan la XIV Brigada, con sede en Puerto Berrío y jurisdicción sobre de varias unidades militares de la región, como el Batallón Bárbula en Puerto Boyacá, el Batallón Luciano D’Elhuyar en San Vicente de Chucurí y el Batallón Rafael Reyes en Cimitarra, entre otros.


    El Negro Vladimir reconoce ante la justicia, que la Brigada XIV les vende armas legalmente amparadas tanto a los paramilitares como a socios de Acdegam, les da tratamiento especial y les presta uniformes, fusiles e incluso ametralladoras M-60 y helicópteros, cuando hacen operaciones con el batallón de contraguerrilla.


    Los militares implicados en la masacre y juzgados –y exonerados por tribunales militares–, justifican sus actuaciones en la Ley 48 de 1968 o de Defensa Nacional1, que faculta al Gobierno para usar a los civiles en actividades y trabajos que “contribuyan al restablecimiento de la normalidad”, y al Ministerio de Defensa “a amparar, cuando lo estime conveniente, armas (…) de uso privativo de las Fuerzas Armadas”. De estas normas y de la convicción de los militares de que la guerra contra las guerrillas comunistas es un asunto de todos y no solo del Estado, y que por eso hay que fomentar la vinculación de la población civil, surgen los grupos privados de autodefensa y los manuales que redacta el Ejército para apoyar operaciones militares. Todo coincide con las recomendaciones de los especialistas estadounidenses de la Escuela de las Américas, que entrena a militares colombianos en la zona del Canal de Panamá.


    Es la reacción a los atropellos de la guerrilla como parte de una estrategia contrainsurgente, pero también la demostración de la incapacidad del Estado para hacer presencia en todo el territorio, resolver los problemas de orden público y arbitrar en los conflictos sociales.


    El más claro botón de muestra de la mutación de grupos que pasan de la defensa a la ofensiva es Acdegam, y el caso más emblemático de la perversa relación paramilitares-militares en la zona de Puerto Boyacá, es el del comandante del Batallón Bárbula, coronel Luis Arsenio Bohórquez, quien según investigación del DAS que confirma la versión de Vladimir, no solo permite usar el batallón como centro de comunicación y entrenamiento de grupos paramilitares, sino que él y sus hombres acompañan a patrullas paramilitares y protegen a sus cabecillas cuando llegan investigadores civiles a la región.


    Durante el tiempo en que el coronel Bohórquez está al frente del Bárbula, mercenarios extranjeros, entre ellos el israelí Yair Klein, entrenan a grupos paramilitares del Magdalena Medio. Y cuando estalla el escándalo por la presencia de mercenarios, Bohórquez es llamado a calificar servicios, y entonces hace pública una carta en la que manifiesta que se ha limitado a seguir las orientaciones de sus superiores.


    Los investigadores de Justicia y Paz que luego de la desmovilización de las AUC evalúan la situación de Magdalena Medio a finales de la década del ochenta, las normas y reglamentaciones vigentes hasta 1989, concluyen que la lucha antisubversiva no solo se dinamiza con la participación de civiles en la lucha contra el comunismo, apoyados y organizados por sectores de las Fuerzas Militares, sino que se degrada al atacar a las llamadas “estructuras políticas y sociales del enemigo” y convertir en objetivos militares tanto a los guerrilleros como a quienes consideran auxiliadores, simpatizantes, líderes sindicales y hasta a políticos opositores del Gobierno.


    La alianza narcotráfico-lucha contrainsurgente les sirve a algunas unidades militares para librar la guerra sucia contra todo lo que huele a izquierda o pueda interferir en sus operaciones o actuaciones irregulares. El horizonte es el de la Guerra Fría; el marco de acción, la Doctrina de la Seguridad Nacional que desconoce el principio de distinción entre combatientes y no combatientes, y el enemigo interno, el comunismo (guerrilla, PC, UP…). Un escenario en el que la población civil acaba involucrada en el conflicto y el Ejército es dios y ley en la región.


    En 1989 el modelo paramilitar se ha instalado y naturalizado en el Magdalena Medio y otros lugares del país. Se trata de un fenómeno de violencia política que surge y se desarrolla en zonas donde la presencia del Estado es precaria y sus instituciones débiles, y/o los agentes del Estado pueden hacer poco o negocian y colaboran con los grupos paramilitares, entre otras razones, porque se resisten a los diálogos de paz con las guerrillas. Se alimenta de conflictos existentes –por la tierra, por negocios ilegales e incluso legales como el de las esmeraldas en Boyacá–, y deriva en una barbarie sin precedentes y en un deterioro profundo de la legitimidad de las instituciones. El paramilitarismo es la demostración flagrante de que el Estado no tiene el monopolio de las armas, y de que las instituciones civiles no hacen presencia efectiva en todo el territorio.


    Los intocables


    Un dramático manto de impunidad cubre a la violencia política de los años ochenta, no obstante el aumento de los asesinatos selectivos, las masacres y las desapariciones. Gracias a las denuncias de campesinos y habitantes de la región y a las confesiones de miembros de las estructuras paramilitares, como la de Vladimir, son conocidos los nombres de muchos de los implicados en crímenes de alto impacto social y político, pero las investigaciones no avanzan, pasan de juzgado en juzgado o se archivan. Los sindicados nunca son llamados a rendir cuentas ante la justicia.


    En los casos de mandos militares señalados de organizar, armar y actuar conjuntamente con paramilitares, las investigaciones no los vinculan o si los vinculan terminan absueltos. Los militares son intocables.


    En lo que se refiere a La Rochela, por ejemplo, el exparamilitar Vladimir, ejecutor de la masacre, vincula, entre otros militares, a los generales Farouk Yanine Díaz, Alfonso Vacca Perilla y Juan Salcedo Lora, pero la justicia penal militar los absuelve. Ante esta decisión, los familiares de las víctimas y el Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo llevan el caso ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, luego pasa a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y en 2007 el Estado colombiano es condenado por acción y omisión en los hechos, ordena indemnizar a los familiares de las víctimas, y activar y completar la investigación con el fin de juzgar y sancionar a todos los autores materiales e intelectuales.


    Un año después, por orden de la Corte Suprema de Justicia, la Fiscalía llama a indagatoria al general retirado Yanine Díaz para determinar si tuvo o no responsabilidad en el fortalecimiento y la creación de alianzas con grupos paramilitares, mientras fue comandante de la II División del Ejército, con sede en Bucaramanga y jurisdicción en Arauca, Santander y Norte de Santander. Según testimonio de Vladimir, ejecutor de la masacre, las instrucciones del general es que los paramilitares deben hacer lo que el Ejército no puede, y lo señala como la persona que ordena el asesinato de la comisión judicial. También lo mencionan el coronel Bohórquez en una carta a la Corte Suprema de Justicia en la que dice que es el organizador de las autodefensas, y el jefe paramilitar Ramón Isaza en sus primeras versiones ante Justicia y Paz, quien asegura que su grupo, responsable de por lo menos quinientos asesinatos y centenares de desapariciones forzadas en el Magdalena Medio, se crea con el patrocinio del entonces coronel, quien muere de cáncer en 2009 antes de ser juzgado.


    En junio de 2010, un fiscal de la Unidad de Derechos Humanos vincula a los generales Yanine Díaz (q.e.p.d.), Vacca Perilla y Salcedo Lora, y al excongresista Tiberio Villarreal a las investigaciones por la masacre de la comisión judicial, y dicta medida de aseguramiento contra los desmovilizados exjefes paramilitares Iván Roberto Duque, alias Ernesto Baez, y Ramón Isaza. Pero poco después, en una providencia de 76 páginas que rompe la unidad procesal para que la investigación continúe, el fiscal ordena la preclusión de la investigación contra los generales Vacca y Salcedo como presuntos coautores de los delitos de homicidio agravado y concierto para delinquir, porque considera que nada tuvieron que ver con los hechos.


    En cuanto a los civiles implicados por el testimonio de Vladimir y cobijados por medidas judiciales, la situación del excongresista Villarreal, salpicado por el proceso 8.000, sigue sin definirse. Los casos de los exjefes paramilitares Duque e Isaza evolucionan distinto.


    Duque, asesor político y miembro de Acdegam, y luego líder del Bloque Central Bolívar de las AUC, niega su participación en la masacre, pero acusado de muertes violentas de dirigentes políticos, indígenas y sindicalistas, y del secuestro de Piedad Córdoba, se acoge a la Ley de Justicia y Paz. A punto de ser excluido de Justicia y Paz en 2011 por no aceptar su responsabilidad en más de veintisiete asesinatos, la Corte Suprema de Justicia lo salva pues lo considera testigo clave, y tras cumplir la pena alternativa de ocho años recupera la libertad en octubre de 2016.


    Isaza, por su parte, solicita en diciembre de 2014 una audiencia de versión libre ante la Fiscalía General para aceptar su responsabilidad en los hechos como jefe de miembros del grupo que perpetró la masacre, y en septiembre de 2015 el Tribunal de Justicia y Paz de Bogotá considera que ha cumplido con los requisitos que le exige la ley. Lo deja en libertad, pero le impone una multa de 20.000 millones de pesos y lo inhabilita durante veinte años para el ejercicio de derechos y funciones públicas.
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    ASESINADO TEOFILO FORERO, SECRETARIO DEL PC


    Es asesinado en Bogotá Teófilo Forero exconcejal, secretario nacional del Partido Comunista, PC, e integrante de la Unión Patriótica. Viaja en un carro conducido por José Antonio Toscano, en compañía de su esposa Leonilde Mora y de Antonio Sotelo, dirigente de la UP de Córdoba y miembro del Comité Central del PC. A la altura de la Av. 1 de mayo con carrera 30, tres sicarios motorizados se aproximan al vehículo y disparan contra sus ocupantes.


    El asesinato es interpretado como un mensaje de advertencia para los activistas de izquierda. Y es que el activismo político es el camino que escoge Forero desde muy joven, cuando la Violencia de los años cincuenta lo expulsa del Tolima, su tierra natal, y decide instalarse en Bogotá. Es uno de los fundadores, en 1964, de la Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia, CSTC –semilla de la CUT–, y poco después de la Federación Sindical de Trabajadores de Cundinamarca, Festrac. Dos veces diputado de la Asamblea de Cundinamarca y dos veces concejal de Bogotá, contribuye a la fundación de la Unión Patriótica.


    Tres días antes que Forero, es asesinado Luis Eduardo Aya Cristancho, presidente de la CUT del Meta y exconcejal de la UP, en Villavicencio (Meta).


    Nacimiento en contravía


    La UP, una alianza de fuerzas de oposición cuyo núcleo es el Partido Comunista, nace formalmente a la vida política el 30 de marzo de 1985 como corolario de los acuerdos entre el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) y las Farc. De su dirección entran a formar parte desmovilizados de esa guerrilla, entre ellos Braulio Herrera e Iván Márquez, miembros del estado mayor que han participado en la mesa de negociaciones.


    Si bien es cierto que sectores democráticos reciben el surgimiento del movimiento con buenos ojos, como el reconocimiento de que existe un déficit de democracia y de que es necesario abrir el sistema político a fuerzas alternativas a los dos partidos tradicionales –Liberal y Conservador–, es mayor el rechazo, que se explica por la combinación de varios factores: la convicción del estamento militar y de influyentes sectores económicos y políticos de que la solución del conflicto debe ser militar y no negociada; la posibilidad de que con la descentralización administrativa y la elección popular de alcaldes, la UP entre a competir por recursos y votos con liberales y conservadores, y que no solo altere la tradicional distribución del poder, sino que canalice y promueva reivindicaciones de los sectores históricamente excluidos, como la reforma agraria.


    La UP empieza en contravía de la política tradicional y así lo señala el primer informe de la Defensoría del Pueblo –creada por la Constitución de 1991–, en un informe sobre los orígenes y desarrollo de los atentados contra dos organizaciones políticas, la UP y Esperanza y Libertad, publicado en octubre de 1992: “Existe una relación directa entre el surgimiento, la actividad y el apoyo electoral de la Unión Patriótica y el homicidio de sus militantes y dirigentes en regiones donde la presencia de este partido fue interpretada como un riesgo al mantenimiento de los privilegios de ciertos grupos”. De hecho, en las elecciones de 1986, las primeras en las que participa la UP, el partido elige cinco senadores, nueve representantes, dieciocho diputados y 335 concejales, y su candidato presidencial, Jaime Pardo Leal, logra 328.752 votos, el 4,5 % de la votación total, la más alta alcanzada hasta entonces por la izquierda.


    Esta situación y la posibilidad que abre la elección popular de alcaldes de que algunos municipios queden en manos de alcaldes de la UP o afines al movimiento, resulta inaceptable tanto para los políticos tradicionales como para los paramilitares, que emprenden una campaña para eliminar a sus dirigentes y a sus redes políticas, con apoyo de unidades militares y políticos locales. Entonces, candidatos, organizadores, seguidores y alcaldes de la UP empiezan a ser sistemáticamente asesinados en zonas donde puede llegar al poder.


    Un factor adicional que en absoluto justifica el exterminio pero que de alguna manera lo explica, es la decisión de combinar todas las formas de lucha, que comparten el Partido Comunista, núcleo inicial de la UP, y las Farc, firmantes del acuerdo que le da origen a ese partido. Mientras los militantes del nuevo movimiento empiezan a hacer política por las vías democráticas, las Farc continúan con el secuestro, la extorsión, la toma de pueblos… Proselitismo armado dicen los detractores del nuevo partido, que equiparan la militancia política de izquierda con la militancia armada.


    En un contexto de violencia política que se desarrolla en el marco de la Doctrina de Seguridad Nacional y el enemigo interno, que no diferencia entre combatientes y no combatientes, la combinación de las formas de lucha es una mezcla explosiva que desencadena una reacción sistemática y generalizada contra la UP, con patrones que apuntan no solo al hostigamiento como fuerza política, sino a su exterminio, según lo destaca el informe del Centro de Memoria Histórica, Todo pasó frente a nuestros ojos. Genocidio de la Unión Patriótica 1984-2002.


    No obstante las condiciones adversas, en la primera elección popular de alcaldes en 1988, la UP gana dieciocho alcaldías propias y 95 en coalición con otras fuerzas. Pero entonces ya ha perdido 550 militantes en masacres, desapariciones forzadas y asesinatos, incluido el excandidato Pardo Leal, dos senadores, dos representantes, cinco diputados y 45 dirigentes entre alcaldes y concejales. Violencia de alcance nacional, pero especialmente intensa en Urabá, el Magdalena Medio, Tolima y la región del Ariari, que se manifiesta en una doble dirección: el asesinato selectivo de líderes individuales y las masacres de grupos de personas que simpatizan con la izquierda, cuyo objetivo es amedrentar, aleccionar y desmoralizar a comunidades enteras.


    Entre 1984 y 2000, la campaña exterminio adelantada por narcoparamilitares con la complicidad de agentes del Estado, deja por lo menos 4.153 personas asesinadas o desaparecidas, sin contar a las víctimas de tipos de violencia no letal.


    En diciembre de 2012, dentro del proceso de Justicia y Paz contra Éver Veloza, alias HH, exjefe paramilitar del Bloque Bananero de las AUC, los jueces reconocen que el exterminio de la UP es un genocidio político. En septiembre de 2016, en un acto en la Casa de Nariño, el presidente Juan Manuel Santos reconoce la responsabilidad del Estado: “Quiero hoy expresar en este acto público, como Presidente de la República y como Jefe de Estado, que el exterminio y desaparición de la Unión Patriótica jamás debió haber ocurrido; y reconocer que el Estado no tomó medidas suficientes para impedir y prevenir los asesinatos, los atentados y las demás violaciones, a pesar de la evidencia palmaria de que esa persecución estaba en marcha”.


    En mayo de 2018, veinticinco años después de que la dirección de la UP presenta el caso ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), esta hace público su informe de fondo, que califica como exterminio los hechos que involucran 6.352 víctimas en veinte años, y señala como responsables tanto a agentes estatales como a actores armados ilegales. Dice, además, que el Estado no ha podido investigar a fondo la verdad de ese exterminio, y recomienda, encontrar a las personas desaparecidas, investigar de manera diligente lo sucedido e indemnizar a las víctimas y a sus familias. En este último punto se convierte en materia de discordia y al no lograrse un acuerdo, la Comisión decide presentar el caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que tiene la última palabra.
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    ASESINADO ZAR DE LAS ESMERALDAS


    En la madrugada del viernes 27, durante una fiesta de cumpleaños de Gilberto Molina, conocido como el zar de las esmeraldas, cerca de veinte hombres con uniformes del Ejército irrumpen en la casa de la finca La Paz en Sasaima (Cundinamarca), con la excusa de que buscan a Gonzalo Rodríguez Gacha, y lo ejecutan. También asesinan a su jefe de seguridad, coronel retirado Julio César Jiménez, y a diez personas más. Curiosamente su amigo y socio, Víctor Carranza, no está en la fiesta, y luego acusa del crimen al Mexicano, antiguo aliado de Molina, y con quien se disputan el control de la zona esmeraldera del occidente de Boyacá.


    Se trata de un nuevo capítulo sangriento de una vieja guerra –la llamada guerra verde–, que se libra desde la década del sesenta en esa región agitada por la fiebre de las esmeraldas, que atrae a cientos de personas que buscan suerte en el guaqueo en explotaciones ilegales y donde litigios y pugnas de poder se dirimen a sangre y fuego. La guerra tiene inicialmente como protagonistas a bandoleros como Efraín González y Humberto “el Ganso” Ariza, que, uno tras otro y con apoyo de grupos de seguridad privada, imponen a bala el control en la región. Luego de su muerte, el enfrentamiento alcanza tan altos niveles de violencia, que en 1973 el gobierno de Misael Pastrana ordena cerrar las minas –propiedad del Estado– y las entrega mediante licitación pública.


    Las minas de Coscuez son adjudicadas a la firma Esmeracol de Juan Vitar Dow y Benito Méndez Silva; las de Muzo a Coexminas de Julio Roberto Silva; la de Peñas Blancas a los hermanos Quintero Morales, y la de Quípama a Tecminas de Víctor Carranza y Gilberto Molina, el hombre fuerte de la zona que comprende Otanche, Borbur y Quípama, y quien tiene entonces a su servicio a Gonzalo Rodríguez Gacha, un joven que ha llegado a Muzo a probar suerte y se ha convertido en su hombre de confianza.


    Luego de los más de 1.200 muertos que deja la primera etapa de la guerra verde, la concesión ordenada de las minas trae a la zona una etapa de relativa calma.


    Irrumpe el narcotráfico


    A mediados de los años ochenta la tranquilidad empieza a ser perturbada cuando el Mexicano, ya metido de lleno en el negocio de la droga, dueño de grandes cultivos de coca, capo del cartel de Medellín y comandante de un poderoso grupo narcoparamilitar, busca apoderarse de las minas de Muzo y de las rutas que facilitan el narcotráfico. El occidente de Boyacá es clave para acceder al Magdalena Medio, pues conecta varios municipios estratégicos de ese departamento y de Cundinamarca con los Llanos Orientales, y lo convierte en corredor del tráfico de estupefacientes.


    Molina y Carranza intentan inicialmente mantenerse lejos del narcotráfico y conservan buenas relaciones con Rodríguez Gacha, pero un episodio en 1987 que los lleva a tribunales judiciales, determina la ruptura definitiva con el Mexicano. La Policía descubre cultivos de coca y material para el procesamiento de cocaína en fincas que los dos esmeralderos tienen en Paime y Tudela. La justicia los llama a rendir cuentas, Molina y Carranza declaran que esas son tierras arrendadas a un comerciante de Pacho, y que no sabían que allí hay cultivos de coca. El juez los absuelve por falta de pruebas.


    La versión de los aliados del Mexicano es que la supuesta falta de pruebas se debe a un acuerdo de los dos capos con el juez, para aportar información a las autoridades de los Estados Unidos sobre el negocio de la cocaína, y demostrar que ellos no tienen velas en el asunto y que el narcotraficante es Rodríguez Gacha.


    Esa versión desencadena una nueva etapa del enfrentamiento por el control de la zona esmeraldera penetrada por capitales del narcotráfico. El punto culminante es el asesinato de Molina, poderoso entre los poderosos de la región y con grandes enemigos declarados como el Mexicano y las Farc. Un año antes ha sobrevivido a dos atentados, pero ya está en la mira de los organismos de seguridad por sus vínculos con el tráfico de drogas y financiamiento de grupos paramilitares.


    Muerto Molina y convertido Carranza en sucesor, el mundo de las esmeraldas vive una nueva espiral de violencia que coincide con el auge paramilitar y el narcoterrorismo. En 1989 el país no solo sufre la tragedia de los atentados con bombas, la intensificación de la campaña de exterminio contra la UP, asesinatos de jueces y periodistas, entre otros muchos horrores, sino la guerra que libran el Mexicano y Carranza, que deja innumerables mineros, guaqueros y comerciantes muertos.
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    LA MUERTE ANUNCIADA DE JOSÉ ANTEQUERA


    Hacia las 3:45 p.m. del viernes 3 de marzo, es asesinado en el aeropuerto Eldorado de Bogotá, José Antequera, secretario del PC y uno de los más prometedores dirigentes de la UP. En la fila para chequearse rumbo a Barranquilla, se encuentra con el senador y precandidato liberal Ernesto Samper, quien viaja a Cúcuta y se sorprende al verlo: “¿Tú todavía en el país?”, le pregunta Samper al joven dirigente de 34 años, que le contesta: “Voy para Barranquilla, porque allá me siento más seguro con mi mamá”.


    El diálogo es interrumpido por ráfagas de ametralladora, los dos caen al piso, los guardaespaldas contraatacan, muere uno de los sicarios y cinco personas resultan heridas. La confusión es total. Antequera es llevado a la Clínica San Pedro Claver sin signos vitales, con trece impactos de bala en el cuerpo, mientras Samper, es internado en la clínica de la Caja de Previsión y se debate entre la vida y la muerte.


    La muerte de Antequera es una muerte anunciada. Ha recibido tantas amenazas, que las autoridades le habían recomendado salir del país. La última es del 23 de febrero en Montería, bastión paramilitar de los hermanos Castaño. Allí, el director seccional del DAS, Emilio Vence, le advierte sobre un posible atentado, le recomienda no asistir a un foro en el Coliseo Happy Lora y salir de la ciudad. Antequera regresa y debe permanecer dos días en la sede del DAS como medida de protección. “Nunca había sentido tanto miedo en mi vida”, dice entonces, y agrega que sabe que, tarde o temprano, van a matarlo.


    Su asesinato causa indignación y deriva en manifestaciones y enfrentamientos con la fuerza pública en varios lugares del país –Urabá, Medellín, Bogotá…–. La dirigencia del partido denuncia que existe un plan de exterminio fraguado con la complicidad y participación de agentes de la fuerza pública, que en la capital hay un grupo de asesinos pagados por Rodríguez Gacha, y en un comunicado que hace público acusa al presidente “por su incapacidad manifiesta para terminar con la impunidad”, pide la renuncia del ministro de Defensa y asegura que la muerte de Antequera es una muerte anunciada. “Lo sabía el Gobierno y su presidente, el señor Virgilio Barco –dice el comunicado–. Lo sabían todos aquellos que financian, protegen, arman y sostienen a los grupos paramilitares”. Una pieza más del Baile Rojo, nombre de la operación encubierta que ponen en marcha los enemigos de la UP para acabar con la vida de sus militantes.


    El expresidente Pastrana se pronuncia: “Se trata de un hecho inicuo que tiene que conmover a toda la sociedad colombiana y llamar a la solidaridad en momentos de crisis”. El ministro de Gobierno, Raúl Orejuela Bueno, sostiene que se trata de un “complot contra la democracia y el proceso de paz del Gobierno”, y el PC protesta por lo que considera la pasividad del presidente Barco y lo tilda de cómplice del atentado.


    Dos días después del atentado, el editorial de El Espectador protesta por lo que está sucediendo y recuerda que en los tres primeros meses del año las mafias del narcotráfico han asesinado a 291 personas, muchas de ellas por causas políticas. Antequera es la víctima 721. El presidente de la UP, Bernardo Jaramillo, sale del país. “Regresaré cuando el Gobierno me dé garantías”, afirma al partir. ¿Quién será la próxima víctima de la UP? Es la pregunta que ronda en el ambiente.


    Los muertos de la víspera


    En 1986 la UP avanza con dificultad por las vías democráticas. Durante ese año no solo son asesinados numerosos militantes y simpatizantes, sino dos de los catorce congresistas elegidos en mayo, cuando el presidente Barco apenas lleva un mes en el cargo: Leonardo Posada y Pedro Nel Jiménez.


    Posada, representante a la Cámara por Santander, es asesinado el 30 de agosto en Barrancabermeja por dos sicarios en moto. Ha estado en contacto con el consejero presidencial Carlos Ossa desde los primeros días del gobierno, para contribuir a la puesta en marcha de la política de reconciliación y normalización. Un día después cae Jiménez en Villavicencio (Meta), reconocido militante de la UP, movimiento al que se vincula luego de militar en las filas del PC durante varios años. Ha recibido varias amenazas y un mensaje de condolencia por la muerte de Posada. El Congreso solo lleva 40 días de sesiones.


    El 11 de noviembre, Eusebio Prada Díaz, diputado de la UP y vicepresidente de la Asamblea del Meta, se salva de morir en un atentado en Villavicencio. No corre la misma suerte Octavio Vargas Acosta, secretario del PC en el Meta y representante a la Cámara por la UP, asesinado en diciembre en San José del Guaviare. A solo un año de haber nacido a la vida pública para incursionar en el sinuoso y empedrado camino de la política, la UP contabiliza el asesinato de trescientos miembros.


    No es 1987 un año menos tortuoso para el novel movimiento político. La violencia se cobra más víctimas en todas las regiones donde gana terreno, y de esas muertes dos son de militantes del más alto perfil: el senador Pedro Luis Valencia, asesinado en Medellín el 14 de agosto, y el excandidato presidencial Jaime Pardo Leal, acribillado el 11 de octubre en la vía La Mesa-Bogotá. Es el más duro golpe contra la UP hasta ese momento, y como la de Antequera una muerte anunciada.


    Meses antes, el excandidato denuncia un plan para matarlo y hace pública una lista de oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares a quienes señala de estar involucrados en los asesinatos políticos, y detrás de los cuales están el Mexicano y los poderosos esmeralderos Víctor Carranza y Gerardo Molina. Los militares reaccionan y se defienden, la confrontación con la UP aumenta.


    Una semana más tarde es detenido, torturado y asesinado el estudiante de medicina Orlando Castañeda Sánchez, simpatizante de la izquierda. La UP pide crear un cuerpo de policía judicial para que asuma de inmediato las investigaciones por los crímenes contra sus militantes y simpatizantes. Pero la campaña de exterminio no cesa y seis militantes del PC son asesinados el 24 de noviembre.


    En un clima de violencia creciente y aguda pugnacidad política llega 1988 con la expectativa de la primera elección popular de alcaldes. Un importante avance democrático que se convierte en nuevo estímulo de la guerra, esta vez por la conquista del poder local.


    Las masacres


    El 4 de marzo, nueve días antes de las elecciones locales, treinta paramilitares del clan de los hermanos Fidel y Carlos Castaño que opera con el nombre de Muerte a Revolucionarios del Nordeste Antioqueño, ejecutan dos masacres con diferencia de pocas horas en Turbo (Antioquia). La primera en la finca Honduras, y la segunda en La Negra. Lista en mano, seleccionan a las víctimas y luego las ejecutan, y entre las dos suman veinte muertos, todos trabajadores bananeros sindicalizados, simpatizantes de grupos de izquierda (UP, Frente Popular y A Luchar, considerados brazos políticos de las Farc, el EPL y el ELN respectivamente). Un día antes en Dabeiba, son eliminados un candidato a la alcaldía y un diputado de la Asamblea Departamental.


    El 3 de abril, la masacre de Mejor Esquina en Buenavista (Córdoba), deja 36 campesinos muertos; una semana más tarde son ejecutados otros veintitrés en San Jorge, vereda de Nueva Colonia, en Turbo. Días más tarde son ejecutados Elkin de Jesús Martínez, primer alcalde de la UP elegido por voto popular en Remedios, y Moisés Arroyo, líder sindical de Urabá.


    El 3 de julio en Caño Sibao (Meta), en la vía El Castillo-Granada, a diez minutos de la base militar de Granada, paramilitares atacan una camioneta con dieciocho pasajeros, les disparan ráfagas de fusil y les lanzan granadas. Mueren diecisiete personas, solo sobrevive una niña de ocho años. Los paramilitares van tras Manuel Salvador Mazo Correa, dirigente de la UP y alcalde de El Castillo, fortín electoral del partido, que se salva porque decide viajar más tarde.


    En la región del Ariari (Meta), las Farc y los grupos paramilitares se enfrentan a muerte y sus víctimas son, sobre todo, civiles inermes. Los paramilitares vienen del Magdalena Medio traídos por Rodríguez Gacha y Carranza, dueños de grandes extensiones de tierra en la región, con el fin de adelantar una ofensiva para eliminar a dirigentes y simpatizantes de la izquierda en ese departamento. El grupo opera con el nombre de Los Masetos, alusivo al grupo criminal Muerte A Secuestradores, MAS, creado en diciembre de 1981 por los jefes del cartel de Medellín para perseguir a los secuestradores de Marta Nieves Ochoa, hermana de los capos Ochoa Vásquez, cuyo plagio es ordenado por el M-19. El grupo se disuelve tras la liberación de la señora, pero el modelo narcoparamilitar es copiado, desarrollado y potenciado en el Magdalena Medio desde donde se extiende a otras regiones, como el Meta, Urabá, Córdoba y Sucre.


    En agosto, las masacres de Donaire y El Tomate en Córdoba, dejan más de veinte muertos, y meses después, en noviembre, el grupo Muerte a Revolucionarios del Noreste, al mando de Fidel Castaño, acribilla a 46 personas y deja heridas a 45, en Segovia (Antioquia) donde la UP ha ganado la alcaldía en las elecciones de marzo.


    Entre 1988 y 1990, las masacres dejan un saldo de 1.940 personas muertas, incluidas mujeres y niños. La maquinaria criminal de los paramilitares avanza imparable eliminando no solo a líderes visibles de las izquierda, sino a grupos enteros de pobladores. El mensaje es contundente: los paramilitares impedirán a sangre y fuego que la UP gane terreno en sus zonas de influencia. En las elecciones de 1986 el nuevo partido logra 24 diputados departamentales, 275 concejales, cuatro representantes y tres senadores. Ahora, el objetivo de las masacres es acabar con la base política de la izquierda, impedir que la UP conquiste el poder local.


    _____29 DE MARZO


    El PERIODISMO EN LA MIRA


    El turno es para el periodismo: asesinado Héctor Giraldo Gálvez, periodista y abogado del diario El Espectador, por dos sicarios motorizados que lo interceptan en la Avenida de Chile con carrera 24 en Bogotá.


    Premiado por sus trabajos de investigación, a partir del asesinato del director del periódico, Guillermo Cano (17 de diciembre de 1986), Giraldo asume como abogado de la familia en el proceso penal, se dedica a investigar el caso y logra desentrañar buena parte del entramado criminal. Entre sus hallazgos está el cheque con el que pagan la motocicleta desde la que disparan los sicarios. Pertenece a una cuenta de Luis Carlos Molina Yepes, prestamista, cambista, amigo de infancia de Pablo Escobar, que además tiene vínculos con otros capos del narcotráfico. En buena parte gracias a sus averiguaciones, la justicia puede vincular al cartel de Medellín y a la banda de Los Priscos en el crimen de Guillermo Cano.


    El asesinato de Giraldo es, sin duda, otro acto de venganza del capo y un mensaje en el sentido de que el cartel de Medellín está dispuesto a todo para impedir el avance de las investigaciones y lograr la impunidad de sus delitos. Así lo interpreta el editorial de El Espectador del 30 de marzo, “El poder de la mafia”: “Se ha recibido su muerte como una advertencia más. El Gobierno debe asumir una actitud seria, enérgica y definitiva. Se trata de hacer cumplir las leyes, capturar y enjuiciar a quienes llaman a Escobar a responder como autor intelectual del magnicidio y a nueve personas más, entre ellas a varios que están cometiendo estos actos violentos”. El editorial interpela al Gobierno, se pregunta hasta cuándo se prolongará la situación de intimidación y amenazas contra la prensa y, en general, contra la sociedad, y remata diciendo: “O que se nos diga francamente que la voluntad oficial es la de entregarnos maniatados al crimen”.


    La muerte de Giraldo demuestra, una vez más, que El Espectador se ha convertido en actor principal de la lucha contra el narcotráfico desde comienzos de la década del ochenta. Desde entonces emprende una cruzada contra su perversa influencia en la vida del país, y hace causa común con el Nuevo Liberalismo y su representante en el gobierno de Betancur, el ministro de Justicia Rodrigo Lara, quien destapa esa olla podrida y en sus primeras intervenciones en el Congreso, señala como uno de los responsables a Pablo Escobar, representante suplente a la Cámara por un grupo liberal de Antioquia encabezado por Jairo Ortega.


    El periódico revela que Escobar tiene antecedentes de tráfico de droga. Publica una foto ampliada de Escobar tomada en 1976, cuando es detenido en Medellín junto con su primo Gustavo Gaviria, su cuñado Mario Henao y dos personas más, por el caso de un decomiso de 19 kilos de droga hecho poco antes en Ipiales (Nariño). Dos agentes del DAS descubren la cocaína camuflada en la llanta de repuesto de un camión, cuyo conductor llama a Escobar, que ofrece 5.000 dólares a cambio de que los agentes se hagan los de la vista gorda. Ellos aceptan y le ponen una cita a Escobar en la plaza La Mayorista de Medellín para la entrega del dinero. Pero es una trampa y el capo cae en ella junto con su primo. Es la primera y única vez que Escobar es capturado. Meses después los agentes del DAS son asesinados por orden suya.


    La publicación desata un escándalo que le significa a Escobar la pérdida de la investidura y la visa para entrar a los Estados Unidos. Por su parte, El Espectador sigue adelante con investigaciones y denuncias sobre la penetración de los dineros calientes en la política, la creación y financiación de grupos paramilitares en el Magdalena Medio para proteger los cultivos de coca y eliminar a los miembros de la UP, y la defensa de la extradición, y se convierte en blanco de amenazas del cartel de Medellín. Algunas se cumplen.


    En enero de 1986, es asesinado el corresponsal del diario en Leticia (Amazonas), Roberto Camacho Prada, por denunciar que el narcotráfico está adueñándose del puerto y señalar a Evaristo Porras como uno de los cabecillas.


    Seis meses después, la víctima es el propio director del periódico, Guillermo Cano, acribillado por sicarios el 16 de diciembre. Su muerte estremece al país. El cartel de Medellín le cobra sus permanentes denuncias y Escobar el hecho de que ha destapado sus antecedentes en el negocio precisamente en momentos en que ocupa como suplente de Jairo Ortega, una curul en la Cámara en representación del movimiento Renovación Liberal.


    En 1987 la cadena de asesinatos no se interrumpe. El 17 de julio es ejecutado en Florencia (Caquetá), Fernando Bahamón Molina, periodista de El Espectador, el Noticiero 24 Horas y RCN Radio, reconocido por sus denuncias contra los traficantes de cocaína en el departamento.


    Pero la violencia de los narcotraficantes no solo se cobra víctimas entre los periodistas y personal administrativo de El Espectador. Dos meses antes de la muerte de Cano es asesinado en Cali Raúl Echavarría Barrientos, subdirector del Diario de Occidente, defensor de la extradición y fuerte crítico de la infiltración de narcotraficantes en la política. El crimen es atribuido al cartel de Cali y se produce justamente dos días después de que se pronuncia a favor de la pena de muerte para los mafiosos en su columna Molinos de papel.


    Dos meses antes, el 25 de agosto, es acribillado el médico y defensor de derechos humanos, Héctor Abad Gómez, a quien los periodistas consideran uno de los suyos. Desde su programa de radio y su columna en El Colombiano ha denunciado desapariciones forzadas, el exterminio de la UP, los secuestros de las guerrillas, y las detenciones arbitrarias y torturas cometidas por agentes de las Fuerzas Armadas. Su muerte es atribuida al jefe paramilitar Carlos Castaño.


    _____ABRIL 4


    PRIMERAS PISTAS SOBRE MERCENARIOS


    En una operación conjunta, la Policía y el DAS desmantelan una banda de sicarios al servicio del narcotráfico en el barrio Marsella de Bogotá, gracias a información de un desertor conocido como Diego Viáfara, exconcejal de Puerto Boyacá y quien ha sido médico de los paramilitares del Magdalena Medio. Son sospechosos de participar en asesinatos de dirigentes de izquierda, como el de José Antequera, un mes antes. En el operativo son capturados diez hombres que tienen vínculos con la organización de Gonzalo Rodríguez Gacha, entre ellos Camilo Zamora Guzmán, alias Travolta, que se convierte en informante del DAS.


    Viáfara y Guzmán aportan información clave sobre los entrenamientos de cerca de 2.000 paramilitares del Magdalena Medio en manejo de armas y explosivos, y atentados con bombas, por mercenarios israelíes. Según los informantes, el objetivo de los cursos es proteger a la comunidad de prácticas de la guerrilla como la extorsión y el secuestro, preparar escoltas y adiestrar sicarios para atentar contra militantes de izquierda.


    El mismo día, en otro operativo en Monteloro, municipio de San Luis (Antioquia), un comando combinado de la Policía y agentes antinarcóticos se enfrenta a una banda paramilitar dedicada a la doble función de custodiar fincas, laboratorios y pistas del cartel de Medellín, y ejecutar asesinatos y masacres de campesinos. En el enfrentamiento son dados de baja diez integrantes de la banda y trece más son detenidos.


    _____ABRIL 7


    FOSAS COMUNES EN FINCAS DE CARRANZA


    En Puerto López (Meta), la Policía allana tres haciendas, La Reforma, Iberia y La Sesenta, propiedades del esmeraldero Víctor Carranza –socio de Víctor Molina, asesinado en febrero–, donde funcionan centros de entrenamiento de paramilitares. Los agentes descubren varias fosas comunes con cerca de cien cadáveres, pero solo capturan a los vigilantes que dicen desconocer las actividades que allí se llevan a cabo. Testimonios recogidos en la zona indican que dos días antes han salido de esas fincas por lo menos cuarenta personas –jefes, sicarios e instructores extranjeros–. Como evidencia quedan hamacas colgadas, camas tendidas, gran cantidad de alimentos y equipos de comunicaciones.


    El oficial del DAS encargado del operativo asegura que se trata de “un centro de interrogatorios y tortura”, a donde llevan a sospechosos de tener vínculos con la guerrilla para torturarlos, sacarles información y luego ejecutarlos. Los resultados de los exámenes forenses conocidos poco después, revelan que la mayoría de las víctimas halladas en las fosas pertenecían a la UP y figuran como desaparecidos. A algunos cuerpos les han rociado ácido y los han desmembrado. El Auschwitz criollo lo llama la revista Semana, que sostiene que un agente de la DEA que se infiltra como instructor, ha sido clave para llegar a los sitios de entrenamiento (15/5/1989).


    Además de las fosas, descubren depósitos de armas, lugares especiales para mantener secuestrados y un documento que revela quiénes y cómo entrenan a los sicarios del narcotráfico, y quiénes financian la operación. El Meta es entonces escenario de una sangrienta ofensiva contra los militantes de izquierda.


    Carranza es llamado a presentarse ante un juez de orden público de Villavicencio para responder por las fosas comunes, y casi de inmediato el DAS denuncia que los abogados del poderoso esmeraldero están sobornando testigos y amenazando a los jurados de conciencia.


    Impunidad total


    Los macabros hallazgos y la información del documento que encuentran las autoridades en una de las fincas del capo de las esmeraldas, no producen resultados como ya es habitual en los innumerables casos relacionados con el narcotráfico y el paramilitarismo.


    El nombre de Carranza aparece en el mundo de las esmeraldas a comienzos de los años sesenta, como beneficiario de la mina Peñas Blancas en el occidente de Boyacá, cuando la región es epicentro de una violencia protagonizada por bandoleros. De ahí en adelante y en alianza con Juan Vitar, antiguo vendedor de joyas, va construyendo su propio imperio. En ese proceso – aseguran conocedores de ese mundo verde–, Carranza evita la confrontación con otros poderosos del negocio y se gana el apoyo de la gente haciendo obras sociales y de infraestructura.


    Sin embargo, con el paso de los años se vincula al narcoparamilitarismo y va acumulando muchas y muy graves acusaciones: más de veinte procesos penales por narcotráfico, masacres, secuestro, desaparición forzada…, en los que aparece relacionado con Fidel Castaño, Rodríguez Gacha, Henry Pérez, Pablo Escobar y Leonidas Vargas, como fundador de grupos paramilitares en Meta y Vichada, donde son conocidos como Los Carranceros en alusión a su apellido.


    También es pedido en extradición por narcotráfico por el juez Baltazar Garzón de la Audiencia Nacional de España, acusado de tráfico de drogas, pero solo un proceso lo lleva a la cárcel –por conformación de grupos de justicia privada y secuestro extorsivo–, y solo por tres años. Muere de cáncer el 4 de abril de 2013 en Bogotá a los 84 años sin haber pagado por sus atroces en innumerables crímenes.


    _____MAYO 4


    EL PECADO DE SER PADRE


    Es asesinado Álvaro González Santana, exgobernador de Boyacá. Va al timón de su carro en compañía de su esposa, Consuelo Gutiérrez, de regreso a casa luego de dictar clase en la Universidad de La Salle donde ambos son docentes. Cerca de las 8:00 p.m., cuando pasan frente al Parque Nacional, a la altura de la carrera 7 con calle 39 dos sicarios en moto se acercan al vehículo y les disparan a quemarropa. González muere de inmediato y su esposa queda herida.


    El crimen causa conmoción en los círculos académicos. La hipótesis más sólida apunta hacia los capos del cartel de Medellín y sus aliados paramilitares del Magdalena Medio. No cabe duda de que se trata de una retaliación por las actuaciones de su hija, Martha Lucía González, jueza segunda de Orden Público, quien ocho meses antes ordena la captura de los capos Escobar y Rodríguez Gacha, y de los jefes paramilitares Henry Pérez y Fidel Castaño, autores intelectuales de las masacres perpetradas en Urabá, Córdoba y el Magdalena Medio en 1988. La jueza González logra establecer los vínculos entre las masacres y la triple alianza Escobar-Rodríguez Gacha-Castaño, que no solo cuenta con el respaldo de Henry Pérez, Acdegam y una red de sicarios, sino que es auspiciada por unidades militares y alcaldes como Luis Rubio de Puerto Boyacá.


    La jueza encaja las piezas del rompecabezas paramilitarismonarcotráfico-violencia política, y desde el momento mismo en que expide las órdenes de captura contra los tenebrosos capos y jefes paramilitares, empiezan las amenazas y el acoso. Se ve obligada a salir del país hacia el exilio y desde allí recibe la dolorosa noticia del asesinato de su padre.


    Diarios y emisoras reciben llamadas que confirman que el crimen del exgobernador es una venganza por la valerosa decisión de su hija. Asonal Judicial se pronuncia: “Tan grave asesinato revela cómo en Colombia no sólo se amedrenta y se da muerte a sus jueces, sino que además se ha implementado un nuevo tipo de retaliación extensivo a los familiares de los inermes servidores de la justicia promovido por agentes del crimen organizado”.


    El poder judicial vive bajo amenaza, las mafias del narcotráfico avanzan no solo con el poder de las armas, sino con los inmensos recursos que deja el negocio que les permite comprar a venales agentes del Estado. Todo ocurre en medio de la incapacidad e ineficiencia de unas instituciones que no están preparadas para enfrentar el gigantesco desafío que plantean las organizaciones de narcotraficantes y narcoparamilitares.


    _____MAYO 8


    EL DOSSIER PARAMILITAR


    La revista Semana publica un impactante informe, El dossier paramilitar, basado en un documento que el DAS le presenta al presidente Barco, y que es el resultado de años de investigación de distintas entidades oficiales y de seguridad del Estado.


    El documento revela cómo están estructurados los grupos narcoparamilitares, quiénes hacen parte de ellos, dónde actúan y tienen sus bases; cómo operan y con la complicidad de quiénes; quiénes los financian, dónde tienen escuelas de entrenamiento y cómo han traído instructores extranjeros; hasta dónde han extendido sus tentáculos y cómo han convertido las masacres en una práctica recurrente contra activistas políticos, sindicalistas y defensores de derechos humanos, combinación monstruosa de guerra sucia y sectarismo político.


    Según el dossier del DAS, entre los cerebros del paramilitarismo figuran narcotraficantes como el Mexicano, y ganaderos y esmeralderos que también están metidos en el negocio de las drogas, como Víctor Carranza. También destapa los vínculos de esos grupos con unidades del Ejército: los paramilitares de Puerto Boyacá (Magdalena Medio), con miembros del batallón Bárbula; el grupo de San Vicente del Caguán (Caquetá), con la base aérea del Ejército; el grupo de Puerto Escondido (Córdoba), con un oficial de inteligencia militar. Y más grave aún, el informe señala que algunos grupos han estado directamente al mando de oficiales o suboficiales retirados del Ejército. Frente a tan grave realidad muchos se preguntan cómo y por qué ha llegado el fenómeno a esos niveles. No hay respuestas claras y menos aún soluciones prontas y eficientes.


    _____MAYO 3 0


    ATENTADO CONTRA EL DIRECTOR DEL DAS


    A las 7:12 a.m., en la carrera 7a entre calles 56 y 57 en Bogotá, la caravana del general Miguel Maza Márquez, director del DAS, es víctima de un atentado con carro-bomba cargado con cien kilos de dinamita y accionado a control remoto. El general se salva de milagro e incluso auxilia a uno de sus escoltas antes de ser trasladados al Hospital Militar. Pero mueren seis personas que pasaban por el lugar y más de cincuenta quedan heridas.


    El presidente Barco califica el atentado como una nueva arremetida de la barbarie terrorista, y el general Maza, que culpa de los hechos al “narcoterrorismo de los grupos de autodefensa”, le pide al procurador Alfonso Gómez Méndez que investigue los hechos, y además revela que conoce comprometedores documentos incautados por la Policía al capitán retirado de Inteligencia Militar del Ejército, Luis Javier Wanumen, que está al servicio de un grupo narcoparamilitar y ha sido capturado días antes en Bogotá, junto con un sujeto de nombre José Joaquín Rivera.


    Entre los documentos incautados, el general destaca uno titulado Informe confidencial al señor de las flores, que devela las intenciones del cartel de Medellín de asesinarlo. Asegura que es como un libreto de los sicarios con los planes para eliminarlo –rutas que sigue, número de escoltas que lo protegen–, y advierte al procurador: “La verdad de los hechos se encontrará en La Dorada y Puerto Boyacá, en donde los ‘señores de las flores’ (Pablo Escobar y el Mexicano) tienen sus centros de operaciones (…) Investigue señor procurador y encontrará una respuesta, que es la que necesita el país y demanda su gente honesta (…) Es el nefasto matrimonio narcotráfico-grupos paramilitares que trata de desestabilizar a la democracia y está auspiciado por el cartel de Medellín”.


    Otros documentos decomisados a Wanumen muestran hasta dónde llega la penetración del narcotráfico en las instituciones del Estado, algo que queda en evidencia días después, cuando dos oficiales de la Policía, Daniel Jaramillo y César Cortés, intentan recuperar los documentos y ofrecen plata para que los dejen en libertad. Los descubren, les abren investigaciones penales y disciplinarias, pero de ahí en adelante nada pasa.


    El general Maza Márquez, que antes como jefe del F2 y luego como director del DAS ha enfilado baterías sobre todo contra las guerrillas y sus milicias urbanas, ahora enfrenta al narcoparamilitarismo que avanza imparable dejando a su paso innumerables muertos y familias destruidas. Los carros-bomba son la nueva arma de las mafias para combatir al Estado y aterrorizar a la sociedad. El director del DAS es el primer oficial atacado con el nuevo y letal instrumento.


    _____JUNIO 1


    MUERTE EN LA TARDE


    Al caer la tarde es asesinado el sacerdote jesuita Sergio Restrepo Jaramillo, párroco de San José en Tierralta (Córdoba). Lleva diez años trabajando en esa tierra ganadera y productora de madera, y se ha convertido en la voz que reclama justicia en nombre de un pueblo víctima del acoso y los atropellos de grupos paramilitares.


    No es el único muerto del día. Al despuntar el sol matan al conductor Jesús Yáñez Plata, y horas más tarde al comerciante Juan José Ortega. Dos muertes que son un mal presagio. Tanto, que en las horas de la tarde, conversando con el odontólogo del pueblo y su amigo Marino López, el padre Restrepo les dice: “Es mejor que cada quien coja para su casa. Ya mataron al del desayuno y al del almuerzo, quién sabe a quién le tocará esta tarde”.


    López recuerda que luego de despedirse y partir para su casa en bicicleta, una joven se acerca al sacerdote. Los dos cruzan la calle en dirección a la iglesia, y a los pocos segundos se oye un estruendoso tiroteo y un grito desgarrador: “¡Mataron a Sergio!”. Entonces –cuenta López– empieza a llover a cántaros. Son cerca de las 6:00 p.m.


    Un mes y dieciocho días le faltaban al padre Restrepo para cumplir cincuenta años. Quedan entre el tintero los planes para organizar la Casa Campesina y el Museo arqueológico Zenú, que concibe como un centro para despertar interés por la cultura y ayudar a superar la violencia. Pero deja el parque del pueblo sembrado de árboles, una iglesia a la que ha arreglado con plata de su bolsillo, y el descubrimiento de una nueva especie de orquídea que es bautizada con su nombre: Sergius Purpurea. El sacerdote es víctima de su labor en pro de la justicia y de la paz, de sus mensajes contra la violencia, que no son bien recibidos por los paramilitares que avanzan en la región sembrando el terror, ni por los militares que desde el púlpito son fustigados por la indiferencia frente a los horrores que vive la región.


    El mural de la discordia


    El padre Restrepo ordena pintar un mural en las paredes de la iglesia, El mural de Cuaresma. En él se destaca una escena relativa a la violencia y la tortura y las figuras del sacerdote y los agresores uniformados son tan realistas, que los militares, principal autoridad en la zona, se sienten aludidos y expresan su desacuerdo.


    Según testimonios de la época, el capitán César Augusto Valencia, entonces comandante de la Base Militar de Tierralta, presiona para que lo modifiquen, y es tal el lío que arma, que monseñor Alfonso Sánchez Peña, prelado del Alto Sinú y San Jorge, viaja para verlo. El alcalde del pueblo, un militar, dice que órdenes son órdenes. La gente teme por la vida del sacerdote. Y tiene razón.


    Pero la violencia no solo se lleva entre sus garras a los justos, también a los pecadores, y el mes de junio concluye con la muerte de Verónica Rivera, conocida como La reina de la coca. La asesinan en Bogotá de seis disparos a quemarropa. Se trata de un ajuste de cuentas entre criminales. Muere en su ley.


    _____JUNIO 7


    EL MERCENARIO YAIR KLEIN


    El Noticiero Nacional publica un video que muestra un entrenamiento de paramilitares en el Magdalena Medio. Entre los hombres que reciben el curso es posible identificar a miembros de Acdegam, organización financiada por narcotraficantes, y a un exmilitar israelí vestido de camuflado, identificado como Yair Klein.


    El campo de entrenamiento es una finca llamada La isla de la fantasía, a cuarenta minutos de Puerto Boyacá; las armas que usan son ametralladoras Uzi y mini-Uzi, y rifles AR-15, las maniobras que practican no son propiamente las de un grupo de autodefensa.


    Klein es figura clave del paramilitarismo en el país. Es uno de los mercenarios extranjeros que llegan a Colombia para entrenar en tácticas y métodos terroristas a sicarios y comandos de esos grupos que tienen su origen en Puerto Boyacá, y que con el ingreso de los capitales de los capos del narcotráfico a la región, pasan de la autodefensa permitida y amparada por la ley para defenderse de la guerrilla, a convertirse en grupos armados con ametralladoras y fusiles para proteger los intereses de las mafias, y eliminar a guerrilleros y simpatizantes de la izquierda.


    Exmiembro de las fuerzas élite del Ejército de Israel, Klein es experto en paracaidismo y manejo de armas sofisticadas, tiene entrenamiento en tácticas antiterroristas y entre sus hazañas figura el comandado de la operación de rescate de un avión libio en el aeropuerto de Entebbe (Uganda) en 1972. Su presencia en Colombia data de 1987, cuando hace los primeros contactos, y algunas versiones indican que ofrece sus servicios a Uniban y al DAS, pero que este organismo los rechaza, porque ese tipo de contratos solo se hacen de gobierno a gobierno y no con empresas privadas.


    Muchos años después, la periodista Olga Behar y su hija Carolina Ardila entrevistan a Klein en Israel, y el relato pormenorizado de sus actividades en Colombia queda consignado en el libro El caso Klein: el origen del paramilitarismo en Colombia (2012). Una versión resumida de lo que cuenta Klein es la siguiente.


    Isaac Shoshani Merayot, representante en Colombia de la empresa de seguridad israelí Taas, es la persona que lo pone en contacto con una empresa bananera para combatir a la guerrilla en Urabá, pero no puede trabajar en esa ocasión por inconvenientes burocráticos. Dos meses después, Shoshani le propone viajar a Puerto Boyacá por petición de ganaderos y autoridades locales que quieren contratarlo para entrenar grupos de autodefensa.


    Dice que cuando llega al país, Shoshani lo recibe en compañía de un oficial retirado del Ejército a quien presenta como Luis Meneses (alias Ariel Otero). Le dice que será su guía en la región porque conoce a “todo el mundo”.


    Al día siguiente viaja a Puerto Boyacá y allí se entrevista con el alcalde y el presidente de la junta de Acdegam, Henry Pérez –uno de los primeros jefes paramilitares de la región–, para definir detalles de los cursos. Se reúne luego con un agente del DAS, Meneses y un coronel, y más tarde con el comandante de la Brigada que opera en la zona. Asegura que el DAS, el Ejército y el Gobierno de Israel saben de su viaje y estadía en Colombia, y sostiene que los contratos de entrenamiento son para defenderse de la guerrilla, no para matar civiles, y que las armas con las que entrena a los paramilitares se las entrega el Ejército. El contrato es por tres cursos cada uno para treinta personas, por valor de 75.000 dólares cada uno y que para desarrollarlos cuenta con el apoyo de tres coroneles retirados del Ejército de Israel: Tzadaka Abraham, Teddy Melnik y Amatzia Shuali. Para Klein todo es legal.


    Otras versiones indican que al grupo de instructores se suman Mike Harari, exjefe de seguridad del general panameño Manuel Antonio Noriega, y David Candotti, un israelí que luego es capturado en Miami por vender armas al cartel de Medellín, y que los hombres para los entrenamientos son escogidos por Gonzalo Rodríguez Gacha, Henry de Jesús Pérez, Víctor Carranza, Pablo Escobar y Fabio Ochoa Vásquez, que también participan en esos entrenamientos, lo mismo que Carlos Castaño.


    El mercenario sale de la región y deja el país luego de que un funcionario de la embajada de Israel en Bogotá le dice que la situación está complicándose por los vínculos que tienen con el narcotráfico los ganaderos que lo contratan. ¿Por qué si el Gobierno de Israel sabe de las actividades de Klein y dice que no está autorizado para operar en Colombia, no hace algo para evitarlo?


    Versión de “paras”


    En 2012, en una audiencia ante magistrados de Justicia y Paz, varios exjefes paramilitares aportan valiosa información sobre la presencia de Klein en el Magdalena Medio. Uno de ellos es Alonso de Jesús Baquero, el Negro Vladimir, quien luego de pagar dieciséis de los treinta años de condena por la masacre de La Rochela, sale libre en 2005. Sin embargo, tiene un caso pendiente y en julio de 2008 es capturado de nuevo. Debe responder por el asesinato de la dirigente de la UP, Hermelinda Castro, ejecutado en octubre de 1998 en Campo Capote (Santander). Como está vigente la Ley de Justica y Paz, Baquero se acoge a sentencia anticipada y un mes después expresa su deseo de hacer lo mismo por el asesinato de otros catorce militantes de la UP.


    El tenebroso exjefe paramilitar, autor de cientos de asesinatos y masacres, sobre todo en Urabá y Córdoba, relata ante un tribunal de Justicia y Paz importantes detalles sobre la presencia de Klein en el Magdalena Medio. Alumno aventajado del coronel retirado, asegura que sin la formación militar y tácticas de los mercenarios israelíes no hubiera sido posible su expansión por todo el país. “Antes del entrenamiento de Yair Klein éramos simples escopeteros que operábamos a la defensiva –dice ante los magistrados–. Luego del curso de Klein consolidamos el plan del general Farouk Yanine Díaz (fallecido en 2009), quien buscaba el aniquilamiento de la subversión y la expansión de las autodefensas en todo el país (…) Nos convertimos en un grupo de ataque y no solo de defensa tal como lo quería el general Yanine Díaz”. Y asegura que el entrenamiento de Klein es tan eficiente, que él termina dando cursos de instrucción militar a oficiales y suboficiales del Ejército en la base de Tolemaida.


    En esa misma audiencia, Luis Eduardo Cifuentes, alias el Águila, jefe paramilitar del Bloque Cundinamarca, reafirma la importancia de los entrenamientos del israelí, y dos exparamilitares de la zona de la Sierra Nevada de Santa Marta, sostienen que ganaderos de la región les financiaban los cursos a paramilitares, que al regreso entrenaban a otros.


    Los testimonios de los exjefes paramilitares evidencian que los mercenarios israelíes cumplen un papel clave en la especialización de la violencia en el Magdalena Medio y otras regiones como Urabá, Sucre y Córdoba. Entrenan en técnicas de combate y terrorismo urbano, el uso de diferentes tipos de explosivos, la fabricación de bombas de diferentes clases, la interceptación de vehículos… Es lo que algunos analistas llaman la “profesionalización” de la violencia.


    _____JULIO 4


    ASESINATO POR ERROR


    A las 7:50 a.m. estalla un carro-bomba frente a la villa olímpica Atanasio Girardot de Medellín, cuando pasa el Mercedez Benz del gobernador Antonio Roldán Betancur con su escolta, rumbo al despacho. Roldán muere y con él tres escoltas, un estudiante de psicología, un trabajador y un concejal de Itagüí. La paradoja es que, camino a la gobernación, revisa y da los últimos toques a un discurso contra el terrorismo en Antioquia, en el que dice que no es matando guerrilleros, soldados y hombres de bien, como el país va a salir adelante.


    Son decretados tres días de duelo, se oyen pronunciamientos indignados, anuncios de investigaciones exhaustivas y los ya consabidos llamados a derrotar a los violentos. Al día siguiente, miles de antioqueños se hacen presentes en el cementerio y se preguntan por qué y quiénes son los autores del crimen de un hombre querido y respetado por sus conciudadanos, y quien años antes, como concejal de Apartadó, propicia los diálogos regionales, media en conflictos e impulsa los programas del Plan Nacional de Rehabilitación.


    La primera hipótesis es que la mafia está detrás del crimen, pues el atentado es con carro-bomba, método utilizado seis semanas antes contra el director del DAS. Los investigadores no están tan seguros, señalan que ese tipo de operación no parece necesaria en el caso del gobernador que se cuidaba poco y con frecuencia se movía sin escoltas, pero no la descartan. La intención puede haber sido la de matar a un símbolo de autoridad para enviar un mensaje de poder, intimidar, sembrar el miedo…


    Después las investigaciones establecen que el objetivo no era el gobernador Roldán, sino el coronel Valdemar Franklin Quintero, comandante de la Policía de Antioquia.


    Tres informantes que se acogen al sistema de protección de testigos así lo aseguran: el asesinato del gobernador fue por error. Revelan que los sicarios que hacen el seguimiento de los movimientos del coronel, el día del atentado preparan un carrobomba en la avenida Pichincha cerca a la villa olímpica adyacente al estadio Atanasio Girardot, por donde debe pasar el coronel Quintero. Ignoran que a esa misma hora, Roldán sale de su casa hacia la oficina en un Mercedes azul igual al del oficial, con dos escoltas y una camioneta.


    Pero los dos funcionarios no coinciden en la ruta: el coronel opta por una diferente a la que ha seguido en días pasados, mientras Roldán toma la que lo lleva a la boca del lobo, donde los asesinos esperan el paso del Mercedes para activar el carro-bomba.


    _____JULIO 6 , 7, 10, 15 y 26


    LA GUERRA VERDE CONTINÚA


    El jueves 6 hacia las 11.40 a.m., cuando se moviliza en un carro entre Bogotá y Chía (Cundinamarca), Orlando Gaitán Mahecha, alcalde de Chía, es atacado a bala desde un Renault 18 y resulta herido. Su escolta muere. Hombre cercano al esmeraldero Víctor Carranza, señala a Gonzalo Rodríguez Gacha como autor intelectual del atentado.


    El viernes 7 una bomba causa graves destrozos en las instalaciones de Tecminas Ltda. en Bogotá, empresa de Carranza, Gilberto Molina y Juan Vitar. El lunes 10 es asesinado Julio Carranza, sobrino del esmeraldero.


    El sábado 15, sesenta hombres llegan hasta la quebrada de Itoco, en predios de las vetas que explota Tecminas y ejecutan a seis guaqueros que trabajan allí. A la 1:00 p.m., una avioneta sobrevuela la zona y desde ella lanzan, aún con vida y envuelto en una bolsa plástica negra, al celador de la empresa Pedro Julio Yaya.


    Una semana después explota una bomba y destruye la sede de Ganadera Nare en Bogotá, propiedad de Carranza. Muere una persona y dos quedan heridas.


    El miércoles 26, en el barrio Los Rosales de Bogotá, un tiroteo en el edificio Altos del Portal causa alarma en la zona. Según la versión inicial, soldados del Ejército al mando de dos capitanes –uno del Ejército y uno de la Armada–, allanan un edificio de apartamentos y dan de baja a cuatro delincuentes. Cuando autoridades y periodistas llegan al lugar, ven asomarse por la ventana de un apartamento a un hombre sin camisa que pide auxilio porque lo van a matar. Es Ángel Custodio Gaitán Mahecha, hermano del alcalde de Chía, que días antes ha sobrevivido a un atentado.


    Decantados los hechos, la versión cambia en forma radical: la reunión de Gaitán Mahecha y sus socios esmeralderos es para estudiar la forma de acercarse a la DEA, aportar información sobre el Mexicano y contribuir a su captura. El capo se entera del plan por miembros del Ejército a quienes tiene comprados, y paga doscientos millones de pesos para que monten el operativo y asesinen a Gaitán y compañía.


    Gaitán viaja luego a los Estados Unidos y se convierte en informante de la DEA para colaborar en las operaciones contra el Mexicano. Un año después, los dos capitanes que montan el operativo pagado por Rodríguez Gacha, son condenados en un juicio penal militar a veinte y catorce años de prisión.


    La guerra por el control de las minas del occidente de Boyacá se libra también en las calles de Bogotá. De un lado, Rodríguez Gacha, del otro Carranza. Es una de las muchas guerras que vive el país por cuenta del narcotráfico.


    _____JULIO 25 y 27


    NUEVAS VÍCTIMAS DE LA UP


    El 25 es asesinado por sicarios en Puerto Caldas (Meta), el militante de la UP Reynaldo A. González Ruiz. Dos más tarde, corre la misma suerte Manuel Serrano Meneses, empleado de Empresas Metálicas Modernas y concejal del municipio por la UP.


    El 30 de agosto es acribillado en Barrancabermeja el músico Federico Taborda Mejía, conocido como El poeta de la paz, integrante del conjunto Génesis. Se desempeñaba como jefe de disciplina del centro agropecuario del Sena. Ha recibido amenazas y su muerte es atribuida a paramilitares que se ocultan tras el Movimiento de Reestructuración Nacional, Morena. Es la primera vez que el homicidio de un militante de izquierda es vinculado a ese movimiento político.


    Morena surge en mayo de ese año, un mes después de que el gobierno Barco decreta la ilegalidad de las autodefensas del Magdalena Medio. Hace su presentación en sociedad en Yacopí (Cundinamarca), en medio de una manifestación de más de seis mil campesinos que gritan consignas contra el comunismo y portan un estandarte con la Virgen del Carmen a quien declaran “Reina de la autodefensa campesina”.


    Morena es la fachada política de Acdegam, y es financiada por el narcotráfico. Los paramilitares quieren llegar a las alcaldías de los municipios del Magdalena Medio en las elecciones de 1990. Morena sostiene que sus seguidores controlan dieciséis alcaldías y que la meta para las elecciones regionales es llegar a veintidós. Detrás del movimiento está Iván Roberto Duque, secretario de Acdegam y hombre de confianza de Henry Pérez, conocido en la región por su relación con políticos liberales, entre ellos Pablo Emilio Guarín Vera, representante a la Cámara y cofundador con Pérez de Acdegam. Duque aspira al senado.


    El discurso del movimiento está centrado en la lucha contra la subversión y sus aliados de izquierda como la UP y el PC. “El Partido Comunista es el sida que carcome el país”, dicen sus simpatizantes, que además se declaran defensores de los valores católicos que pregonan organizaciones como Tradición, Familia y Propiedad.


    Morena es bien recibido por los precandidatos liberales Hernando Durán Dussán, Jaime Castro y Ernesto Samper, que defienden el pluralismo ideológico. “La izquierda, la derecha o el centro tienen los mismos derechos de construir partidos políticos siempre y cuando se ciñan a la Constitución”, le dice Durán Dussán a la revista Semana, mientras Samper sostiene que “cualquier esfuerzo por sustituir la confrontación de hecho por las vías democráticas merece nuestra aceptación”. La izquierda, por el contrario, lo cuestiona. “Morena pretende justificar los crímenes contra la UP y contra el Partido Comunista”, afirma Bernardo Jaramillo, presidente y candidato de la UP.


    Entre julio y agosto, Duque y Armando Valenzuela, otro de los fundadores del grupo, recorren en helicóptero cerca de quince municipios del Magdalena Medio y el occidente de Cundinamarca, y en pueblos como Yacopí, alcanzan a reunir más de diez mil personas. Pero el experimento solo dura tres meses, Morena disuelve tras el asesinato de Luis Carlos Galán. Es un secreto a voces que es el brazo político de los paramilitares, autores materiales del magnicidio y financiados por el Mexicano.


    Duque es el mismo personaje que, pocos años después, aparece como Ernesto Báez, jefe paramilitar del Bloque Central Bolívar, y quien luego de someterse en 2005 a la Ley de Justicia y Paz, y de pagar ocho años de cárcel, recupera su libertad en octubre de 2016. Se le atribuyen múltiples asesinatos y el secuestro de Piedad Córdoba, entre muchos otros crímenes. Vinculado a la masacre de La Rochela, nunca acepta su responsabilidad en el caso.


    _____JULIO 28


    GOLPE A LA JUSTICIA


    Es acribillada en Medellín la abogada María Helena Díaz Pérez, jueza tercera de Orden Público. Mueren también sus dos escoltas. El motivo del crimen es el mismo por el que dos meses antes es asesinado el exgobernador de Boyacá, Álvaro González Santana, padre de la jueza Marta Lucía González, exilada en el exterior por amenazas.


    La jueza Díaz confirma la alianza de los capos del cartel de Medellín, Gonzalo Rodríguez Gacha y Pablo Escobar, con el jefe narcoparamilitar Fidel Castaño, que se amparan con la misma etiqueta antisubversión y son los autores de atroces masacres y asesinatos de dirigentes de la UP, líderes sociales, sindicalistas, defensores de derechos humanos, y campesinos de Córdoba y el Urabá antioqueño.


    El sector judicial convoca a una Marcha del silencio, a la que se suman maestros, funcionarios públicos y personas del común, pues, además de Díaz, esa misma semana han sido asesinados dos profesores de la Universidad de Antioquia y el presidente de la Federación de Cementeros, Henry Cuenca.


    El Gobierno ofrece a los jueces la posibilidad de vivir en casas fiscales o en guarniciones militares y anuncia que va a reforzar sus esquemas de protección. En el editorial del jueves 3, El Espectador recoge el ambiente de zozobra que vive el país, sostiene que la situación demuestra un vacío de gobierno y la ausencia de solidaridad social, y concluye: “La corrupción del narcotráfico ha traspasado las fronteras y estructuras sociales de Colombia”.


    Cuentas de cobro


    En 1989, el cartel de Medellín registra en su tenebroso prontuario el asesinato de varios jueces y magistrados, un procurador y dos ministros de Justicia. Valerosas decisiones contra los capos les han costado la vida.


    La saga sangrienta empieza el 30 de abril de 1984 con el asesinato del ministro de Justicia, Rodrigo Lara Bonilla, ordenado por Pablo Escobar. Es la cuenta de cobro que le pasa el capo por haber destapado la olla podrida del narcotráfico y, sobre todo, por haber expuesto ante el Congreso sus antecedentes como traficante de droga, situación que le significa perder la inmunidad y la visa para entrar a los Estados Unidos.


    Como reacción al crimen, el presidente Betancur, opuesto inicialmente a la extradición por razones de soberanía, cambia de criterio y el 2 de mayo ante los restos de su ministro, anuncia que extraditará a colombianos vinculados al tráfico de droga. Es el punto de inflexión, el momento en que el Gobierno y, en general la sociedad, alcanzan a comprender la dimensión y el alcance de un monstruo que hasta entonces es tolerado e incluso aprovechado por algunos inescrupulosos para sacarles tajada a los narcotraficantes que nadan en plata: venta de tierras, mansiones y fincas familiares, inversión en cargamentos de coca y lavado dinero.


    A partir del asesinato de Lara, las cosas son a otro precio. Para los traficantes la posibilidad de ser extraditados es real y de ahí la cruzada de terror que emprende el cartel de Medellín, año tras año, se cobra la vida de jueces y magistrados que toman decisiones que afectan a sus cabecillas. El cartel de Cali desaprueba la cruzada violenta del cartel de Medellín, prefiere dar la batalla en lo jurídico, mediante el soborno y la corrupción de funcionarios judiciales y otros agentes estatales.2


    El 23 de julio de 1985 es ejecutado el juez primero Superior de Bogotá, Tulio Manuel Castro Gil, investigador del magnicidio de Lara Bonilla, quien meses antes ordena procesar a Pablo Escobar y a quince personas más, entre ellas a los hermanos Ochoa Vásquez y a Gonzalo Rodríguez Gacha.


    El 6 de noviembre, once magistrados de la Corte Suprema de Justicia mueren en la toma del Palacio de Justicia. El M-19 es el responsable directo del asalto, pero no se descarta la participación del narcotráfico. Es una causa común aunque por distintas razones.3 Entonces, el ministro de Justicia, Enrique Parejo, afirma que “las acciones del grupo guerrillero han sido financiadas por el narcotráfico, con una sola finalidad: la destrucción de aquellos expedientes judiciales en donde los jefes de la mafia se veían vinculados”.


    Las amenazas de Los Extraditables a los magistrados son constantes y, precisamente el día de la toma en el orden del día figura la discusión sobre la demanda de inconstitucionalidad de la Ley 27 de 1980, aprobatoria del Tratado de Extradición entre Colombia y los Estados Unidos. El magistrado ponente, Alfonso Patiño Roselli, proyecta un fallo a favor de declararla constitucional.


    Los expedientes sobre narcotráfico desaparecen hechos cenizas en el incendio tras la toma del Palacio, el golpe más brutal contra la justicia en la historia de Colombia. La extradición es el corazón de la guerra de las mafias contra el Estado.


    En 1986, el 31 de julio, minutos después de salir de su casa en Bogotá, muere bajo una ráfaga de ametralladora el magistrado Hernando Baquero Borda, miembro de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. Sobrevive a la tragedia del Palacio de Justicia porque ese día no asiste a las sesiones, pero de tiempo atrás está en la mira de las mafias porque defiende la extradición, y porque como funcionario de la Procuraduría participa en el estudio y redacción del Tratado de Extradición en 1980.


    El 17 de octubre es asesinado el magistrado de la Sala Penal de la Corte, Luis Enrique Aldana Rozo, también partícipe de la redacción y revisión del Tratado de Extradición. Ha recibido un féretro con una nota: “Es para usted”.


    El 30 de octubre es acribillado el magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior de Medellín, Gustavo Zuluaga Serna, cuando se dirige a su casa en compañía de su esposa, quien resulta herida. Pablo Escobar está detrás del crimen.


    Un año antes, el magistrado le abre una investigación por el asesinato de dos agentes del DAS que lo detienen en 1976 en Itagüí por su vinculación con el tráfico de 39 libras de cocaína, camufladas en la llanta de repuesto de un viejo camión Ford días antes en Ipiales (Nariño). El magistrado es una víctima más de Escobar y su banda de sicarios.


    El 15 de noviembre hace su aparición pública el grupo de Los Extraditables, organización clandestina de los carteles de Medellín y Cali, cuyo propósito es luchar contra la extradición. Su eslogan, “Preferimos una tumba en Colombia a una cárcel en los Estados Unidos”. Su imagen: la foto del primer extraditado, Hernán Botero Moreno, encadenado de pies y manos. Mucha sangre seguirá corriendo por cuenta de un grupo dispuesto a todo con tal de evitar la extradición.


    En 1987, los tentáculos del cartel de Medellín llegan hasta Budapest (Hungría). El 13 de enero un sicario dispara contra el embajador Enrique Parejo González, sucesor de Lara Bonilla. Son las 11:25 a.m., un hombre vestido con traje de esquiador hace varios disparos: un tiro le destroza el maxilar, otro le atraviesa el antebrazo derecho, el tercero le desprende el cuero cabelludo a la altura de la nuca, el cuarto lo hiere en el cuello y el quinto le atraviesa el brazo izquierdo. Se salva de milagro. Solo lleva cinco meses en el cargo.


    Una llamada anónima a la oficina de la agencia EFE en Bogotá de un grupo que se identifica como Comando Hernán Botero Moreno (el primer extraditado), se atribuye el atentado por haber “entregado a nuestros nacionales al imperialismo norteamericano”. En su condición de ministro, Parejo firma las extradiciones de trece colombianos acusados de narcotráfico y/o lavado de activos a los Estados Unidos. El país queda advertido: la violencia del cartel de Medellín no tiene fronteras.


    Cruzada contra el crimen y plebiscito


    El año 1988 trae consigo más violencia contra representantes de la justicia. En Urabá y Barrancabermeja son asesinados Argemiro Correa, líder de Sinagro, y Manuel Gustavo Chacón, cabeza de la USO. Al complejo panorama de orden público se suman una bomba el 13 de enero en Medellín contra el edifico Mónaco, residencia de la familia de Pablo Escobar, y ataques de la guerrilla.


    Pero hay un hecho que enrarece y complica en grado sumo el clima político: el asesinato del procurador general, Carlos Mauro Hoyos, cuando va rumbo a su finca en El Retiro (Antioquia), el 25 de enero. Los Extraditables se atribuyen el crimen, lo acusan de “traición a la patria” por defender la extradición y advierten que “la guerra continúa”. Su muerte coincide con la liberación –por accidente– de Andrés Pastrana, candidato a la alcaldía de Bogotá, secuestrado siete días antes por el mismo grupo. El objetivo es presionar una negociación y por eso Los Extraditables le notifican al expresidente Misael Pastrana que la vida de su hijo depende de convencer al Gobierno de frenar la extradición. Dos meses antes han fallado en el intento de plagiar al alcalde de Medellín, Juan Gómez Martínez.


    La presión para tumbar la extradición es cada día mayor y el asesinato del procurador Hoyos constituye un golpe demoledor para la justicia y en general para las instituciones. La crisis es profunda, tan profunda que tiene en jaque al Estado mismo. Aparte de lanzar una cruzada contra el crimen organizado que se traduce en el llamado Estatuto para la Defensa de la Democracia –expedido bajo el amparo del estado de sitio–, con el propósito de fortalecer el aparato de justicia y hacerle frente al terrorismo, el Gobierno busca otras salidas a la crisis institucional, incluso por caminos inexplorados, extraordinarios.


    En esa búsqueda, el presidente Barco manda una carta a El Espectador el 30 de enero. La misiva recoge una propuesta para solucionar la crisis institucional que hace el periódico en sus editoriales del 5 y el 6 de enero: un plebiscito para derogar el artículo 13 del plebiscito de 1957 –incorporado en el artículo 218 de la Constitución–, que impide reformar la Carta Política por vías distintas a la del Congreso.


    El propósito es romper ese bloqueo, esa camisa de fuerza y, una vez derogado el artículo, consultar de nuevo a los colombianos para que se pronuncien sobre si están o no de acuerdo con la convocatoria de una Asamblea Constituyente para reformar la muy conservadora Constitución de 1886. “Si la respuesta es favorable –dice Barco en la carta– tendríamos una firme base jurídica y política que nos permitiría entrar sin demora a diseñar y someter de nuevo a la soberana voluntad popular, por los caminos de la justicia social y del progreso”.


    El Gobierno, muy malo para comunicar y muy lejano a la gente, lanza la propuesta sin previa ambientación y sin siquiera explorar la opinión del liberalismo, el partido de gobierno. Salvo Luis Carlos Galán, categórico en defensa de la propuesta, tres expresidentes liberales le niegan su apoyo. Un editorial de El Tiempo del 1 de febrero, atribuido a Alberto Lleras, hace reparos a la iniciativa; Carlos Lleras, quien a mediados de 1987 propone una Constituyente previa modificación de la Constitución vía Congreso, expresa su desacuerdo, y Alfonso López Michelsen se va lanza en ristre y la rechaza de tajo como la invención de “un cenáculo de raposas” para revestir de legalidad un acto ilegal, como un plan para “asaltar una joyería”.


    Más cauteloso, el expresidente Misael Pastrana, jefe de la oposición, dice que su partido se opone a adoptar cualquier medida de excepción en esa fecha porque interfiere en las elecciones regionales, pero que está dispuesto a dialogar con el Gobierno para analizar la propuesta. A Pastrana no le preocupa que la iniciativa pueda ser jurídicamente inviable, le incomoda la fecha porque en las elecciones de mitaca los conservadores suelen obtener buenos resultados.


    El presidente Barco recoge el guante y se reúne con Pastrana para estudiar la propuesta y analizar sentencias de la Corte Suprema de Justicia que permiten interpretaciones favorables para reformar la Constitución por la vía plebiscitaria. El 20 de febrero firman el llamado Acuerdo de la Casa de Nariño, que contempla la creación de una Comisión Preparatoria de Reajuste Institucional, integrada por representantes de todos los partidos, incluida la UP, con la misión de convocar a todos los sectores políticos y sociales para discutir el contenido y el alcance de la reforma, y presentar un texto a más tardar el 16 de septiembre para someterlo luego a referendo el 9 de octubre.


    Mientras tanto, el Gobierno busca la forma de vincular al proceso una propuesta de paz y encuentra una fórmula. Por un lado, formalizar audiencias de la Comisión con representantes de la guerrilla para discutir sus propuestas de cambio, y por el otro, establecer un diálogo del Gobierno con los alzados en armas para acordar una hoja de ruta que conduzca a su desmovilización y desarme, y a su incorporación al proceso de reforma constitucional.


    Una jugada a dos bandas que frustra el Consejo de Estado el 4 de abril, cuando tumba el acuerdo con el argumento de que ese pacto político es un acto administrativo del presidente, y que no es la vía para reformar la Constitución. La decepción es grande, pero los expresidentes coinciden en la necesidad de mantener el acuerdo. El Estado está bloqueado, carece de las instituciones e instrumentos necesarios para hacer frente a tan profunda crisis. La alternativa es, entonces, tramitar la reforma en el Congreso, que muere a finales de 1989, pero deja abierto el camino para el cambio constitucional.


    El secuestro de Álvaro Gómez


    La violencia sigue su paso. El 27 de mayo son asesinados tres miembro de la UP y el 29 de mayo la noticia es una verdadera bomba política: el secuestro del dirigente conservador y director del diario El Siglo, Álvaro Gómez Hurtado, rival de Barco en las elecciones presidenciales y enconado opositor del gobierno. La sensación general es de incertidumbre, la situación de orden público ha tocado fondo. El presidente Barco está fuera del país y se pronuncia desde Lisboa: “Colombia es víctima de una amenaza contra su sistema político”.


    Diez días más tarde, el Gobierno señala al M-19 como autor del secuestro, y el 29 de junio el grupo guerrillero publica un documento de once puntos. Una propuesta política para un acuerdo de cese al fuego por sesenta días entre el Gobierno y la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar, y una cumbre por “la salvación nacional” en la Nunciatura Apostólica, para concretar un diálogo con voceros del Gobierno y de los sectores políticos y sociales, la Iglesia y las Fuerzas Militares. Sobre la liberación de Gómez Hurtado ni una sola palabra.


    El Gobierno la rechaza, no hay diálogo posible mientras Gómez Hurtado esté secuestrado. En un nuevo comunicado, el M-19 sugiere crear una comisión para acordar su liberación y hace un llamado al diálogo para encontrar salidas al conflicto interno y a la crisis institucional.


    Representantes del Partido Conservador y monseñor Darío Castrillón acuerdan una primera reunión en Ciudad de Panamá con miembros del M-19, y a su regreso el 11 de julio expresan que hay voluntad del grupo guerrillero para liberar a Gómez. Tres días después y contra la opinión del Gobierno, se lleva a cabo un segundo encuentro en Panamá en la que representantes de los partidos políticos, la Iglesia, los gremios y voceros del M-19, acuerdan la liberación de Gómez Hurtado entre el 15 y el 29 de julio.


    El dirigente conservador es liberado el 20 al finalizar la tarde, y al día siguiente, contra todo pronóstico, le da un espaldarazo al diálogo acordado: “Hay ambiente de guerra, lo han dicho los militares (...) Precisamente porque hay guerra, es por lo que puede haber ánimo de concordia”. Y luego hace referencia a una encuesta que indica que la mayoría se muestra a favor de dialogar con los alzados en armas: “Si las encuestas producen realidad, lo que estamos haciendo con esta iniciativa nacida en Panamá, es manejando realidades”.


    El ambiente entre los militares es de hostilidad y rechazo. El ministro de Defensa, Rafael Samudio Molina, dice que no está para propuestas de diálogo sino para responder con sus tropas a las distintas formas de violencia. No olvida el atentado del M-19 en contra suya del 23 de octubre de 1985, cuando es comandante del Ejército. Por su parte, la Casa de Nariño envía el mensaje de que el Gobierno no acepta diálogos ni negociaciones bajo la presión del chantaje y la intimidación armada.


    De reformas, paz y guerra


    Al comienzo de la legislatura, el 27 julio de 1988, el Gobierno presenta al Congreso el proyecto de reforma constitucional que plantea un sistema distinto, una reforma profunda para cimentar el Estado Social de Derecho, con un capítulo sobre derechos fundamentales, mecanismos de protección, instrumentos de participación popular, limitación del estado de sitio, derogatoria del principio de representación equitativa y adecuada de los partidos políticos en el gobierno, y la creación de la Corte Constitucional, entre otros muchos puntos.


    Dos días después se reúne la anunciada Cumbre de Paz en el Centro de Estudios Pastorales de Usaquén, con la asistencia de representantes de diferentes sectores políticos y sociales, y del M-19. Ocho horas de discusión de todo tipo de propuestas y, al final, nada concreto salvo el compromiso de sacar adelante un nuevo proceso de paz y de crear una Comisión de Reconciliación y Convivencia Democrática que tiene treinta días, a partir del 22 de agosto, para presentar una propuesta.


    Álvaro Gómez, cuya liberación es pactada a cambio de convocar esa cumbre, la reconoce como un hecho político, critica la ausencia del gobierno y le hace un llamado para que vincule al diálogo: “Todavía esperamos una nueva actitud del Gobierno, no venir aquí no es una política, es una ausencia, una abdicación de responsabilidades, Ojalá transitoria…”


    Poco después, una carta firmada por el consejero de paz, Rafael Pardo, expresa el apoyo del Gobierno al diálogo pero con un toque de escepticismo. “El Gobierno tiene la esperanza de que los esfuerzos iniciados por importantes dirigentes en tan dramáticas circunstancias, no hayan sido en vano y no se constituyan en una frustración que contribuya a acentuar el clima de violencia”, dice la carta. No puede oponerse en forma absoluta al diálogo porque es un mecanismo que ha usado en situaciones de crisis y que incluso estaba en la propuesta del plebiscito para reformar la Constitución, enterrada meses antes por el Consejo de Estado.


    Pero mientras en Bogotá se habla de paz, en otros lugares del país la guerra sigue. En Barranca son asesinados dos dirigentes sindicales, y en Córdoba una masacre deja ocho víctimas. No obstante, durante una ceremonia en la Escuela Militar de Cadetes José María Córdova, el presidente Barco apoya el diálogo pero con condiciones: siempre y cuando sea para avanzar en la desmovilización y desarme de las guerrillas. Una sutil forma de no montarse en el bus de la cumbre de Usaquén y de hacer saber que el Gobierno cocina una propuesta de paz con un norte definido.


    El mundo político se debate entre el diálogo nacional que propone el M-19 y apoya Gómez Hurtado, y la propuesta de reforma constitucional que impulsan el presidente Barco y el expresidente Pastrana.


    El 1 de septiembre el Gobierno presenta su iniciativa de paz, con cronología, metas, plazos, y puerto de llegada: desmovilización y desarme, e integración política, social y económica de los grupos armados que acepten las reglas del juego y estén dispuestos a renunciar a la lucha armada. La propuesta es bien recibida por amplios sectores de opinión, ente ellos El Espectador, que insiste en la necesidad de explorar caminos distintos a los ordinarios para solucionar el conflicto armado.


    _____AGOSTO 1


    VENDETTA


    Atentado contra Blanca Lilia de Molina, viuda de Gilberto Molina, que sale ilesa. Gonzalo Rodríguez Gacha está detrás. Es parte de las vendettas entre esmeralderos.
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    ATENTADO CONTRA LUIS CARLOS GALÁN


    Una operación conjunta del Ejército y la Policía frustra en Medellín un atentado terrorista contra el precandidato presidencial por el Partido Liberal, Luis Carlos Galán, quien ha llegado a la ciudad en las horas de la mañana. Gracias a llamada anónima que alerta sobre la presencia de un carro sospechoso, las autoridades montan un operativo al mando del comandante de la Policía, coronel Valdemar Franklin Quintero, y descubren el vehículo abandonado a poca distancia de la Universidad de Medellín, donde está programado el encuentro con el candidato. En su interior descubren una granada, dos revólveres y un radio de comunicación, y no muy lejos del carro, en un lote desierto, encuentran dos rockets listos para ser disparados.


    Al medio día, durante un almuerzo con un grupo de dirigentes liberales, Galán recibe una llamada urgente del coronel Quintero, quien le informa sobre el frustrado atentado y le recomienda dejar la ciudad de inmediato. Él mismo lo acompaña en el helicóptero que lo lleva al aeropuerto Olaya Herrera para que emprenda su regreso a la capital.


    Esa noche el director de la Policía Nacional, Miguel Antonio Gómez Padilla, sostiene que, según información del DAS, el narcotráfico ha pagado doscientos millones de pesos para ejecutar el atentado. Galán se reúne con los comandantes de los organismos de seguridad. El intento de Medellín se suma a una serie de llamadas y amenazas que vienen en aumento desde la Convención Nacional Liberal reunida en Bogotá el 22 de julio, que oficializa la reunificación liberal. La cúpula de los organismos de seguridad le recomiendan evitar al máximo desplazamientos y apariciones en público, sobre todo en la noche, pues la oscuridad favorece a los sicarios y las posibilidades de una protección eficaz se reducen en las manifestaciones multitudinarias.


    Galán acusa duramente el golpe por dos razones principales. La primera, por el atentado mismo que le demuestra la intención de las mafias del narcotráfico de eliminarlo, y la segunda, por la indiferencia de la sociedad, de la clase política y de los medios frente al intento de asesinarlo. No hay un solo editorial, una sola columna, un solo pronunciamiento público del Gobierno o de los partidos que condenen el hecho. Yo misma oigo sus quejas cuando hablamos por teléfono un día después del frustrado atentado. “Trataron de matarme y a nadie parece haberle importado”, me dijo dolido. Como si el intento de asesinarlo fuera parte del paisaje.


    Dos días después, Galán viaja a Caracas (Venezuela) a dictar unas conferencias. Es recibido como jefe de Estado, se reúne con el presidente Carlos Andrés Pérez y líderes de los partidos, concede entrevistas y en una de ellas cuando le preguntan sobre el peligro que corre su vida, responde: “A los hombres los pueden matar, pero a las ideas no. Y al contrario, cuando matan a los hombres las ideas se fortalecen. Sólo espero que Colombia sea consciente de cambiar antes de que sea tarde. Hemos trabajado intensamente para cambiar el sistema, para crear un nuevo espacio, y si mi muerte logra conseguir ese cambio, entonces mi misión estará cumplida”.


    Luego de la entrevista pide que lo lleven a conocer la Hacienda de San Mateo, donde Antonio Ricaurte, uno de los héroes de la Independencia, se inmola en un polvorín para evitar que sea tomado por las tropas españolas. Ya en el lugar, Galán dice que tiene la sensación de haber estado en un lugar así. Sus acompañantes lo ven ensimismado, lejano… y su amigo Gustavo Gaviria, un reconocido cafetero, le pregunta el por qué de su silencio. “Me van a matar –dice–. Mañana volvemos a Colombia y toca enfrentar la realidad”.


    A su regreso, asiste una reunión de la Dirección Liberal para definir las reglas de juego de la candidatura única a la alcaldía de Bogotá. La tensión en la campaña del candidato es notoria y creciente.
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    ASESINADO MAGISTRADO CARLOS VALENCIA


    El magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, Carlos Valencia García, es abaleado por cuatro sicarios en el centro de la capital cuando va camino de su casa en Chía. Muere minutos más tarde en la Clínica de los Seguros Sociales. Horas antes ha confirmado el llamamiento a juicio de Pablo Escobar y sus secuaces por el crimen del director de El Espectador, Guillermo Cano, caso que asume cuando es designado en ese cargo, además de otros casos también relacionados con el narcotráfico. Días antes, junto con otros colegas, ordena la captura de Gonzalo Rodríguez Gacha por el asesinato del candidato presidencial de la UP, Jaime Pardo Leal.


    El cartel de Medellín está detrás del crimen. Son tantas las amenazas que han recibido él y su familia, que esta recibe en el exilio la trágica noticia. Como otras veces, colegas, jueces y magistrados se declaran en paro apoyados por Asonal Judicial. Esa misma semana renuncian dos jueces por amenazas contra su vida y las de sus familias.


    El magistrado entra a engrosar la ya larga lista de miembros de la justicia eliminados por las mafias del narcotráfico. Es el miembro número 41 de la rama judicial que pierde la vida por cuenta de decisiones jurídicas relacionadas con el narcotráfico y su secuela paramilitar.


    En ese ambiente de desconcierto, el alcalde de Medellín, Juan Gómez Martínez, propone la mano tendida en lugar del pulso firme: dialogar con los narcotraficantes.


    “Mi teléfono es una línea abierta para los narcotraficantes, el que quiera puede llamar que yo, con gusto, le contesto y conversamos. Yo podría servir de intermediario para el diálogo –dice–. Yo creo que esos contactos con el narcotráfico son necesarios. Son necesarios porque una guerra no se gana exterminando a uno de los bandos. Nunca ha ocurrido eso y todas terminan en la mesa de conversaciones”.


    Curioso y radical cambio de opinión, pues cuando en 1984 las mafias proponen, por primera vez, una negociación, Gómez, entonces director de El Colombiano, se opone con vehemencia: “Colombia se estremece al conocer una propuesta de diálogo entre los cabecillas del vicio y el gobierno. Es una propuesta descarada, inmoral y aterradora. La sociedad entera repudia la posibilidad. La lucha es frontal y con todas sus consecuencias. Tiene que ser así”. Es evidente que las condiciones han cambiado, la guerra contra el narcotráfico ha costado muchas vidas.
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    ASESINADO EL CORONEL


    VALDEMAR FRANKLIN QUINTERO


    A las 6:20 a.m. del viernes 18 de agosto, el coronel Valdemar Franklin Quintero, comandante de la Policía de Antioquia, se moviliza en una camioneta rumbo a su despacho. Viaja solo con el conductor y un escolta, pues pese a las amenazas no acepta reforzar su esquema de seguridad, no quiere exponer la vida de otras personas.


    La camioneta se detiene en un semáforo en el cruce de la carrera 80 con calle 48... De repente, ocho sicarios se bajan de dos vehículos y le disparan ráfagas de fusiles R-15. “Le dispararon sin misericordia, hasta que vaciaron todas sus armas contra el carro en el que iba el oficial”, relata un testigo de la tragedia. Tiempo después, su esposa Leonor Cruz recuerda los hechos: “A Valdemar lo destrozaron a balazos. Le pegaron 38 tiros y el único que no entró en su cuerpo fue el que rebotó del bolsillo izquierdo de su camisa, a la altura del corazón, donde guardaba las imágenes de Cristo y de santos”.


    El asesinato es atribuido de inmediato al cartel de Medellín. El entonces subdirector de la Policía, general Carlos Arturo Casadiego así lo sostiene: “Nadie puede dudar de dónde viene y de dónde nos están disparando. Es la actitud cobarde, el modus operandi de estos sujetos que todos conocen perfectamente. La mafia de Medellín”.


    Solo siete meses llevaba al frente de la Policía de Antioquia. Antes ha sido comandante en Caldas y Boyacá, y su hoja de servicios registra veintiséis condecoraciones y más de cincuenta felicitaciones. Cuando llega a la capital antioqueña empieza a recibir todo tipo de amenazas, como la de un hombre que llama para advertirle que hay ochenta uniformados buscándolo, que su cabeza tiene precio, que la muerte le respira en la nuca… Semanas antes de su muerte, el 4 de julio, un carro-bomba con cien kilos de dinamita explota en la ruta que a veces toma, pero que ese día decide cambiar por razones de seguridad. Se salva, pero le cuesta la vida al gobernador Roldán Betancur. Una equivocación de los sicarios, se supo tiempo después, pues el verdadero objetivo era el coronel Quintero.


    Muy temprano, el día anterior, recibe una llamada del director de la Dijín, coronel Óscar Peláez Carmona, quien le advierte sobre un posible atentado en la ciudad. El coronel piensa que puede ser contra el alcalde Juan Gómez Martínez y ordena redoblar las medidas para protegerlo. No imagina que él puede ser el objetivo y regresa a su casa a las 9:00 p.m. Para el día siguiente tiene previsto un operativo más contra la mafia.


    El narcotráfico ha intentado comprarlo por todos los medios, tal vez con la idea de que él, como muchos otros miembros de la Policía, tiene un precio. Es tal la infiltración del cartel de Medellín en la institución, que cerca de 1.700 oficiales han sido retirados del servicio por vínculos con el narcotráfico. Pero el coronel Quintero es incorruptible e inquebrantable su decisión de combatir a las mafias.


    En el poco tiempo al frente de la Policía de Antioquia logra dar de baja a nueve tenebrosos sicarios del cartel de Medellín; captura a Alonso de Jesús Baquero, alias el Negro Vladimir, autor de la masacre de la comisión judicial en La Rochela; captura al hijo del Mexicano y a seis de sus fichas; desmantela varios laboratorios para procesar cocaína en el Magdalena Medio; judicializa al caballista Fabio Ochoa Restrepo –padre de los narcotraficantes Jorge Luis, Juan David y Fabio Ochoa Vásquez– por intento de soborno a un oficial de la Policía, y retiene en tierra a varias avionetas utilizadas para el tráfico de coca.


    La familia del coronel vive en medio del miedo y la zozobra, y esa mañana su esposa Leonor Cruz siente más angustia que de costumbre. Luego de despedirse de su esposo enciende la radio y sintoniza RCN. Entre veinte y veinticinco minutos después, oye la voz inconfundible de Juan Gossaín que da la dolorosa noticia: “Atención, tenemos noticia de último minuto en la ciudad de Medellín. Las autoridades acaban de confirmar que el comandante de la Policía de Antioquia, coronel Valdemar Franklin Quintero, ha sido asesinado”.


    A las 11:00 a.m. los altos mandos de la Policía autorizan el traslado del cuerpo del coronel a Bogotá. En medio de un operativo de seguridad, la caravana se dirige hacia el aeropuerto Olaya Herrera y a su paso la gente agita pañuelos blancos. El crimen del coronel permanece en la impunidad. Solo es procesado un sicario conocido como Tití, que confiesa haber disparado contra el coronel.


    Ese día, luego de un consejo extraordinario de ministros, el Gobierno expide siete decretos de estado de sitio que el presidente debe comunicar a los colombianos en alocución televisada a las 9:00 p.m. Minutos antes de salir al aire le comunican al presidente sobre el atentado contra Luis Carlos Galán en Soacha. Barco empieza la alocución informando sobre el atentado: “La Nación se encuentra indignada y conmovida por los serios hechos de violencia ocurridos en Soacha. Deplorablemente, esta noche Luis Carlos Galán, precandidato del Partido Liberal, ha sido objeto de otro atentado y fue conducido a un hospital. Roguemos a Dios que se recupere de las heridas”.


    A continuación explica las medidas para enfrentar a las mafias: extradición a Estados Unidos por vía administrativa4 de todo narcotraficante que sea capturado; decomiso y confiscación de bienes vinculados al narcotráfico; allanamientos por jueces militares; detención de sospechosos hasta por siete días; eliminación de los jurados de conciencia y creación de un fondo de seguridad para los jueces, ente otras medidas. Y remata la intervención con las siguientes palabras: “No vamos a flaquear o a ceder, tenemos que ganar esta guerra”. Poco después, cerca de las 11:00 p.m., le informan que Galán ha muerto.
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    ASESINADO LUIS CARLOS GALÁN


    Hacia las 8:45 p.m., el precandidato presidencial Luis Carlos Galán sube a una tarima de madera y alza los brazos para dirigirse a una multitud que lo aclama en la plaza de Soacha (Cundinamarca). De repente, desde abajo, le disparan una ráfaga de ametralladora, cuyo sonido se camufla con el estruendo de voladores que lanzan algunos asistentes al mitin político. Uno de los escoltas se tira encima para cubrirlo con su cuerpo y segundos después otros lo arrastran hasta un carro al que difícilmente logran subirlo. Todo es caos en la plaza.


    Herido de gravedad y pese a que el hospital de Soacha solo queda a doscientos metros, Galán es trasladado al hospital de Bosa e ingresa al servicio de urgencias. Pero allí carecen de los equipos necesarios para atenderlo y lo remiten al hospital de Kennedy, a donde llega con muy débiles signos vitales y minutos después muere desangrado. Según el parte médico, una de las balas le ha perforado una arteria abdominal y ha sido imposible salvarlo. La esposa del líder liberal, Gloria Pachón, recibe la noticia en una pequeña sala de espera: “Lo siento mucho, lo siento mucho”, le dice uno de los médicos.


    A las 10:45 p.m., conocido el reporte médico oficial, las emisoras de radio confirman la trágica noticia, los principales diarios cambian titulares y primeras páginas, y en las afueras del hospital se agolpan admiradores del líder que no ocultan su asombro y su tristeza. La muerte del líder liberal es para muchos el fin de un sueño, de una ilusión, de una esperanza.


    Los políticos reaccionan y entre ellos –quién lo creyera– Alberto Santofimio, condenado años después como determinador del crimen: “Del doctor Galán se podía discrepar en el plano de las ideas y de las concepciones políticas, pero jamás desconocerle su patriotismo, su probidad, su fundamental aporte a la renovación de las costumbres políticas en Colombia”. El cinismo hecho palabra, como lo demuestran anteriores intervenciones suyas en las que lo llama “sepulturero del Partido Liberal” y lo tacha de “falso moralista”.


    Por su parte, la Dirección Liberal declara al líder asesinado “mártir de la democracia” al lado de Rafael Uribe Uribe y de Jorge Eliécer Gaitán; el expresidente Alfonso López Michelsen llama a hacerle frente a la guerra “corriendo los riesgos que sean necesarios”. Desde México, Gabriel García Márquez reacciona haciendo alusión a los capos de la mafia: “Con hechos como éste, harán de Colombia un país abominable en donde ustedes mismos no podrán vivir, ni sus hijos, ni sus nietos”. Y el jefe de la oposición, el expresidente Pastrana, recoge el sentimiento de la mayoría de los colombianos cuando afirma: “Mataron no solamente al presente, sino también al futuro del país”.


    El sábado en la madrugada, el ataúd con el cuerpo de Galán, envuelto en la bandera de Colombia, es llevado al Capitolio Nacional donde permanece en cámara ardiente hasta el domingo 20. Miles de colombianos entristecidos desfilan para rendirle homenaje, y en varias ciudades surgen marchas espontáneas de rechazo a la violencia del narcotráfico. El lunes se llevan a cabo las exequias en la Catedral Primada en medio de la mayor solemnidad y el sonido conmovedor de la Misa de la Coronación de la Virgen de Mozart. Monseñor Mario Revollo preside la ceremonia religiosa que concluye con unas palabras que erizan la piel: “¿Qué has hecho? Se oye la sangre de tu hermano clamar a mí desde el suelo”.


    Desde la Plaza de Bolívar hasta el Cementerio Central un cortejo encabezado por la familia del líder y el presidente Barco avanza silencioso y conmovido batiendo pañuelos blancos. Galán es sepultado a las 3:30 p.m. en el Panteón de los Inmortales. Allí, Juan Manuel, su hijo mayor, pronuncia unas sentidas palabras sobre su padre y cuando nadie lo espera se dirige a César Gaviria Trujillo, jefe de la campaña liberal, y le dice: “…quiero pedirle al doctor Gaviria en nombre del pueblo y en nombre de mi familia, que en sus manos encomendamos las banderas de mi padre y que cuenta con nuestro respaldo para que sea usted el presidente que Colombia quería y necesitaba. ¡Salve usted a Colombia!”


    Esa semana las autoridades adelantan intensos operativos –allanamientos, decomisos, capturas…–. Los narcotraficantes reaccionan con atentados contra sedes bancarias en Medellín y Bogotá, y contra estaciones de RCN y Caracol Radio. El Gobierno está desbordado, incapaz de hacerle frente al terrorismo. El Estado no parece tener las instituciones ni los instrumentos adecuados para conjurar la violencia narcoterrorista. Es un Estado en jaque.


    Los estudiantes convocan una gran marcha, La marcha del silencio, origen del movimiento de La séptima papeleta que derivará en la convocatoria de la Asamblea Constituyente que cambia la vieja Constitución de Núñez y Caro en 1991.


    ¿Qué pasó?


    Es la pregunta que ronda en la cabeza de todos los colombianos consternados por la noticia. Para empezar, no hay claridad sobre las verdaderas razones que llevan al candidato a presentarse en un acto político al aire libre, pese a las recomendaciones en contra que le hacen los organismos de seguridad y sus más cercanos por los riesgos de seguridad. Pero se sabe que al mediodía, el director de la Policía, Miguel Antonio Gómez Padilla, le informa que para la concentración en Soacha ha destinado 86 agentes de la Policía y el DAS para su protección.


    En cuanto a las dudas por el cambio de su jefe de seguridad y la asignación de uno nuevo, Jacobo Torregrosa, el director del DAS le asegura que todo está bajo control. Y se sabe que también esa tarde, no obstante la desconfianza y las alertas sobre el peligro, le dice a su amigo Gustavo Gaviria: “El país no me va a conocer a mí como un cobarde”.


    Los capos del narcotráfico buscan venganza desde hace años. No le perdonan la lucha sin tregua contra el narcotráfico y la posición favorable a la extradición. El objetivo es sacarle del medio, pues no solo se perfila como el ganador de la consulta liberal en la que compite con Ernesto Samper y Hernando Durán Dussán, sino como seguro triunfador de las elecciones presidenciales en mayo. La mañana del crimen, una encuesta publicada en El Tiempo revela que la imagen positiva de Galán supera el 60 %.


    Ya han fallado una vez en el intento de eliminarlo, pero el 18 logran su cometido con apoyo de paramilitares del Magdalena Medio, que ejecutan el crimen, y la complicidad y participación de agentes del Estado. La misma alianza detrás de los homicidios de magistrados y jueces, de periodistas y dirigentes políticos de izquierda. La macabra alianza que deja su huella de sangre indeleble en los años ochenta.


    A raíz del homicidio del magistrado Carlos Valencia García por orden de Pablo Escobar, y veinticuatro horas antes de su propio asesinato, el líder liberal sostiene que es necesario pensar en medidas novedosas, como las que han funcionado en Italia, para proteger a los jueces y combatir el terrorismo de las mafias; se duele por la falta de solidaridad del gobierno y de la clase política frente al atentado fallido del 4 de agosto, y con frases dramáticas anticipa su muerte: “Sé que me tienen sentenciado y estoy tomando mis precauciones (…) Pero es imposible conjurar toda posibilidad de atentado. De eso estoy consciente”.


    Galán sabe que lo van a matar. El atentado del 4 es una prueba de ello. Y lo sabe también porque su médico personal, Augusto Leyva, le advierte sobre una reciente reunión de políticos y mafiosos en una finca cerca de Ibagué (Tolima), en la que fraguan el plan para asesinarlo. Incluso durante un desayuno en Popayán, él mismo señala hacia dónde hay que mirar si lo asesinan: “Para encontrar a los culpables miren hacia el Tolima”.


    El 18 en la mañana, al conocer la noticia de la muerte del coronel Valdemar Franklin Quintero, emite un comunicado lamentando el crimen del oficial y hace un llamado a los colombianos para afrontar con entereza el peligro que amenaza al país: “Trabajemos porque se unifiquen los sentimientos de la Nación y ellos se expresen en acciones eficaces del Estado. Ningún ciudadano puede ser espectador de la lucha de las autoridades contra la violencia”. Negros nubarrones se ciernen sobre el país, el clima de intimidación y violencia es abrumador.


    La expulsión de Escobar


    La vida política de Luis Carlos Galán –fundador del Nuevo Liberalismo en 1979– está orientada por el propósito de modernizar los partidos y el Estado, depurar la política y combatir el clientelismo, y luchar contra la nefasta influencia del narcotráfico en la política y la vida nacionales.


    En el curso de la ruta trazada, Galán lanza su candidatura a la Presidencia en 1981. Es su reacción a la aspiración reeleccionista del expresidente Alfonso López Michelsen, quien rompe así el llamado Acuerdo de San Carlos, un pacto con el expresidente Carlos Lleras Restrepo para evitar la división liberal, que supone que López decline su aspiración a repetir mandato.


    Galán considera que un nuevo gobierno del expresidente no es conveniente para el país, y oficializa su candidatura durante la convención del Nuevo Liberalismo en Rionegro (Antioquia), el 18 de octubre de 1981. Es apoyado por los expresidentes Lleras Camargo y Lleras Restrepo, con lo cual se protocoliza la división liberal. Luego emprende una gira por el país para dar a conocer sus propuestas y apoyar a los candidatos de su movimiento, a los que advierte sobre la necesidad de rechazar los dineros calientes que circulan con abundancia en algunas regiones. En Medellín, Jairo Ortega, del Movimiento de Renovación Liberal de Antioquia, adhiere a la campaña y en la lista que inscribe para la Cámara lleva como segundo renglón a Pablo Escobar. Iván Marulanda, coordinador del Nuevo Liberalismo en Antioquia, advierte sobre las dudosas actividades de Escobar y piden a Ortega sacar a Escobar de la lista, pero este se niega.


    Así las cosas, en febrero de 1982, durante un mitin en la plaza de Berrío en Medellín, Galán expulsa a Ortega y a Escobar de su campaña. “No podemos aceptar el apoyo de personas que no tienen cómo explicar sus fortunas”, afirma el candidato, y añade que sobre Escobar pesan las más oscuras historias. Es el gatillo que dispara el odio del capo por el exitoso líder del Nuevo Liberalismo, que culminará con su asesinato siete años después.


    En desagravio a Escobar, el movimiento de Ortega publica en periódicos regionales un aviso que dice: “Apoyamos la candidatura de Pablo Escobar para la Cámara porque su juventud, su inteligencia y su amor por los desprotegidos lo hacen merecedor de la envidia de los políticos de coctel …”. Luego se oficializa una alianza del movimiento de Ortega con Alternativa Liberal de Alberto Santofimio, y en las elecciones de marzo la dupla Ortega-Escobar logra una curul en la Cámara. El narcotráfico llega por primera vez al Congreso.


    Camino al patíbulo


    En las elecciones presidenciales de 1982, Galán se enfrenta al candidato oficialista liberal López Michelsen y a Belisario Betancur, quien gana la Presidencia con una fórmula suprapartidista. Los liberales culpan a Galán de la derrota de López por la división que propicia su candidatura, pero el expresidente Lleras Restrepo anuncia que el Nuevo Liberalismo está dispuesto a colaborar con el Gobierno. Galán no está de acuerdo y se mantiene al margen.


    No obstante, un año después, Betancur le ofrece el Ministerio de Justicia a una figura del galanismo: Rodrigo Lara Bonilla. Necesita el apoyo del movimiento, pues la bancada conservadora es débil en el Congreso. A regañadientes, Galán da el visto bueno a Lara y así el Nuevo Liberalismo entra a formar parte del Gobierno.


    El ministro Lara emprende una ofensiva contra los carteles de la droga y denuncia la influencia de los dineros del narcotráfico en la política, el fútbol y la economía. Es su partida de defunción: es asesinado el 30 de abril de 1984 por orden del cartel de Medellín. Es, ni más ni menos, que un desafío de las mafias del narcotráfico al Estado, la sociedad y los partidos políticos. El presidente Betancur, al inicio de su gobierno opuesto a la extradición por razones de soberanía, reactiva la figura tras la muerte del ministro, que se convierte en el detonante del narcoterrorismo.


    Meses más tarde, Galán denuncia ante el Senado a Pablo Escobar, entonces reemplazo de Jairo Ortega en la Cámara. “A nuestro país llegó el poder oscuro y criminal del narcotráfico – dice–. El Nuevo Liberalismo ha sido, desde 1982, un año antes de que Rodrigo Lara asumiera el Ministerio de Justicia, la única fuerza que ha denunciado a ese adversario terrible de la sociedad y de la organización institucional”. Más leña a la candela de una hoguera que arde cada vez con más fuerza.


    En octubre de 1986, un nuevo hecho reafirma su decisión de no dar tregua en la lucha contra las mafias: un atentado contra su cuñado el representante Alberto Villamizar, ponente del Estatuto de Estupefacientes y contradictor de un proyecto para abolir la extradición. Galán reacciona haciendo un llamado a los partidos, a los medios de comunicación, a los empresarios, para hacer un frente común contra el narcotráfico. Pero según revela Alonso Salazar en el libro Profeta en el desierto (2016), el líder liberal se lamenta por la falta de receptividad de su propuesta y dice: “El país vive unas largas vacaciones morales”. Solo El Espectador, con su director Guillermo Cano a la cabeza, se alinea con el líder liberal. Una serie de columnas contra las mafias y la postración moral de una sociedad tolerante con el narcotráfico, le cuestan la vida el 17 de diciembre de 1986.


    Acosado por las amenazas, Galán sale del país a finales de 1987 para hacer estudios en Inglaterra. Un año después, próximo a regresar, le escribe una carta al presidente Barco en la que reitera su apoyo al Gobierno sin condicionamientos burocráticos –Barco le ha ofrecido una embajada–, y retoma el discurso contra el narcotráfico: “Colombia está en una encrucijada a causa del narcotráfico y del terrorismo”, dice. También advierte que la mayor amenaza para la democracia y la modernización del país es la infiltración de los dineros calientes en las campañas políticas, y reclama la acción del Gobierno y la unidad para enfrentar a las mafias.


    En 1989 la situación del Partido Liberal es crítica, la división conspira contra la aspiración de recuperar el poder. Pero un acuerdo de Galán con el jefe del partido, el expresidente Turbay Ayala, que incluye una reforma constitucional, una agenda legislativa y la consulta popular como mecanismo para definir candidato único a la Presidencia en 1990, abre las puertas para el regreso del líder del Nuevo Liberalismo a las filas rojas. En el marco de ese acuerdo, Galán inscribe su candidatura el 4 de julio de 1989 y en la Convención Nacional del 22 de julio en Bogotá, los asistentes lo reciben con una ovación que se prolonga por más de cinco minutos.


    La intervención de Galán se centra en los acuerdos y principios de la unión liberal, y remata diciendo que no reconoce enemigos en el partido. Le replica Alberto Santofimio con un vehemente discurso en el que arremete contra los “divisionistas” –sin nombrar a Galán, pero en clara alusión a él–, y los descalifica por lo que llama “reformitis postiza”. Se trata de un nuevo capítulo de un viejo antagonismo. Para Santofimio, Galán es un rival de peligro, un obstáculo para sus aspiraciones. Para Galán, Santofimio no solo es un contradictor dentro del partido, sino acérrimo enemigo de la extradición como mecanismo de colaboración judicial. La misma causa de los carteles de Medellín y Cali, que prefieren una tumba en Colombia a una cárcel en los Estados Unidos.


    Los asesinos


    Las investigaciones sobre el magnicidio empiezan marcadas por presiones, irregularidades, falsos testigos y falsos señalamientos. En veintiocho años son vinculadas 37 personas y de ellas 25 son dejadas en libertad por no poderles demostrar su participación en el crimen; desaparecen algunos sospechosos y otros son asesinados. Solo unos pocos reciben condenas, y algunos interrogantes sobre los determinadores del crimen siguen sin respuesta.


    Tres días después del magnicidio, el presidente Barco dice en una alocución por televisión: “Les prometí que el crimen del doctor Galán no quedaría impune y aquí tienen a los asesinos”. Los presuntos responsables capturados son: Alberto Jubiz Hazbún, Norberto Murillo, Armando Bernal, Luis Alfredo González y Pedro Zambrano.


    El director de la Dirección de Policía Judicial, Dijín, coronel Óscar Peláez Carmona, asegura que les han encontrado una subametralladora Uzi, un revólver calibre 38, munición de varios calibres y una camioneta Toyota blanca, y el director del DAS, general Miguel Maza Márquez, informa sobre el papel que ha cumplido cada uno para facilitar el crimen. Pero cuatro años después, un fiscal ordena liberar a los capturados porque demuestran su inocencia. Son chivos expiatorios, producto de un montaje de falsos positivos (marzo de 1993).


    Un mes después del crimen, es detenido José Orlando Chávez, quien confiesa ante el juez 113 de Instrucción Penal Militar que ha participado en el magnicidio y revela que él es quien lleva una pancarta frente a la tarima y hace los disparos que causan la muerte del candidato liberal. Delata entre sus cómplices a sus hermanos José Orlando y Víctor Manuel Chávez y a su primo Enrique, a Jaime Rueda Rocha y a José Éver Rueda Silva, capturados tres días más tarde.


    Rueda Silva cuenta cómo él y sus secuaces se infiltran en la plaza de Soacha: con un carné que les entrega el teniente del Ejército Carlos Flórez, que los acredita como miembros de inteligencia del B-2 de la Brigada XIII. Todos se infiltran en la plaza, se ubican en diferentes puntos y para identificarse entre ellos llevan pancartas con el mensaje al revés, visten de color claro y usan sombreros aguadeños.


    El expediente del caso incluye también testimonios y pruebas de que Rueda Rocha es contratado un mes antes del crimen por un concejal galanista de Soacha, Pedro Julio Sánchez –tío del concejal Julio César Peñaloza que muere en el atentado–, quien le asigna tareas en la sede de la campaña. Pero los investigadores ignoran esta pista, como también omiten aclarar la participación del entonces presidente del Concejo de Soacha, Carlos Vargas López, quien interrogado luego de los hechos reconoce a los hombres de la pancarta en las fotografías que le muestra el juzgado.


    El juez desconoce las pruebas y deja libres a los Chávez, asesinados un año después en Bogotá, el 4 de agosto de 1990. En septiembre de ese año, Rueda Rocha se escapa por la puerta principal de La Picota, gracias a maniobras de su abogado, Saúl Pérez, quien ingresa al penal con una cédula falsa. Rueda Rocha sale con la ropa del abogado y una barba postiza, y siete meses más tarde, el 22 de abril de 1992, cae en un enfrentamiento con la Policía. En ese momento los investigadores saben que es un sicario al servicio del Mexicano, socio de Pablo Escobar. En menos de tres años, los hombres clave de la plaza son eliminados sin que sus confesiones tengan efecto. La investigación entra en hibernación.


    Detalles del plan


    En 1997 la justicia condena a cuarenta años de cárcel a John Jairo Velásquez Vásquez, alias Popeye, pero le reducen la pena a veintiséis años efectivos de prisión, porque se acoge a la política de sometimiento mediante la figura de sentencia anticipada para obtener rebaja de penas. La providencia establece que el autor intelectual del asesinato es el cartel de Medellín, en cabeza de Pablo Escobar y Gonzalo Rodríguez Gacha, ambos dados de baja en operativos de la Policía.


    Popeye reconoce ante la Fiscalía su participación en el crimen y revela detalles del plan y su ejecución. Dice que Rodríguez Gacha y Escobar se reúnen en la finca Marionetas, a diez kilómetros de la hacienda Nápoles, y que allí toman la decisión de matar a Galán en nombre de Los Extraditables, pero que Escobar decide que su grupo se encarga de ejecutarlo.


    El plan es asesinarlo en Medellín el 4 de agosto, pero como la Policía frustra el atentado los capos se reúnen otra vez y fraguan el nuevo plan. Encargan al Mexicano de coordinarlo y destinan doscientos millones de pesos del fondo común de Los Extraditables para llevarlo a cabo. Según Popeye, los hombres de Rodríguez Gacha reciben la información sobre el itinerario de Galán de agentes del DAS, contratan a Rueda Rocha para ejecutar el asesinato, y le ofrecen doscientos millones de pesos, pero que pide más y le prometen parte de un cargamento de coca.


    Según Popeye, el día del atentado Escobar sigue las noticias por radio y cuando oye que Galán está herido se molesta y dice: “Si ese hombre queda vivo es muy difícil volverlo a atacar”. Cuando finalmente confirman la muerte del líder liberal, el capo asegura que lo peor está por venir y Popeye dice que por eso no hace fiesta.


    Diez años después del magnicidio, son condenados José Édgar Téllez Cifuentes, alias Pantera, y su compañera Nancy Lozano. Téllez es uno de los hombres de las pancartas, cuya misión es crear confusión y hacer disparos al aire para distraer la atención, y Lozano es cómplice de la operación de los sicarios. La providencia ordena enviar copias del expediente a la Fiscalía para que investigue la posible participación del político liberal Alberto Santofimio Botero.


    En 2004, la revista Semana revela una carta desconocida de José Éver Rueda Silva, escrita a su madre desde la cárcel, en la que cuenta detalles del plan. “Nuestro enlace principal, ordenado por el Mexicano y Henry Pérez, era el teniente del Ejército, Carlos Humberto Flórez Franco, quien dirigía la red de inteligencia del B-2 de la XIII Brigada –dice uno de los apartes–. Por eso tuvimos éxito en la muerte del doctor Galán, del doctor Teófilo Forero y Antequera, la bomba de El Espectador y la muerte del sobrino de Víctor Carranza”.


    Dos meses después, la Fiscalía ordena la captura del teniente Flórez Franco y lo llama a juicio acusado de homicidio con fines terroristas: el oficial facilita la fuga de los sicarios y oculta las armas en su propio apartamento. Pero el Tribunal Superior de Bogotá lo absuelve por falta de pruebas de su supuesta alianza con paramilitares del Magdalena Medio, y en 2016 la Corte Suprema de Justicia deja en firme esa sentencia en el fallo contra el exdirector del DAS, general retirado Miguel Maza Márquez.


    En cuanto al papel que juega la Alcaldía de Soacha y, en concreto el alcalde Héctor Fernando Ramírez Vásquez, que en tres oportunidades da declaraciones que se contradicen, las investigaciones no profundizan, la justicia no se pronuncia ni esclarece el por qué del uso de una tarima y quién ordena su instalación, pese a la evidencia de que esa precaria armazón de madera es clave para facilitar el asesinato. Las investigaciones demuestran que el sicario se oculta debajo de ella y que puede disparar con precisión mientras la pólvora y los tiros al aire de sus compinches distraen la atención de los asistentes.


    Santofimio, determinador


    El 11 de mayo de 2005, la Fiscalía abre investigación formal contra Alberto Santofimio Botero. Un juez lo declara coautor del magnicidio y lo condena a veinticuatro años de cárcel por homicidio con fines terroristas (11 de octubre, 2007). Sin embargo, en segunda instancia, el Tribunal Superior de Bogotá expresa dudas sobre las pruebas presentadas y lo deja en libertad. Luego, en el proceso de casación ante la Corte Suprema de Justicia, esta ratifica el fallo de primera instancia y lo condena como determinador del crimen.


    Popeye, el más temible sicario de Escobar, es el testigo principal, pero solo da su declaración dieciséis años después del crimen, cuando él ha sido condenado por el mismo caso. Según el sicario, el político tolimense es quien convence a Escobar de matar a Galán porque el capo no está muy seguro: “Alberto Santofimio le decía siempre a Pablo que Galán era su enemigo y que estaba disparado en las encuestas, que si llegaba a ser presidente lo iba a extraditar porque no le perdonaba la muerte de Lara, y frecuentemente le decía: ‘Compadre, es Galán o nosotros’”. Y agrega que la relación Santofimio-Escobar era de vieja data y que el político era el asesor legal de Los Extraditables, por lo cual recibía pagos de hasta US 500.000.


    Pero… ¿por qué tan tardía la declaración? Popeye responde ante la Corte que en su primera declaración ante un juez no se atreve a acusar al político tolimense por temor, porque es tan poderoso que si declara en su contra lo hace trasladar de cárcel en cárcel hasta “volverlo vulnerable para asesinarlo”. Pero como ya no tiene poder y todos sus enemigos están muertos, es que decide hablar.


    En julio de 2018, Santofimio hace solicitud formal para ser admitido en la JEP. Argumenta que haber sido congresista durante más veinte años lo convierte en agente del Estado, y que el magnicidio por el que ha sido condenado tiene relación directa con el conflicto armado interno. Se compromete a firmar el acta de sometimiento que lo obliga a contar toda la vedad sobre los delitos que se le imputan.


    La magistrada Sandra Jeannette Castro, de la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas de la JEP, le notifica que han asumido el estudio de su petición y le pide que informe de manera preliminar “cuáles serán las formas de contribución al esclarecimiento de la verdad a favor de las víctimas y de la sociedad; las modalidades de reparación y las garantías de no repetición”. Hoy Santofimio está en prisión domiciliaria por haber cumplido las tres cuartas partes de la pena. La JEP aún no ha decidido si admite o no el caso del político liberal.


    Maza Márquez, de héroe a villano


    El 3 de noviembre de 2016, el exdirector del DAS, general retirado Miguel Maza Márquez, es condenado por la Corte Suprema de Justicia a treinta años de cárcel por concierto para delinquir y homicidio con fines terroristas. Han pasado veintisiete años del magnicidio de Galán y el general lleva tres años detenido en el Centro de Estudios Superiores de la Policía, por una investigación que le abren en 2004 por su posible participación en el plan para asesinar a Galán. Como la Corte Suprema de Justicia declara el magnicidio “crimen de lesa humanidad”, el caso no prescribe.


    Así, Maza Márquez, sobreviviente de varios atentados, pasa de héroe a villano. La Corte lo declara responsable de hacer parte del plan para asesinar al candidato liberal, junto con el cartel de Medellín y los paramilitares del Magdalena Medio. Y como en el atentado también mueren el concejal de Soacha, Julio César Peñaloza Sánchez, y el escolta Santiago Cuervo Jiménez, la sentencia cobija las tres muertes.


    Según el fallo, Maza Márquez debilita la seguridad del candidato al nombrar como jefe de escoltas a un hombre de su confianza, Jacobo Torregrosa, previo compromiso con el paramilitar Henry de Jesús Pérez, con quien entonces tiene estrechos vínculos y encargado por el cartel de Medellín de la ejecución del magnicidio. Según el fallo, Torregrosa le facilita el operativo a Jaime Rueda Rocha, el pistolero que acribilla a Galán, un sicario de los paramilitares del Magdalena Medio al mando de Pérez. Además, sostiene que agentes del DAS participan en los entrenamientos del mercenario israelí Yair Klein, y que Maza Márquez no solo conoce de la “existencia, presencia y actividades de Yair Klein”, sino que el DAS ayuda al ingreso del mercenario a Colombia y a su movilización.


    Sin embargo, en la condena del general el mayor peso lo tiene el cambio de escoltas que debilita la seguridad de Galán, factor que facilita el crimen. “La desprotección de Luis Carlos Galán se consolidó, según el plan trazado por quienes participaron en el atentado en su contra, con el cambio de su escolta, la cual estaba a cargo del DAS…”, dice la sentencia, y además sostiene que Torregrosa no solo no estaba entrenado en protección de personas, sino que registra antecedentes por hurto y fue expulsado de la Policía. Galán era el hombre más amenazado del país y Torregrosa el menos idóneo para protegerlo.


    Maza Márquez ha insistido siempre en que el cambio del jefe de seguridad se hace por petición del candidato, pero la Corte encuentra los documentos que soportan la decisión “por necesidades del servicio”, y prueba que la orden proviene del general. También lo responsabiliza por el desvío de las investigaciones que “llevaron a la justicia por un rumbo equivocado”.


    Por otra parte, el fallo establece que el principal financiador de los paramilitares de Pérez es Gonzalo Rodríguez Gacha, el Mexicano, socio de Pablo Escobar; que los dos capos deciden asesinar a Galán, y que para lograr su cometido acuden a la estructura militar de Pérez y a sus aliados en organismos del Estado.


    Maza Márquez, que siempre ha alegado su inocencia, pide en mayo de 2018 acogerse a la Jurisdicción Especial para la Paz, JEP. La decisión depende de la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas, que pide al general que informe sobre “cuáles serán las formas de contribución al esclarecimiento de la verdad a favor de las víctimas y la sociedad, las modalidades de reparación y las garantías de no repetición”. De ser aceptada su solicitud de someterse a la JEP, la Sala de Revisión debe estudiar a fondo su caso para determinar si puede beneficiarse o no de las condiciones especiales de la justicia transicional, algo que hasta ahora no ha ocurrido.


    Otros oficiales implicados


    En junio de 2017, el juzgado primero especializado de Bogotá condena a veintidós años de prisión al exjefe de la Oficina de División de Orden Público del DAS, coronel retirado Manuel Antonio González, como coautor del delito de homicidio agravado con fines terroristas, y lo inhabilita por diez años para ocupar cargos públicos.


    González es condenado por las fallas en el esquema de seguridad y el cambio de escolta a Galán, pues de su despacho depende la protección de candidatos y altos dignatarios, entre otras personalidades, y es él quien ordena el cambio del jefe de escoltas por petición del general Maza Márquez. El coronel retirado pide acogerse a la JEP con el argumento de que su caso tiene relación con el conflicto armado, y se compromete a colaborar con la justicia para esclarecer varios hechos sobre lo que tiene conocimiento. La Sala de Definición de Situaciones Jurídicas tiene la última palabra.


    En la misma decisión sobre al coronel retirado González, el juzgado concede libertad provisional al comandante de la Policía de Soacha, mayor retirado Luis Felipe Montilla, y ordena enviar copias a la Fiscalía para que investigue a los oficiales Gustavo Leal Pérez y Argemiro Serna Arias.


    El 8 de febrero de 2018, la Unidad de Análisis y Contexto de la Fiscalía formula cargos contra el general retirado Óscar Peláez Carmona, exdirector de la Dijín, y contra el general retirado Argemiro Serna Arias, exsubcomandante de la Policía de Cundinamarca, y les impone medida de aseguramiento no privativa de la libertad por su presunta participación en el magnicidio de Galán. La decisión se sustenta en pruebas de la Corte Suprema de Justicia y en las sentencias contra el exsenador Alberto Santofimio y el general retirado Maza Márquez. También hace referencia a los homicidios del exconcejal de Soacha, Julio César Peñaloza Sánchez, y del escolta Santiago Cuervo Jiménez, y a la tentativa de homicidio del escolta Pedro Nel Angulo Bonilla.


    Según la Fiscalía, el general retirado Peláez Carmona contribuye, en calidad de cómplice, con el entonces director del DAS, general Miguel Alfredo Maza Márquez, en la desviación de la investigación penal, lo cual “aseguraría la impunidad sobre los verdaderos responsables”.


    En cuanto al general retirado Serna, el cargo es por omisión, por no haber tomado las medidas suficientes y necesarias para proteger al candidato y a las personas que lo acompañaban y ese día solo asignó a catorce patrulleros, número insuficiente para proteger al hombre más amenazado del país.


    La Fiscalía impone a los generales retirados Peláez Carmona y Serna Arias, la obligación de no salir del país, presentarse cada vez que sean llamados y prestar caución real o constituir póliza de garantía por cuarenta salarios mínimos vigentes. Días después, la Procuraduría pide a la Fiscalía revocar la medida e imponerles “detención preventiva intramural”, mientras se resuelve su situación jurídica. Argumenta que el asesinato de Galán ha sido declarado crimen de lesa humanidad y que por esa razón la Fiscalía mantiene privado de la libertad al general retirado Maza Márquez, condenado por los mismos hechos. Según la Procuraduría, los generales en retiro “no pueden ser investigados por omisión ni complicidad, sino en calidad de coautores del crimen del líder político”. Los oficiales siguen vinculados a la investigación, pero su situación jurídica sigue sin definición.


    _____AGOSTO 23


    GUERRA TOTAL


    En respuesta a las decisiones que toma el Gobierno luego de los asesinatos del coronel Valdemar Franklin Quintero y de Luis Carlos Galán, Los Extraditables se pronuncian en carta abierta a la opinión reiterando la “guerra absoluta y total al Gobierno y la oligarquía industrial y política, a los periodistas que nos han atacado y ultrajado, a los jueces que se han vendido al Gobierno, a los magistrados extraditadores (sic), a los presidentes de los gremios y a todos los que nos han perseguido”.


    El presidente reacciona: “Colombia, oígase bien, está en guerra. Esto no es una simple expresión retórica. El país está en guerra contra los narcotraficantes y los terroristas. Ni el Gobierno ni el país reposarán hasta haber ganado esta guerra”. Y desata una ofensiva sin precedentes contra el cartel de Medellín que, según cálculos de los organismos de Inteligencia, cuenta con 3.000 sicarios, poderosos recursos económicos derivados del narcotráfico y tentáculos en las Fuerzas Armadas y las instituciones para enfrentarse a 140.000 militares y 40.000 policías.


    Entre las medidas extraordinarias, el Gobierno crea un Cuerpo Élite dedicado en forma exclusiva a la persecución de los capos del cartel de Medellín, Pablo Escobar y Gonzalo Rodríguez Gacha. El presidente sabe que el Ejército y la Policía están infiltrados por las mafias y por eso decide integrar esa fuerza con los miembros más calificados de la fuerza pública, libres de toda sospecha, con mando directo desde Bogotá.


    _____SEPTIEMBRE 1


    BOMBA CONTRA PINTUCO


    En Medellín, cerca de las 11:00 a.m., estalla una bomba frente a las bodegas de Pintuco, la fábrica de pintura más tradicional del país. El atentado deja quince personas heridas, y destruidos diez carros y ocho locales comerciales vecinos.


    Minutos después de la explosión, Los Extraditables llaman a varios medios de comunicación y anuncian que como no pueden actuar libremente de noche, lo harán de día. El alcalde Juan Gómez Martínez ha decretado el toque de queda entre las 10:00 p.m. y las 6:00 a.m.


    Días antes, y pese a que la ciudad está militarizada, los terroristas lanzan desde un carro cinco petardos contra las instalaciones del Club Campestre, pero no causan víctimas ni daños graves. También disparan bazucas contra carro-tanques de gasolina que no logran dar en el blanco.


    Mientras tanto, en Bogotá, el diario La Prensa publica un artículo titulado El largo brazo del cartel, según el cual el grupo terrorista ETA colabora con el cartel de Medellín. “Desde un general cubano hasta terroristas vascos proveen al cartel de Medellín con explosivos plásticos, lanza-cohetes, entrenamiento de sicarios y técnicas de sabotaje”, señala el artículo basado en un informe de la cadena estadounidense de televisión NBC, que también asegura que el detonador de la bomba que causa la muerte del gobernador de Antioquia, Antonio Roldán Betancur, proviene de ETA.


    Según el informe de la NBC, Estados Unidos tiene conocimiento de que los carteles colombianos han comprando grandes cantidades de explosivos plásticos en Europa, y que mercenarios de Israel, Gran Bretaña y Alemania han entrenado sicarios en Colombia.


    Por otra parte, La Prensa asegura que esa información la tienen las agencias colombiana de Inteligencia, lo mismo que los nombres de cuatro personajes del Gobierno y de la política vinculados al negocio de la droga, y que “los contactos con los vascos pudieron originarse durante la detención de Jorge Luis Ochoa en la cárcel de Carabanchel, de Madrid”. Ochoa es detenido en España en diciembre de 1984 en compañía de Gilberto Rodríguez Orejuela, jefe del cartel de Cali.


    Un día después de conocida la notica, el ministro de Defensa de Israel, Isaac Rabin, ordena a cerca de cuarenta familias de funcionarios y técnicos israelíes destacados en Colombia, a dejar el país por temor a las represalias que pueda causar la noticia del entrenamiento de coroneles retirados israelíes a sicarios al servicio de narcotraficantes.


    Entonces se reabre el debate sobre dialogar o no con los narcotraficantes. El presidente de la Cámara de Representantes, Norberto Morales Ballesteros, se pronuncia a favor. “Yo siempre he sido amigo del diálogo –dice–. Hasta con los peores enemigos yo dialogo” y que cree que la única vía de terminar con la violencia es el diálogo que conduzca a que los traficantes se sometan al “imperio de la ley”.


    Por otra parte, circulan versiones según las cuales un emisario de Pablo Escobar ha establecido contacto con el ministro de Gobierno, Orlando Vázquez Velázquez, para proponer un diálogo y el cese de hostilidades. El ministro lo niega: “El país no puede en estos momentos iniciar unas conversaciones como ésas”.


    _____SEPTIEMBRE 2


    BOMBA CONTRA EL ESPECTADOR


    Cerca de las 11:00 p.m. del viernes 1° de septiembre, Juan Bejarano, jefe de despachos de El Espectador, recibe una llamada del supervisor de vigilancia para decirle que un desconocido pide permiso para parquear un camión varado en las instalaciones del periódico. Bejarano no lo autoriza y ante la negativa, el hombre pide ayuda a uno de los celadores y a dos policías que patrullan la zona para empujar el vehículo hasta el costado sur del diario, frente a una cancha de fútbol justo al lado de una estación de gasolina.


    Al día siguiente, hacia las 6:30 a.m., cuando Bejarano termina su turno, sale para tomar el bus rumbo a su casa y ve el camión parqueado. Ya en ruta, a pocos metros del periódico, oye una explosión. No le cabe duda de que es un atentado. Son las 6:45 a.m.


    La explosión de una bomba de 55 kilos de dinamita cargada en el camión, no deja víctimas mortales, pero 73 personas quedan heridas y varias edificaciones destruidas, entre ellas la estación de gasolina, dos sucursales bancarias, un restaurante, la sede de la Aduana de Bogotá y la parte sur del edificio del periódico.


    En ese momento hay muy poca gente en el diario, pero la noticia se riega como pólvora. Poco a poco van llegando periodistas, empleados y directivos, entre ellos Fernando Cano, quien ha asumido la dirección del diario junto con su hermano Juan Guillermo, luego del asesinato de su padre. Hace una semana ha regresado del exilio forzado por las constantes amenazas de las mafias. También arriba presuroso el presidente del diario, Luis Gabriel Cano, quien sin ocultar las lágrimas y la indignación dice: “No nos van a vencer ni a nosotros ni al país. Ahora más que nunca seguiremos adelante. Si logran callar a un periódico se acaba Colombia”.


    Antes del mediodía y luego de remover los escombros y verificar que la rotativa funciona, los periodistas se sientan a trabajar en una sala de redacción improvisada, bajo la batuta del codirector José Salgar, para sacar adelante la edición del día siguiente. “No haberlo hecho –dice Salgar– era reconocer que después de tantos ataques nos habían derrotado”. La edición extraordinaria de dieciséis páginas sale con la imagen de la redacción destruida en la portada y el titular “¡Seguimos adelante!”.


    En la margen izquierda, bajo el título Sobre los escombros, se lee: “Cumplimos a nuestros lectores y a esa parte sana de Colombia que angustiosamente sigue esperando que el país reaccione y que el Gobierno cumpla lo que ha prometido, para que estos no sean también los escombros de la democracia en Colombia”. Y el editorial dice: “Un golpe más. El Espectador lo resiste, como ha resistido tantos otros. No creemos estar solos, porque simbolizamos el desgarramiento de la patria. Esta es una lucha de más de 100 años”.


    El mismo sábado, desconocidos destruyen e incendian una casa que tiene el presidente del periódico, Luis Gabriel Cano, en las islas del Rosario, cerca a Cartagena.


    El Espectador, que un año antes recibe el premio Ortega y Gasset de Periodismo por las investigaciones sobre narcotráfico, es víctima de un nuevo atentado, que, no cabe duda, es obra del cartel de Medellín. El periódico no ha bajado la guardia en la cruzada contra el narcotráfico. Eso les ha costado la vida al director Guillermo Cano, al abogado de la familia Héctor Giraldo Gálvez y a dos corresponsales, y el exilio a los hijos de Cano y al periodista Fabio Castillo.


    La ofensiva violenta de Escobar y compañía contra el diario de los Cano, tiene la doble intención de impedir la circulación del diario y frenar las investigaciones para garantizar la impunidad de sus crímenes. De ahí también los asesinatos de magistrados y jueces.


    El Gobierno reacciona reiterando su decisión de persistir en las acciones militares y policiales, y anuncia una estrategia integral contra el narcotráfico que supone convertir en normas permanentes los decretos de estado de sitio dictados para enfrentar a los violentos, aumentar las recompensas e implementar medidas para fortalecer la justicia e impedir el reclutamiento de jóvenes para el sicariato. Desde Medellín, una ciudad asolada por la violencia narcoterrorista, el alcalde Juan Gómez Martínez insiste en que la única salida es el diálogo, que, aclara, no implica amnistía para las fuerzas que desestabilizan la democracia colombiana.


    En su editorial del 7 de septiembre, El Espectador dice que para erradicar el narcotráfico no basta dar de baja a las cabezas visibles de los carteles, sino combatir las redes de corrupción que permean al Estado y enfrentar otras partes del negocio como el lavado de activos, la intermediación para legalizar fortunas mal habidas y la financiación de las campañas políticas.


    Dos días después del atentado, los directivos del periódico reúnen a sus empleados y les dicen que como Pablo Escobar amenaza con volverlos a bombardear, tienen la libertad de dejar el periódico y recibir una indemnización. Su deseo es evitar nuevas víctimas. Nadie renuncia y las amenazas de una nueva bomba no se cumplen, pero el miedo y la zozobra son el pan de cada día en el periódico.


    Investigación sin resultados


    A pesar de la violencia sistemática contra El Espectador, la investigación judicial por el atentado terrorista no produce resultado alguno. Solo años después, ya muerto Pablo Escobar y luego de una ofensiva violenta sin precedentes, John Jairo Vázquez, alias Popeye, aporta información durante una diligencia judicial en 1994.


    Según Popeye, los autores intelectuales son Pablo Escobar y Gonzalo Rodríguez Gacha, y el motivo las continuas denuncias contra el cartel de Medellín. Escobar ordena organizar el atentado a John Jairo Arias Tascón, alias Pinina, y el camión-bomba es detonado mediante un sistema de mecha lenta, porque la carga explosiva es muy grande y el sistema de control remoto muy inseguro.


    En cuanto al autor material, señala a un camionero con veinte años de experiencia, conocido como don Germán, hombre de confianza de Pinina, experto en transportar los explosivos sin ser detectado, que escoge el lugar para parquear el carrobomba y lo lleva hasta la estación de gasolina. Agrega que no está seguro de si el carro viene desde Medellín con la dinamita o es cargado en Bogotá, y dice que el camionero recibe treinta millones de pesos por “el trabajo”, y que con esa plata compra una finca en Barbosa (Antioquia). Afirma, además, que después Escobar ordena matarlo porque él y su hijo –un sicario conocido como Maradona–, delatan a Pinina para cobrar la recompensa que ofrecen las autoridades.


    _____SEPTIEMBRE 11 y 21


    ATENTADO EN MEDELLÍN Y BOMBAS EN BOGOTÁ


    Son las 8:30 a.m., el BMW blanco en el que se moviliza Pablo Peláez González, exalcalde de Medellín y miembro del Directorio Liberal de Antioquia, es interceptado por dos vehículos desde donde dos hombres le disparan y le causan la muerte. También muere el conductor, Adalberto Rodríguez.


    Las mafias le cobran a Peláez haber coordinado la Jornada de Reflexión, Acción y Compromiso, que el 4 de agosto reúne a los antioqueños para rechazar el asesinato del gobernador Roldán Betancur y para unirse en la lucha contra el terrorismo.


    Diez días después, en horas de la madrugada, estallan en forma simultánea una serie de petardos frente a nueve sedes políticas y una sucursal bancaria en Bogotá. Las explosiones dejan dos personas heridas y millonarias pérdidas materiales. Dos sospechosos son capturados.


    Los atentados en las dos ciudades se atribuyen a las mafias del narcotráfico.


    _____SEPTIEMBRE 25


    BOMBA EN EL HILTON


    Explota bomba en una habitación del Hotel Hilton de Cartagena. Mueren dos médicos, Manuel Gutiérrez Acosta y Germán Vargas Lobo, que asisten al Congreso Panamericano de Gastroenterología. El atentado es atribuido a Los Extraditables.


    Y aunque Cartagena es una ciudad que no ha sido asolada por el narcoterrorismo, como Medellín y Bogotá, horas más tarde estalla otra bomba en la caja Agraria en el sector de Bazurto.


    _____OCTUBRE 10


    DE NUEVO CONTRA EL ESPECTADOR


    El martes 10 de octubre, cerca del mediodía, es asesinada Martha Luz López, gerente administrativa de El Espectador en Medellín, cuando entra en su carro al garaje de su casa. Hora y media después, camino a la oficina luego de conocer la noticia de la muerte de su compañera de trabajo, es asesinado el gerente de circulación, Miguel Soler.


    Los dos crímenes hacen parte de la persecución del cartel de Medellín a periodistas y personal administrativo del periódico. Los Extraditables han amenazado a todos sus empleados en la capital antioqueña y los han conminado a abandonar la ciudad. Poco después de los dos asesinatos llegan a la sede del diario en Bogotá panfletos amenazantes: el diario tiene que dejar de circular en Medellín y en todo el departamento, si no quieren que otros empleados corran la misma suerte.


    El Gobierno ofrece protección y en una situación sin precedentes el periódico empieza a circular en Medellín bajo la vigilancia del Ejército y la Policía. No obstante, varios voceadores de prensa son asaltados por hombres que les quitan los periódicos para quemarlos. No es la primera vez, pues en otras ocasiones los hombres de Escobar han quemado o comprado los ejemplares con información que lo perjudica.


    El 16, tres sicarios asesinan en Buenaventura a Guillermo Gómez Murillo, corresponsal de El Espectador, El País y RCN Radio, mientras ve televisión en la casa de sus padres. El crimen hace parte de la arremetida del cartel de Medellín contra el diario.


    La intimidación es permanente y la presión es tan fuerte, que a finales del año los directivos del periódico deciden cerrar las oficinas en Medellín, y Carlos Mario Correa, su principal corresponsal, se ve obligado a trabajar oculto para evadir el asedio. En Bogotá, aún afectados por el atentado, los periodistas y empleados de El Espectador trabajan en medio del miedo.


    _____OCTUBRE 1 0


    CAE OTRO PERIODISTA


    A las 8:30 p.m. es asesinado en Montería por dos sicarios que le disparan varias veces, el periodista William Bendeck Olivella. Director del noticiero Avanzada de Córdoba de la emisora La Voz de Montería, ha sido implacable en las denuncias contra los traficantes de droga y los grupos guerrilleros, y no ha vacilado en señalar a las mafias como responsables de la muerte de Luis Carlos Galán.


    El asesinato, según periodistas locales, es un caso emblemático del comienzo de la infiltración del paramilitarismo en la política y en la fuerza pública en el departamento, y una demostración de su capacidad para silenciar a la prensa.


    _____OCTUBRE 1 6


    ATENTADO CONTRA VANGUARDIA LIBERAL


    A las 6:30 a.m. explota un carro-bomba con cincuenta kilos de dinamita, abandonado minutos antes frente al amplio portón principal del diario Vanguardia Liberal de Bucaramanga. La explosión deja tres personas muertas, siete heridas –la mayoría voceadores que a esa hora recogen los periódicos para venderlos–; pérdidas avaluadas en 1.150 millones de pesos, y edificaciones aledañas seriamente afectadas.


    Su director, Alejandro Galvis Ramírez, reacciona así: “Me acordé de mi padre Alejandro Galvis Galvis, en la época de La Violencia, en 1953, cuando le destruyeron el periódico con bombas incendiarias. Su única intención fue salir adelante. Volveremos a hacerlo”. Y remata en la misma línea de El Espectador: “Nosotros también resurgiremos de los escombros”.


    Y resurgen en medio de las dificultades. Remueven escombros y sacan adelante una edición extraordinaria de veinte páginas con el título Duelo y destrucción, que circula al día siguiente. En la primera página, Alicia Ramírez de Galvis, esposa del fundador, escribe un breve mensaje: “El atentado de 1953 y todas las tribulaciones que ha vivido Vanguardia Liberal en sus 70 años, me han enseñado que pese a las tragedias, la vida empieza todos los días”. Y en el editorial, el diario reitera sus principios: “Nos han destruido materialmente pero nuestros principios están intactos (…) Nos alienta también la certidumbre de que el terrorismo, venga de donde viniere, y sea cualquiera su precio, jamás ha doblegado los ideales de paz y de concordia”.


    El atentado se atribuye de inmediato a Los Extraditables y una llamada anónima posterior a los hechos lo confirma. Las mafias del narcotráfico insisten en silenciar a la prensa. El diario de los Galvis ha apoyado la aspiración presidencial de su coterráneo Luis Carlos Galán, y luego de su muerte, la candidatura del exministro César Gaviria, heredero de las banderas del líder asesinado. Y su línea editorial apoya el anuncio que hace el presidente Barco en el discurso de celebración de los setenta años de existencia de esa casa editorial: “Desde hoy le declaramos la guerra al narcotráfico”.


    En cuanto a los autores materiales, las investigaciones preliminares apuntan al teniente retirado del Ejército, Carlos Augusto Amaya, apartado del servicio activo en 1987 por mala conducta, y a Carlos Ríos Carmona. Cientos de volantes con las fotos de estos dos sujetos circulan por orden de un Consejo de Seguridad que sesiona en Bucaramanga al día siguiente del atentado, y se ofrece una recompensa de diez millones de pesos por información que conduzca a su captura. Los servicios de seguridad tienen indicios de que Amaya es la cabeza de un grupo de terroristas contratados por las mafias del narcotráfico para acciones como la de Bucaramanga.


    _____OCTUBRE 17


    ATENTADOS EN MEDELLÍN Y BOGOTÁ


    A las 6:55 a.m. es asesinado en el barrio Belén de Medellín el magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior de Antioquia, Héctor Jiménez Rodríguez, cuando se dispone a subir al carro de su colega Jaime Arcila Urrego. Como todos los días, van camino de la Universidad de Antioquia donde los dos son catedráticos de la Facultad de Derecho. Un sicario desciende de una moto roja, le dispara y huye. El magistrado muere poco después en la Clínica de Belén.


    Desde hace por lo menos dos años el magistrado no recibe amenazas directas, pero su decisión del 14 de octubre favorable a tres extradiciones, lo convierte en blanco de las mafias y, sobre todo, en blanco fácil porque anda sin guardaespaldas. Los Extraditables se responsabilizan del crimen y confirman la hipótesis de la venganza por las extradiciones.


    Jiménez es el tercer magistrado de la misma corporación eliminado por los narcotraficantes del cartel de Medellín. Antes que él han caído Álvaro Medina Osorio en 1985, y Gustavo Zuluaga Serna en 1986. Asonal Judicial llama a un paro de 72 horas y reclama por la falta de protección del magistrado.


    Horas más tarde, también en Medellín, es acribillado el locutor de radio Diego Vargas Escobar, cuando está entrando al garaje de su edificio. Dos jóvenes le disparan desde una motocicleta.


    Conocido como el Muchachón, Vargas es muy popular como presentador de un programa desde el cual asume posturas cívicas y denuncia a vendedores de droga, sicarios y hampones de todas las calañas. El asesinato se atribuye a esos grupos de bandidos vinculados con el narcotráfico. Quieren silenciar las voces que se alzan para señalarlos.


    Ese mismo día, también en la capital antioqueña, es baleada una joven de diecisiete años en la biblioteca del barrio Belén. Investiga sobre derechos humanos para su clase de Democracia, cuando un hombre entra haciendo ruido, tumbando estantes, mesas y libros, se dirige hacia a ella y le descarga una ráfaga de ametralladora. La joven muere en el hospital San Vicente de Paúl, pero antes de morir, responde a una pregunta de su padre sobre quién o por qué le han disparado: “Papi, un sardino muy lindo, con una cachucha verde me disparó”. Los testigos aseguran que el sicario es muy joven, no mayor de diecisiete años, y que huye en una motocicleta.


    Si en Medellín la situación es dramática, en Bogotá no lo es menos. Las dos ciudades son permanente escenario de actos violentos. Retenes y calles cerradas, patrullajes de Ejército y Policía son muestra de una sociedad sitiada, militarizada.


    En Bogotá, ese martes 16, un hombre muere en plena Plaza de Bolívar, a pocos metros del Congreso, cuando le estalla una granada que lleva en la mano. La explosión deja tres personas heridas. A su lado encuentran una subametralladora Ingram y un radioteléfono. Según versión de los porteros del Capitolio, el hombre intenta ingresar a la sede del Congreso. Creen que es escolta de uno de los tres ministros que están en el recinto porque tiene el radioteléfono y el arma a la vista, pero como no presenta un documento de identificación le impiden la entrada.


    Las autoridades establecen la identidad del sujeto. Se llama Jaime de Jesús Molina Álvarez, tiene veintidós años y ha llegado a la zona en un carro amarillo con otros dos sujetos. No logran capturarlos, como tampoco determinar la dimensión del plan contra el Congreso. De todos modos, el suceso desata un acalorado debate entre los congresistas, que exigen poner en marcha operativos de alta seguridad en el Capitolio.


    _____OCTUBRE 19


    NUEVO EPISODIO DE LA GUERRA VERDE


    Un campero que viaja de Quípama a Bogotá es detenido por nueve hombres fuertemente armados que obligan a sus ocupantes a bajar del vehículo. Les disparan a quemarropa y mueren siete personas, entre ellas un niño de doce años. Los asesinos se apropian de veinte millones de pesos en esmeraldas y dinero en efectivo que llevan las víctimas.


    El crimen es ejecutado por hombres al servicio del Mexicano. Otro capítulo de la guerra verde que entre los años setenta y ochenta deja entre 4.000 y 6.000 mil muertos.


    _____OCTUBRE 20


    ATENTADO EN BARRANQUILLA


    A las 2:05 p.m., un carro-bomba estalla en el parqueadero externo del Hotel Royal, de Barranquilla. El saldo, una persona muerta y cuatro heridas. Personas que están frente al hotel cogen al terrorista que acaba de detonar la bomba y lo entregan a los guardaespaldas del gobernador del Atlántico, Edgardo Sales, que está cerca del lugar.


    El terrorista es identificado como José Rodrigo Arenas Ramírez, y las autoridades atribuyen la autoría intelectual del atentado a Gonzalo Rodríguez Gacha, el Mexicano. Es la primera vez que el narcoterrorismo deja su huella de sangre en Barranquilla.


    _____OCTUBRE 25 y 26


    ATENTADOS EN MEDELLÍN Y CARTAGENA


    El 25 en Medellín son asesinados dos policías que custodian el consulado ecuatoriano por sicarios que les disparan desde un vehículo.


    El 26, también en la capital antioqueña, un atentado contra un bus de la Policía que se moviliza cerca al club de oficiales deja cinco agentes muertos y dieciséis heridos. Y ese mismo día en Cartagena, explota un carro-bomba en el edificio de Telecom en Bocagrande.


    _____OCTUBRE 27


    ASESINADO DIPUTADO DE LA UP


    Cerca de la 3:50 p.m. es asesinado en Medellín Gabriel Jaime Santamaría, vicepresidente de la Asamblea de Antioquia y dirigente de la UP, en momentos en que revisa unos documentos y habla por teléfono. Un joven sicario le dispara una ráfaga con una subametralladora Ingram. El diputado cae desplomado sobre el escritorio. Es el cuarto atentado que sufre, el que le cuesta la vida semanas después de regresar del exilio para ayudar a organizar la campaña presidencial de su amigo Bernardo Jaramillo, y buscar una suplencia en el Senado.


    Su despacho está en uno de los edificios del Centro Administrativo La Alpujarra, sede de la Asamblea Departamental, de la Gobernación y de varios juzgados de Medellín, un complejo sometido a las más estrictas medidas de seguridad, vigilado por policías, militares y agentes secretos, con circuito cerrado de televisión, detector de metales y vigilantes de una empresa privada encargados de requisar a los visitantes. Entonces, ¿cómo logra pasar el sicario todos los controles con una subametralladora sin ser detectado?


    Durante los tres días que dura la velación en la sede de la Asamblea, los hermanos de Santamaría se dedican a investigar por su cuenta y hacen dos descubrimientos importantes. El primero, que el asesino es un joven de veinte años, Marco Antonio Meneses Naranjo, que entra al edificio con el escolta asignado al diputado, es decir, con complicidad de los agentes del DAS que supuestamente cuidan al diputado. El segundo, que la madre de Meneses –vecina de la familia Santamaría–, reclama su cadáver en la morgue.


    La familia aporta esa información a los encargados de la investigación, pero pasan varios días y no obtienen respuesta. Entonces se comunican con un coronel que les ha prometido investigar y él les confirma algo que ya saben: la vecindad de la madre del sicario. Las dudas persisten… ¿Quién da de baja al sicario que aparece muerto al lado de Santamaría con varios disparos en su cuerpo y un tiro de gracia en la cabeza?


    Según la versión oficial inicial, dos escoltas corren hacia la oficina del diputado cuando oyen los disparos y dan de baja al sicario. A su lado encuentran un maletín con planos del edificio de la Asamblea, la subametralladora con la que ejecuta el crimen y un silenciador dañado. La viuda del diputado pone en duda esta versión. La suya es que los dos escoltas entran al despacho, rematan al diputado y asesinan al sicario para que no hable.


    Años después, la familia Santamaría confirma que el crimen del diputado y los asesinatos de otros militantes de la UP son parte de un plan de exterminio organizado por Carlos Castaño, líder de las Autodefensas Unidas de Colombia, del cual son cómplices agentes de la fuerza pública. Los detalles los revela el exjefe paramilitar Diego Fernando Murillo, alias don Berna, durante una diligencia judicial adelantada por investigadores de la Fiscalía en el penal F.D.C. de Miami (Estados Unidos).


    El 19 de abril de 2015, don Berna lee fragmentos de textos que lleva escritos: “Los hermanos Fidel y Carlos Castaño lo declaran objetivo militar al considerar que estaba al servicio de sus más acérrimos enemigos, las Farc, guerrilla de corte comunista (…) Carlos después de analizar cuál es la mejor forma de acabar con la vida de Gabriel Santamaría toma la decisión de hacerlo a través de un suicida, recluta para ello a un joven de Itagüí, municipio perteneciente al área metropolitana de Medellín, nombre Marco Antonio, una persona con el valor y arrojo y dispuesto a perpetrar dicha acción (…) Carlos lo entrenó durante varios días en Montecasino, el cuartel general de las autodefensas en Medellín (…) También había reclutado a varios escoltas del DAS encargados de escoltar al diputado, convenciéndolos que le hacían un servicio a la paz, además, recibían como incentivo una gruesa suma de dinero. Los detectives le informan todos los movimientos que hace el señor Santamaría, incluyendo su esquema de seguridad (…) Un crimen perfecto, no hay pistas, nadie investiga nada, en ese momento la UP es el enemigo del país”.


    El exjefe paramilitar dice que Meneses le dispara a Santamaría y que los mismos escoltas le dan de baja “para que no quede ninguna huella, vestigio o eslabón”, y asegura que Castaño paga los gastos del entierro del sicario y le da una importante suma de dinero a la madre del joven.


    Sin embargo, la familia de Santamaría considera que la investigación está incompleta, que no se sabe con certeza quiénes fueron los otros autores intelectuales del crimen, los autores del Estado.


    Santamaría entra a engrosar la lista de miembros de la UP asesinados ese año: Antonio Martínez Moreno (5 de enero); Francisco de Paula Sumar Mestre (13 de febrero); Gustavo Guerra (3 de agosto); Fabio Miranda Pupo (9 de agosto); Daniel José Espitia (9 de agosto); Boris Zapata Mesa (28 de noviembre). Todos los crímenes son atribuidos a los paramilitares. La guerra sucia sigue su curso.


    _____OCTUBRE 29


    ATENTADO CONTRA JORGE ENRIQUE PULIDO


    A la 1:15 p.m., cuando acaba de dejar los estudios de San Diego del Instituto Nacional de Televisión donde se emite el noticiero Mundo Visión, su director Jorge Enrique Pulido es baleado por dos sicarios que se movilizan en una moto Yamaha roja. Está esperando el cambio del semáforo en la calle 23 con carrera 9a y va acompañado por la presentadora María Jimena Godoy.


    De inmediato es llevado a la Clínica San Pedro Claver de los Seguros Sociales y allí permanece durante una semana en la Unidad de Cuidados Intensivos, pero una herida en el pulmón le causa serias dificultades y muere el 8 de noviembre, según el parte médico por “una insuficiencia respiratoria severa y secundaria a los graves traumatismos que recibió como consecuencia de las heridas causadas por el atentado”. Escribe sus últimas palabras en una fórmula médica: “No soy capaz de respirar”.


    El crimen es atribuido a las mafias. Pulido ha hecho de su programa Canal Abierto una tribuna para denunciar las atrocidades de los carteles de la droga y la amenaza que representan para la sociedad. Una entrevista a Raquel de Lara, madre del exministro Lara Bonilla, a quien destaca como “un símbolo de valor y de templanza en la lucha contra el narcotráfico”; un programa dedicado en homenaje a Luis Carlos Galán, Galán vive, dos meses después de ser asesinado por el cartel de Medellín, y un viaje a los Estados Unidos invitado por la DEA sobre el cual hace dos informes, sellan su sentencia de muerte.


    Las amenazas constantes y la bomba contra la sede de su programadora el 16 de mayo de ese año, son señales inequívocas de que es objetivo del cartel de Medellín. La investigación vincula a Pablo Escobar, pero por falta de pruebas y luego por la muerte del capo, la Fiscalía Regional decreta la extinción de la acción penal contra el jefe del cartel de Medellín. El asesinato de Pulido queda en la impunidad.


    _____OCTUBRE 30 y 31


    BOMBAS EN BOGOTÁ Y


    ASESINATO EN PUERTO LÓPEZ


    El 30 de octubre explotan tres bombas de alto poder en tres lugares de Bogotá. No hay víctimas, pero varias instituciones bancarias registran pérdidas millonarias.


    El 31 es asesinado en Puerto López (Meta) Fabio Roa, excandidato a la alcaldía de la población en representación de una coalición de ocho movimientos políticos, entre ellos la UP. También muere su cuñado Norberto Pinzón. El crimen es atribuido a paramilitares con complicidad de un agente de la Policía de apellido Ladino, pero el crimen queda en la impunidad.


    _____NOVIEMBRE 1, 2, 5, 6 y 9


    VIOLENCIA Y MÁS VIOLENCIA


    El 1 es acribillada frente a su residencia la magistrada María Elena Espinosa Arango, miembro de la Sala Penal del Tribunal Superior de Medellín, y quien ha sido víctima de otros dos atentados. Se trata de una retaliación de Pablo Escobar, pues es la primera jueza que ordena (marzo de 1977) el arresto del capo por el asesinato de dos agentes del DAS, Luis Fernando Vasco y Gilberto de Jesús Hernández. Los dos agentes participan en la captura de Escobar el 16 de junio de 1976 en Itagüí, cuando, por primera vez, es sindicado de narcotráfico.


    Y en Bogotá, casi a la misma hora, es baleado el dirigente conservador y representante a la Cámara por Cundinamarca, Luis Francisco Madero. Iba camino de su casa luego de finalizada una sesión plenaria en la Cámara, cuando un hombre que va solo y a pie le dispara hasta dejarlo sin vida. Defensor de la extradición –ponente del proyecto en 1980–, es enemigo declarado del Mexicano, que le cobra haber organizado un paro cívico contra el negocio de la droga.


    El 2 explota un carro-bomba con treinta kilos de dinamita debajo del puente de la calle 13 con avenida 68. Mueren cuatro vendedores ambulantes.


    El 5 es asesinada la personera de Barbosa (Antioquia), Beatriz Eugenia Cañas, por sicarios que se movilizan en moto. El 6 son destruidas las oficinas de El Tiempo en Santa Marta, y el 9 estalla en Cartagena una bomba en el Centro Comercial Santa Lucía. Los atentados son atribuidos a las mafias.


    _____NOVIEMBRE 15


    ASESINADO ÁRBITRO DE FÚTBOL


    Asesinado a balazos el árbitro cartagenero Álvaro Ortega Madero, luego del partido Independiente Medellín vs. América. Es un partido sin goles y Ortega ha oficiado como juez de línea. Terminado el juego, él y su colega, el barranquillero Jesús Díaz, salen del estadio en una patrulla de la Policía que los deja en la cafetería Dino donde piensan comer, pero como la cocina está cerrada deciden ir a un restaurante cercano, Sorpresa, muy cerca al Hotel Euplaca donde están hospedados.


    Cerca de las 11:00 p.m. camino del hotel oyen un chirrido de llantas a sus espaldas. Díaz se voltea y un hombre que se baja del carro con una subametralladora se acerca y le ordena, “¡Apártese, Chucho!”, y abre fuego contra Ortega, que cae herido en una pierna y segundos después recibe nueve tiros más. Díaz se abalanza sobre el carro y el conductor lo golpea. “Tranquilo, Chucho, que eso no es con usted”, le dice y lo empuja hasta hacerlo caer. Díaz se levanta y corre hacia Ortega, lo alza y se atraviesa en la calle en busca de auxilio. Un indigente lo ayuda a subir a Ortega a un carro que decide parar, y entonces se dirigen a la Clínica Soma, a pocas cuadras de distancia. Minutos más tarde, un médico le informa que Ortega ha muerto. Interrogado sobre los hechos, el árbitro Díaz solo atina a decir: “Hoy no han matado a un árbitro, sino a dos”. Ese día decide dejar el fútbol.


    Ortega firma su sentencia de muerte días antes, el 26 de octubre, cuando faltando dos minutos par terminar el partido Independiente Medellín vs. América de Cali en el Pascual Guerrero, anula un gol que le significa la victoria 3-2 al equipo caleño. La decisión no cae bien en la capital antioqueña, sobre todo a Pablo Escobar, que considera que Ortega ha perjudicado al Medellín. Y los diarios El Colombiano y El Mundo le echan leña a la candela, se pronuncian contra la decisión, un factor adicional que pone en riesgo la vida de Ortega.


    A raíz de esto y a sabiendas del peligroso y turbio ambiente del fútbol, de las constantes amenazas y de que el arbitraje se ha convertido en oficio de alto riesgo, “Chucho” Díaz intenta disuadir a Ortega de pitar el partido. Le dice que es un partido de trámite, que los equipos están ya eliminados, que no arriesgue la vida. No logra convencerlo, como tampoco logra convencer a la Dimayor de que lo saque de la terna. Ortega está condenado a morir. El día del partido a mediodía, recibe una llamada amenazante, pero calla pese a la insistencia de su colega Díaz que lo ve preocupado. Ortega le dice que después del partido le cuenta...


    Muertes y secuestros


    El árbitro Ortega no es el único muerto del mundo del fútbol. Años antes son asesinados seis dirigentes deportivos: el presidente del Deportivo Independiente Medellín, José Pablo Correa Ramos; Octavio Piedrahita Tabares, propietario del Atlético Nacional; Carlos Arturo Mejía Gómez, técnico de la selección juvenil; Arquímedes Victoria Grantón, secretario de la Liga Metropolitana de Fútbol.


    También se registran secuestros, como el del árbitro Armando Pérez, plagiado el 2 de noviembre de 1988, y quien luego de permanecer veinte horas en poder de un grupo que dice representar a seis clubes profesionales, aparece con un mensaje tenebroso: “El que pite mal, lo borramos”. Entonces los medios destacan una premonitoria declaración de “Chucho” Díaz: “En Colombia solo falta que maten a un árbitro”.


    Cuatro días después, los árbitros profesionales inscritos ante la Dimayor se niegan a pitar la tercera fecha del octogonal. Los medios de comunicación advierten que algo turbio pasa y el campeonato termina con árbitros Fifa y una reunión de alto nivel del Gobierno, la Dimayor, los alcaldes y la Policía.


    Múltiples hechos demuestran que poderosas organizaciones criminales se han apoderado del fútbol, esa olla podrida que el 21 de octubre de 1983 destapa el ministro de Justicia, Rodrigo Lara Bonilla, cuando declara ante la prensa que “los equipos de fútbol profesional en poder de personas vinculadas al narcotráfico son Atlético Nacional, Millonarios, Santa Fe, Deportivo Independiente Medellín, América y Deportivo Pereira”, le exige al Congreso la expulsión de Pablo Escobar y expresa su opinión a favor de la extradición de los narcotraficantes.


    Es la primera vez que alguien denuncia con nombres propios. Comienzan entonces las amenazas, las denuncias de compra de árbitros y de jugadores, secuestros y asesinatos de directivos. Las mafias del narcotráfico se han apoderado del fútbol, un medio que les permite lavar los dineros obtenidos con el tráfico de droga y ganar apoyo entre los hinchas, y también librar la guerra en el campo de juego.


    El asesinato de Ortega es la gota que derrama la copa. El Gobierno reacciona y suspende el campeonato profesional de ese año. Por medio del Ministerio de Educación prohíbe prestar los estadios mientras los protagonistas no expresen públicamente que están libres de presiones indebidas, pide crear un Colegio Nacional de Árbitros, independiente de la Dimayor, y exige a los clubes que rindan cuentas sobre los recursos y los contratos de los jugadores y ponerse al día con la Superintendencia de Sociedades y garantizar que sus directivos estén libres de problemas penales. El 22 de noviembre, en asamblea extraordinaria, la Dimayor decide cancelar el campeonato. Es la primera vez desde 1948, cuando surge el fútbol rentado, que no hay campeón en el fútbol colombiano.


    Proceso prescrito


    El expediente del asesinato del árbitro Ortega Madero duerme el sueño de los justos en la sede de la Fiscalía en Itagüí. Pese a pistas creíbles que apuntan a Pablo Escobar como determinador del crimen, la investigación no avanza, no se producen capturas y el fiscal 176 de Medellín archiva el caso por prescripción en 2009.


    En 2011, ya archivado el caso, se conoce la versión del sicario de sicarios de Pablo Escobar, John Jairo Vásquez Velásquez, alias Popeye, sobre la muerte de Ortega: “Ese día yo estaba al lado del patrón y el América de Cali le ganó a Medellín con la mano del árbitro. Pablo quedó muy ofendido y ordenó a Chopo que buscara al árbitro Álvaro Ortega para matarlo”. La confirmación de lo que ha sido vox populi.


    _____NOVIEMBRE 23


    DOS MUERTOS EN OPERATIVO CONTRA ESCOBAR


    Temprano en la mañana, seis helicópteros artillados que hacen parte de una operación conjunta del Ejército, la Policía y el DAS aterrizan en la Hacienda El Oro, en Cocorná (Antioquia). La misión: capturar a Pablo Escobar, a Jorge Luis Ochoa y a varios de sus lugartenientes.


    El operativo deja como resultado la muerte de dos miembros del cartel, entre ellos Mario Henao Vallejo, cuñado del capo, y la captura de 55 personas. Pero Escobar logra romper el cerco y escapa con Ochoa. En represalia los narcos recurrirán a los ataques indiscriminados y masacres terroristas.


    _____NOVIEMBRE 27


    ATENTADO CONTRA AVIÓN DE AVIANCA


    Son las 7:13 a.m., el Boeing 727 de Avianca –vuelo HK1803–, al mando del capitán José Ignacio Ossa, despega del aeropuerto Eldorado de Bogotá rumbo a Cali y dos minutos después explota en el aire sobre el cerro Canoas, en municipio de Soacha (Cundinamarca). Mueren las 107 personas que van abordo, sus restos quedan dispersos en una zona de cinco kilómetros.


    ¿Accidente, falta de gasolina, falla humana, fatiga del material, mal tiempo, atentado… ? Se barajan varias hipótesis y la primera que cobra fuerza apunta a que se trata de un accidente. Pero con el paso de las horas, gana terreno la hipótesis del atentado. Llamadas anónimas a los medios lo atribuyen a Los Extraditables.


    La Aeronáutica Civil, la Fuerza Aérea y las autoridades judiciales, con apoyo de FBI de los Estados Unidos, inician las investigaciones, y entre los primeros hallazgos llama la atención uno en particular: el domingo en las horas de la tarde, un hombre que se identifica como Julio Santodomingo compra dos tiquetes en el Puente Aéreo de Eldorado para el primer vuelo del día siguiente a Cali. Pide que expidan uno a su nombre y el otro a nombre de Alberto Prieto, y los paga en efectivo. Al día siguiente, el mismo sujeto reclama los dos pasabordos y no registra equipaje. Los dos pasajeros ingresan a la sala de espera pero luego del último llamado a abordar, uno de ellos argumenta un problema y sale de la sala.


    Los investigadores constatan que el avión despega con una silla vacía, la 15F, donde instalan la bomba, y que el que compra los pasajes ha dado dirección y teléfono falsos. Avianca expide un comunicado para informar que, según las investigaciones preliminares apoyadas por organismos internacionales, la causa del siniestro es un artefacto explosivo. Y el director de la Aeronáutica Civil, Yesid Castaño, declara: “Yo entendía que este tipo de actos sólo ocurrían en países donde existen fuertes odios por cuestiones religiosas o étnicas, pero ocurrió en Colombia y fue un atentado terrorista”.


    Otro atentado del cartel de Medellín, esta vez contra ciudadanos inocentes. No hay una sola masacre en la historia de Colombia que la supere.


    Versión de dos sicarios


    Varios años después, uno de los autores del atentado, Carlos Mario Alzate Urquijo, alias Arete, revela detalles del atentado en una diligencia de formulación y aceptación de cargos. Sostiene que el objetivo era el precandidato Gaviria, pero que falla la información de agentes del DAS que cooperan con el cartel; ratifica que la orden es de Pablo Escobar, respaldado por otros mafiosos en reuniones en el Magdalena Medio, y agrega que él mismo arma la bomba con la misma técnica de los terroristas de ETA. Afirma que Darío Usma Cano, alias Memín, es quien compra los pasajes y recluta al joven que detona el explosivo y muere en el accidente. Un “suizo” –dice Urquijo–, un término del argot mafioso que significa suicida. El joven no sabe que su destino es la muerte.


    No obstante que el atentado es uno de los episodios más graves de la guerra de los narcotraficantes contra la sociedad y el Estado, han pasado casi treinta años de los hechos y la justicia no acaba de aclarar factores claves del siniestro. Por ejemplo, si hubo o no participación de agentes del DAS y de paramilitares en la planeación y ejecución del atentado, como en el asesinato de Luis Carlos Galán. Y en cuanto a César Gaviria, se sabe que ese día viaja a Cali, pero en un avión privado. ¿Falla la información de los agentes del DAS como asegura Arete?


    La versión del sicario es confirmada por John Jairo Velásquez, alias Popeye, en declaraciones oficiales ante la Fiscalía en 2010, y luego en agosto de 2014 después de recobrar la libertad tras veintitrés años de cárcel. Sin embargo, añade un dato que no menciona Alzate: la participación del jefe paramilitar Carlos Castaño. Según Popeye, “Pablo Escobar Gaviria ordena colocarle la bomba al avión de Avianca porque el DAS había informado el itinerario del presidente (sic) César Gaviria. Sabían que iba a abordar ese vuelo. La bomba la armó Arete en una bodega de Eugenio León García Jaramillo, alias el Taxista, que ahora trabaja con la DEA en Estados Unidos. La movió Carlos Castaño a Bogotá. Castaño engañó al tipo que se subió al avión. La bomba la ayudó a subir el DAS y detonó. Ahí no hay más misterio”.


    Las víctimas


    Las familias de las víctimas se organizan en la Fundación Colombia para hacerse visibles ante el Estado y la sociedad, y en 2009 logran que la Fiscalía 26 especializada de Medellín reconozca el caso como crimen de lesa humanidad, lo cual impide la prescripción. El entonces fiscal general de la nación (e), Guillermo Mendoza Diago, explica que en el caso se aplica el mismo “criterio que se manejó cuando se definió lo relacionado con el homicidio del doctor Luis Carlos Galán Sarmiento”.


    La decisión, que se produce luego de que El Espectador publica testimonios según los cuales no han sido juzgados tres presuntos financiadores del atentado, señala que el atentado “hace parte de un proceso de exterminio y asesinato adelantado por el cartel de Medellín contra civiles”, y ordena la recepción directa o traslado de los testimonios de Hernando Gómez Bustamante, alias Rasguño, extraditado a los Estados Unidos, y de Carlos Mario Álzate Urquijo, alias Arete, quien al parecer está entonces en España.


    Por otra parte, dice que debe encargarse a fiscales especializados la tarea de asumir el estudio a fondo de por lo menos veinte crímenes más del cartel, pero advierte que el concepto de “lesa humanidad” que cabe para el atentado contra el avión de Avianca, no obliga a abrir casos concretos sino que fija una pauta para que la Fiscalía busque las causales que permitan asumir la revisión de los procesos de asesinatos de políticos y civiles, producto de un ataque sistemático por parte del cartel de Medellín. Quedan excluidos de posible revisión los crímenes cometidos por el cartel de Medellín que no guarden relación con el ataque sistemático a la población civil, como es el caso de las vendettas entre ellos.


    En octubre de 2015, el abogado Federico Arellano, hijo del tenor Gerardo Arellano, una de las víctimas, presenta una demanda contra el Estado colombiano ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, CIDH. Considera que no hay avances significativos en los estrados judiciales, que el proceso penal se ha dilatado sin justificación alguna, y que la Fiscalía no ha cumplido con el mandato constitucional de preservar el derecho a la verdad, la justicia y la reparación de las víctimas.


    Arellano responsabiliza al Estado colombiano por acción y omisión. Se basa en las declaraciones ante la Fiscalía que da en 2010 John Jairo Velázquez Vásquez, alias Popeye, que coinciden con el contenido de las entrevistas que le hacen algunos medios de comunicación, y es que agentes del DAS (liquidado en 2011) participan en el atentado, con la complicidad de Carlos Castaño Gil. De ahí la concusión de la demanda: el atentado es “propiciado por autoridades estatales, por lo que el Estado es responsable por el deceso del señor Gerardo Arellano Becerra y las demás víctimas”.


    La demanda señala también que es tan evidente la inoperancia del Estado, que la Procuraduría se ve obligada a intervenir y en mayo de 2010 pide a la Fiscalía que informe por escrito sobre los avances de la investigación, pues considera que “el excesivo paso del tiempo es una evidencia de impunidad”.


    Es la primera vez que un caso relacionado con un cartel del narcotráfico se presenta ante la CIDH. Arellano considera que el atentado contra el avión de Avianca es “la peor masacre de la historia de Colombia”.


    Nueva hipótesis


    El lunes 27 de noviembre de 2016, El Espectador anuncia que revelará en ocho entregas una investigación según la cual la explosión del avión de Avianca pudo haber sido causada por una falla mecánica.


    La información en poder del diario pone en duda la idoneidad del investigador del FBI, Richard Hanh, quien como parte del grupo de expertos internacionales que ayudan a establecer las causas del siniestro, aseguró que la causa era una bomba. La versión confirma la hipótesis inicial del atentado terrorista, que luego se atribuyen Los Extraditables en llamadas a los medios de comunicación, y que resulta coherente con el contexto de la violencia narcoterrorista que vivía el país.


    Pero años después El Espectador descubre que Hahn estuvo comprometido en un escándalo que afecta “la reputación del laboratorio del FBI”, y que su unidad es acusada de “mala conducta y prácticas inadecuadas”. El caso lo asume la Oficina del Inspector General del Departamento de Justicia y tras dieciocho meses de investigaciones, concluye que las deducciones de Hahn “estaban más allá de su experiencia”, este admite haberse extralimitado en sus análisis del caso. El Espectador sostiene que la investigación que compromete a Hahn “abre una grieta profunda en la historia oficial sobre lo ocurrido aquel 27 de noviembre de 1989 en el cielo bogotano”.


    La publicación levanta ampolla. Los familiares de las víctimas agrupados en la Fundación Colombia con Memoria, aseguran que esa hipótesis ha sido ya desvirtuada por el FBI, que encuentra fragmentos del explosivo plástico C4 en el fuselaje, y exigen al diario que muestre las pruebas que desmienten la versión de las autoridades nacionales e internacionales que investigaron los hechos. También cuestionan la publicación como una “estrategia comercial” que desconoce a las víctimas del atentado, y piden publicar la investigación en una sola edición y no por entregas como han anunciado. “Esto no es una novela, ni una serie –dicen–, es un caso de la vida real que involucra seres humanos y familias enteras. Exigimos respeto”.


    El director del diario, Fidel Cano, responde a los cuestionamientos: “Hay datos tanto de la investigación de Estados Unidos como de quienes aquí sustentaron la tesis de que fue un atentado, y hay algunas inconsistencias”. Pero las cosas no pasan a mayores y pronto esa hipótesis muere y se mantiene la inicial: atentado con bomba del cartel de Medellín.


    _____DICIEMBRE 6


    ATENTADO CONTRA EL DAS


    A las 7:45 a.m., estalla un bus cargado con quinientos kilos de dinamita amoniacal en el costado oriental del edificio de once pisos del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, en el sector de Paloquemao en Bogotá. Más de sesenta personas mueren, ente ellas tres funcionarios del organismo, y cerca de quinientas quedan heridas o mutiladas. Las instalaciones del DAS, decenas de almacenes, bancos, edificios y bodegas quedan en ruinas, y destruidos por lo menos 34 vehículos que pasaban en ese momento por el sector.


    Sin embargo, el objetivo no se logra: asesinar al director del organismo, general Miguel Maza Márquez. El oficial sobrevive, como sobrevive meses antes a otro atentado. El general es entonces la punta de lanza de la guerra frontal contra la red criminal de Pablo Escobar, Gonzalo Rodríguez Gacha y los hermanos Fidel y Carlos Castaño.


    Los atentados contra el DAS y el avión de Avianca una semana antes, demuestran que el cartel de Medellín y sus aliados paramilitares no tienen límites y que su capacidad de hacer daño es descomunal. Nunca antes el país ha vivido ataques de esa dimensión contra ciudadanos inocentes. “Esta es una guerra contra el pueblo colombiano –dice el general Maza poco después de los hechos–. ¿Cuántos colombianos inocentes murieron hoy? ¿Cuántos están mutilados en las clínicas de Bogotá? ¿Cuántos inocentes quedaron sin techo? Este es un problema del país y el país tiene que salir airoso, todos nos tenemos que unir y las instituciones ponerse de acuerdo para ver cuál es el horizonte más adecuado. Hay que seguir adelante hasta despertar de esta pesadilla, de este laberinto tortuoso y desagradable. Este espectáculo que me tocó vivir y luego ver, no se lo deseo a nadie”.


    Desde Tokio (Japón), donde está de viaje, el presidente Virgilio Barco expide un comunicado en el que repudia el atentado y le reclama al Congreso porque, en lugar de mostrar solidaridad con las víctimas, se le atraviesa a la reforma para modernizar las instituciones, con la propuesta de la no extradición de nacionales.


    Cinco días antes, la noche del 1 de diciembre, en alocución por televisión, el presidente no solo informa al país sobre los motivos de ese viaje, sino que recuerda que, aun sin estar vigente la extradición, los narcotraficantes han cometido los más atroces delitos, y entonces lanza una serie de preguntas: “¿Creen ustedes que sobre la extradición podría haber una campaña limpia y libre de intimidación?¿Creen que quienes estén contra el narcotráfico podrían, sin temor alguno, emitir sus opiniones? (…) Sería una campaña sesgada por el terrorismo, la intimidación y los dineros del narcotráfico. No puede el Gobierno someter a la ciudadanía a un proceso electoral que sería no para convencer a los colombianos sino para amedrentarlos”.


    El presidente se refiere el proyecto de reforma constitucional que, aprobado un año antes en primera vuelta, cambia de curso en el segundo semestre de 1989 cuando veintidós representantes de la Comisión Primera de la Cámara proponen que en el referendo se incluya una pregunta para que los colombianos decidan si están o no de acuerdo con la extradición. Una muestra más de la relación narcotráfico y política que permea la agenda política.


    El precandidato presidencial Alberto Santofimio, que ha compartido mesa con Pablo Escobar en foros contra la extradición, celebra la propuesta y la califica como un acto de soberanía del Congreso: “Un tema que ha cobrado tantas vidas en el país –dice– no lo pueden definir tres magistrados ni diez congresistas sino el pueblo”. También se pronuncia a favor otro precandidato, Ernesto Samper: “No es malo que los colombianos se pronuncien sobre aspectos como el narcotráfico, la deuda externa, el esquema gobierno-oposición y las relaciones con los grupos alzados en armas que tienen divididos a los colombianos”.


    Por su parte, el ministro de Gobierno, Carlos Lemos Simmons, recién nombrado en el cargo, reacciona y en una vehemente intervención dice: “No están invitando a los colombianos a un referendo sino a una carnicería. Ahora los narcotraficantes harán prevalecer su poder terrorífico para que se vote según sus deseos. Serán unas elecciones bajo el símbolo de la muerte, de los carros bomba, de los aviones que no terminan su viaje porque son volados”. Y advierte que si el precio de aprobar la reforma es aceptar el referendo, el Gobierno está dispuesto a buscar mecanismos jurídicos para improbarla. Como los argumentos del Gobierno sobre la inconveniencia de incluir la extradición en el referendo son desoídos, el Gobierno decide hundir la reforma.


    La respuesta de los narcotraficantes a esta decisión es una carta de agradecimiento a la Cámara de Representantes y la poderosa bomba contra el DAS.


    _____DICIEMBRE 15


    DADO DE BAJA EL MEXICANO


    Son las 2:05 p.m., suena el teléfono en el despacho del presidente Barco y este contesta. Al otro lado de la línea, el general Carlos Casadiego, subdirector de la Policía, le dice: “Presidente, misión cumplida, hemos dado de baja a Gonzalo Rodríguez Gacha”. Dudoso, el presidente pregunta: “¿Están totalmente seguros?”, y el general responde: “Completamente, señor Presidente”.


    Es tal vez uno de los momentos de mayor satisfacción del presidente Barco que se ha jugado los restos en la lucha contra el narcotráfico, que ha costado la vida de tantos inocentes. La noticia se riega como pólvora. El Mexicano es uno de los más sanguinarios narcotraficantes y de los más buscados del país.


    En pocas horas Barco recibe llamadas de varios presidentes –George Bush, Carlos Andrés Pérez, Carlos Menem, Carlos Salinas de Gortari, y del canciller británico, sir Geoffrey Howe–. En Washington, el zar antidrogas de los Estados Unidos, William Bennett, dice en una rueda de prensa: “Todo el mundo civilizado tiene con el presidente Barco una deuda de gratitud”.


    El operativo


    Cerca de las 12:00 a.m. del miércoles 15, durante una ceremonia de ascensos militares en la Escuela de Cadetes, los generales Miguel Maza, director del DAS, y Octavio Vargas Silva, comandante de los Cuerpos de Élite de la Policía, reciben una llamada urgente de Medellín. Es de un informante del DAS5 que dice que un amigo suyo en Cartagena sabe dónde está Rodríguez Gacha y quiere la recompensa de 250 millones de pesos que ofrece el Gobierno.


    Los generales se trasladan en helicóptero a la Dirección de la Policía, y allí toman la decisión de mandar a Cartagena a un hombre de confianza del general Maza para que se entreviste con el informante. El encuentro se da en el restaurante Nautilus esa noche y el informante asegura que el Mexicano, su hijo Freddy y varios guardaespaldas están en Cartagena. Transmitida la información, los generales ordenan el traslado y acuartelamiento de treinta hombres del Cuerpo Élite en el Comando Aéreo de Barranquilla, y que dos helicópteros artillados de la Policía estén disponibles en el aeropuerto de Santa Marta.


    El jueves, los dos generales y el comandante de la Policía, general Miguel Gómez Padilla, ponen en marcha la operación para capturar al Mexicano. Ordenan seguirlo en Cartagena, pero el capo se da cuenta y esa noche sale en una lancha rápida con su hijo y cinco de sus guardaespaldas hacia la finca El Tesoro, entre Coveñas y Tolú. Se inicia un rastreo aéreo por la zona en busca de la lancha, que es detectada en la madrugada, pero con solo el lanchero abordo. El helicóptero se aproxima, los agentes obligan al hombre a detenerse y ya en tierra lo interrogan. El lanchero les dice que Rodríguez Gacha está en la finca y que piensa moverse hacia una isla cercana a recoger un grupo de paramilitares para reforzar su esquema de seguridad.


    Arranca un operativo sobre la finca: el Cuerpo Élite debe llegar en los dos helicópteros artillados y la Infantería de Marina debe cubrir una zona por donde podría escapar el capo. Cerca del mediodía, los dos helicópteros arriban a El Tesoro y con altavoces y sirenas le exigen a Rodríguez Gacha que se entregue. No hay movimientos en la casa y como lo único visible es un camión Chevrolet rojo con carpa, piensan que es posible que la información del lanchero sea falsa.


    Entonces uno de los helicópteros vuela hacia Tolú y el otro hacia Coveñas. El primero sobrevuela de nuevo la casa, el camión rojo ya no está. Informa al segundo helicóptero y se inicia la búsqueda del camión. Lo localizan a menos de dos kilómetros de Tolú, intentan interceptarlo y se desvía hacia Sincelejo. Más adelante se detiene, y de él se bajan el hijo de Rodríguez Gacha y cuatro guardaespaldas, que abren fuego contra el helicóptero, que responde con ráfagas de ametralladora y da de baja a dos hombres. Uno de los helicópteros aterriza y de él desembarcan varios comandos élite, se enfrentan a los dos guardaespaldas sobrevivientes y al hijo del Mexicano, y los dan de baja.


    Mientras tato, el camión huye seguido por el segundo helicóptero. Pero se detiene cuando ve a una patrulla de infantes de marina que custodia una finca –pertenece al extraditado Eduardo Martínez Romero–. Se bajan Rodríguez Gacha y un guardaespaldas y corren hacia un platanal. Disparan desde el helicóptero y a los pocos minutos, Rodríguez Gacha responde con disparos de fusil R5 y cinco granadas. El artillero del helicóptero dispara contra las matas de plátano donde se oculta el capo, le da en un pie y cae, y entonces una bala calibre 7.62 le da en la cabeza y le destroza la cara. Es la 1:45 p.m., el Mexicano está muerto. Muere en su ley, la ley del monte.


    Tras la muerte del capo se desata una espiral de violencia que las autoridades atribuyen a vendettas entre mafiosos, que se culpan mutuamente por lo sucedido al capo. Hombres asesinados, cuyas cabezas aparecen envueltas en bolsas plásticas, y mensajes alusivos a una u otra organización son los coletazos de la guerra entre los capos de la droga que comienzan a reacomodarse, porque saben que la mira está puesta en ellos.


    El año deja centenares de víctimas, una reforma constitucional frustrada, la prensa amenazada y un Estado en guerra con Pablo Escobar. Con la muerte del Mexicano se gana una batalla, pero la guerra continúa.


    Frentes de guerra


    En el historial de la violencia colombiana, Gonzalo Rodríguez Gacha, el Mexicano, es tal vez uno de los personajes más sanguinarios y con más víctimas a sus espaldas. De origen campesino y oriundo de Pacho (Cundinamarca) desde muy joven y luego de abandonar sus estudios de secundaria, se traslada a Bogotá y se dedica a la venta de zapatos en el sector de San Victorino, negocio en el que se revela como buen comerciante. Gasta parte de sus ganancias en apuestas en bares de la zona donde rancheras y corridos mexicanos animan el ambiente. De ahí surge su gusto por la cultura popular mexica y el alias que lo hace famoso: el Mexicano.


    Pronto viaja a Muzo en el occidente de Boyacá, para probar suerte en el negocio de las esmeraldas. Empieza a trabajar con Gilberto Molina, uno de los poderosos de ese mundo, y rápidamente se convierte en su hombre de confianza. Aprende a moverse como pez en el agua entre Muzo, Otanche, Borbur y Quípama, y a conocer el entramado del negocio en medio de una disputa violenta por su control, conocida como la guerra verde, que deja a su paso miles de muertos.


    Pero legalizada la explotación durante el gobierno de Misael Pastrana Borrero, empieza una etapa de relativa tranquilidad en la zona esmeraldera. El Mexicano, que trabaja para el entonces “zar de las esmeraldas”, Gilberto Molina, socio de Víctor Carranza, descubre no solo el negocio de la marihuana, sino también uno más lucrativo, el de la cocaína, y comienza a independizarse. Su primer contacto con ese mundo y los capos del cartel de Medellín lo hace a través de Verónica Rivera de Vargas, amiga de Pablo Escobar.


    En 1976 se une a Escobar, Carlos Ledher y los hermanos Ochoa para darle vida al cartel de Medellín, que cinco años después crea el grupo Muerte a Secuestradores, MAS, para rescatar a Martha Nieves Ochoa secuestrada por el M-19. Convertido en capo del cartel, rico y poderoso, extiende sus propiedades desde Pacho (Cundinamarca), hasta el Magdalena Medio, el Meta, Guaviare y Caquetá, y es quien abre las rutas y los circuitos comerciales de la droga con los carteles mexicanos para que llegue a su destino: los Estados Unidos. Conocedores del fenómeno sostienen que Rodríguez Gacha es el que primero entiende la importancia del corredor estratégico Colombia-México-Estados Unidos, y el que hace los primeros contactos con los carteles mexicanos.


    En ese proceso de abrir un corredor estratégico para conectar zonas de Cundinamarca, Boyacá, los Llanos Orientales y el Magdalena Medio, se encuentra con Henry Pérez, fundador de Acdegam y de los grupos de autodefensas de Puerto Boyacá. Un cruce de destinos y una causa común: luchar contra la guerrilla y eliminar a todos aquellos que simpatizan con la izquierda. De esta alianza surge la más tenebrosa maquinaria criminal, grupos paramilitares entrenados por mercenarios extranjeros en tácticas de terrorismo, apoyados por políticos locales y unidades militares, que extienden sus tentáculos hasta Córdoba, Sucre y el Urabá antioqueño, donde conectan con el grupo armado de los hermanos Fidel y Carlos Castaño, ejecutores en 1988 de las pavorosas masacres de campesinos y sindicalistas.


    Esa maquinaria criminal, un verdadero ejército privado, también le sirve para controlar las tierras sembradas de coca que tiene en zonas de colonización y protegerse de las Farc, que antes de 1983 le ayudaban a cuidar, a cambio de armas y un impuesto conocido como “gramaje”. La alianza se rompe cuando la guerrilla le roba pasta de coca y dinero en efectivo.


    Pero la lucha contra la guerrilla y los simpatizantes de izquierda no es el único frente de guerra del Mexicano. También se enfrenta a sus antiguos aliados, los esmeralderos Molina y Carranza, a mediados de los años ochenta, cuando ya metido de lleno en el narcotráfico y jefe de un poderoso ejército privado, busca apoderarse de las minas de Muzo y de las rutas que facilitan el narcotráfico. Fin de las buenas relaciones y de los vínculos comerciales que tenía con ellos. El punto culminante del enfrentamiento es el asesinato de Molina en febrero de 1989.


    Una tercera guerra es la que libra con el cartel de Medellín contra el Estado y la sociedad, en la que se destaca como el más sanguinario de los capos y llega a su máxima expresión con el asesinato de Luis Carlos Galán, pues Rodríguez Gacha es su ejecutor. El Mexicano, como ningún otro mafioso, es el epítome de la violencia del narcotráfico y el paramilitarismo.


    Emporio empresarial


    El Mexicano es el mayor terrateniente del país con propiedades en todas las regiones bajo su influencia, pero buena parte de ellas está a nombre de testaferros.


    Las investigaciones revelan que en un piso de Davivienda, en el Centro Internacional de Bogotá, funciona la Coordinadora Comercial Ltda., un grupo de 34 empresas –la mayoría de finca raíz con sedes en todo el país–, 55 empleados y una nómina mensual de 80 millones de pesos. Aparece constituida el 29 de mayo de 1956 con capital inicial de cinco mil pesos, y su objeto social es la distribución, compra y venta de mercancías, y la representación de casas comerciales. Pero en los 33 años de funcionamiento, no registra movimientos en la Cámara de Comercio, aunque maneja empresas como Ganadería El Polígono, Inversiones Ganaderas Guarumo y el Circuito Radial 2.000, además de haciendas y propiedades urbanas. En la contabilidad solo aparecen recibos de gastos, pagos de nómina, arrendamientos, servicios, honorarios, sobornos, festejos, compra de ganado y de caballos de paso, y de pases de jugadores de fútbol de Los Millonarios...


    Un conglomerado de empresas de papel que sirve de lavadero de dólares, pero que tiene un registro detallado de todos los bienes muebles e inmuebles de Rodríguez Gacha en el país. Entre ellos, veinticinco haciendas en Pacho –60 % de la tierra del municipio–; cédulas catastrales y dirección de las casas y edificios en distintas ciudades del país; 289 carros y los números de cuentas corrientes y de ahorros en diferentes bancos. Para las autoridades significa un hallazgo de suma importancia, pues permite desentrañar la maraña financiera y comercial del Mexicano y poner en marcha los procesos de extinción de dominio.
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    SECUESTRADO HIJO DE GERMÁN MONTOYA


    Es secuestrado en el norte de Bogotá el gerente de Probolsa, Álvaro Diego Montoya, hijo del hombre fuerte y mano derecha del presidente Barco, Germán Montoya, secretario general de la Presidencia. El director del DAS, general Miguel Maza Márquez, tiene la certeza de que detrás del crimen están Los Extraditables, y un comunicado posterior en el que justifican el secuestro como una necesidad de la guerra, lo confirma.


    Después del respiro que se siente con la muerte de Gonzalo Rodríguez, la noticia causa conmoción. Se da por descontado que Pablo Escobar acude al secuestro como estrategia de negociación. Y es que no solo tiene en su poder al hijo del hombre de confianza del presidente, sino a familiares políticos del mandatario, la hija y la nieta de su consuegro Elkin Echavarría Olózaga, Patricia y Dina Echavarría, y a más de diez empresarios secuestrados días antes, situación que entonces la opinión desconoce. Con esos ases bajo la manga, Escobar no solo busca blindarse frente la cacería que el Gobierno le tiene montada, sino ponerlo contra las cuerdas.


    Como consecuencia de esta encrucijada para el Gobierno, surge la llamada carta de Los Notables, firmada por los expresidentes López, Turbay y Pastrana, el cardenal Mario Revollo y el dirigente de izquierda Diego Montaña, en la que piden liberar a los rehenes y dejan entrever que de hacerlo “la sociedad miraría con benevolencia este gesto y los haría acreedores a un tratamiento menos riguroso”.


    La respuesta llega en manos de las Echavarría, que la comunican al Gobierno. Los Extraditables califican la carta como una “patriótica invitación” y manifiestan que reconocen el triunfo del Estado. El escándalo está servido, la conclusión es que el Gobierno está negociando con los narcotraficantes para buscar la liberación del hijo de Montoya, un cruce de intereses personales con un delicado asunto político. El Gobierno niega de plano cualquier tipo de negociación con el narcotráfico, y en medio de cuestionamientos y malentendidos termina el año sin signos positivos sobre la liberación de Montoya, quien recupera su libertad en enero de 1990, un año de problemas y secuestros.


    Otros intentos


    No es la primera vez que Los Extraditables buscan una salida negociada. Lo intentan en 1984 cuando los capos del cartel de Medellín reunidos en Ciudad en Panamá redactan un memorando para el presidente Belisario Betancur y se la hacen llegar por intermedio del expresidente López Michelsen y el procurador Carlos Jiménez Gómez.


    “Nos hemos atrevido a dirigirle esta carta para precisar en ella una posición que hemos venido estudiando desde tiempo atrás y la cual se precipitó, lamentablemente, con el asesinato del doctor Rodrigo Lara Bonilla”, empieza la misiva fechada el 29 de mayo. Ofrecen desmontar sus operaciones para reincorporarse a la vida legal (repiten el término “unilateral” para insinuar que se trata de una oferta sin condiciones); mencionan la posibilidad de revisar aspectos jurídicos del Tratado de Extradición, ofrecen repatriar sus capitales, entregar rutas, pistas, aviones y laboratorios, retirarse de la política y colaborar en el proceso de paz, y terminan diciendo que si el Gobierno considera conveniente le transmita la propuesta al Gobierno de los Estados Unidos para “demostrar nuestra buena voluntad hacia ese gobierno”.


    Betancur mantiene la carta engavetada durante más de un mes, hasta que El Tiempo publica la noticia en primera página y desata un tsunami político. Indignación general porque el procurador ha tenido contacto con reconocidos narcotraficantes. Algunos piden su renuncia. El expresidente Pastrana dice que no puede haber aproximación con “el olor pecaminoso de los delitos del narcotráfico” y que el país debe tirar en la cara de los capos las monedas que estos están ofreciendo. Hecha pública la propuesta, que los capos titulan Declaración unilateral, muere sin posibilidad alguna de ser siquiera contemplada. El país está sumido en la guerra contra las mafias del narcotráfico y tiene aún fresco en la memoria el asesinato del ministro Lara Bonilla.


    Sin embargo, a mediados de 1989 hay un segundo intento, que solo sale a la luz después del asesinato de Luis Carlos Galán, cuando el periódico La Prensa –de la familia Pastrana–, revela que el gobierno Barco ha recibido mensajes de los capos del narcotráfico en busca de un acercamiento para encontrar algún tipo de negociación.


    El intermediario es el exministro de Hacienda, Hernán Vallejo Mejía, amigo personal del secretario general de la Presidencia, Germán Montoya, y padrino de bautismo de Pablo Escobar. Ha sido contactado por el abogado antioqueño Guido Parra, quien a nombre de los capos del cartel de Medellín propone un acercamiento al Gobierno para buscar algún tipo de negociación. Vallejo se reúne con Montoya para contarle lo que tiene entre manos.


    El escándalo obliga a Montoya a publicar un comunicado en el que califica de calumniosa la información sobre los supuestos diálogos entre el gobierno Barco y los capos del narcotráfico. En medio de la polémica y los cuestionamientos al Gobierno, asume como ministro de Gobierno Carlos Lemos Simmons, quien tercia en el asunto: “El Gobierno recibió por intermedio del doctor Joaquín Vallejo una propuesta que rechazó. Esa es la verdad escueta. Hubo un contacto entre el doctor Vallejo y el doctor Montoya y la respuesta fue no”. La oposición no da tregua, el escándalo no amaina.


    Mientras tanto, a pesar de la negativa, Vallejo redacta un borrador de preacuerdo y lo discute con los interesados en una reunión clandestina a la que asiste Escobar. Parra convierte el borrador en una propuesta de paz de Los Extraditables y la hace llegar a la Casa de Nariño, después de que el presidente lanza la llamada Iniciativa para la Paz el 1 de septiembre de 1988.


    La propuesta permanece engavetada pero siguen vivos los cuestionamientos al secretario de la Presidencia, que resurgen al final de 1989 a raíz del secuestro de su hijo, Álvaro Diego Montoya, el 19 de diciembre. El hecho solo se conoce semanas después, el 7 de enero, cuando El Tiempo publica un comunicado que Los Extraditables han hecho llegar a la Casa de Nariño, en el que admiten tener al hijo de Montoya en su poder. También tienen secuestradas a diecisiete personas más, entre ellas a Patricia Echavarría y a su hija Dina, hija y nieta, respectivamente, del industrial Elkin Echavarría, consuegro del presidente Barco.


    Si 1989 es el año más violento y 1988 ha sido el de las masacres, 1990 será el de los secuestros que ordena Escobar como seguro de vida y para presionar una negociación y el de la campaña presidencial más violenta de la historia, también será el de la desmovilización del M-19, el EPL y el Quintín Lame, y el de la Convocatoria de la Asamblea Constituyente, el sueño que el presidente Virgilio Barco no puede hacer realidad, pero cuyo camino prepara con tozudez, su marca de fábrica.


    


    1 — En junio de 1989, el gobierno Barco deroga la Ley 48 de 1968, que autoriza al Ejército a crear grupos de autodefensa, y dicta el Decreto N° 1194 que establece penas a quienes financien o promuevan grupos paramilitares.


    2 — Las diferencias entre los carteles de Medellín y Cali comienzan con el asesinato del ministro Lara Bonilla. El cartel de Cali desaprueba el plan, cree que el crimen se les devuelve y se desmarca del cartel de Medellín. Las diferencias se van profundizando y en noviembre de 1987, durante una cumbre de narcotraficantes convocada por Pablo Escobar en un hotel de Palmira (Valle), se profundiza la ruptura, cuando Escobar propone cobrar a los de Cali entre el 10 % y el 30 % por transportar los cargamentos de cocaína a los Estados Unidos. Los capos de Cali, los hermanos Miguel y Gilberto Rodríguez Orejuela, José Santacruz Londoño, y Hélmer Herrera, rechazan la propuesta.


    3 — El informe de la Comisión de la Verdad creada para revisar el caso, señala en 2009 que hubo conexión del M-19 con el cartel de Medellín para el asalto del Palacio de Justicia, pero no concluye de manera precisa el grado o nivel de apoyo de la mafia al grupo guerrillero.


    Por otra parte, cuando Jorge Luis Ochoa va camino a la cumbre, es detenido en un retén y llevado a la cárcel de Palmira. Los de Medellín acusan a los de Cali de “soplones” y los responsabilizan de la detención del capo. Además, un hombre al servicio de Cali le cuenta a Escobar que sus jefes creen que el predominio del cartel de Medellín ha pasado y que el turno es ahora para Cali. Escobar deja abruptamente la reunión y suelta esta frases: “Esto es la guerra, pues”. Y la guerra se desata y las calles de Medellín y Cali se convierten en campo de batalla.


    En enero de 1988 explota una bomba frente al edificio Mónaco, residencia de la familia de Escobar, que el capo atribuye a las cabecillas del cartel de Cali. Escobar reacciona mandando sicarios a Cali que para mediados del año han asesinado a más de sesenta empleados de los Rodríguez, han puesto cuarenta bombas en droguerías La Rebaja y oficinas del Grupo Radial Colombiano, ambas de propiedad de la familia Rodríguez Orejuela.


    La respuesta de los caleños es contratar mercenarios británicos para asesinar a Escobar en la hacienda Nápoles. El operativo incluye transportarlos en dos helicópteros, pero el plan falla porque una de las aeronaves se estrella y uno de los episodios decisivos ocurre el 15 de diciembre de 1989, cuando es dado de baja Gonzalo Rodríguez Gacha, el Mexicano. Jorge Velásquez, alias el Navegante, infiltrado del cartel de Cali e informante del DAS, aporta la información clave para dar con el paradero del capo.


    4 — La extradición por vía administrativa al amparo del estado de sitio, establece que el Gobierno de manera autónoma decide sobre los pedidos de extradición hacia Estados Unidos, y suspende las normas del Código Penal y de procedimiento sobre extradición mientras dure el estado de excepción.


    5 — Tiempo después, se sabe que el informante clave en la operación para dar de baja al capo, es un infiltrado del cartel de Cali, conocido como el Navegante. De ahí surge la interpretación de la muerte del Mexicano como un éxito de la estrategia del cartel de Cali contra el cartel de Medellín: dar información a las autoridades para colaborar en la guerra contra el cartel de Medellín. Los capos del cartel de Cali, los hermanos Miguel y Gilberto Rodríguez Orejuela no están de acuerdo con los métodos violentos que usan los de Medellín para tumbar la extradición. Prefieren unos más sutiles pero no menos perversos, como la compra de conciencias, el soborno y la financiación de políticos. El detonante de esa guerra es la bomba contra el edificio Mónaco, residencia de la familia de Escobar.

  


  
    CAPÍTULO 3


    EN PERSPECTIVA O CON OTROS OJOS


    No fue tarea fácil revisar y revistar el pasado. Y no fue fácil porque implicó revivir momentos muy duros y críticos de la historia reciente, reconocer que muchas lecciones no han sido aprendidas, que seguimos reciclando las violencias que nos han marcado durante décadas, que en cierta manera ese pasado es presente. Fue también abrir y reabrir interrogantes sobre por qué llegamos a los niveles tan escandalosos y obscenos a los que llegamos y por qué la tendencia a repetirlos. Y preguntar qué hicieron –si lo hicieron– aquellos que tenían el poder en sus manos o el por qué las reacciones tardías a fenómenos como el narcotráfico, el terrorismo y el paramilitarismo. Si hubo o no errores de cálculo, negacionismo o incomprensión, incapacidad institucional… Para intentar respuestas, para complementar la mirada a ese pasado violento, en especial al año de 1989, me pareció útil y conveniente consultar la opinión ilustrada e informada de algunos protagonistas de primera línea, así como también la de expertos y conocedores de nuestra historia. Y, claro está, de gran relevancia, el testimonio de una sobreviviente de la Unión Patriótica. Una visión coral desde diferentes ángulos y perspectivas como necesario complemento de este libro sin pretensión distinta a la de ser un relato contextualizado de uno de los períodos y de los años más violentos de la historia colombiana. Para hacer memoria, para que no olvidemos y rectifiquemos el rumbo.

  


  
    _____Cesar Gaviria Trujillo


    “Se hizo lo que se pudo con lo que había, que era muy poquito.”


    “La guerra entre los generales y Maza era a muerte.”


    “En el caso de la UP tengo un remordimiento de conciencia que no me acaba de pasar.”


    “Galán no tenía cómo salir vivo de Soacha.”


    “No era una guerra contra las drogas, sino contra grupos que se estaban volviendo más poderosos que el Estado.”


    Economista de la Universidad de los Andes, la vida del expresidente César Gaviria ha sido la política, siempre dentro del Partido Liberal del cual es hoy su director. Dio los primeros pasos en la vida pública como concejal de Pereira, ciudad de la cual fue también alcalde, y luego fue representante a la Cámara por Risaralda. Figura clave de la administración Barco, primero como ministro de Hacienda y luego como ministro de Gobierno. Después del asesinato del candidato liberal Luis Carlos Galán recoge sus banderas y es elegido presidente en 1990. Continúa y profundiza las políticas del gobierno Barco, logra el desarme y la desmovilización del EPL, el PRT y el Quintín Lame, y abre la economía al libre comercio. Durante su gobierno sesiona la Asamblea Nacional Constituyente que redacta la Constitución de 1991. Al finalizar su mandato es elegido secretario general de la OEA, cargo desde el cual promulga la Carta Democrática Interamericana, suscrita por 34 Estados en 2001.


    ¿Cómo explica que en 1989 llegaran a su máxima expresión las diversas violencias –narcoterrorismo, paramilitarismo, guerra entre carteles, entre esmeralderos, subversión– que pusieron a tambalear al Estado?


    Precisamente estoy trabajando en eso, tratando de entender cómo se dio la evolución de esas violencias que confluyeron en ese año. Creo que todo eso se explica por la debilidad de las Fuerzas Armadas. El gobierno Barco enfrentaba la lucha contra el narcotráfico, contra la guerrilla, el exterminio de la Unión Patriótica, el problema con Venezuela que era mayúsculo y en esa época se agravó, y otros muchos líos. Todos esos problemas se fueron agravando, agravando y era imposible identificar qué hacer en materia de seguridad. Eran demasiados frentes de lucha. La decisión entonces fue aumentar el presupuesto de seguridad y eso fue clave porque cambió la correlación de fuerzas.


    Cuando empieza la administración Barco en 1986, es evidente el clima antinegociación con la guerrilla y sobre todo es evidente el rechazo de los militares. ¿Cómo lidian con eso si están empeñados en seguir adelante con las negociaciones de paz?


    Porque Barco era una persona que pensaba una cosa y de ahí nadie lo movía. Al final, aunque no se pudo negociar con las Farc, hubo paz con el M-19.


    Cuando ustedes asumen el Gobierno encuentran que las Farc han aprovechado la tregua para desdoblar sus frentes, que el ELN se ha fortalecido gracias a la extorsión a las petroleras, en especial a la alemana Mannesmann. ¿Por qué el empeño en negociar si sabían que la guerrilla no estaba realmente pensando en desmovilizarse sino en extenderse?


    Es que el narcotráfico se fue convirtiendo en el problema fundamental, en el principal desafío. Recordemos la bomba al edificio Mónaco, la guerra entre los carteles, el narcoterrorismo. Eran tantos los desafíos en materia de seguridad, que uno no puede decir realmente en qué nos equivocamos o quién se equivocó. Se hizo lo que se pudo con lo que había, que era muy poquito.


    Le doy un ejemplo. Un día hubo un paro nacional de esos que citaban siempre que el presidente Barco salía del país. Como cosa rara, la jornada terminó sin que hubiera pasado nada grave y por eso me acosté tranquilo. Al día siguiente, el periódico El Colombiano de Medellín tituló en primera página “Colombia partida en dos”. Habían volado los puentes de Urabá. Tomé la decisión de irme para allá con los generales, pero encontramos cosas insólitas. Primero, a la gente le importaba un pito lo que había sucedido, nadie estaba preocupado. Unos puentes rotos parecían formar parte de la vida diaria en esa región. Segundo, los militares estaban muy angustiados porque solo había un avión Hércules en funcionamiento y era necesario decidir si se llevaba un puente, o llevaban agua o combustible o comida. De ese tamaño era el desafío, así de precario era todo.


    ¿Fue un error de cálculo político haber permitido que la UP estuviera integrada por combatientes de alto rango de las Farc, como Braulio Herrera e Iván Márquez ?


    Ese fue un error que cometió Belisario Betancur, quien creyó en forma idealista que estaban dadas las condiciones para alcanzar la paz y que si decretaba una amnistía y un indulto generosos, esa guerrilla iba a reintegrarse a la sociedad. Pero no solo Belisario pensaba eso, mucha gente pensaba lo mismo.


    ¿Cómo se vivió en el Gobierno el exterminio de la UP?


    Es absurdo que el Gobierno no se hubiera dado cuenta de que eso lo estaban haciendo en complicidad con unidades militares.


    ¿No se dieron cuenta o sabían y se hicieron los locos porque no había cómo detener el exterminio?


    Había muchos rumores sobre generales que estarían vinculados. Era una situación muy complicada porque era una gente desarmada haciendo política y otra gente alzada en armas en el monte. Lo que no se sabía, o por lo menos yo no lo sabía, era que todo ese fenómeno estaba concentrado en Gonzalo Rodríguez Gacha, el Mexicano. Eso lo vinimos a descubrir después, que el exterminio no proveía de varios sectores sino de uno solo, del cartel de Medellín. Entonces no se sabía que era así.


    Pero el propio director del DAS, el general Maza Márquez, es quien revela el famoso dosier paramilitar, que deja al descubierto el fenómeno, cómo y dónde operan esas estructuras, quiénes hacen parte de ellas…


    El problema en el fondo era que Maza estaba de pelea con los militares todo el tiempo y los estaba atacando. Él estaba en el otro lado. Lo que sucedía era que el general Maza definía las cúpulas militares. La animadversión de los generales del Ejército por ese oficial era infinita.


    ¿Me está diciendo que el general Maza le decía al presidente Barco qué hacer en esa materia? ¿Influía mucho en esas decisiones?


    La influencia era total, ciento por ciento, al punto de que después de salir elegido, Barco me llamó y me dijo que tenía que hacer cambios en la cúpula militar con el argumento de que eso resolvería algunos problemas en el futuro. Yo le dije, “presidente haga lo que tenga que hacer”. Días después, retiró al general Nelson Mejía Henao, un general común y corriente, pero con el tiempo me pareció que la justificación para sacarlo no era suficiente. El que definía la cúpula era Maza y los generales lo sabían. Por eso la guerra entre los generales y Maza era a muerte.


    Volvamos al exterminio de la UP. ¿El Mexicano era el único responsable?


    Nosotros entendíamos que las muertes en la UP se producían por acción de ganaderos y de grupos paramilitares, pero nunca imaginamos que eso estuviera concentrado en un grupo que estaba cometiendo todas las muertes. La verdad es que eso lo supe después.


    ¿No hubo elementos de juicio suficientes para establecer la dimensión del problema? Las denuncias eran muchas…


    Sí, pero los militares descalificaban todo por completo. Creíamos que eran grupos regionales o locales, nunca pensamos que había un plan centralizado. Nunca nadie lo dijo de esa manera. En el caso de la UP tengo un remordimiento de conciencia que no me acaba de pasar. Cuando leí el libro El olvido que seremos, de Héctor Abad, supe lo que pensaba su papá en esa época, pero recuerdo que los militares decían que todo era mentira, negaban rotundamente cualquier vínculo con los paramilitares. Y como había tan poca objetividad era difícil saber qué era cierto y qué no.


    Pero en 1987 usted denuncia la existencia de 147 grupos de autodefensa. ¿Por qué solo hasta 1989 el Gobierno prohíbe la conformación de esos grupos?


    El problema es que no todos esos grupos eran paramilitares. Eran grupos al margen de la ley dedicados a lo que llaman “limpieza social”. Entonces no era el paramilitarismo que conocimos después, sino grupos de “limpieza social” regados por todo el país.


    ¿En qué momento el Gobierno se da cuenta de la dimensión del paramilitarismo en el Magdalena Medio y la penetración del narcotráfico en esa región?


    Nosotros lo supimos a lo largo de todo el gobierno, éramos tan conscientes de los problemas. Los sábados en la mañana nos reuníamos el presidente, el ministro Fernando Cepeda, el general Maza y hacíamos venir a Palacio a personas que sabían o habían visto cosas, y con base en esos testimonios Barco daba la orden de hacer detenciones, principalmente en Puerto Boyacá, porque había demasiada complicidad de unidades militares. La relación entre la dirección de Instrucción Criminal –recordemos que entonces no existía la Fiscalía– y las Fuerzas Militares y la Policía eran inexistentes. La fuerza pública calificaba a los investigadores como de izquierda, y no ayudaba que el sindicato judicial tuviera una clara tendencia hacia la izquierda.


    ¿Cuál fue el momento más difícil que vivió en el ministerio de Gobierno?


    Las masacres de Urabá en 1988. Fue espeluznante. El nivel de intimidación era tal, que la gente no salía de sus casas y los funcionarios del Gobierno debíamos entrar a las viviendas para poder hablar con la gente. Es que ocurrieron tres seguidas: Honduras, La Negra y El Tomate. Fue aterrador, el descontrol del orden público era total.


    También fue difícil el día que secuestraron a Álvaro Gómez Hurtado, en mayo del 88, hecho que coincidió con una marcha campesina en la que balearon a un coronel del Ejército y a varios soldados. Por fortuna las Fuerzas Armadas reaccionaron con moderación. Luego hubo que parar varias marchas con un discurso mío muy duro. Esas cosas ocurrían cuando el presidente estaba fuera del país. Cada vez que Barco salía, hacían un paro nacional, una movilización.


    Hablemos del asesinato de Luis Carlos Galán…


    Galán sabía que lo iban a matar. Él se suicidó, se inmoló. Eso es lo que Galán representa y simboliza. Sabía que lo iban a matar y no se dejaba convencer de no ir a sitios peligrosos. Hasta la víspera de su muerte discutimos por eso, pues la idea era protegerlo y que yo atendiera dos compromisos en Cundinamarca: uno con Alfonsito López Caballero y el de la plaza de Soacha. La ida a Soacha era un suicidio, pero se empecinó en ir a los dos eventos.


    Y, ¿usted qué hizo?


    Yo me fui para Valledupar a un homenaje al senador Alfonso Araujo Cotes, quien había adherido a Galán. Estando allá me enteré del atentado por radio. Imagínese el impacto tan brutal. Caminé toda la noche alrededor de una piscina, mientras amanecía para coger una avioneta y regresar a Bogotá.


    En los días siguientes alguna gente quería que Ernesto Samper sucediera a Galán, y Enrique Parejo dijo que quería ser él, pero todo eso se diluyó muy rápido, creo por determinación de la familia y también porque no eran opciones con futuro.


    En el entierro de Galán, su hijo Juan Manuel le entrega a usted las banderas de su padre. ¿Cuál fue su reacción?


    Cuando él dijo lo que dijo, no entendí. Estaba a su lado y yo estaba en shock. Al comienzo no interpreté las palabras de Juan Manuel como un guiño para suceder a su papá, y aunque era fácil leerlas como las leyó mucha gente, no necesariamente significaban eso. “Recoger las banderas de mi padre” quería decir todo y al mismo tiempo nada. Más tarde me fui a acostar porque estaba como un zombi, llevaba dos días sin dormir. Solo vine a entender todo al día siguiente cuando me despierto y encuentro muchas llamadas.


    Regresemos al general Maza que pasa de héroe a villano, acusado y condenado por la muerte de Galán. ¿Cuál es su versión del caso?


    Maza concentraba la atención en los paramilitares, los generales y los militares cómplices de los paramilitares. Cuando empecé a escuchar a Maza explicando la razón por la cual el DAS había cambiado la seguridad de Galán, me dije: “No, no, no, si esa es la explicación, Maza está muerto”. Es que terminó diciendo que la campaña le había pedido cambiar la seguridad de Galán y para mí eso era contraevidente.


    Ya como presidente usted toma la decisión de sacar a Maza del DAS. ¿Cuál es la razón principal?


    La tenía tomada porque él había perdido la confianza de los gringos. Dos o tres días después de elegido, me visitó el embajador estadounidense y me dijo varias cosas sobre él, pero al mismo tiempo le enviaron una carta en la que le agradecían y lo congratulaban por sus méritos. Los gringos son así. Pero yo tenía claro que ese era un paso que tenía que dar.


    ¿Maza estaba al servicio del cartel de Cali?


    Eso quedó comprobado tiempo después. Él adhirió a la campaña de Ernesto Samper en el apartamento del periodista Alberto Giraldo. La foto la publicó El Tiempo y cuando la vi dije, ¡uy, uy! ¿Cómo dudar de que estaba con el cartel de Cali?


    ¿Y comprometido en la muerte de Galán?


    Sí. Yo cogí la información de El Tiempo, de El Espectador y de Semana de los últimos veinticinco años y la fui poniendo junta. Y también la crucé por fechas y por temas, y cuando aparecen todos los testimonios es que digo aquí no hay duda alguna. Galán no tenía cómo salir vivo de Soacha. Hasta tenían gente esperando para rematarlo si fallaban a la salida de Soacha.


     ¿Y el papel del general Óscar Peláez Carmona, entonces director de la Dijín?


    Creo que es responsable de la fachada para desviar la investigación y echarle la culpa a Alberto Hubiz Hasbún, el primer detenido. Igualmente, la Policía se comportó de manera inexplicable: el comandante de la Policía de Cundinamarca y el capitán de Soacha se comportaron de manera cómplice con el asesinato. Es que hasta los policías que había en la plaza de Soacha celebraron.


    Al poco tiempo de regresar de los Estados Unidos, de la OEA, declararon la muerte de Galán como un delito de lesa humanidad. Hasta el año veinte de su muerte no había un solo agente del Estado responsable de nada. Todo este enredo de la complicidad, de los policías, solo aparece ahí.


    ¿La versión sobre la bomba al avión de Avianca de que era para asesinarlo a usted porque supuestamente iba en ese vuelo a Cali, es cierta?


    No. No es cierto el cuento de que no estaban seguros de si yo iba en ese avión. Yo no iba a viajar en ese avión, dejé de montar en avión porque la gente se bajaba cuando yo subía. Mi nombre nunca aparecía en las listas de Avianca, pero mis agentes de seguridad sí estaban registrados. Yo volé dos horas antes a Cali en una avioneta, y la gente encargada de mi seguridad no murió porque alcanzaron a pasarse a otro avión que también salía para el Valle.


    ¿Qué significó para el Gobierno haber dado de baja al Mexicano?


    Fue un alivio muy grande porque se sabía que la violencia de Bogotá, Casanare, Arauca y los Llanos corrían por cuenta de él. A tal punto, que después los narcos que heredaron al Mexicano sacaron a Víctor Carranza del Meta. Le hablo de alias Cuchillo. Lo que sí sucedió después es que Carranza acabó la guerra porque mató a todo el mundo. No quedó nadie vivo.


    Hablemos de la extradición. ¿El Gobierno tenía claro que la extradición era la causa de la reacción violenta de los narcotraficantes? ¿En algún momento piensan en una solución distinta, en algo que evite tantos muertos?


    El presidente Barco creía absolutamente en la extradición y tenía razón porque el sistema judicial era muy frágil. Cualquier juez que producía una sentencia contra los narcos era asesinado. Las primeras víctimas de los narcos fueron los jueces que tomaban decisiones contra ellos. Por eso la Corte Suprema que tumba la extradición en 1987 por vicios de forma, en el 88 recapacita, entiende que la justicia no aguanta el esquema que teníamos, y abre una oportunidad cuando dice que con el fallo que tumba la extradición recobra vigencia un tratado anterior que la establece por vía administrativa, sin concepto previo de la Corte.


    El término narcoguerrilla que acuña el embajador Tambs luego del desmantelamiento de los laboratorios Tranquilanda, supuestamente protegidos por las Farc, les sirve a los gringos para matar dos pájaros de un tiro y militarizar la guerra contra el narcotráfico. ¿Fue un error o era inevitable?


    No era una guerra contra las drogas, era contra unos grupos que se estaban volviendo más poderosos que el Estado. El problema era de seguridad. Era inevitable. Si el desafío que le plantean a uno es militar, pues toca responder militarmente. Todo depende de si un problema se vuelve un desafío militar o un problema de seguridad del Estado.


    Por otra parte, la narcoguerrilla solo es enfrentada a fondo con el Plan Colombia a comienzos del 2000. Un día coincidí en un vuelo con el general Wesley Clark y por un buen rato le oí contar uno por uno los errores que estaba cometiendo el Ejército colombiano. Los sabía de memoria, uno por uno, y en general se refería a la falta de disciplina de las Fuerzas Armadas, al incumplimiento de sus códigos, de las órdenes…


    Recién posesionado, en septiembre de 1990 usted abre una puerta que Pablo Escobar define como positiva…


    Esa puerta estaba abierta desde noviembre del 89, cuando los llamados Notables estaban buscando acercamientos. Ahí empezó la política de sometimiento con la idea de que se aplicara una justicia menos rigurosa, como ya lo había propuesto el expresidente López Michelsen. Cuando escuché por primera vez la frase “justicia menos rigurosa, pensé que por ahí podía haber una salida. Y fue la que armó Jaime Giraldo Ángel, un buen jurista que prestó un gran servicio porque fue capaz de diseñar y ajustar la política de sometimiento a la Justicia.


    Virgilio Barco fue el primer presidente que planteó la corresponsabilidad en el fenómeno del narcotráfico, y varia veces le reclama eso al presidente Bush (padre)… ¿Sirvió de algo?


    Es cierto, él hablo de eso y de esa época a diez o quince años después hay una diferencia enorme, porque el consumo de drogas en Estados Unidos dio un brinco y llegó a tocar a las familias de todos los estratos. Todos tenían un miembro de su familia metido ahí. En la medida en que era un problema que tocaba al seno familiar, era más fácil hablar del narcotráfico y de corresponsabilidad en los Estados Unidos. Pero eso se derrumbó cuando lo volvieron un asunto de minorías, de negros, de gánsteres en las ciudades grandes. Entonces empezó a decaer el interés de los parlamentarios y como consecuencia se metieron en una política de cero tolerancia, de que todo lo que tiente que ver con el narcotráfico o las drogas es crimen. En ese momento Colombia empezó a perder terreno para actuar, para que los Estados Unidos no nos echen la culpa de todo a nosotros.


    Si Estados Unidos declaró el problema de las drogas como un asunto de seguridad nacional, fue porque el consumo los agobiaba, pero la estrategia sigue siendo atacar la producción, la oferta, y no el consumo, la demanda. Es un problema que están ocultando para no reconocer que desde el punto de vista de narcotráfico el Plan Colombia fue un fracaso, aunque fue un éxito en seguridad.

  



  

    _____Rafael Pardo Rueda


    Economista de la Universidad de los Andes con especialización en planeación urbana y regional en el Instituto de Estudios Sociales de La Haya y una maestría en relaciones internacionales en Harvard, Rafael Pardo tiene una larga trayectoria en el sector público y en la política. Estudioso de la historia y del conflicto interno colombianos, entre sus publicaciones se destacan los libros De primera mano, Entre conflictos y esperanzas, Nueva seguridad para América Latina, El siglo pasado, La historia de las guerras y Fin del paramilitarismo. ¿Es posible su desmonte?


    Ha sido ministro de Defensa –el primero después de casi cuarenta años de militares en el cargo–, ministro de Trabajo, candidato a la Presidencia y a la Alcaldía de Bogotá, senador, director del Partido Liberal y ministro consejero para el Posconflicto. Durante el gobierno de Virgilio Barco fue director del Plan Nacional de Rehabilitación y luego consejero de paz en remplazo de Carlos Ossa Escobar, cargo desde el cual diseñó el proceso de negociación que llevó al desarme y desmovilización del M-19 en 1990.


    Un año especialmente crítico en materia de violencia fue 1989. ¿A qué atribuye que en ese año hayan confluido y se hayan exacerbado todo tipo de violencias?


    1989 fue más que el final de una década. Fue el primer campanazo anunciando que las cosas estaban empezando a cambiar. No era un fenómeno exclusivamente local. Basta dar una mirada a la escena internacional.


    La dicotomía entre legalismo y criminalidad cogía fuerza en Colombia. Por un lado, exigíamos nuevos mecanismos constitucionales para ejercer un control ciudadano directo; se modificaba la relación entre los centros urbanos y rurales; se abrían las fronteras del sistema democrático dándole un reconocimiento pleno a la oposición; hablábamos de descentralización, derechos de los indígenas, derechos de primera y segunda generación… Es decir, saltábamos hacia una democracia moderna en su acepción más clásica.


    Pero por otro lado notábamos que algo raro estaba pasando. La muerte de Galán, de Antequera, de Roldán, las bombas contra El Espectador, el DAS, el avión de Avianca, y la decena de guerras que usted menciona, solo comprobaban que nuestro sistema político había sido cooptado por las redes de la criminalidad, que se convertía en una pieza más de una compleja red de criminalidad del “todo vale”.


    Estoy convencido de que todas las violencias tenían una génesis: la imposibilidad de conciliar realidades, intereses, visiones y propuestas de país tan disímiles las unas de las otras. La pluralidad de actores, la plétora de intereses y la ambivalencia de un país que convivía con dos realidades tan distintas, terminaron exacerbando la frustración. Mientras hablábamos de nueva política convivíamos con los patriarcas de la vieja política. Cuando hablábamos de la Constitución como instrumento para combatir la desigualdad, millones de colombianos vivían en la pobreza absoluta. Mientras redactábamos normas constitucionales de la legalidad, incrementaban los actos terroristas, las emboscadas, los paros, los secuestros y la extorsión. Y como si fuera poco, el narcotráfico se convertía en el poder corruptor del “todo vale” y el “dinero fácil”, llegando a convertir a sus actores en una clase social. Era “un país esquizofrénico”, como lo llamó en uno de sus ensayos el profesor Fernando Cepeda.


    El gobierno Barco recibe de la administración Betancur un proceso de paz fracasado, desprestigiado, desgastado… ¿Por qué deciden resucitarlo?


    Resucitar un proceso de paz desgastado y marchito solo correspondía a una nueva concepción política. La elección de Virgilio Barco, un ingeniero pragmático y un conciliador por naturaleza, era la resurrección de las ideas y los ideales liberales. La premisa fundamental era que el cambio era ruptura y la ruptura era reforma. Esto significaba que si se quería el “cambio, cambio, cambio”, como él lo llamó, debíamos volver a apostarle al pluralismo, la pacificación, la inclusión...


    Hablar de paz era muy difícil. Luego de los intentos frustrados de la administración Betancur, había mucha desconfianza pero también había un sector social que confiaba en la paz. Pese a los errores que pudo haber cometido Betancur, el hoy fallecido presidente dejó como herencia no solo a Barco sino a los últimos siete presidentes, incluido Iván Duque, un mensaje claro, fuerte y contundente: el conflicto interno no tiene otra solución que la negociación política. Por eso, le apostamos a una iniciativa de paz.


    Los militares eran opuestos a la negociación, atribuían a la tregua y amnistías el crecimiento y la expansión de las guerrillas. ¿Qué tan fácil fue lidiar con ellos mientras el Gobierno les mantenía el reconocimiento político mediante su política de paz?


    No fue fácil. Sabíamos que los esfuerzos de paz no serían sostenibles si no generaban credibilidad en ciertos sectores, y generar confianza era un reto mayúsculo, implicaba refundar el discurso de la paz. El fracaso de la política de paz del gobierno Betancur radicaba en parte en su incapacidad de traducir los acuerdos en hechos creíbles y tangibles. Dos de los tres acuerdos de cese al fuego logrados por su gobierno se rompieron en forma violenta: los del EPL y el M-19.


    En ese proceso de generar confianza con las Fuerzas Armadas, incluimos a los militares en el diseño de la Iniciativa para la Paz. Ellos ayudaron a establecer el marco de referencia para orientar eventuales acuerdos. Esto no significa que esté intentando minimizar el escepticismo de los militares, que existe desde la década del ochenta. Eduardo Pizarro, en su último libro, Cambiando el futuro, hace un buen recorrido de cómo algunos sectores han actuado como saboteadores de los intentos de negociación. No fue fácil, pero trabajar con los militares fue posible.


    Cuando diseñaron la política de paz ¿qué tipo de consideraciones primaron? ¿Qué factores tuvieron en cuenta?


    Cuando diseñamos la política de paz con el presidente Barco, tuvimos en cuenta varios factores: primero, que no partíamos de cero. Segundo, que la paz estaba desprestigiada pero que sepultarla no era una opción, entre otras razones porque parte de la opinión pública creía en ella. Tercero, que heredábamos una paz con una connotación negativa pero que nuestro deber era repensarla. Y cuarto, que esa connotación negativa enviaba mensajes equívocos como el de que la confrontación armada era preferible al diálogo político. En esta última intentamos, pero fallamos.


    ¿Cuál es la situación de las guerrillas cuando Barco asume el Gobierno?


    En 1986 las Farc tenían 3.600 hombres armados en toda la geografía nacional, pero principalmente en la cordillera oriental y el piedemonte llanero y amazónico. Aprovecharon las treguas de la administración Betancur para extenderse territorialmente y lograron consolidar una fuerza campesina.


    El M-19, que empezó como guerrilla con un puñado de 30 militantes, pasó a tener casi 400. Tenían campamentos en el Caquetá, el Chocó y una fuerte presencia en el Valle y en el Cauca, pero hizo de la ciudad su escenario de guerra. Su fortaleza no estaba en el número de hombres, sino en la acción política. El EPL congregaba unos 2.000 mil hombres y mujeres que empezaron a asentarse en Antioquia y fueron expandiéndose hacia Córdoba, Sucre y el Magdalena Medio.


    Finalmente, el ELN, guerrilla nacida del triunfo de la revolución cubana y las ideologías de la Guerra Fría, tenía su principal escenario en Santander, y en 1986, antes de empezar el contacto con las guerrillas congregadas en la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar, ya tenía cinco frentes y una clara estructura organizativa. Ese era el panorama que enfrentábamos.


    Cuando Barco asume la Presidencia, el término narcoguerrilla ha hecho carrera y resulta fundamental a los intereses de la política antidrogas de Washington. ¿El Gobierno sabe realmente en qué grado están involucradas las Farc en el narcotráfico? ¿Sus actividades van más allá de la protección y el cobro de gramaje a los narcotraficantes?


    La narcotización de la guerrilla no fue un proceso lineal. Hubo momentos de conflicto, otros de relación y otros de negociación con el fin de evitar una guerra total. El narcotráfico no era una fuente de ingresos exclusiva de las Farc. Era combustible de la violencia en manos y al servicio de los narcotraficantes. El ascenso del paramilitarismo y la aparición del narco, no solo como actor económico sino como componente social, hacían parte del complejo rompecabezas de la criminalidad.


    Las Farc y otros grupos insurgentes no eran protagonistas, pero sí partícipes. El impuesto de “gramaje” y la convivencia en zonas de cultivos ilícitos empezaron a empantanar los sueños revolucionarios. La narcotización de la insurgencia o la narcoguerrilla como la bautizó el embajador Tambs desencadena una serie de hechos que vale la pena mencionar.


    La narcotización no fue un fenómeno exclusivo de las Farc. También aplica en cierto grado a la evolución del M-19. Primero, el intento de secuestro de Carlos Ledher y el plagio de Martha Nieves Ochoa por una célula del M-19 produjeron la fatídica creación del MAS, Muerte a Secuestradores, que desató una guerra total contra las Farc y la Unión Patriótica, mientras los secuestros, extorsiones y asesinatos por parte de la guerrilla produjeron un recrudecimiento de la violencia. Segundo, la tormentosa relación entre guerrilleros y narcotraficantes llevó a la creación de grupos paramilitares. Su ascenso para finales de los ochenta era ya notable.


    Finalmente, los contactos del M-19 con el cartel de Medellín, la admiración de Escobar por Jaime Bateman Cañón, la presunción de una alianza narcotraficante-insurgente (así la llamó Enrique Parejo), que llevó al asalto del Palacio de Justicia, y la inclusión en la “demanda armada” de un veto a la extradición, permiten decir que para finales de los ochenta la relación entre los grupos narcotraficantes y la insurgencia había evolucionado aunque no de manera homogénea.


    Durante el gobierno Barco, el paramilitarismo es una maquinaria criminal en ascenso. ¿Por qué solo hasta 1989 prohíbe la creación de grupos de autodefensa, origen del fenómeno? ¿Subvaloración de su dimensión, mal diagnóstico, falta de voluntad política, precariedad de la leyes, debilidad del aparato de justicia…?


    La política antidrogas de Barco no estuvo exenta de controversias y su pregunta no tiene respuesta fácil. La dimensión del narcotráfico era completamente distinta a la que enfrentamos al final del gobierno. La violencia tampoco era la misma. Cada día aparecían nuevos actores, grupos y perpetradores de la violencia.


    Es importante señalar, en primer lugar, que antes de 1989 Colombia no contaba con las capacidades, salidas jurídicas y herramientas para tomar la decisión que al final del mandato nos permitió esbozar y poner en marcha una política de sometimiento a la justicia. En segundo lugar, esa política, pese a imperfecciones, fue el sustento de resultados decisivos de las siguientes administraciones. Poco a poco y a medida que se definía una estrategia global coherente, Barco logró al final del gobierno definir elementos fundamentales de la lucha antidrogas.


    La distinción entre narcotráfico y narcoterrorismo, la extradición por vía administrativa, la creación del delito de enriquecimiento sin causa de particulares, entre otros, como también dos memorables discursos del presidente: la alocución por televisión del 18 de agosto de 1989 –día del asesinato de Galán– y la intervención de septiembre de 1989 ante la Asamblea General de la ONU, la militarización de las unidades policiales antinarcóticos, la estrategia que presentamos en Washington para recaudar 65 millones de dólares de ayuda, el intento de mejorar la eficiencia de la justicia, el desarrollo de una política de derechos humanos y la reformulación de la cooperación internacional, fueron aportes de la administración Barco a una política que ha evolucionado con el tiempo.


    ¿Qué tanto estaba infiltrado el narcotráfico en el Ejército y en la Policía? ¿En qué medida esa complicidad narcotraficantesparamilitares-militares obstaculiza las acciones del Gobierno contra las organizaciones criminales?


    Cada día más infiltrados. El narcotráfico era sinónimo de ascenso económico y social, y a eso se añadía la tolerancia al dinero fácil. El ascenso de los carteles y su propósito por copar regiones enteras y capturar al Estado y sus instituciones mediante la corrupción y la amenaza, sin lugar a dudas llevó a la, por lo menos, cómplice indiferencia o complicidad de algunos políticos, funcionarios, empresarios, terratenientes, fuerza pública, insurgentes y ciudadanos del común con las violencias.


    Otra de las grandes amenazas y desafíos es el narcoterrorismo, como reacción a la extradición. Los Extraditables pasan de los asesinatos individuales a los atentados contra ciudadanos inermes, como el del avión de Avianca y las bombas en sitios públicos.
 ¿Analizan salidas distintas a la extradición para enfrentar a los narcotraficantes que hubieran causado menos víctimas? ¿Tiene el Gobierno algún margen de maniobra o no tiene más remedio que plegarse a la política antidrogas de Washington?


    La extradición existía y desde antes, pero su utilización contra las mafias y el crimen organizado se vio neutralizada por innumerables demandas y sucesivos pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia. Para el Gobierno era claro que la extradición era una importante herramienta en la lucha contra organizaciones criminales que debía y tenía que estar acompañada de acciones ciertas de corresponsabilidad de la comunidad internacional. Hasta el asesinato de Galán podemos poner el tema en la agenda con los Estados Unidos.


    No dudo en afirmar que con los trágicos acontecimientos que sucedían día a día, el Gobierno fue condenado a asumir una estrategia cada día más rígida. ¿Que hubiera salidas distintas para evitar más víctimas? ¿Que teníamos un estrecho margen de maniobra? Puede ser que sí, pero aparte del Gobierno, ¿quién más entró en la arena del debate a proponer nuevas formas de lucha? Que yo recuerde, nadie.


    El gobierno Barco heredó la frustración, le tocó gobernar con la zozobra y sentar las bases de reformas radicales mientras la corrupción arrasaba. No siempre los libros de historia son justos a la hora de entender la lucha quijotesca del “último liberal”.


    ¿Fue la extradición un instrumento realmente efectivo?


    Fue la única que amedrentó a los narcotraficantes, el único esfuerzo supranacional que nos permitió esquivar la rampante inmoralidad que estaba cooptando a algunas instituciones, incluida la Corte Suprema de Justicia. Concentrarnos en ella como una única alternativa judicial tal vez no nos permitió imaginar otros escenarios, pero el hecho es que golpeó al narcotráfico y permitió al Estado no ceder ante la fuerza corruptora de la criminalidad.


    ¿Militarizar la lucha contra las drogas fue un error?


    No lo siento así. Fue parte de una cadena de acciones que incluyó una estrategia internacional, una depuración de las Fuerzas Armadas y una reforma a la Justicia.


    Combatir un fenómeno de las dimensiones del narcotráfico no podía hacerse a punta de discursos y leyes. Militarizar las operaciones empezaba por crear fuerzas especiales como el Grupo Élite que se puso en operación en 1989, para enfrentar a los paramilitares y atemorizar a los capos del cartel de Medellín. Esta acción estuvo acompañada de la erradicación de cultivos en zonas de influencia del narcotráfico y la guerrilla. Poco a poco tocó abandonarlas por el rechazo de los defensores del medioambiente y la resistencia de las comunidades.


    Sin embargo, la militarización como estrategia de control interno fue exitosa. Gracias a ella, el gobierno Barco destruyó laboratorios, llevó al banquillo con pruebas contundentes a quienes incurrían en la ilegalidad, se destruyeron productos químicos e insumos base para el procesamiento de cocaína. Este esfuerzo requería acciones complementarias, entre ellas la de reformar la Justicia.


    ¿Hasta dónde llegan los contactos del secretario general de la presidencia, Germán Montoya, con Joaquín Vallejo, que supuestamente tramitaba el interés del cartel de Medellín de negociar?


    Nunca participé en los encuentros entre don Germán Montoya y Joaquín Vallejo. Conocí de estos hechos cuando salió el escándalo y don Germán me pidió que reconstruyera la historia con base en unas anotaciones que minuciosamente conservaba.


    A principios de 1988, Guido Parra, un abogado conocido de Pablo Escobar, leyó un artículo publicado por el exministro Vallejo, que defendía la tesis de que era necesario escuchar a los narcos así no se entrara a negociar. Hábilmente, Parra contactó a Vallejo y le pidió desarrollar la idea que culminó en un encuentro de ambos con Pablo Escobar. El exministro quedó convencido de que Los Extraditables querían explorar una salida negociada.


    En septiembre de 1988 socializamos la llamada Estrategia para la Paz dirigida a los grupos alzados en armas y los ajenos a la subversión. Vallejo creyó que los narcotraficantes podían acudir a una mesa de diálogo por ser “ajenos a la subversión”. Pero jamás contemplamos que la estrategia de paz incorporara a sicarios o paramilitares.


    Vallejo pidió una cita con don Germán Montoya, uno de los hombres más poderosos de la Presidencia, y en la reunión el exministro afirmó que los narcotraficantes estaban dispuestos a sacrificarse y redactó un borrador de un posible acuerdo, que establecía que si se lograba revocar la extradición, los capos dejarían el negocio, entregarían laboratorios, pistas, aviones… La propuesta era calcada de la que en su momento los capos del cartel de Medellín le presentaron al expresidente López Michelsen y al procurador Jiménez Gómez en 1984. Don Germán celebró diez reuniones y por el hecho de que este era un diálogo con un exministro sin finalidad alguna, jamás me involucró en las supuestas negociaciones como consejero de paz, que era yo.


    Quince días después del asesinato de Galán, Vallejo hizo públicos los encuentros e hizo llegar la información al entonces senador, Álvaro Leyva Durán, quien le pasó la información a Juan Carlos Pastrana, entonces director del diario La Prensa e hijo de su jefe político, el expresidente Pastrana Borrero,


    Creo que hay una sobrevaloración injusta de los hechos. Para don Germán, las conversaciones con Vallejo eran solo eso, simplemente conversaciones. Para Vallejo, eran diálogos y negociaciones. En Colombia, ha hecho carrera la costumbre que escuchar es igual a asumir compromisos. Era ingenuo pensar que el Gobierno, que estaba liderando por primera vez una lucha contra el narcotráfico, alentara canales de diálogo con los voceros de la más violenta criminalidad.


    ¿En qué acertó y en qué falló el gobierno Barco?


    Virgilio Barco fue un presidente visionario, un liberal en todo el sentido de la palabra, extraño para la época que le tocó vivir. Fue un transformador a quien no le tembló la mano para gobernar un país que en cuatro años cambió radicalmente.


    ¿En qué acertó? En sentar las bases de lo que su sucesor, César Gaviria, llamaría “Bienvenidos al futuro”. Barco entendió que la democracia no era un diálogo de sordos sino un ejercicio del pluralismo con la oposición y con ideologías contrarias, lo cual permitió sellar los únicos acuerdos de paz exitosos en nuestra historia durante el siglo XX. Le permitió al país cambiar la vetusta Constitución del 86 convocando un plebiscito donde se coló la “séptima papeleta” que dio vida a la Constitución del 91; creó el esquema gobierno-oposición, la única especie de estatuto de oposición que ha funcionado más allá de los formalismos del que hay hoy. Comprendió que la política era importante y más si se le inyectaba una dosis de ética, y podría enumerar muchos aciertos que dan testimonio de un proyecto político que buscaba darle legitimidad a las instituciones mejorando la calidad del sistema político.


    ¿En qué falló? Probablemente en no comprender el cambio social. Mientras él lideraba un cambio político sepultando las estructuras oxidadas del Frente Nacional, había un cambio social, empezaban los primeros signos del poder corruptor del “todo vale” y el dinero fácil, la aplicación de la ley por mano propia, que es la degradación del tejido social. Barco muchas veces pecó por creer en quienes de un lado comulgaban con la legalidad pero en la mano tenían la llaga de la ilegalidad. No nos hemos recuperado desde entonces.


  



  
    _____Alfonso Gómez Méndez


    “Barco se la jugó a fondo en la lucha contra el narcotráfico”.


    “¿Qué hubiera pasado si no hubieran ahogado en sangre a la UP?”


    “Aquí hubo más muertos que en las dictaduras militares de América Latina”.


    “Fue un error creer que toda la oposición es de izquierda, armada, ilegítima...”.


    Liberal hasta la médula y defensor de la solución negociada del conflicto armado, tiene especialización en derecho constitucional de la Universidad de París y en derecho penal de la Universidad de Bonn. Ha sido profesor universitario, representante a la Cámara, procurador general, fiscal general, embajador en Austria, precandidato a la Presidencia y ministro de Justicia. Entre sus publicaciones se destacan Delito continuo (1974), Delitos contra la Administración Pública (1987) y Derecho Penal: hacia la globalización (2000). En la actualidad es columnista de El Tiempo.


    En 1989 es designado procurador para remplazar a Horacio Serpa, quien renuncia al cargo para incorporarse a la campaña presidencial de Ernesto Samper. Asume funciones poco después de la masacre de una comisión judicial en La Rochela, en el Magdalena Medio, cometida por paramilitares con participación de miembros del Ejército.


    Usted sucede a Horacio Serpa en la Procuraduría muy poco después de la masacre de La Rochela… ¿Cómo llega a ser procurador general de la Nación?


    Llegué a la Procuraduría en marzo de 1989. Serpa había renunciado para irse como jefe de debate de la primera campaña de Ernesto Samper. Yo era representante a la Cámara, pero los congresistas podían pasar del Congreso a ocupar cargos públicos en otras ramas del poder. El presidente Virgilio Barco y el secretario de la Presidencia, Germán Montoya, me citaron a la Casa de Nariño. Dijeron que habían decidido que yo fuera procurador y que tenía que posesionarme ese mismo día. Les dije que eso no estaba en mis planes, pero que me dejaran preguntarles a mi mujer y al expresidente Alfonso López Michelsen, que siempre fue mi consultor. Recibí el beneplácito de los dos, me posesioné enseguida y lo primero que se me vino a la cabeza fue la tragedia del Palacio de Justicia y el inmolado magistrado Alfonso Reyes Echandía, mi mentor en asuntos de derecho, que había querido ser procurador y debía haberlo sido.


    ¿Por qué designado por el presidente y no elegido por el Congreso?


    En ese momento no había Congreso porque las sesiones empezaban el 20 de julio, y el presidente tenía que nombrar a alguien interino. Había que terminar el período de Carlos Mauro Hoyos, asesinado un año antes por el cartel de Medellín. Serpa lo había remplazado. Después, el presidente me incluyó en la terna y salí elegido en propiedad por la Cámara de Representantes.


    ¿Qué recuerda de la violencia que vivió el país en 1989?


    Ha sido la etapa más difícil de mi vida. Cuando salía siempre pensaba que podía no volver. Pasaba por el puente sobre la calle 26 y siempre pensaba que ahí podía haber un explosivo. Todavía guardo como recuerdo los chalecos antibalas que usaba. Imagínese lo que era meterse con Pablo Escobar, con Gonzalo Rodríguez Gacha… Cuando teníamos preso a su hijo, el Mexicano quería secuestrar a mi hijo mayor para intercambiarlo. Ese año perdí a muchos amigos míos, como Jaime Pardo Leal, como Galán, cuya muerte lloré intensamente en mi casa. Fue una época muy dura y por eso hablo con vehemencia de eso. Porque expuse mi vida por defender la extradición, entre otras cosas como una manera de luchar contra el narco –algo de lo que nadie se acuerda–, y después jubilosamente celebraron que la Constituyente la tumbara. Este es un país esquizofrénico.


    Entonces el principal organismo de investigación era Instrucción Criminal, pero no tenía los dientes suficientes para hacer frente a la criminalidad creciente…


    Sí, y además para investigaciones como la de La Rochela, la Justicia no tenía apoyo de los militares. Era la queja permanente del director de Instrucción Criminal, Carlos Eduardo Lozano, y por eso a veces él y el presidente Barco tenían que reunirse a solas y montar operativos a espaldas de los militares, en especial en todo lo que tenía que ver con el Magdalena Medio. Puerto Boyacá era el corazón del fenómeno paramilitar que partía del batallón Bárbula. El presidente Barco trataba hasta donde podía, pero no tenía todo el apoyo del Ejército para avanzar en esas investigaciones.


    Seis meses después de la masacre de La Rochela capturan a Alonso de Jesús Baquero, el negro Vladimir, que confiesa haber ejecutado la masacre y señala al coronel Henry Bohórquez, comandante del batallón Bárbula, como comprometido en operaciones de guerra sucia con los paramilitares.


    Cierto, detrás de la masacre había militares y a propósito del coronel Bohórquez, la Procuraduría impulsaba ese caso porque no solo era parte del proceso penal, sino que yo personalmente estaba muy involucrado y estaba en contacto permanente con el director de Instrucción Criminal. Al coronel Bohórquez lo sacó el presidente Barco, y cuando salió dijo en una carta que se había limitado a cumplir las instrucciones de la oficialidad.


    ¿Alguna vez habló con él?


    Justo en los días en que me iba de la Procuraduría, el coronel, ya retirado, me visitó y me dijo que tenía muchas dudas de hablar conmigo porque le habían dicho que yo era comunista.


    ¿Entonces por qué decidió hablar con usted?


    Porque según me dijo, había hablado con el general Héctor Rivas, quien había sido comandante del batallón Caicedo en Chaparral, mi tierra, y él le había dicho que yo era un liberal. Ya en confianza en mi oficina, el coronel Bohórquez me contó, preocupado, que cuando salía del Ministerio de Defensa luego de notificarse de su llamado a calificar servicios, uno de sus superiores le había dicho: “Coronel, no olvide cómo mueren los sapos”. Dos años después lo asesinaron en Bogotá.


    ¿El Gobierno era consciente de la dimensión que había alcanzado el fenómeno paramilitar?


    Creo que el gobierno Barco era consciente, que hizo lo posible y que tenía aliados importantes como Carlos Ossa y Rafael Pardo, entre otros, pero fue insuficiente. Había sectores de los militares que equivocadamente creían que como a la guerrilla había que combatirla no importaba con quién tuvieran que aliarse. Ese fue el gran error y por eso el remedio fue peor que la enfermedad. En todo lo que pasó en el Magdalena Medio, y en las masacres en Urabá, Córdoba y Antioquia había una consideración elemental: ¿cómo podían pasar esas cosas y que la fuerza pública en el área no se enterara? Por ejemplo, ¿cómo pudo ocurrir la masacre de Segovia en Antioquia que dejó 46 muertos, sin que la Fuerza Militar o la Policía lo supieran?


    El Gobierno prohíbe los grupos de autodefensa en 1989. ¿Es una reacción tardía?


    Fue en abril de 1989, y yo le ayudé al presidente Barco en la concepción de ese decreto. Un decreto de estado de sitio mediante el cual se hicieron dos cosas: primero, suspender la Ley 48 de 1968 que permitía armarse a la población civil y, segundo, establecer el paramilitarismo como delito. Algunos sectores del Ejército no estaban de acuerdo, y recuerdo que Marcela Romero, quien ayudó a preparar la norma, me contó que en un momento dado los militares se negaron a firmar el decreto. Pero el presidente Barco resolvió un día muy temprano firmar el decreto y luego se lo pasó al ministro de Defensa, que no tuvo más remedio que firmarlo. Un procedimiento hecho al revés que funcionó.


    Barco creó también el Cuerpo Especial Armado para luchar contra el paramilitarismo y puso al mando al director de la Policía, general Miguel Antonio Gómez Padilla, pero a veces los del Ejército no dejaban actuar. Todas las herramientas que luego se perfeccionaron contra el crimen organizado las diseñó el gobierno Barco, inicialmente por medio de decretos de estado de sitio: extradición por vía administrativa, creación del delito de conformación de grupos paramilitares y de enriquecimiento ilícito, justicia sin rostro para evitar el asesinato de jueces y magistrados, y extinción de los bienes de la mafia…


    ¿El estado de sitio era un instrumento efectivo para la gobernabilidad?


    El país entró en una ruptura institucional desde 1949, cuando Mariano Ospina Pérez cerró el Congreso mediante un decreto de estado de sitio, con el argumento de que su funcionamiento era incompatible con el mantenimiento del orden público. Durante diez años el país mantuvo el estado de sitio y toda la legislación fue expedida por decretos de estado de sitio hasta que llegó Alberto Lleras y expidió una ley que adoptó como legislación permanente la gran mayoría de esa legislación. Luego, durante el Frente Nacional, la mayor parte del tiempo se gobernó bajo estado de sitio y, además, había factores que hasta cierto punto lo estimulaban. Por ejemplo, el estado de sitio computaba como doble para la pensión de los militares. Uno podía encontrar un muchacho que había entrado a los 18 años como militar y a los 28 estaba pensionado gracias al estado de sitio. En 1984, luego del asesinato del ministro Lara Bonilla, se decretó el estado de sitio y siguió vigente durante el gobierno de Virgilio Barco. Lo irónico de todo esto es que la Asamblea Constituyente fue convocada por un decreto de estado de sitio.


    La extradición por vía administrativa también fue revivida bajo el amparo del estado de sitio…


    Claro, por una razón, porque la Corte Suprema tumbó el tratado de extradición con el argumento peregrino de que como la ley aprobatoria del tratado había sido firmada por Germán Zea, ministro delegatario en funciones presidenciales, significaba delegar el manejo de las relaciones internacionales que son del resorte presidencial.


    Argumento peregrino… ¿Una formalidad para sacarle el quite a una decisión que podía significar amenaza e incluso muerte? ¿Una corte amedrentada?


    La Corte que asesinaron en el Palacio de Justicia por la acción del M-19 y la torpeza del Ejército, se había resistido a tumbar el tratado de extradición, había dictado varias veces auto inhibitorio. La Corte que la remplazó en diciembre de 1986, un año después de la toma, tumbó el tratado con ese argumento. El ministro de Justicia era Eduardo Suescún, amigo mío, quien entonces me preguntó: “¿Qué hacemos? Nos quedamos sin tratado de extradición”. La sentencia decía que el proyecto debía volver a la secretaría jurídica de la Presidencia para que lo volviera a sancionar el presidente titular. Entonces decidimos que Suescún lo llevara al presidente y Barco lo firmó, pero como la Corte estaba intimidada volvió a declarar inconstitucional el tratado. La decisión de tumbar el tratado la tomó un conjuez, Alfonso Suárez de Castro, porque la votación había quedado 12-12. Ese era el estado de intimidación. Después de eso, Barco se la jugó a fondo en la lucha contra el narcotráfico y a raíz de ese fallo se dio la pela y por un decreto de estado de sitio comenzó a aplicar la extradición por vía administrativa. Como procurador le di el visto bueno al decreto. Mucha sangre corrió para tratar de eliminar la extradición.


    Vista la situación desde hoy, ¿la extradición era la única salida? En términos de costo-beneficio, ¿no costó demasiadas muertes y pocos beneficios en cuanto a disminución del narcotráfico?


    La extradición se metió en la agenda pública y hoy la seguimos teniendo. En ese momento era partidario de la extradición de nacionales y no me arrepiento de eso, pero hoy creo que fue un error. En el 84, recién asesinado el ministro Lara, el gobierno Betancur, que no estaba de acuerdo con la extradición (tampoco Lara que firmó una resolución negando extradiciones con el argumento de la soberanía nacional), resolvió aplicarla. El presidente Betancur convirtió un cadáver en un argumento jurídico, cuando en el famoso discurso de la catedral de Neiva dijo: “¡Alto ahí, enemigos de la humanidad entera!”. Después de eso, los narcos se fueron a Panamá y propusieron entregarse y hasta pagar la deuda externa. No pidieron nada distinto a la no extradición, ni siquiera pidieron que les rebajaran las penas. Eso se frustró, como es bien sabido, cuando Juan Manuel Santos, entonces subdirector de El Tiempo, filtró el memorando de los narcos. Pedían mucho menos de lo que después se les dio a otros grupos con la política de sometimiento y en los acuerdos de Ralito. La pregunta es: ¿si hubiéramos negociado en el 84 nos habríamos evitado mucha violencia, incluida la toma del Palacio de Justicia?


    ¿El presidente Barco tenía algún margen de maniobra para haberse negado a la extradición, para oponerse a las presiones de Washington?


    Es muy difícil decirlo ahora, pero a veces los americanos hasta respetan más a quienes los enfrentan. Hay un componente crucial que falta en este análisis y es que Virgilio Barco avalaba la extradición y que además presentó un proyecto de reforma constitucional que contenía el 80 por ciento de lo que aprobó luego la Constituyente, como la tutela. Pero el 30 de noviembre de 1989 los narcos, a través de los congresistas, intentaron imponer un referendo para que la gente dijera sí o no a la extradición. Barco prefirió hundirlo y retirar el proyecto antes que ceder a la presión de los narcos. Después de muerto Galán, la opinión era que el Congreso no podía tramitar reformas constitucionales porque era corrupto e iba a ceder a los narcos con lo de la extradición. De ahí surgió la idea de la Constituyente, que fue más allá del Congreso corrupto que terminó cediendo y hundió la extradición.


    Usted dice que Barco estaba de acuerdo con la extradición, pero si no lo estuviera, ¿tenían algún margen de maniobra para negociar o para decir no a la extradición?


    Creo que sí podría existir ese ambiente y le voy a dar un ejemplo: después de que la Constituyente que impulsó César Gaviria prohibió la extradición, ¿por qué lo apoyaron en la OEA?


    ¿Muchos muertos inútiles por cuenta de la extradición?


    Todos los muertos fueron inútiles porque si antes se hubiera hecho lo que hizo la Constituyente, nos hubiéramos evitado los muertos. Es dramáticamente cruel: si lo narcos hubieran pensado que en un gobierno de Galán iban a tener las ventajas que les dio Gaviria, el expresidente hubiera sido Galán. Así de dramático.


    ¿Alguna posibilidad de que Galán negociara con los narcos?


    No, y por eso lo matan. Y por eso la ironía de que la Constituyente, que consideran heredera de Galán, termine cediendo a los narcos. En Noticias de un secuestro García Márquez cuenta que Escobar se entregó cuando le llevaron el artículo 35 de la nueva Constitución. Eso es lo que hay que explicarle a esta Nación. Hagamos historia.


    ¿A qué cree que se debe que al gobierno Barco, en especial en 1989, le toque la máxima expresión de todas la violencias? Guerrilla, narcoterrorismo, campaña de exterminio contra la UP, guerra entre esmeralderos, asesinatos de candidatos presidenciales… Todo permeado por el narcotráfico.


    Es cruel en términos de análisis porque Barco era un liberal en el sentido filosófico, un liberal civilista. Yo veía su angustia, no tenía el apoyo pleno de la fuerza pública. Trató de recuperar para el poder civil el control del orden público, pero no lo logró porque eso había ido demasiado lejos. Tampoco tenía apoyo político porque sectores del Partido Liberal eran de derecha y algunos terminaron en cosas oscuras. Es paradójico que esto le haya pasado a un presidente como Barco, que le dio garantías políticas a la UP. Me nombró procurador interino y luego me apoyó sabiendo que yo había sido elegido como liberal en alianza con la UP. Por eso me atacaron, por la asociación de la UP con la guerrilla. Acuérdese que Barco recibía a Jaime Pardo Leal, que Barco fue quien hizo la paz con el M-19 y preciso después mataron a Carlos Pizarro.


    Y el gobierno Barco también promovió curules especiales para los desmovilizados.


    Sí, y estimulaba eso y estimulaba la oposición. Pero Gaviria volvió al esquema gobierno-oposición y al Frente Nacional, y en la política de drogas pasó de la confrontación a la negociación.


    ¿La UP se equivocó de estrategia política al aceptar la combinación de las formas de lucha y no ser clara su desvinculación de la lucha armada?


    Sí, fue un error haber mantenido la combinación de todas las formas de lucha. Algunos antiguos combatientes, muy pocos –Braulio Herrera e Iván Márquez–, llegaron al Congreso, pero la UP era un partido político y la estrategia era matarnos a todos los parlamentarios (yo me salvé porque me nombraron procurador). Iban a empezar por los suplentes y por eso se fue Alberto Rojas Puyo, pero también iban tras los diputados, los concejales, los alcaldes... Mire los muertos: Jaime Pardo Leal, Bernardo Jaramillo, Leonardo Posada, Pedro Nel Jiménez…


    ¿Por qué tan fuerte el rechazo a la UP?


    El error del establecimiento fue asustarse con el resultado de Jaime Pardo Leal, que sacó 400.000 votos cuando el Partido Comunista normalmente sacaba 50.000. Me pregunto qué hubiera pasado si no hubieran ahogado en sangre a la UP. Pardo Leal podía haber sacado tres millones de votos y de pronto no existirían las Farc. Ese es el tema de fondo.


    ¿Qué tanto incidieron la guerra fría y la teoría del enemigo interno en el auge del paramilitarismo?


    Creo que pudieron influir mucho. Aquí veían comunistas en todas partes y la paradoja es que hubo más muertos que en las dictaduras militares de América Latina.


    Pero también porque en esos países no había narcotráfico, que alimentó la maquinaria militar de los paramilitares.


    De acuerdo, el narco es un catalizador grande pero no es lo único. Me parece que fue un error esa especie de cultura del Frente Nacional, creer que toda la oposición es de izquierda, es armada, es ilegítima. Si no es por el apoyo de políticos, de los financiadores y las complicidades de la fuerza pública, que hicieron aflorar el paramilitarismo, aquí hubiera podido no haber “paras”. Y una cosa más: muchos lo veían bien porque la gente estaba desesperada con la guerrilla y por eso terminó justificando lo injustificable.


    Usted dice que lloró intensamente por la muerte de Galán. ¿Cómo era su relación con él?


    Nadie sabe que aun antes de ser congresista, fui asesor en la sombra de Galán. Incluso me propuso encabezar la lista por el Tolima para el Senado de 1986, pero yo ya tenía compromiso con el jaramillismo. Entonces le dije a Galán que me dejara ganar con ese grupo y que después mirábamos qué hacer, porque en política uno puede perder o ganar pero no perder a sabiendas. Yo cumplo años el 16 de agosto y a él lo mataron el 18, todavía guardo la tarjeta de cumpleaños que me mandó. Días antes, cuando se salvó de un atentado en Medellín, el 4 de agosto de 1989, me llamó, fui a su casa y de allí llamé al director de la Policía, el general Gómez Padilla, y le pedí que le reforzara la seguridad. La única persona que le paró bolas en el Estado fui yo. Galán se lo dijo a su esposa tres o cuatro días después del atentado.


    Y le cuento un detalle: cuando lo asesinaron yo estaba tratando de hacer un puente entre López Michelsen y él, que era el candidato del Gobierno porque había sido solidario todo el tiempo. Barco no veía como sucesor a uno del oficialismo liberal, como Hernando Durán, Alberto Santofimio o Ernesto Samper. Yo le oí decir a Barco que su candidato era Galán.


    ¿Qué pensaba López de Galán?


    Contrario a lo que la gente cree, López nunca pensó realmente que la disidencia de Galán fuera la causa de que él no hubiera ganado las elecciones. No eran amigos, pero López (yo hablaba mucho con él) no sentía odio por Galán, más bien cierta indiferencia. Por eso comencé a establecer puentes.

  


  
    _____Aída Avella


    “Era una devastadora sensación de impotencia.”


    “Una parte del Estado trabajaba directamente con la mafia.”


    “Hicimos nuestra militancia en los cementerios.”


    De larga trayectoria en el mundo sindical y en la defensa de los derechos humanos, Aída Avella es una superviviente del exterminio de la UP, partido que presidió poco después del asesinato de Bernardo Jaramillo en 1990, cuando cerca de tres mil militantes habían sido eliminados. Miembro de la Asamblea Nacional Constituyente y dos veces concejal de Bogotá, en mayo de 1996, luego de un atentado con rocket del que milagrosamente salió ilesa, se exilia en Suiza donde vive diecisiete años.


    Regresa al país en 2013 para asistir al congreso de la UP, que gracias a un fallo del Consejo de Estado ha recuperado la personería jurídica que el Consejo Nacional Electoral le quita en 2002. Es fórmula vicepresidencial de Clara López en las elecciones de 2014 y en la actualidad es senadora de la UP como parte de la colación que conforma la llamada Lista de la Decencia, integrada además por Colombia Humana de Gustavo Petro, el Mais y la ASI.


    ¿Qué hecho en particular la conmovió de ese 1989?


    El asesinato de Luis Carlos Galán. Fue tan brutal, fue un día terrible para mí. Mis hijos María y Pablo, de 9 y 10 años respectivamente, no dejaban de ver los noticieros… Yo les dije que habían matado a un candidato presidencial y en ese momento de conmoción les pregunté: “¿Qué tal que tengamos que irnos del país?”. Saltaron como un resortico y preguntaron: “¿Y mis amigos y mi colegio? ¿Y la casa?”. Yo les dije que si tocaba irnos, tocaba irnos. Ellos respondieron: “Mamá, nosotros no nos vamos”. Los vecinos golpeaban en la puerta y me preguntaban: “¿Ahora qué hacemos?”


    ¿Lo que sucedió en 1989 fue un punto de inflexión?


    Sí, marcó la historia de este país. Luego hubo un respiro con la séptima papeleta, los jóvenes salieron a la calles, elegimos una Constituyente en 1990… Todo el mundo tuvo muchas ilusiones. En medio de las grandes crisis, este país siempre encuentra un respiro. El M-19 acababa de entregar las armas…


    Pero su jefe, Carlos Pizarro, candidato de la Alianza Democrática M-19, el movimiento político que surgió de los acuerdos firmados en marzo del 90, fue asesinado mes y medio después por los paramilitares…


    Desmovilizarse y dejar las armas le costó la vida. Todos sentíamos esos crímenes como si fueran parte de la familia. Era como enterrar todos los días a alguien cercano. Era la familia que caía, era brutal. Y cabe recordar que una parte del Estado trabajaba directamente con la mafia.


    ¿Qué le cuesta la vida al ministro Rodrigo Lara?


    Cuando él llega al ministerio de Justicia, empieza a decir “Ellos están aquí”. Eso le cuesta la vida.


    ¿Qué recuerda del ministro Lara?


    De él tengo un recuerdo tremendo. El viernes anterior a su muerte, a su asesinato, los guardias penitenciarios y yo nos reunimos con él y cuando terminamos la reunión, me dijo: “Aída, quédese un momento que quiero preguntarle una cosa”. Recuerdo que era una oficina pequeña y entonces me pregunta: “¿Por qué están matando a la gente de la UP? ¿Quién los está matando?” Yo le respondí: “Nos están matando porque tenemos otra concepción de la política y nos están matando las Fuerzas Militares”. Se quedó lelo con mi respuesta y me preguntó si habíamos hecho la denuncia. Le dije que sí, pero que no pasaba nada. Entonces me dijo: “Aída, me voy para Neiva en Semana Santa y voy a rezar para no los sigan matando”.


    Y al ministro Lara lo asesinan pocos días después, la víspera del jueves santo, el 30 de abril de 1984…


    Sí, lo matan y el mundo se me cae… Iba a rezar para que no nos siguieran matando y lo matan a él. Fue una cosa bárbara, era una devastadora sensación de impotencia. Uno se preguntaba: “Si mataron a Lara, ¿cómo no nos van a matar a nosotros?”.


    ¿Cómo era su vida en 1989?


    Yo pertenecía al Comité Ejecutivo de la Central Unitaria de Trabajadores, CUT; era presidenta de la Federación Nacional de Trabajadores al servicio del Estado, Fenaltrase, y formaba parte del Comité Ejecutivo de la Confederación de Sindical de Trabajadores de Colombia, CSTC, una agremiación de izquierda con notable influencia del Partido Comunista.


    Entramos a la Unión Patriótica como dirigentes sindicales que apoyábamos los acuerdos de paz, que la guerrilla se desmovilizara y entrara a un proceso de reincorporación a la vida civil.


    ¿Qué papel jugó usted en los orígenes de la UP?


    Fui activista de la UP, asistía a los actos públicos que se convocaban, pero en los comienzos no hice parte ni de su dirección, ni del Comité Ejecutivo. En 1986, cuando la UP lanza una lista de candidatos al Congreso, participé como activista en el barrio Las Granjas de Bogotá repartiendo papeletas y me llevé una gran sorpresa porque la gente quería votar por los guerrilleros. En ese momento la UP representaba un nuevo aire en medio de una política muy viciada en la que fuera de los liberales y los conservadores no existía nadie más, y resulta que entonces mucha gente no quería votar por ninguno de los dos, y ese fue el éxito de la UP. Hasta compañeros sindicalistas que no eran de izquierda decían que iban a votar por la UP. Era como un sentimiento colectivo de que el país no podía seguir como iba.


    El avance fue significativo en muy poco tiempo.


    Sí, en las elecciones de 1986 sacamos cinco senadores y nueve representantes a la Cámara y luego fue la locura en la primera elección popular de alcaldes en 1988. Hubo regiones como Urabá, donde la UP ganó siete alcaldías. Los resultados eran esperanzadores.


    ¿Eso alteró a los políticos tradicionales, acostumbrados a repartirse el poder, que vieron en la UP una competencia peligrosa?


    Sí, mire lo que sucedió en Segovia (Antioquia) donde los paramilitares le cobraron al pueblo haber elegido a la candidata de la UP, Rita Ivonne Tobón, una joven de 28 años con dos hijos pequeños. Había sido personera del municipio y en ese cargo descubrió que algunos dirigentes liberales no solo se robaban las regalías del oro sino los recursos de la Alcaldía. Ella le reveló los hallazgos a su papá que era concejal por el Partido Liberal, quien renunció indignado por lo que hacía la gente de su partido y le vaticinó a su hija que pronto sería elegida alcaldesa. En efecto, fue elegida en 1988. Ese fue el gran delito del pueblo y por eso la masacre.


    La masacre de Segovia formó parte del llamado “plan retorno” de los paramilitares, que se propusieron recuperar los municipios donde había ganado la UP. Si había que hacer una masacre, la hacían sin que nada importara. Y vino el exterminio.


    De la UP fueron asesinados nueve parlamentarios. Fue muy difícil asimilar lo que sucedió. Hicimos nuestra militancia en los cementerios, donde nos encontrábamos incluso con gente que nada tenía que ver con la izquierda y se preguntaba indignada por qué mataban a los de la UP si habían sido elegidos por voto popular.


    ¿Encontraron apoyo en el gobierno Barco?


    El presidente Virgilio Barco se vio rodeado de fuerzas oscuras que habían penetrado las instituciones, con el agravante de que alrededor se movían recursos provenientes del narcotráfico. Pero aún así reglamentó la elección popular de alcaldes, antes de eso nombró más de veinte alcaldes de la UP para darles respaldo.


    El problema es que aquí siempre ha habido personas que nunca se han presentado a unas elecciones, que no son parlamentarios ni alcaldes, pero manejan el país. Es como un poder extra que tiene enorme capacidad económica que se mete a las elecciones y llega de cualquier manera, matando, comprando votos.


    ¿Cree que el hecho de que la UP haya tenido excombatientes como Braulio Herrera e Iván Márquez en su núcleo original, conspiró contra ustedes, los que estaban en la legalidad y nunca habían empuñado un arma?


    La UP nació de las Farc para su desmovilización y por eso ellos tenían que estar ahí. Nosotros queríamos ayudar en la parte política para que regresaran poco a poco a la legalidad. El sueño era que se desmovilizaran, se reintegraran a la vida civil y pudieran hacer una vida normal.


    ¿Ustedes pensaron que podían ser utilizados? ¿Conocían el plan estratégico de las Farc que era doblar el número de frentes y expandir sus fuerzas?


    No. Estábamos convencidos de que ellos salían del monte para reintegrarse a la sociedad. Estábamos seguros de que contribuíamos a la paz, pero cuando nos empezaron a matar, Iván Márquez y Braulio Herrera, que fueron elegidos, creían que los iban a asesinar, no resistieron más y ese mismo año regresaron al monte para protegerse. Se fueron quienes participaron en la guerra, pero los que estábamos en la parte civil no calculamos que nos iban a matar. Nunca previmos que viniera semejante andanada contra gente que nunca había tenido un arma en su mano.


    ¿Encontraron eco en funcionarios del Gobierno, alguien que los oyera, que los defendiera, que los entendiera?


    Cada vez que mataban a un compañero teníamos reuniones con funcionarios del Estado. Con un ministro, con otro y con el otro, pero no nos creían. Decían que estábamos calumniando, diciendo mentiras. Cuando Horacio Serpa era procurador le preguntamos qué hacer, le dijimos que el Ejército nos estaba matando. Preguntó si éramos capaces de decirles eso en la cara a los militares y le dijimos que sí, pero luego dijo algo que me impresionó mucho y por eso nos fuimos de su oficina: “Pónganme a pelear con los narcos, que eso es normal; pónganme a pelear con los paramilitares, que eso es normal; pero si me ponen a pelear con las fuerzas militares, ahí sí me matan”. Dije: “Suficiente ilustración, doctor Serpa, nos vamos porque aquí no hay nada qué hacer. Esto es un poder civil en manos de militares y nos van a seguir matando”.


    A pesar de todo, la UP se presentó a las elecciones de la Constituyente…


    Sí, cómo estaríamos de convencidos de que en esta democracia se podía avanzar, que participamos en la elección de los constituyentes. Por ejemplo, con Alfredo Vásquez Carrizosa, un militante de los derechos humanos, conservador de altísimo perfil.


    ¿En la Constituyente ustedes se alinearon en contra de la extradición?


    Nosotros siempre estuvimos en contra de la extradición por razones de soberanía. En la Asamblea Constituyente yo estuve en contra de la extradición.


    ¿Cómo hicieron para seguir adelante en medio de ese baño de sangre?


    Eso lo pregunta mucha gente. Después de la Asamblea Constituyente salí elegida para el Concejo de Bogotá, pero ya en ese momento la UP se había dividido. Habían salido elegidos Carlos Romero, Angelino Garzón y Roberto Sáenz, hermano de Alfonso Cano, comandante de las Farc, entre otros. En diciembre de 1991 hicimos un congreso porque se había retirado alguna gente y ahí me eligen presidente de la UP.


    ¿Alguna vez tuvieron contacto con sus enemigos?


    Un día llegó una carta de Fidel Castaño invitándonos a hablar a mí y a Hernán Motta, que estaba en el Congreso. La nota decía, poco más o menos, que estaban dispuestos a hablar el día que quisiéramos, a la hora que quisiéramos y en donde quisiéramos. Cuando leí eso quedé petrificada y por supuesto ni razón les dimos. Nada teníamos que hablar con esos señores. También recibimos mensajes de Víctor Carranza, pero dije. “No me muevo un centímetro de aquí”.


    El tiempo ha pasado y usted regresó del exilio y ahora está en el Congreso. ¿Siente el mismo miedo de antes?


    Siento más miedo cuando no hay amenazas. Como ahora.

  


  
    _____General Óscar Naranjo


    “1989 marca un antes y un después en relación con el control del Estado sobre el territorio.”


    “El apetito de los narcotraficantes para tomarse el poder surge de la debilidad del Estado para combatirlos.”


    “Si la prensa no aparece, probablemente el narcotráfico hubiera arrodillado a la sociedad colombiana.”


    “Era inevitable militarizar la lucha contra el narcotráfico.”


    “El país reacciona solo después de que Pablo Escobar vuela el edificio del DAS.”


    “La baja de Rodríguez Gacha demostró que el narcotráfico no era invulnerable.”


    De larga trayectoria en la Policía Nacional, el general retirado Óscar Naranjo, con estudios de sociología y periodismo, ha sido director de la Policía Metropolitana de Cali, de la Dijín y de la Policía Nacional, y fue clave en la modernización de la institución y de los sistemas de inteligencia en los cuales es experto, y en la lucha contra los carteles de la droga.


    Luego de su retiró de la Policía en 2012, fue asesor en asuntos de seguridad del gobierno del presidente de México Enrique Peña Nieto y dirigió el Instituto Latinoamericano de Ciudadanía del Sistema Tecnológico y de Educación Superior de Monterrey. Hizo parte del equipo negociador del gobierno de Juan Manuel Santos en el proceso de desmovilización de las Farc, fue ministro consejero para el Posconflicto y vicepresidente de la República (2017-2018). Es una de las personas que más sabe de narcotráfico en el mundo y hoy trabaja como asesor del BID.


    ¿Cómo analiza lo que sucedió en Colombia en 1989?


    En 1989 se presentó el acumulado histórico más grande de desafío al Estado colombiano en términos de la capacidad armada de los grupos criminales. Grupos criminales que no se armaron en el 89, pues lo que hubo fue un proceso gradual de preparación liderado por el cartel de Medellín, que encontró un socio formidable en el centro del país: Gonzalo Rodríguez Gacha, el Mexicano. La tenaza del cartel de Medellín, más la organización del Mexicano en Cundinamarca, Boyacá y Meta, fueron demoledoras frente a la capacidad del Estado.


    Recuerdo con particular angustia la incapacidad de la justicia. No hay que olvidar que en el 89 no existía la Fiscalía General de la Nación y que entonces el cuerpo de Instrucción Criminal despachaba en edificios públicos, literalmente debajo de unas escaleras y con dos o tres escritorios. Era una incapacidad grande derivada de la falta de medios, de preparación y, en muchos casos, permeada por la corrupción.


    De otra parte, hubo un proceso de ensayo y error, de aprendizaje de la fuerza pública que no estaba preparada para enfrentar los métodos que importaron los narcotraficantes, que tiene que ver con la doctrina mercenaria de armar escuadrones de la muerte para aniquilar y poner en práctica algo que todavía no terminamos de superar, como es el control territorial por parte de las mafias. El año 89 marca un antes y un después en relación con el control del Estado sobre el territorio.


    Hasta el asesinato del ministro Rodrigo Lara en 1984, el narcotráfico era un asunto de segundo orden, la sociedad era muy permisiva e incluso mucha gente hacía negocios con los narcotraficantes. El asesinato del ministro marca un punto de inflexión y el fenómeno hace eclosión en el gobierno Barco.


    ¿La reacción fue tardía porque no se entendía la dimensión del problema?


    El problema es antecedente y mucho tiene que ver con la llamada bonanza marimbera. Se pensó que el crecimiento de los cultivos ilícitos de marihuana era un tema marginal en la costa colombiana, no un problema del Estado. No hubo un tratamiento a fondo de esa mafia marimbera en términos de justicia para evitar que esos grupos delincuenciales incursionaran en el narcotráfico. Eso es lo que logra identificar Pablo Escobar, que hábilmente reconvierte la industria del tráfico y producción de marihuana y empieza a traer pasta base de coca desde Bolivia.


    En Colombia nos tragamos un cuento que nos ha hecho mucho daño, y es que los países de tránsito del narcotráfico como Colombia no sufrirían los males del narcotráfico, y que las mafias no se enquistarían en las instituciones. Pero resulta que desde 1984 –cuando asesinan al ministro Rodrigo Lara– y hasta 1989, lo que se da es la creación de un emporio que convirtió a Colombia en un país productor de drogas, de tránsito de otras drogas y consumidor intermedio de drogas, como lo estamos viviendo actualmente.


    ¿Un error de cálculo fatal?


    Hubo errores institucionales al tener una legislación que no procuró crear tipos penales que lanzaran la señal de que el narcotráfico era un peligro para la sociedad. Hubo errores de inteligencia proyectiva. El país vivía como en una especie de ínsula, el mundo no era globalizado, no había canales de intercambio de información con otros Estados, con otros cuerpos de inteligencia, no había conciencia de la corresponsabilidad. Pensábamos muy a la colombiana que enfrentábamos un problema doméstico, y resultó que era un problema regional, global.


    El Gobierno acudió al estado de sitio por la debilidad de la justicia y la corrupción de la Policía y del Ejército. ¿El estado de sitio sirvió como mecanismo para hacerle frente al narcotráfico y al paramilitarismo?


    Hablo francamente por la gestión del presidente Virgilio Barco, a quien la Historia no le ha reconocido suficientemente su integridad, el valor que tuvo y la velocidad con la que actuó. Barco encontró en el estado de sitio un instrumento ágil para expedir normas que en su momento fueron impactantes. Todos los decretos para combatir el paramilitarismo fueron supremamente útiles, pues de otra manera la capacidad armada de los mercenarios israelíes y británicos que llegaron al país, alimentados con fondos del narcotráfico, hubiera sido catastrófica para la institucionalidad de este país.


    Por otro lado, creo que hay un ingrediente relacionado con el proceso fallido de paz del presidente Belisario Betancur. En ese momento los narcotraficantes identificaron que podían legitimarse si tenían un discurso pseudopolítico. Hay que recordar los discursos de Carlos Lehder, de Rodríguez Gacha, del mismo Pablo Escobar contra el comunismo, contra la izquierda. Decían que luchaban contra la causa de la izquierda y de las guerrillas. En el fondo lo que hicieron fue polarizar el país en términos ideológicos y políticos, y alimentar la idea de que el narcotráfico podía neutralizar una amenaza como la que representaba el proyecto de la izquierda.


    En varias ocasiones a lo largo de la historia reciente, los narcotraficantes intentaron negociar. Por las buenas como en el 84, desde Panamá, luego del asesinato de Lara, y luego por las malas, por medio del terrorismo y del secuestro. ¿Hubo en algún momento espacio para negociar o era un imposible moral y político?


    El apetito de los narcotraficantes para tomarse el poder y tener un proyecto narcopolítico surge de la debilidad del Estado para combatirlos. En mi opinión hubiera sido un gran error llegar a cualquier tipo de conversación, acercamiento o negociación porque hubiera parecido una imposición basada en la fuerza, en el chantaje, el secuestro y la intimidación. Cuando Escobar decide acudir al secuestro como arma para producir una negociación, por primera vez los colombianos entienden que hay una amenaza que puede tomarse el Estado, y entonces reaccionan.


    Aquí debo hacer una mención especial a los medios de comunicación en los años más difíciles, de mayor debilidad institucional. El país les debe muchísimo a los periodistas que hicieron un frente común, que no era fácil, para enfrentar lo que era una operación de exterminio liderada por el cartel de Medellín. La prensa colombiana lo hizo y a partir de esa posición el país encontró un punto de convergencia para elevar su voluntad y su autoestima, para no claudicar frente al narcotráfico. Si la prensa no aparece ahí, probablemente el narcotráfico hubiera arrodillado a la sociedad colombiana.


    El término narcoguerrilla acuñado por el embajador de EE.UU. Lewis Tambs, permite militarizar la lucha contra las drogas, involucrar al Ejército. ¿Era inevitable?


    Con el tiempo, la expresión del embajador Tambs resultó muy inteligente. Resultaba inevitable que un país que empezaba a producir cocaína mediante los cultivos ilícitos, terminara vinculando al campesinado que luego sería utilizado como escudo político y militar de las guerrillas. Y eso fue lo que sucedió. Pero esa expresión también nos llevó a generar una simplificación del problema, a decir que la guerrilla era simplemente una organización narcoterrorista. Tanto, que después del proceso del Caguán se dijo que la guerrilla era el cartel más grande, con lo cual se desconocía, primero, que la guerrilla era anterior al problema del narcotráfico y, segundo, que la guerrilla no tenía un fin narco en sí mismo, sino que usaba el narcotráfico como instrumento para financiar la guerra.


    La expresión final culminante de esa lógica se dio con el Plan Colombia. Si uno revisa los acuerdos alrededor del Plan Colombia, resulta evidente que estaba diseñado para luchar contra el narcotráfico, pero al mismo tiempo existe un eslabón con la guerrilla. Y lo que se prueba cuando el Plan Colombia alcanza su mayor éxito, es que en Colombia se pone fin a la posibilidad de que la guerrilla llegue al poder por la vía armada. Sin embargo, no sucede lo mismo con el narcotráfico y por eso lo seguimos padeciendo.


    ¿Entonces era inevitable militarizar la lucha contra el narcotráfico?


    Sí, creo que era inevitable por la necesidad de hacer control territorial en el momento más crítico y de mayor desafío y amenaza al Estado colombiano. En este punto suelo señalar un ejemplo: cuando el presidente Andrés Pastrana decide despejar unos municipios que equivalían más o menos a 42.000 kilómetros cuadrados, y el Gobierno le pide una opinión a la Policía sobre esa decisión, yo, como director de Inteligencia en ese momento, respondí pragmáticamente que en la práctica esa zona estaba despejada de facto porque en esos 42.000 kilómetros solo había ochenta policías.


    Otro fenómeno que tiene su mayor auge en el gobierno Barco y en concreto en 1989 es el paramilitarismo. ¿No se dieron cuenta a tiempo del monstruo que estaba gestándose? ¿Por qué solo hasta el 89 se tipifica como delito la conformación de grupos paramilitares y se suspende la Ley 48 del 68 que permite la creación de grupos de autodefensa?


    Lo que pude constatar entonces es que había una resistencia grande para abandonar una lógica y la doctrina de que desde el Estado era posible administrar autodefensas campesinas para proteger la institucionalidad y las comunidades. Pero la verdad es que es una concepción equivocada, porque cuando un Estado resuelve armar a los civiles para que se autoprotejan, lo que hace es crear condiciones para que se genere un monstruo que, al final, le entrega las armas al mejor postor. Fue lo que sucedió con unas autodefensas campesinas genuinas, armadas por el Estado en términos regulados, vigilados, que luego fueron cooptadas por el narcotráfico y transformadas en grupos paramilitares estructurados, bien armados, al servicio de la causa narcotraficante. El vacío legislativo era tan grande que solo hasta que el presidente Barco promulga tres decretos de estado de sitio para enfrentar el paramilitarismo, es que se tienen herramientas ciertas para enfrentar esa amenaza en términos mucho más objetivos.


    ¿No fue demasiado tarde?


    Sí, tarde cuando se valora el tema por fuera de la historia. La conclusión es que llegamos tarde, que creamos las condiciones para que el narcotráfico pudiera acceder a esas autodefensas y reconvertirlas en paramilitares. Fue un error.


    En 1987, César Gaviria, entonces ministro de Gobierno, denunció la existencia de más de 140 grupos paramilitares, pero nada se hizo y el fenómeno fue creciendo en forma dramática en medio de la debilidad de las instituciones, de la justicia en particular.


    Sí, porque imperó la lógica del negacionismo. Las autoridades, y no solo en Colombia, tienden a minimizar fenómenos de esa naturaleza, y eso significa negarlos, dejar de enfrentar el problema. El ministro Gaviria denunció la existencia de esos grupos, pero pasó como una denuncia política más. Y es que Bogotá no se veía afectada por hechos notorios de violencia, la confrontación se veía como periférica, distante. El país reacciona solo después de que Pablo Escobar vuela el edificio del DAS, pone carros bomba y asesina a Galán. Esa es una lección de nuestra historia de violencia.


    ¿Entonces no había conciencia de que la penetración del narcotráfico había llegado a niveles escandalosos?


    Como oficial de inteligencia y contrainteligencia encargado de combatir el narcotráfico y la penetración del narcotráfico en esas instituciones, puedo dar fe de varias cosas. Doy fe de que directores como el general Miguel Antonio Gómez Padilla, que asumió la dirección de la Policía en circunstancias muy difíciles, fue una persona íntegra, transparente y valiente para enfrentar el narcotráfico. En el caso de la Policía, la institución nunca negó esa situación, al punto de que un director general (José Guillermo Medina Sánchez) terminó preso ya como exdirector, vinculado y procesado por enriquecimiento ilícito. Se dieron procesos de depuración en muchos niveles y no hay que olvidar tampoco, porque sería una gran injusticia, que a los policías no los mataban por corruptos, los mataban por enfrentar el narcotráfico. En solo un año los sicarios de Pablo Escobar mataron quinientos policías en Medellín. La verdad es que la Policía aparecía como la primera fuerza que desafiaba el poder de Escobar.


    Pero también hubo mucha corrupción…


    Corrupción sí, pero inmovilización institucional no.


    ¿Y el Ejército?


    En el Ejército se dieron procesos de depuración muy importantes. Hubo debates públicos alrededor de unidades como el Batallón Bárbula. Francamente las decisiones del presidente Barco fueron señales contundentes para luchar contra lo que podrían ser permisividades premeditadas o pasivas frente al narcotráfico, y es a partir de ese momento cuando se eleva la capacidad para que los militares combatan esas manifestaciones del narcotráfico. Hubo un momento en que en Colombia se dio una discusión muy grande en torno a si el Estado podía usar militares para combatir ese tipo de fenómenos criminales. Esa situación se superó y hoy es claro que, sin perder la naturaleza de cada fuerza, hay que utilizar las capacidades de esas fuerzas para enfrentar el crimen.


    ¿Capacidades como cuáles?


    La inteligencia, por ejemplo.


    Puntos culminantes del 89 son el asesinato de Luis Carlos Galán y la muerte del Mexicano, dado de baja en un operativo en el que es clave un informante del cartel de Cali. ¿Cómo analiza esos dos casos?


    Con el caso de Galán sentí un dolor y al mismo tiempo una frustración enormes porque la Policía había desarrollado una vasta acción que culminó en la Operación Apocalipsis, que el 14 de agosto de 1989, cuatro días antes de su asesinato, permitió la captura de 870 criminales en 80 allanamientos, la incautación de una cantidad, impensable entonces, de 5.000 millones de pesos, representados en efectivo, lingotes de oro del Mexicano y de Leonidas Vargas. Con esa operación algunos tuvimos la idea tristemente equivocada de que se había dado un golpe fundamental y de que ellos estaban en fuga. No estaban en fuga, pues a los cuatro días asesinaron a Galán.


    En el caso de Rodríguez Gacha, su baja marca un punto de inflexión en la lucha, demostró que el narcotráfico no era invulnerable.


    ¿Cómo afrontaron desde los organismos de inteligencia la guerra entre los carteles de Cali y Medellín?


    La lógica de la sociedad colombiana era la de que no había tiro perdido entre los malos, que si se mataban entre ellos le hacían un favor a la sociedad. El Estado aparecía como espectador de esa lucha entre malos. Pero la guerra entre el cartel de Cali y el cartel de Medellín empieza a cambiar esa lógica, porque tuvo tanta intensidad que el Estado no podía quedar de observador entre dos actores criminales que estaban destruyéndose y al mismo tiempo destruyendo comunidades, generando una zozobra enorme en las ciudades.


    Eso marcó la necesidad de empezar a estudiar los carteles, porque veníamos de una estructura criminal monolítica. No podemos olvidar que Gilberto Rodríguez y Jorge Luis Ochoa fueron capturados juntos en España haciendo negocios. Pero con esa guerra la inteligencia empieza a perfilar la tipología de esos carteles que operan distinto. Con una diferencia que después fue muy notoria: Pablo Escobar y su cartel eran una banda armada criminal, mientras que la pretensión de los Rodríguez Orejuela y el cartel de Cali era convertirse en mafia.


    ¿Qué significa eso?


    La mafia se caracteriza por tener a la segunda generación libre de antecedentes penales, por haber lavado sus activos, por ejercer la violencia de manera discreta y tener voceros políticos propios. Hay que tener apariencia de buenos y de pacíficos. Criminológicamente eso significa que hay una mafia, pero en Colombia no la ha habido porque esos procesos se han frustrado. Cali estuvo más cerca. Incluso llegó a decirse que dizque el cartel de Cali operaba de manera decente, versus Pablo Escobar que era un vulgar matón. Todo eso nos sirvió para entender que los dos eran muy peligrosos, y eso fue lo que permitió, después de la muerte de Escobar, desmantelar en tiempo récord el cartel de Cali.


    Para dar de baja a Rodríguez Gacha fue clave el Navegante, un infiltrado del cartel de Cali en la estructura del Mexicano. ¿Eso de “asociarse” con el que sea, justifica el fin?


    Eso plantea el viejo y clásico dilema de los servicios de inteligencia sobre la calidad que debe tener la fuente. Ahí hay extremos. Hay una escuela que dice que la fuente tiene que ser impoluta, pero si es impoluta no hay información porque no tiene contactos con los malos. En el otro extremo están quienes dicen que hay que usar las fuentes que sean necesarias. Los dos son un error. Administrar una fuente significa que lo importante de la fuente es la información, y evitar que haya contaminación del que la administra. Pero lo que demostró ese proceso es que algunos de los que administraron esas fuentes terminaron contaminados.


    Hablemos del general Miguel Maza que entonces era un héroe y luego se convirtió en villano y hoy está en la cárcel por el asesinato de Galán. ¿Cómo ve ese caso?


    La justicia tiene preguntas alrededor del comportamiento y desempeño de funcionarios del DAS y esas preguntas tienen que depurar responsabilidades individuales penales. Por ejemplo: ¿quién nombra al jefe de seguridad de Galán? ¿De dónde sale la hoja de vida? ¿Quién lo promueve a ese cargo? ¿En qué circunstancias lo nombra? Son preguntas que necesitan una respuesta contundente porque ahí hay una sombra de duda.


    Pero por otro lado tengo que decir que en los años en que me desempeñé combatiendo el narcotráfico, el general Maza aparecía muchas veces como un general solitario enfrentando la mafia, al punto de que le hicieron tres atentados. Doy fe de que ahí había una decisión de ese general de combatir el narcotráfico. Y fue él quien produjo los primeros informes sobre el paramilitarismo. Lo que esperaría es que la justicia, más allá de la necesidad histórica que tenemos de conocer la verdad, sea una justicia que no se deje presionar por mitos y leyendas, rumores o desinformaciones que han crecido a lo largo de los años.


    ¿El gobierno Barco aporta algo a la política antidrogas?


    La cumbre de Cartagena a comienzo de 1990 marca un antes y un después en relación con el papel de la comunidad internacional y el fenómeno de las drogas. A partir de ese momento Colombia inicia una curva de aprendizaje y apoyo muy importantes. Cuando uno revisa hoy en qué esta Colombia en materia de lucha contra el narcotráfico concluye con evidencia que es el país que más acuerdos de cooperación policial tiene en el mundo y muchos acuerdos judiciales. Se convirtió en el pivote del intercambio de información de inteligencia, no solo para el continente sino para el mundo. En Asia ya es notable lo que hace la policía y en Europa es muy importante. Ya salimos del discurso de que éramos responsables por ser productores, pero creo que hoy hay dos eslabones del discurso antidroga que siguen intactos y que nadie toca: uno tiene que ver con los precursores para producir droga. Los volúmenes que no produce Colombia son enormes y llegan aquí de distintas maneras, y a la comunidad le interesa saber quién vende esos precursores.


    El otro tema es el mundo financiero. Colombia tiene la ley más antigua y eficaz de extinción de dominio, pero muere aquí porque nadie sabe lo que pasa con la utilidad global de lo que produce el narcotráfico. Si uno calcula que hoy se producen novecientos toneladas de cocaína y eso vendido al detal en las calles produce billones de dólares, la pregunta es: ¿dónde están esos billones de dólares? La respuesta es que no están en Colombia.


    ¿Hemos aprendido las lecciones o estamos reeditando errores del pasado?


    Creo que nos estamos moviendo con emociones alrededor del narcotráfico. Se está abandonando un poco la razón y la emoción está inspirando la política pública, lo cual deja al descubierto unas deficiencias grandes: primero, en Colombia no hemos hecho nada o casi nada en materia de prevención; segundo, no estamos haciendo lo suficiente para rehabilitar a los consumidores y nos hemos concentrado en la guerra dura contra la producción y la comercialización y; tercero, el mundo entero ha dado pasos gigantes alrededor de la regulación de drogas.


    Además, estamos desconociendo una especie de simbiosis criminal de economías criminales en nuestro territorio. Por ejemplo, tratar la minería ilegal con una estrategia diferencial aislada de la lucha contra el narcotráfico es un gran error, porque esas dos economías naturalmente convergen en los mismos actores, se retroalimentan. Tanto, que cuando cae el precio del oro se incrementan los cultivos ilícitos y cuando sube el oro hay campesinos que dejan de sembrar y se van a hacer minería ilegal.

  


  
    _____Francisco Leal Buitrago


    “Militares aliados con narcotraficantes y paramilitares buscaban tomarse el Estado”.


    “Los militares eran una rueda suelta”.


     “El asesinato de Galán frenó el avance de un proyecto reaccionario de militares y paramilitares”.


    Sociólogo de la Universidad Nacional, magister de la misma universidad y Ph.D. de la Universidad de Wisconsin (Estados Unidos). Es profesor honorario de las universidades Nacional y de los Andes. En 2001 ganó el Premio Alejandro Ángel Escobar en la categoría de Ciencias Sociales y Humanas por su trabajo La seguridad nacional a la deriva: del Frente Nacional a la posguerra fría, una mirada crítica a las políticas de seguridad en los últimos tiempos.


    Analista político, estudioso del conflicto interno y de las relaciones entre el poder civil y los militares, y experto en asuntos de seguridad. Entre sus publicaciones se destacan Estudio del comportamiento legislativo en Colombia (1973), Estado y política en Colombia (1984), Clientelismo. El sistema político y su expresión regional (1990), El oficio de la guerra. La seguridad nacional en Colombia(1994), La seguridad nacional a la deriva: del Frente Nacional a la posguerra fría (2002) y La inseguridad de la seguridad. Colombia 1958-2005 (2006). Su visión y análisis del gobierno Barco aportan luces para la comprensión de los fenómenos de violencia que vivió el país a mediados de la década del ochenta.


    ¿Qué recuerda de 1989 que le haya causado más impacto?


    El asesinato de Galán. Fue la culminación de un proceso de violencia que incluye los asesinatos, años antes, de Jaime Pardo Leal y de funcionarios públicos como el procurador Carlos Mauro Hoyos. Es definitivo para mostrar lo que llamaría una “coyuntura crítica”, que facilitó una salida y evitó unos problemas, y aunque la salida no fue la deseable fue muy importante porque frenó el proyecto reaccionario que querían imponer militares y paramilitares. El año 1989 es la culminación de un proceso que, en términos relativos, termina de manera positiva. Hoy el país sería distinto si no hubiera habido esa coyuntura crítica, una coyuntura violenta que, al final, define la convocatoria de la Constituyente. Aunque estemos muy mal, estaríamos peor.


    ¿Qué hace que en 1989 se manifiesten en su máxima expresión todas las violencias asociadas al narcotráfico, como el terrorismo y el paramilitarismo y la guerra sucia?


    Eso tiene muchos factores. Colombia es el país más biodiverso de toda América, incluyendo los países grandes. Ninguno tiene la complejidad territorial en un espacio relativamente pequeño y tanta falta de conexión entre las regiones como Colombia. Esa biodiversidad hace que las regiones sean relativamente independientes entre sí y que no necesiten unirse a las demás, y esa regionalización hace que la formación nacional nunca haya sido fuerte.


    ¿Eso explica que el Estado no haya tenido el monopolio de las armas?


    Este es el único Estado que por su debilidad ha tenido conflictos armados permanentes. Y si miramos a Max Weber, un clásico de hace cien años, Colombia nunca ha tenido un Estado moderno, que es el que tiene el monopolio del uso legítimo de la fuerza. Colombia jamás ha tenido ese monopolio, siempre ha habido competencia entre grupos armados organizados. La falta de control del Estado en muchas regiones, por esa gran diversidad, explica la penetración del narcotráfico. Tenemos más territorio que Estado. Siempre ha sido así.


    ¿La teoría del Estado bloqueado de Mario Latorre, uno de los asesores de Barco, era entonces una realidad?


    La debilidad y el bloqueo del Estado, no me cabe duda, eran una realidad, y los militares una rueda suelta. Colombia fue el único país con conflicto armado interno que no tuvo ley de seguridad y defensa, que es la columna vertebral para una política de Estado hacia los militares, para que no improvisen. Los fracasos de los militares, que no pudieron controlar el orden público, permitieron el fortalecimiento de la guerrilla y el surgimiento del paramilitarismo que, al final, se tradujo en una alianza militaresparamilitares para hacer la guerra sucia.


    Una de las obsesiones del presidente Barco es romper el bloqueo político derivado del Frente Nacional y quebrarle el espinazo al clientelismo…


    Hay un proceso que llamo “formación del sistema político del clientelismo”. Colombia es el país de América Latina con más tardía modernización capitalista y esa tardanza genera unas relaciones normales de compadrazgo, de cacicazgo, que son figuras premodernas. Con el proceso de modernización capitalista, muy caótico durante la época de la Violencia, aparece el sistema político del clientelismo, cuya expansión se da sobre todo en los gobiernos anteriores al de Barco. La consecuencia es que se debilita el bipartidismo, los caciques regionales adquieren poder y sobre la base del clientelismo aparecen los micropartidos, factores clientelistas que generan corrupción. La corrupción es hija del clientelismo. Barco es el que rompe realmente con el Frente Nacional, que se había acabado en términos formales pero no reales. Es el primer presidente que busca aislarse tanto de los partidos políticos como de los grupos económicos.


    ¿El bloqueo institucional explica por qué la figura del estado de sitio es la herramienta por excelencia para enfrentar los fenómenos de violencia?


    Sí, ese bloqueo o inmovilismo institucional que se deriva en gran medida de la debilidad del Estado y de su poca capacidad operativa, estimula el uso del estado de sitio que permite obviar las trabas que ponía la clase política en el Congreso y responder a la necesidad de reprimir y combatir a los grupos guerrilleros y a la criminalidad del narcotráfico.


    Otro de los propósitos del presidente Barco es recuperar para el poder civil el control del orden público, que desde el Estatuto de Seguridad es predominio de los militares. ¿Lo logra en alguna medida?


    Hay algo que vale la pena mencionar y es la influencia del discurso de Alberto Lleras en el teatro Patria en 1964, que era coyuntural por el miedo a un nuevo golpe militar. Lleras les dice a los militares que así como los políticos no se meten en sus cosas, no quiere que los militares se metan en la política. Eso hizo carrera por el miedo de los presidentes a los ruidos de sables. Y, ¿qué pasó? Que el Estado nunca controló a los militares y los gobiernos menos. Por eso aparecen las guerrillas y crece el narcotráfico. Porque no hay políticas de Estado de los gobiernos civiles. Entonces de ahí en adelante los militares son una rueda suelta.


    ¿Entonces Barco no logra recuperar el control del orden público?


    No, pero frena el avance y la posibilidad de un gobierno de representantes paramilitares con apoyo de los militares. Y eso para mí es importantísimo, pues uno de los mensajes que se filtran es que había una alianza para tomarse el gobierno. Eso lo frenó el presidente Barco.


    La UP constituye un reto para los partidos tradicionales, acostumbrados a repartirse el poder. ¿Eso explica que gamonales de esos partidos se alíen con paramilitares sobre todo en regiones como el Magdalena Medio, para acabar con la UP?


    Así es, y con la colaboración militar y de la Policía. Defensores de privilegios aberrantes borraron del escenario político la expresión desarmada de la izquierda, reforzaron la intransigencia de los que usan las armas como argumento y proyectaron el recrudecimiento del conflicto armado y la crisis política.


    ¿La cruzada contra la izquierda de esa época era también de Pablo Escobar o solo del Mexicano?


    La cruzada contra la izquierda no era solo de Rodríguez Gacha. La guerra de Escobar también era contra la izquierda, porque no solo tenía intereses políticos, sino que se sentía amenazado por los grupos de izquierda. Con la ayuda de las Fuerzas Armadas, el narcotráfico buscó aliarse con el Estado en la lucha antisubversiva, pero al final del gobierno Barco terminó enfrentado a sectores estatales y de la sociedad. Y lo que más contrarresta esa barahúnda de la coyuntura crítica es la movilización popular, de los jóvenes, de los estudiantes, y es lo que determina la convocatoria a la Constituyente.


    El narcotráfico y las violencias asociadas al fenómeno marcan en forma muy notoria y dolorosa el gobierno Barco, y un punto clave en la lucha contra las drogas es la extradición. ¿Fue una imposición de los Estados Unidos o el Gobierno estaba convencido de que en ese momento era la mejor herramienta?


    Me parece que la extradición es una consecuencia de la debilidad del Estado, de la incapacidad para controlar el narcotráfico. Era imposible fortalecer el sistema de justicia de la noche a la mañana, así que la salida más viable frente a esa debilidad era la extradición. Su prohibición fue por presión del paramilitarismo, de los narcotraficantes…


    ¿Se tenía clara la dimensión del fenómeno del narcotráfico? La impresión es que el Gobierno se concentró en su manifestación más violenta, el narcoterrorismo, y que no emprendió en serio acciones para perseguir las fortunas, hacer interdicción de los insumos…


    No era un problema de no entender. Es que el Estado y la clase política ya estaban permeados por el narcotráfico. Ellos mismos no iban a suicidarse, no había margen de maniobra.


    ¿Las políticas antidrogas son consentidas o forzadamente aceptadas por presión de Washington?


    No creo que sean forzadamente aceptadas. Desde la presidencia de Marco Fidel Suárez y la doctrina del respice polum –mirar hacia el norte, la estrella polar–, la visión más clara entre los países de América Latina frente a Estados Unidos es la de Colombia. No se necesitan imposiciones, aunque sí hubo imposiciones sobre todo con César Gaviria.


    El presidente Barco es el primer presidente que menciona la corresponsabilidad de la comunidad internacional, en especial de los Estados Unidos, en el problema del narcotráfico, pero sus reclamos caen como gotas de agua en el desierto.


    Creo que el gobierno de Barco fue definitivo (y no se le ha dado la importancia que tuvo), para evitar un cambio de gobierno por la alianza entre militares y paramilitares con el trasfondo del narco. La guerra del presidente Barco fue solitaria, fue una guerra forzada, tuvo que imponerla porque los militares le sacaban el cuerpo, tenían otros intereses y no iban a atacar a sus socios. Pero sirvió para plantear lo que yo llamo coyuntura crítica.


    Algunos consideran que el Estado colombiano terminó claudicando frente a los narcotraficantes con la política de sometimiento a la justicia del gobierno Gaviria.


    Era la fortaleza de los narcos y la debilidad de Gaviria.


    Pero también la presión de la gente que estaba hastiada de tanta violencia.


    La movilización popular fue la que definió la Constituyente. Si uno la mira electoralmente, es la gran excepción de las elecciones anteriores. Es la primera vez que el bipartidismo no obtiene la mayoría. Un tercio de la votación la saca el M-19 hasta con candidatos conservadores.


    Usted dice que este país es distinto a raíz de la muerte de Galán… ¿En qué sentido es distinto?


    La injerencia del narcotráfico en el crecimiento de la violencia fue decisiva para dejar al descubierto la debilidad del Estado, la inoperancia y fragilidad de la administración de justicia. La “guerra del presidente”, como la llamó el abogado y politólogo Iván Orozco, tuvo importantes efectos políticos. Además de cerrarle el paso a un proyecto reaccionario, puso fin al rápido deterioro estatal, frenó el proceso de descomposición de las Fuerzas Armadas, y facilitó el proceso de negociación política con los grupos guerrilleros. El narcoparamilitarismo apareció como el enemigo común tanto del establecimiento político como de las guerrillas, y al quedar delimitados los frentes de batalla, el Gobierno pudo llevar a cabo un proceso de negociación con el M-19 en mejores términos y adelantar conversaciones con el EPL. Sin embargo, esta situación solo pudo apreciarse en forma más clara en el gobierno de César Gaviria.


    ¿Aprendimos las lecciones?


    Creo que si se mira en retrospectiva y desde los problemas que tenemos ahora, las decisiones que se tomaron no fueron las mejores. Uno puede decir que hubiera sido mejor esto o aquello, pero es muy fácil mirar hacia atrás y corregir. Entonces hay que decir que las medidas que tomó el presidente Barco evitaron problemas muy graves con los militares, que estaban aliados con los grupos de narcotraficantes que daban poder al paramilitarismo y buscaban tomarse el Estado. En ese momento había planes de comandantes de guarniciones, en alianza con el paramilitarismo, para producir unos cambios importantes que se frenaron con la muerte de Galán.

  


  
    ANEXO


    EN PIE DE GUERRA


    El comienzo de 1989 no es muy esperanzador en términos de una negociación con las guerrillas, en el marco de la Iniciativa de Paz que ha propuesto el Gobierno en septiembre del año anterior. Salvo el M-19 que acepta adelantar conversaciones con miras a su desmovilización, desarme y reintegración a la vida civil, el resto de los grupos alzados en armas –Farc, ELN, EPL, Quintín Lame– no han mostrado disposición alguna al diálogo. Están en pie de guerra.


    Unos y otros han multiplicado sus frentes y su número de hombres, y han extendido su presencia desde zonas rurales y marginales donde se establecen inicialmente, hacia regiones con potencial económico, donde los recursos tanto lícitos –oro, petróleo y agroindustria– como ilícitos –coca y amapola–, les permiten extraer rentas que financian sus planes para desarrollar y ampliar la guerra.


    Según el informe Tomas y ataques guerrilleros (1965-2013) del Centro Nacional de Memoria Histórica, la estrategia de las guerrillas para ampliar la confrontación armada es aumentar el número de tomas e incursiones en cabeceras municipales y centros poblados con el fin de fortalecer su presencia y de “asegurarse el control económico, militar y social de lugares aledaños a sus zonas de retaguardia y de regiones económica y militarmente estratégicas”.


    Las tomas de pueblos y ataques a puestos de la Policía son mecanismos para demostrar el poderío militar y aumentar su influencia en lo local. Por otra parte, los asaltos a la Caja Agraria, el segundo blanco más atacado después de los puestos de Policía, tienen motivaciones económicas. Son una fuente significativa de recursos para el sostenimiento de sus tropas.


    Según el informe del CNMH, “el fortalecimiento de las organizaciones insurgentes durante los años ochenta y noventa, especialmente de las ARC y el ELN, así como con el incremento de la fuerza pública en los cascos urbanos, aumentaron las confrontaciones entre guerrilleros y policías en el marco de las incursiones. Asimismo, la incorporación de nuevas armas y nuevas formas de ataque a los cuarteles y a los policías, provocó una sensible elevación de los daños materiales y de la cantidad de policías muertos y heridos…”. Y aunque la población civil no es blanco específico de los ataques, en la medida en que estos aumentan, aumenta el número de los civiles muertos, la mayoría personas del común. Muy pocos están relacionados o hacen parte de las administraciones municipales.

  


  
    Relación de las acciones de las guerrillas durante 1989


    Enero


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Intento de toma La Paz (Santander) por presunto Frente de las Farc. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Atentado dinamitero a torre de interconexión eléctrica en Ovejas (Sucre).
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Toma de Encizo (Santander) por el ELN.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Ataque a patrulla militar en Arauquita (Arauca) por el ELN. 4 militares muertos.
          
        


        
          	
            12
          

          	
            Toma de la Inspección Departamental de Berlín (Tona, Santander) por el ELN. 2 civiles muertos.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Robo de armas en el Club de Oficiales de la FAC en Bogotá por el EPL.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Incursión de presuntos miembros de las Farc en San Benito (Santander). 3 civiles muertos.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Asalto a peaje en El Playón (Santander) por presuntos miembros del ELN.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Combate entre columna de las Farc y patrulla de la Policía en zona rural de Mesetas (Meta). 2 policías y 2 presuntos guerrilleros muertos. 1 policía y 1 presunto guerrillero heridos.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Toma de la Inspección Departamental de Pangote (San Andrés, Santander.) por el ELN.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Voladura de un retén en construcción en San Antonio de Prado (Medellín, Antioquia) por presuntos miembros del EPL.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Ataque a puesto de Policía en Vistahermosa (Meta) por columna de las Farc. 1 policía herido.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Enfrentamiento entre columnas de las Farc y el Ejército en Saiza (Tierralta, Córdoba). No hubo víctimas.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Combate entre columna del XXVII Frente de las Farc y tropas del Batallón Junín (XI Brigada) en Puerto Libertador (Córdoba). 2 militares y 10 presuntos guerrilleros muertos. 5 militares heridos.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Toma pacífica de la Inspección Departamental de El Tigre (Vegachí, Antioquia) por el ELN.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Dinamitado Retén de Policía en Aguas Claras (Aguachica, Cesar) por el ELN.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Toma de Estación Repetidora de Inravisión en Guadalupe (Santander) por el ELN.
          
        


        
          	
            24
          

          	
            Emboscada a Patrulla de Policía por un grupo no identificado en la Inspección Departamental de la Ceiba (Quinchía, Risaralda). 5 policías muertos.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Voladura de un puesto de control militar abandonado en Yarima (San Vicente de Chucurí, Santander) por el ELN.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Dinamitado oleoducto Caño Limón/Coveñas en el km 462 por el ELN.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Enfrentamiento entre columna de las Farc y tropas del Batallón Revéiz Pizarro en Tame (Arauca). 5 presuntos guerrilleros muertos. 1 militar herido.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            4 días de enfrentamientos entre tropas del Batallón Luciano D’Elhuyar y una columna del XII Frente de las Farc. 1 militar muerto y 2 heridos. 11 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            27
          

          	
            Ataque a puesto de Policía en el parque arqueológico de San Agustín (Huila) por grupo no identificado.
          
        


        
          	
            27
          

          	
            Dos explosiones en el oleoducto, en Miraflores (Boyacá) y en Arauca, por grupos no identificados.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            Emboscada del ELN a patrulla que vigilaba el oleoducto Caño-Limón/Coveñas, en Cubará (Boyacá). 5 militares muertos, 1 herido y 1 retenido.
          
        


        
          	
            29
          

          	
            Enfrentamiento entre miembros del ELN y tropas del Ejército en Morroa (Sucre). 1 civil muerto y 1 herido.
          
        

      
    


    Total 24


    Febrero


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            1
          

          	
            Combate entre columnas del ELN y tropas del Batallón La Popa en la Serranía del Perijá (San Diego, Cesar). 1 militar y 6 presuntos guerrilleros muertos. 2 militares heridos.
          
        


        
          	
            1
          

          	
            Ataque a un CAI en Ocaña (Norte de Santander) por grupo no identificado. 2 policías heridos.
          
        


        
          	
            2
          

          	
            Ataque a un camión militar del Batallón Revéiz-Pizarro en Saravena (Arauca) por el ELN. 8 militares muertos y 7 heridos.
          
        


        
          	
            2
          

          	
            Toma de Sipí (Choco) por columna del ELN. 1 policía muerto y 1 retenido.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Supuesto enfrentamiento entre miembros del F-2 y presuntos guerrilleros del M-19 que habrían expropiado un automóvil Renault y el arma de un celador. 2 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Combate entre columna del XII Frente de las Farc y tropas del Batallón Galán, en la Belleza (Santander). 3 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Operativos militares de los batallones Rifles y Colombia en zona rural de El Bagre (Antioquia). 8 civiles muertos y 9 militares heridos.
          
        


        
          	
            6
          

          	
            ntamiento entre columna del Frente “Armando Ríos” de las Farc y tropas de la IX Brigada, en la Inspección Departamental de San Pedro (Ataco, Tolima). 2 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            Operativos de la X Brigada en el sitio “Cinco Letras” de El Bagre (Antioquia) a raíz de atentados contra torres de energía que paralizaron la actividad de la empresa “Mineros de Antioquia”. 12 presuntos guerrilleros del ELN muertos.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Incursión del ELN en la cárcel de Segovia (Antioquia). Liberado un militante de dicho grupo. Otros reclusos huyeron.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Ataque conjunto de columnas de las Farc, el EPL y el ELN a puesto de Policía provisional en San Sebastián (Cauca). Tras 6 horas de combate quedaron 6 policías muertos, 3 heridos y 11 fueron retenidos por la guerrilla.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Toma de Maracavita y San Miguel (Santander) por el ELN.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Ataque del ELN a lancha aparentemente militar que navegaba por el río Cauca, cerca de Magangué (Bolívar), pero que en realidad iba ocupada por civiles. 5 civiles muertos, 15 heridos y 10 desaparecidos.
          
        


        
          	
            12
          

          	
            Enfrentamiento entre miembros de la CGSB y tropas del Batallón Francisco de Paula Vélez, en Necoclí (Antioquia). 2 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            13
          

          	
            Emboscada a patrulla policial por el ELN en el Carmen (Chocó). 1 policía muerto y 2 heridos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Ataque a un CAI en Barranquilla, con un petardo, por un grupo no identificado.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Cruce de disparos entre dos presuntos miembros de las Farc y patrulla de la Policía en Pitalito (Huila). 1 presunto guerrillero muerto, 1 herido y 1 detenido.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Ataque del ELN a 2 remolcadores que se movilizaban por el río Cauca con civiles y militares, entre Achí (Bolívar) y Guaranda (Sucre) en el sitio Astilleros, del corregimiento de Tenche (Achí). 5 militares, 5 civiles y 20 presuntos guerrilleros muertos. 13 militares, 10 civiles y 10 presuntos guerrilleros heridos.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Emboscada a patrulla militar por columna del VII Frente de las Farc, en El Porvenir (Meta). 2 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Toma de la Inspección Departamental de La Esmeralda (Arauquita, Arauca) por el ELN.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Enfrentamientos de presuntos miembros del M-19 con tropas del Batallón Magdalena, en Acevedo (Huila). 5 presuntos guerrilleros muertos y 2 militares heridos.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Dinamitada torre de energía en El Bagre (Antioquia) por el ELN.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Enfrentamiento entre miembros del XXXVII Frente de las Farc y tropas de la X Brigada en Nechí (Antioquia). 1 presunto guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Ataque a patrulla policial por columna de las Farc en Santa María (Huila). 1 policía y 1 civil heridos.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón Magdalena y columna de las Farc en Acevedo (Huila). 1 militar muerto.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Ataque a un vehículo en que se movilizaban miembros de la Policía en el sur de Bogotá, por grupo no identificado. 1 policía muerto y 1 herido.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Enfrentamiento entre columna del V Frente de las Farc y tropas de los Batallones Junín y Cacique Coyará, en Tierralta (Córdoba). 4 presuntos guerrilleros muertos y 2 militares heridos.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Enfrentamiento entre columnas del ELN y tropas del Batallón García Rovira en Carcasí (Santander). 3 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Supuesto enfrentamiento entre miembros de II Frente de las Farc y patrulla de la IX Brigada en zona rural de Garzón (Huila). 2 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            24
          

          	
            Enfrentamiento entre supuestos miembros del XXI Frente de las Farc y un Retén móvil de la Policía en Rovira (Tolima). 2 presuntos guerrilleros muertos y 3 detenidos. 1 policía herido.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Emboscada de grupo no identificado a patrulla policial en Une (Cundinamarca). 1 policía y 1 civil heridos.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Bombardeo del Ejército a Cooperativa Agrícola de Yondó (Antioquia). 40 campesinos desaparecidos y se denunciaron robos del Ejército por valor de 6 millones de pesos.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Operativos contrainsurgentes del Ejército en la Inspección Departamental de El Tobal (Carcasí, Santander). Un niño de 9 años fue perseguido por soldados hasta darle muerte. 1 soldado murió en enfrentamientos con columna del ELN.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Enfrentamiento entre columna del ELN y patrulla militar de Cantagallo (Barrancabermeja, Santander). 1 presunto guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            27
          

          	
            Enfrentamiento entre comandos insurgentes del Batallón Galán y miembros del XXII Frente de las Farc en La Belleza (Santander). 2 presuntos guerrilleros muertos.
          
        

      
    


    Total 36


    Marzo


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Atentado contra un helicóptero en el que se movilizaban 10 militares, entre ellos el comandante del Batallón Bomboná, en Yondó (Antioquia).
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del EPL y efectivos de la VIII Brigada, en Riosucio (Caldas). 3 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            6
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del EPL y efectivos de la jefatura Militar de Urabá, en Turbo (Antioquia), luego de que desconocidos incendiaran 2 avionetas en el aeropuerto Indira, quemaron 3 tractomulas en el sitio Palos Blancos, y destruyeron una empacadora de banano en la finca Santa María.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Combates entre el ELN y efectivos del Batallón Nutibara, adscrito a la IV Brigada, en Salgar (Antioquia). 1 militar muerto.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Atentado contra un tramo del oleoducto transandino en Orito (Putumayo), por guerrilleros del EPL.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Enfrentamiento de guerrilleros del EPL con efectivos de la Policía Nacional en Tenjo (Cundinamarca), luego que los primeros asaltaran las sucursales del Banco de Colombia y la Caja Agraria. 9 guerrilleros muertos, 1 detenido y 1 civil herido.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Combates entre guerrilleros del EPL Columna Fabio León Cossio y unidades contraguerrilla de la Policía Nacional en Salgar (Antioquia).
          
        


        
          	
            12
          

          	
            Asalto de guerrilleros del XXII Frente de las Farc a la vereda El Collao, municipio La Peña (Cundinamarca). 2 civiles muertos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Asalto de presuntos guerrilleros del ELN a Pailitas (Cesar), atacaron la oficina de la Caja Agraria, llevándose consigo al gerente, para liberarlo posteriormente. Acciones similares simultáneamente en los municipios de Pelaya y Chiriguaná.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Combate entre guerrilleros del ELN –Frente Manuel Vásquez Castaño–, y efectivos del Batallón Boyacá, en Bolívar (Cauca). 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            18
          

          	
            Asalto de cerca de 30 guerrilleros del ELN a Maceo (Antioquia). 1 policía muerto.
          
        


        
          	
            18
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del ELN y efectivos del Batallón Bolívar, en Güícan (Boyacá). 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            18
          

          	
            Combate entre efectivos del grupo contraguerrilla Muiscas, con guerrilleros del ELN –Frente Domingo Laín–, en el Cocuy (Boyacá). 2 guerrilleros muertos, 1 detenido.
          
        


        
          	
            18
          

          	
            Combate entre guerrilleros de las Farc y efectivos de la I Brigada, en San Pablo de Borbur (Boyacá). 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Combate entre efectivos del Batallón Cazadores y guerrilleros de las Farc –XIV Frente–, en San Vicente del Caguán (Caquetá). 2 soldados heridos.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Asalto del XIX Frente de las Farc a Soledad (Atlántico); luego de arengar a la población abandonaron el lugar.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón Cartagena de la XI Brigada, con guerrilleros del EPL – Frente Fabio Vásquez Villalba–, en el Canalete (Córdoba). 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Combate entre guerrilleros del ELN y unidades del Batallón contraguerrilla Coyara, en Achí (Bolívar). 1 soldado herido.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Enfrentamiento entre efectivos del Batallón y miembros del ELN, en el sitio el Bosque, San Luis (Antioquia). 1 guerrillera muerta.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Contacto armado de presuntos miembros del VII Frente de las Farc, y efectivos del Batallón contraguerrillas I de Numancia, en Patía (Cauca). 3 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Asalto de guerrilleros del ELN –Frente Armando Cacua–, a la población de Río de Oro (César), que centraron en ataque al puesto de Policía de donde se llevaron material de intendencia. No hubo víctimas.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Operaciones militares por parte de efectivos del Batallón D’Elhuyar, en zona rural de El Carmen (Santander), en busca de presuntos guerrilleros del XII de las Farc. Desde la ciudad de Bucaramanga fueron enviados helicópteros artillados, 2 de los cuales habrían sido averiados por los guerrilleros; también se supo de bombardeos indiscriminados en la zona. Los operativos se llevaron a cabo durante una semana.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Asalto de presuntos guerrilleros del EPL a Toledo (Antioquia), quienes atacaron el puesto de Policía y retuvieron durante varias horas a 2 funcionarios de la oficina de la Caja Agraria, luego de haberlos obligado a abrirles la entidad crediticia.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Enfrentamiento de una patrulla de Policía con miembros del XXXVI Frente de las Farc, en Yarumal (Antioquia), 1 agente de policía herido.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Enfrentamiento de efectivos del Batallón Pedro Nel Ospina, con guerrilleros del ELN, Frente Carlos Alirio Buitrago.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Enfrentamiento de efectivos militares con presuntos guerrilleros, de organización no determinada, en zona rural de Barranco de Loba (Bolívar). 2 supuestos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Enfrentamiento de una patrulla policial con presuntos miembros del ELP, en San Marcos (Sucre).
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Enfrentamiento de efectivos de la X Brigada del Ejército con guerrilleros del XXXVII Frente de las Farc, en el que incautaron una lista de operaciones que este frente realizaría entre el 24 de marzo y el 20 de abril. 2 guerrilleros muertos, 1 herido.
          
        


        
          	
            24
          

          	
            Atentado al oleoducto del Pacífico, por un grupo que se identificó como “Sol naciente”, en zona rural de Yumbo (Valle). Según la prensa, podría estar vinculado con el ELN.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Emboscada de las Farc a una patrulla de la IX Brigada, en Algeciras (Huila). 1 teniente y 3 soldados muertos.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Emboscada del XXVIII Frente de las Farc a una patrulla del Batallón Girardot, en Ituango (Antioquia). 1 soldado y 1 guerrillero muertos, y 1 soldado herido.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Ataque de efectivos del Batallón Magdalena de la IX Brigada, a guerrilleros del M-19 al mando de Marcos Chalita, en Pitalito (Huila). 1 soldado y 8 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            27
          

          	
            Emboscada de presuntos miembros de las Farc –grupo Ciro Trujillo Gómez–, a una patrulla policial, en Miraflores (Boyacá). 1 guerrillera detenida.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            Intento de secuestro de un remolcador por guerrilleros del ELN, en San Pablo (Bolívar).
          
        


        
          	
            30
          

          	
            Emboscada de guerrilleros del ELN –Frente Armando Cacua– a un vehículo blindado en el que se transportaba dinero. 2 policías heridos.
          
        

      
    


    Total 21


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Sitio
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            1
          

          	
            San Alberto (Cesar)
          

          	
            Emboscada del ELN a un camión transportador de valores para el pago de la nómina de la empresa productora de aceites Las Palmas, al predio de la finca El Topacio del corregimiento La Palma; 10 militares muertos y 1 civil herido.
          
        


        
          	
            1
          

          	
            Santa Rosa del Sur (Bolívar)
          

          	
            Asalto del Frente José Solano Sepúlveda del ELN a esta población; según la fuente 2 agentes de la Policía fueron sacados del cuartel y fusilados cerca a la imagen de la virgen.
          
        


        
          	
            1
          

          	
            Montería (Córdoba)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón Cacique Coyara de la XI Brigada y presuntos integrantes de una columna del XXXV Frente de las Farc; se afirma que los insurgentes se aprestaban a recibir el producto de una extorsión, en el sitio “Castillo” del corregimiento Patiobonito.
          
        


        
          	
            1
          

          	
            Arauca (Arauca)
          

          	
            Atentado en el km 1000 del oleoducto Caño-Limón-Coveñas, por parte del Frente Domingo Laín del ELN.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            San Luis (Antioquia)
          

          	
            Emboscada de presuntos integrantes de la banda paramilitar Comando Carlos Alirio Buitrago a un comando antiguerrilla de la Policía Nacional en el sitio “Monteloro” de la vereda Quitania; 7 de los agresores fueron dados de baja y 1 herido; 4 agentes heridos.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Riofrío (Valle)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del Frente Luis Carlos Cárdenas del ELN y miembros de la Policía, a 5 km de la Inspección de Policía Salónica, luego de un frustrado asalto a este poblado: 1 civil y 1 policía heridos, 2 guerrilleros muertos y 2 retenidos por los uniformados.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Zaragoza (Antioquia)
          

          	
            Dinamitada una torre de energía en el sitio “Chocohondo”, región rural de este municipio, lo que causó la parálisis de 5 dragas en los ríos Cauca y Nechí.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Barrancabermeja (Santander)
          

          	
            Emboscada a una patrulla de la Policía que regresaba a este municipio procedente de la Inspección Departamental de El Centro; la acción fue llevada a cabo por el Frente Capitán Parmenio del ELN; tres agentes muertos y cuatro heridos.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Turbo (Antioquia)
          

          	
            Miembros del Frente Bernardo Franco del ELN llegaron hasta la finca Suerte Uno en la Inspección Municipal de Nueva Colonia y prendieron fuego a la empacadora, los talleres, el área de combustible y la planta eléctrica.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Aguachica (Cesar)
          

          	
            Accionada una carga de dinamita al paso de una patrulla de la Policía Antinarcóticos, en inmediaciones del cementerio evangélico, con un saldo de 2 civiles y un policía muertos y 2 uniformados heridos; la acción es atribuida al ELN.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            San Alberto (Cesar)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón Santander y guerrilleros del EPL, en región rural de este municipio; 7 militares y 1 guerrillero muertos y 6 uniformados heridos.
          
        


        
          	
            12
          

          	
            Cachira (Norte de Santander)
          

          	
            Emboscada del ELN a una patrulla del Batallón Santander de la V Brigada, en el sitio “San Pablo, 2 guerrilleros y 2 militares muertos y 6 uniformados heridos.
          
        


        
          	
            13
          

          	
            Pelaya (Cesar)
          

          	
            Presuntos integrantes del Frente Camilo Torres del ELN, llegaron hasta la finca Bellacruz de propiedad del ministro de Desarrollo Carlos Arturo Marulanda, y destruyeron “buena parte de la edificación”; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Ocaña (Norte de Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN llegaron hasta la cárcel municipal luego de cortar el fluido eléctrico, liberaron a 10 reclusos y se llevaron consigo material bélico.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Valledupar (Cesar)
          

          	
            Ataque de un presunto comando del ELN a una camioneta donde se movilizaban agentes de inteligencia de la Policía, en el barrio Villalba; un civil y 2 policías heridos y 2 atacantes retenidos.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            San Vicente de Chucurí (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento entre miembros del VII Frente de las Farc y tropas del Batallón Luciano D’Elhuyar, en la vereda Filón de la Inspección Departamental de La Fortuna de Lizama, con un saldo de 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Toledo (Norte de Santander)
          

          	
            Asalto al caserío San Bernardo por unos 30 hombres del comando Efraín Pabón Pabón del ELN, quienes mantuvieron el control durante una hora; 15 km Más adelante (en el sitio kilómetro 168), dinamitaron un tramo del oleoducto Caño Limón-Coveñas; 2 policías muertos.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            San Onofre (Sucre)
          

          	
            Unos 40 miembros del ELN se tomaron las instalaciones de la empresa camaronera Cartagenera Acuacultura e incendiaron los campamentos en el corregimiento Labarche; posteriormente se tomaron pacíficamente el corregimiento de La Libertad.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            San Vicente de Chucurí (Santander)
          

          	
            Unos 50 guerrilleros del ELN se tomaron el campamento petrolero llamado “Tabaco 1” en la Inspección Departamental de La Fortuna, destruyeron el equipo de perforación y se llevaron consigo a 4 ingenieros, 3 de ellos de nacionalidad brasilera.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            El Carmen (Chocó)
          

          	
            Combate entre una Columba del ELN y tropas del Batallón Nutibara de la IV Brigada, en el sitio “El Ocho”, región rural de este municipio, dejando un saldo de 4 guerrilleros muertos y 13 retenidos por los uniformados.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Anserma (Caldas)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN llegaron a la finca La Olleta de propiedad de Rogelio Toro y la incendiaron luego de evacuar a todos los trabajadores.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Roldanillo (Valle)
          

          	
            Semidestruído el puesto de Policía en el sitio La Tulia, por guerrilleros de ELN; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Ciénaga de Oro (Córdoba)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del ELN y agentes de la Policía en el sitio denominado “Higal” del corregimiento Los Mimbres; 1 policía y 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            San Alberto (Cesar)
          

          	
            Dinamitados dos tramos del oleoducto Caño Limón-Coveñas por guerrilleros del ELN; los atentados ocurrieron en los kilómetros 335 y 674.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Liborina (Antioquia)
          

          	
            Toma de esta población por una columna de guerrilleros del EPL; en la acción resultaron 8 guerrilleros y 1 policía muertos y 1 agente herido; otra fuente habla de 13 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Sabanalarga (Antioquia)
          

          	
            Combate de miembros del EPL con fuerzas combinadas del Ejército y la Policía, en la Inspección Departamental de El Junco; se afirma que fueron los mismos insurgentes que el día anterior se tomaron el municipio de Liborina; 5 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Tierralta (Córdoba)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas de la XI Brigada y guerrilleros del EPL; la acción ocurrió en el Cerro de Hurrucucu y dejó un saldo de 1 militar y 4 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            (Norte de Santander)
          

          	
            Combate entre miembros del Destacamento 32 de la Policía Venezolana y presuntos guerrilleros de ELN en el sitio “Vigilancia”, dentro del territorio colombiano; se afirma que 20 civiles fueron retenidos y luego liberados por los invasores; 4 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Arauquita (Arauca)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del ELN y tropas del Ejército en la Inspección de Policía Los Chorros; 1 soldado y 4 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Concepción (Santander)
          

          	
            Cerca de 30 insurgentes del Frente Efraín Pabón Pabón del ELN, llegaron hasta esta población y reunieron a los habitantes.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            La Gloria (Cesar)
          

          	
            Dinamitado el oleoducto Caño Limón-Coveñas en el km 468; la acción fue llevada a cabo por guerrilleros del ELN.
          
        

      
    


    Total 31


    Mayo


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Sitio
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            2
          

          	
            La Belleza (Santander)
          

          	
            Guerrilleros del Frente Armando Cacua del ELN, dinamitaron el oleoducto La Belleza-Barrancabermeja, en inmediaciones del río Minero, vereda Mundonuevo.
          
        


        
          	
            3
          

          	
            El Playón (Santander)
          

          	
            Emboscada de un comando del ELN a una patrulla antiguerrilla de la Policía, a 1 km del sitio denominado “Limites”, a la altura del retén de resguardo de rentas; 4 policías muertos y 7 heridos.
          
        


        
          	
            3
          

          	

          	
            Asalto de presuntos miembros del ELN al retén de resguardo de rentas de Santander, en el sitio llamado “Palmira”, dos policías muertos.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Bolívar (Antioquia)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN asaltaron dos fincas cafeteras, las dinamitaron, tiraron al río 300 bultos de café y arengaron a los trabajadores; el hecho ocurrió en las fincas Ricaurte de propiedad de Humberto Arango, en la Inspección Departamental de Farallones.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Chiriguana (Cesar)
          

          	
            Asalto el corregimiento Rincónhondo, por unos 40 guerrilleros al parecer del ELN, quienes reunieron a los pobladores en la plaza central; a las 2 horas se retiraron, llevándose consigo a un agente de la Policía.
          
        


        
          	
            6
          

          	
            Betulia (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón Nueva Granada y guerrilleros del ELN quienes tienen en su poder a 5 ingenieros; muerto un rebelde.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Toledo (Norte de Santander)
          

          	
            Dinamitado el oleoducto Caño Limón-Coveñas en el km 2015, por guerrilleros del ELN; no hubo derramamiento del crudo.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Bolívar (Cauca)
          

          	
            Enfrentamiento entre miembros del ELN e integrantes de una presunta banda paramilitar, en la vereda Lomalarga; 4 civiles heridos y 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Caldono (Cauca)
          

          	
            Guerrilleros de la organización Quintín Lame, asaltaron 3 vehículos particulares confundiéndolos con vehículos de la empresa Thomas de la Rue; 3 civiles heridos.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            San Martín (Meta)
          

          	
            Emboscada de presuntos guerrilleros de las Farc a una patrulla del Batallón Joaquín París que cumplía un “operativo de control y registro”, en el sitio llamado “La Esperanza”; 2 militares muertos y otros 2 heridos.
          
        


        
          	
            12
          

          	
            Berbeo (Boyacá)
          

          	
            Enfrentamiento durante poco tiempo entre guerrilleros de las Farc y miembros de una patrulla de la Policía, en la vereda Batatal; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            13
          

          	
            Cúcuta (Norte de Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN dinamitaron un tramo del oleoducto Caño Limón-Coveñas, en el sitio llamado “Carmen de Conchala”.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            El Carmen (Chocó)
          

          	
            Cerca de 40 supuestos guerrilleros de una organización no identificada, atacaron durante una media hora, el puesto de Policía de esta localidad; no se presentaron víctimas.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Palestina (Huila)
          

          	
            Tropas del Batallón Magdalena emboscaron una columna del Frente Gloria Amanda Rincón del M-19, cuando se dirigían a un diálogo regional por la paz; el hecho, que dejó un saldo de 3 guerrilleros muertos y 1 herido y retenido por los uniformados, se presentó en la vereda Tabora; en otra fuente se afirma que los guerrilleros fueron asaltados en momentos en que planeaban una serie de extorsiones, en el mismo lugar.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Buga (Valle)
          

          	
            Dinamitado el oleoducto del Pacífico por guerrilleros del ELN, en la Inspección Departamental de Chambimbal sin que se hubiera presentado derramamiento del crudo.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            California (Santander)
          

          	
            Unos 50 guerrilleros del Frente Martha Helena Barón del ELN, ingresaron a esta localidad y dirigieron discursos a sus pobladores; posteriormente se retiraron.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            El Zulia (Norte de Santander)
          

          	
            Cerca de 20 guerrilleros del Frente Libardo Mora Toro del EPL, asaltaron la finca La Colada e incendiaron varios tractores; los insurgentes dijeron tener en su poder al propietario de la finca, Aziz Abrajim Rodríguez, quien fuera secuestrado el pasado 7 de octubre.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Charalá (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón José Antonio Galán y guerrilleros del XXIII Frente de las Farc, en zona rural de este municipio; 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Sabana de Torres (Santander)
          

          	
            Emboscada de miembros del Comando Manuel Gustavo Chacón del ELN a una patrulla del Ejército, quienes regresaban de dejar a varios trabajadores de las empresas Intercor y Occidental en el helipuerto; la acción ocurrió en la Base Militar Santo, Inspección Departamental de Camposanto; 1 civil herido, 1 militar muerto y 2 soldados y 1 teniente heridos.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Monterrey (Casanare)
          

          	
            En la vereda Ticuya, se enfrentaron guerrilleros del ELN y agentes de la Dijín, en predios de la finca La Sombra; 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Arboledas (Norte Santander)
          

          	
            Un grupo de guerrilleros del ELN ingresó al Colegio San Juan Bosco, reunió a los alumnos, lanzo arengas y luego se retiraron.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Natagaima (Tolima)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN, dinamitaron un tramo del oleoducto de la empresa estatal Ecopetrol en el sitio “Puente de Yoco”, zona rural de este municipio.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Chitaga (Norte de Santander)
          

          	
            Combante entre miembros del Frente Efraín Pabón Pabón del ELN y agentes de la Policía, en momentos en que los insurgentes llevaban consigo a 4 ingenieros secuestrados; el combate tuvo lugar en el sitio “Lavateca”, región rural de este municipio; 4 civiles retenidos y 1 policía herido.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Ortega (Tolima)
          

          	
            Combate entre tropas del Batallón Caicedo de la VI Brigada y guerrilleros del XXI Frente de las Farc, en la Inspección Departamental de Mesa de Ortega; 1 militar y 1 guerrillero heridos y 1 rebelde muerto.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Yondó (Antioquia)
          

          	
            Unos 50 sujetos encapuchados y fuertemente armados pertenecientes a una banda paramilitar llamada MARCO, se tomaron esta población, lanzaron arengas contra la UP y el Partido Comunista; así mismo amenazaron de muerte al alcalde Braulio Mancipe. En las afueras de la localidad, la Policía realizaba retenes móviles.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Chaparral (Tolima)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del M-19 y efectivos del Batallón Caicedo en la vereda Madronal; 2 militares heridos, 1 guerrillero muerto y otros 3 retenidos por los uniformados.
          
        


        
          	
            24
          

          	
            Bucaramanga (Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN hicieron explotar un petardo en un CAI en construcción sobre la vía al municipio de Floridablanca; pérdidas estimadas en 1 millón de pesos.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Málaga (Santander)
          

          	
            Tropas del Batallón García Rovira, asaltaron un campamento del Frente Efraín Pabón Pabón del ELN, en el sitio denominado “El Cerrito”; 2 guerrilleros y 1 militar muertos en la refriega, y 3 guerrilleros retenidos por los militares.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Gamarra (Cesar)
          

          	
            Dinamitado el oleoducto Caño Limón-Coveñas a la altura del km 23, en el sitio denominado “La Mata”, por guerrilleros del ELN; la fuente calcula las pérdidas en $140.600.000.
          
        


        
          	
            27
          

          	
            Totoro (Cauca)
          

          	
            Asalto a un camión transportador de valores de la empresa Thomas de la Rue, por guerrilleros de la organización Quintín Lame, en las afueras de esta localidad; 3 civiles ocupantes del vehículo resultaron heridos.
          
        


        
          	
            27
          

          	
            (Meta)
          

          	
            Emboscada de guerrilleros del XXXI Frente de las Farc a efectivos del Batallón 21 Vargas de la VII Brigada, con un saldo de 4 militares heridos.
          
        


        
          	
            27
          

          	
            El Bagre (Antioquia)
          

          	
            Tropas de la XI Brigada, dieron de baja a 3 presuntos guerrilleros del EPL, en enfrentamiento presentado en el sitio denominado “Manizales”, región rural de este municipio.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            Taraza (Antioquia)
          

          	
            Enfrentamiento entre agentes de la Policía y presuntos guerrilleros del XVIII Frente de las Farc, en inmediaciones de la hacienda La Moneda; 3 insurgentes muertos.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            Florencia (Caquetá)
          

          	
            Combate entre guerrilleros de las Farc y efectivos de la XII Brigada, en el sitio llamado “Damascoarriba”; 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            29
          

          	
            Tibú (Norte de Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN dinamitaron un tramo del oleoducto Caño Limón-Coveñas, en el sitio llamado “Campo Giles”; no hubo derramamiento de crudo puesto que el bombeo se encontraba suspendido.
          
        


        
          	
            30
          

          	
            Quipama (Boyacá)
          

          	
            Unos 80 hombres al servicio del narcotraficante Gonzalo Rodríguez Gacha, intentaron tomarse los campamentos de la empresa Tecminas de propiedad del asesinado narcotraficante Gilberto Molina, presentándose un enfrentamiento con la Policía. 2 policías y 3 asaltantes muertos y 1 miembro de la banda retenido, en la vereda La Esperanza.
          
        

      
    


    Total 35


    Junio


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Sitio
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            3
          

          	
            Concordia (Antioquia)
          

          	
            Combate entre un grupo de unos 18 guerrilleros del EPL y tropas del Batallón Bárbula, en la Inspección Departamental de El Socorro; 2 guerrilleros muertos y 1 retenido por los uniformados.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Barranco de Loba (Bolívar)
          

          	
            Emboscada de una columna de guerrilleros del ELN al remolcador Francisco Mantilla del Batallón Nueva Granada, que se desplazaba por aguas del río Magdalena; 4 militares heridos.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            El Carmen (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento de guerrilleros del XII Frente de las Farc, con miembros del Ejército que –según la versión– realizaban operaciones de rastreo; 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Barrancabermeja (Santander)
          

          	
            Guerrilleros del Frente Capitán Parmenio del ELN, dinamitaron el peaje en la vía a la ciudad de Bucaramanga; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Cali (Valle)
          

          	
            Guerrilleros del ELN dinamitaron 5 buses de servicio urbano, en la Aut. Suroriental Cl. 73; la Policía afirma que 2 de los 4 insurgentes que participaron en el hecho fueron dados de baja, pero la mencionada organización rebelde desmiente la versión. Mediante una llamada a una emisora de la cadena radial Todelar afirma que sus cuadros regresaron todos “sanos y salvos”.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Chitaga (Norte de Santander)
          

          	
            Hostigamiento armado de guerrilleros del frente Efraín Pabón Pabón del ELN al puesto de Policía de esta localidad, con un saldo de 1 agente herido.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            San Martín de Loba (Bolívar)
          

          	
            Guerrilleros del ELN se tomaron por asalto esta localidad durante una semana media hora; huno enfrentamiento con la Policía, pero sin víctimas.
          
        


        
          	
            12
          

          	
            El Carmen (Chocó)
          

          	
            Guerrilleros del ELN hicieron detonar una carga de dinamita al paso de una patrulla militar en la vía que conduce a la ciudad de Medellín; 2 militares muertos y otros 2 heridos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            El Carmen (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón Luciano D’Elhuyar que realizaban un operativo en el sitio llamado “Canoadorada”, y presuntos guerrilleros del XII Frente de las Farc; 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Puerto Nare (Antioquia)
          

          	
            Unos 150 guerrilleros del IX Frente de las Farc asaltaron la subestación de Policía y la planta de cementos en la vereda Caneras; la acción dejó un saldo de 2 civiles y 3 policías heridos y 1 uniformado muerto.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            La Paz (Cesar)
          

          	
            Una patrulla del Grupo Antiguerrilla Guajiros del Batallón de Artillería La Popa, fue atacado con cargas de dinamita por presuntos guerrilleros del ELN en el corregimiento San José de Oriente; 4 militares muertos y otros 4 heridos.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Cáceres (Antioquia)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN intentaron tomarse el puesto de Policía de esta localidad; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Saravena (Arauca)
          

          	
            Regulares de la II división del Ejército asaltaron un campamento del ELN y aunque hubo enfrentamiento, no se registraron víctimas.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Cerrito (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas de la V Brigada y presuntos guerrilleros del Frente Efraín Pabón Pabón del ELN, en el sitio denominado “La Laguna”.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Riosucio (Caldas)
          

          	
            Enfrentamiento entre miembros del Frente Óscar William Calvo del EPL y tropas del Batallón San Mateo, en el sitio llamado “La Estrella”. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Tolú (Sucre)
          

          	
            Un comando del ELN dinamitó la estación medidora y de bombeo de petróleo, ubicada a unos 800 metros de la Base Naval, en el corregimiento Coveñas; 1 militar resultó muerto y otro herido.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            San Cayetano (Norte de Santander)
          

          	
            Volado un tramo de unos 5 metros del oleoducto en el km 258; no hubo derrame de crudo por cuanto el flujo estaba suspendido.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Riosucio (Caldas)
          

          	
            Combate entre tropas del Batallón San Mateo y guerrilleros del EPL, en la vereda El Jardín, en región limítrofe con el departamento de Antioquia; 1 soldado muerto.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Turbo (Antioquia)
          

          	
            Emboscada de guerrilleros del EPL a una patrulla de la Jefatura Militar de Urabá del Batallón Voltigeros, en predios de la finca Santa Helena, Inspección Municipal de Nueva Colonia; 5 militares heridos.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Tibú (Norte de Santander)
          

          	
            Asalto de las fuerzas combinadas de las I y IV Divisiones del Ejército, a un campamento del ELN en zona rural de este municipio; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            San Vicente de Chucurí (Santander)
          

          	
            Combate entre tropas del Batallón Luciano D’Elhuyar y guerrilleros del ELN en el sitio denominado “Cerro La Aurora”; 2 guerrilleros muertos y 3 soldados heridos.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Agustín Codazzi (Cesar)
          

          	
            Combate entre tropas del Batallón La Popa y miembros del ELN, con un saldo de 6 rebeldes muertos.
          
        


        
          	
            18
          

          	
            Aipe (Huila)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del Comando La Gaitana dinamitaron un tramo del poliducto de propiedad de la empresa colombiana Holcol, en el km 2 a la altura del sitio denominado “Loma de la Montaña”.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            El Carmen (Chocó)
          

          	
            Ataque durante varios minutos de un comando del ELN al puesto de Policía de esta localidad; no se registraron víctimas.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Barrancabermeja (Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN ingresaron al centro de explotación de petróleo en la Inspección Departamental de El Centro, inutilizaron varios de los equipos y se llevaron vehículos de propiedad de la empresa Ecopetrol.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Cerrito (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón García Rovira y guerrilleros del Frente Efraín Pabón Pabón del ELN, con un saldo de 1 militar, 1 civil y 2 guerrilleros muertos, 1 militar herido; la acción ocurrió en el sitio denominado “Páramo del Almorzadero”.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Vistahermosa (Meta)
          

          	
            Guerrilleros de las Farc emboscaron una patrulla del Batallón XXI Vargas de la VII Brigada, en la vereda Puerto Alonso, Inspección Departamental de Pinalito; 1 soldado muerto y otro herido.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Puerto Parra (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento de guerrilleros del XXII Frente de las Farc y agentes de una patrulla de Policía contraguerrilla en el sitio denominado “Quebrada de Puerto”, 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Orito (Putumayo)
          

          	
            Tropas de la III Brigada se enfrentaron con presuntos guerrilleros del ELN, en zona rural del este municipio, con un saldo de 4 rebeldes muertos.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Tunja (Boyacá)
          

          	
            Un grupo de 4 hombres y una mujer del Comando William Herrera Casilimas del ELN, se tomaron una emisora de la cadena radial RCN y emitieron un mensaje donde se anuncia que continuarán en sus operativos contra los oleoductos; el comunicado duró cerca de 90 segundos.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            El Zulia (Norte de Santander)
          

          	
            Atentado con dinamita en el km 224 del oleoducto Caño Limón- Coveñas, por guerrilleros del ELN.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Puerto Triunfo (Antioquia)
          

          	
            Combate entre miembros del Grupo Elite de la Policía Nacional y presuntos integrantes de una banda paramilitar en predios de la finca La Vitrina, Inspección Departamental de Doradal; 2 presuntos paramilitares muertos.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Montelíbano (Córdoba)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del EPL y tropas del Batallón Junín en región rural de este municipio; 3 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            24
          

          	
            San Mateo (Cesar)
          

          	
            Combate entre una patrulla del Batallón Santander y rebeldes del ELN en el sitio denominado “Guaduas” con un saldo de 5 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            24
          

          	
            San Vicente de Chucurí
          

          	
            Combate de guerrilleros del ELN con regulares del Batallón Luciano D’Elhuyar, en zona rural de este municipio; 1 militar muerto y otro herido. En otra fuente se afirma que varios días después fueron encontrados los cuerpos de 2 presuntos guerrilleros en avanzado estado de descomposición, muertos en ese enfrentamiento.
          
        


        
          	
            24
          

          	
            Muzo (Boyacá)
          

          	
            Durante operativo adelantado por tropas del Batallón Sucre en la Vereda Quinchía, se presentó un enfrentamiento con miembros de una presunta banda de sicarios al servicio del narcotraficante Gonzalo Rodríguez Gacha; 1 muerto y 10 detenidos por el Ejército.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            La Unión (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del ELN se tomaron por asalto esta localidad y atacaron las sucursales de la Caja Agraria y del Banco Comercial Antioqueño; en el enfrentamiento con la Policía quedó herido un civil.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Bosconia (Cesar)
          

          	
            Atentado de guerrilleros del ELN a un peaje situado en la vía al municipio del Copey.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Curumaní (Cesar)
          

          	
            Guerrilleros del ELN dinamitaron un peaje sobre la vía al corregimiento San Roque.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Aguachica (Cesar)
          

          	
            Atentado dinamitero contra un peaje ubicado en la vía a la ciudad de Cesar, a la altura del corregimiento Norean; guerrilleros del ELN serían los autores del hecho.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Yumbo (Valle)
          

          	
            Dinamitado el Poliducto del Pacífico en el km 95 a la altura de la Inspección Departamental de Mulato, por supuestos guerrilleros del ELN.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Tame (Arauca)
          

          	
            Enfrentamiento entre miembros del Ejército y guerrilleros de la Columna Alejandro Ríos del ELN; no se reportaron víctimas; las autoridades afirman haber desmantelado varios campamentos de la mencionada organización rebelde.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Barrancabermeja (Santander)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del XII Frente de las Farc y tropas del Batallón de Infantería Nueva Granada; la acción ocurrida en la Inspección Departamental de Lizama, dejó un saldo de un soldado herido y 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            San Pablo (Bolívar)
          

          	
            Emboscada de miembros de la Columna José Solano Sepúlveda del ELN al planchón Doña Leonor de la Infantería de Marina, a la altura del corregimiento Canaletal; dos infantes de marina heridos.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Cachira (Norte de Santander)
          

          	
            Integrantes de un presunto comando guerrillero, ocuparon la Inspección Departamental de la Vega hacia las 11:30 de la noche; durante el enfrentamiento con la Policía que duró hasta cerca de las 6 de la mañana, resultaron 1 civil y 2 policías muertos y el mismo saldo de heridos.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            San Vicente de Chucurí (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del Frente Capitán Parmenio del ELN y tropas adscritas a la V Brigada, en región rural de este municipio; 1 soldado muerto.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Simacota (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento que –según la versión– duró varios días, entre guerrilleros del XXIII Frente de las Farc y miembros de una banda paramilitar, se desconoce el saldo de víctimas.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            Quibdó (Chocó)
          

          	
            Guerrilleros del ELN llegaron hacia las 2:30 de la mañana al corregimiento Tutunendo, presentándose un enfrentamiento con agentes de la Policía que dejó un saldo de 1 uniformado muerto.
          
        


        
          	
            30
          

          	
            María la Baja (Bolívar)
          

          	
            Emboscada de guerrilleros pertenecientes al Frente Jaime Bateman Cayón del ELN, a un convoy de 3 camiones donde se transportaban miembros de la Infantería de Marina, en el caserío Nueva Esperanza; 4 militares muertos, 4 heridos y 2 civiles también heridos.
          
        


        
          	
            30
          

          	
            Río Viejo (Bolívar)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas de la Infantería de Marina que escoltaban al remolcador “Cacharazo” de la Empresa Naviera Colombiana y guerrilleros del Frente José Solano Sepúlveda del ELN; la acción ocurrió hacia las 10 de la mañana en el corregimiento Regidor, con un saldo de 5 insurgentes muertos y 2 militares heridos.
          
        

      
    


    Total 54


    Julio


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Sitio
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            1
          

          	
            Pajarito (Boyacá)
          

          	
            Guerrilleros del EPL interceptaron una caravana de tracto- camiones que transportaban petróleo en el sitio “El Boquerón”, e incendiaron dos de ellos.
          
        


        
          	
            2
          

          	
            El Carmen (Norte de Santander)
          

          	
            Guerrilleros del Frente Domingo Cacua del ELN y tropas del Batallón Vencedores de la II División, se enfrentaron en la Inspección Santo Domingo. 1 rebelde resultó muerto.
          
        


        
          	
            2
          

          	
            Sucre (Sucre)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas de la XI Brigada y fuerzas combinadas del ELN y de las Farc, con un saldo de 3 insurgentes dados de baja. La acción ocurrió en el corregimiento La Ventura.
          
        


        
          	
            2
          

          	
            Aguazul (Casanare)
          

          	
            Guerrilleros del ELN hicieron detonar una carga de dinamita al paso de una patrulla del Grupo Guías del Casanare en el km 3 de la vía que conduce al municipio de Monterrey, con un saldo de 2 militares muertos y otros 3 heridos. Otra versión afirma que fueron 4 los uniformados levemente heridos.
          
        


        
          	
            2
          

          	
            Pinillos (Bolívar)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del XXIV Frente de las Farc y tropas de la I División del Ejército en el corregimiento Tiquiso Nuevo. 3 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            2
          

          	
            Turbo (Antioquia)
          

          	
            Efectos del Comando Operativo No. 1 asaltaron un campamento del Frente Jesús María Álzate del EPL, sin que se registrara enfrentamiento.
          
        


        
          	
            2
          

          	
            Tame (Arauca)
          

          	
            Combate entre regulares de la II División del Ejército y guerrilleros del Frente Domingo Lain del ELN en la llamada Región de Muriba. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Ocañá (Norte de Santander)
          

          	
            Unos 200 miembros de una organización armada no determinada, se tomaron por asalto la vereda Guaimalito y arengaron a sus pobladores durante una hora.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Tame (Arauca)
          

          	
            Una patrulla del Grupo de Caballería No. 19 del Batallón Revéiz Pizarro fue emboscada por guerrilleros del Frente Domingo Lain del ELN en la vereda Puentetabla. 4 militares muertos y otros 3 heridos.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Bogotá (Distrito Especial)
          

          	
            Efectivos de la XIII Brigada asaltaron un apartamento ubicado en la diagonal 76 No. 2-70, en donde se encontraban presuntos miembros de una banda de sicarios al servicio del narcotraficante Víctor Carranza. 4 civiles muertos y 2 heridos.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Tame (Arauca)
          

          	
            Luego de un atentado contra el oleoducto, miembros del Ejército persiguieron en helicópteros a los rebeldes responsables, quienes atacaron con ametralladoras a los uniformados, resultando herido uno de ellos.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Ibague (Tolima)
          

          	
            Miembros de la Policía se enfrentaron con presuntos guerrilleros del ELN que estarían preparando un atentado contra el comandante de la VI Brigada. 4 agentes heridos, 2 guerrilleros muerto y uno retenido por los uniformados. La acción tuvo lugar en el barrio Versalles.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Yacopi (Cundinamarca)
          

          	
            Enfrentamiento de guerrilleros de las Farc con una patrulla de la XIII Brigada en la vereda Santa Elena de la Inspección Departamental de Ibama. 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            6
          

          	
            Arauca (Arauca)
          

          	
            Dinamitado el oleoducto en el km 102, por guerrilleros del ELN.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            Cali (Valle)
          

          	
            Presuntos integrantes de una columna de la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar, asaltaron la radioemisora Radio Mundial en el barrio San Fernando, y difundieron un comunicado.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            San Sebastián (Cauca)
          

          	
            Combate entre regulares del Batallón José Hilario López de la III Brigada y guerrilleros de la organización Quintín Lame en zona rural de este municipio. 1 militar muerto.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Bolívar (Cauca)
          

          	
            Combate entre regulares del Batallón José Hilario López de la II Brigada y guerrilleros de la organización Quintín Lame en zona rural del municipio. 1 militar muerto.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Cimitarra (Santander)
          

          	
            Guerrilleros de las Farc emboscaron una patrulla del Batallón Rafael Reyes a 3 km del casco urbano. 1 militar muerto y otros 3 heridos.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Montería (Córdoba)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros de las Farc y tropas del Batallón Junín, en predios de la Hacienda La Asamblea. 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Medellín (Antioquia)
          

          	
            Presuntos guerrilleros de organización no precisada, hicieron estallar una bomba de bajo poder en la sede de Ecopetrol. 1 agente de la policía resulto herido.
          
        


        
          	
            12
          

          	
            Bugalagrande (Valle)
          

          	
            Desconocidos hicieron explotar una carga de dinamita en el Oleoducto del Pacífico, a la altura de la Inspección Departamental de El Overo.
          
        


        
          	
            13
          

          	
            Arauquita (Arauca)
          

          	
            Volado el oleoducto en el km 45 por guerrilleros del ELN; se afirma que unos 2000 barriles del crudo se derramaron.
          
        


        
          	
            13
          

          	
            Natagaima (Tolima)
          

          	
            Guerrilleros del ELN dinamitaron el oleoducto Neiva-Puerto Salgar de propiedad de la empresa Hocol, en región limítrofe con el departamento del Huila, Inspección Departamental de La Palmita.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            El Carmen (Santander)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del ELN y miembros del Ejército, a orillas de la quebrada Honduras. 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Lebrija (Santander)
          

          	
            Presuntos miembros de alguna organización insurgente, detuvieron dos vehículos en la vía a la ciudad de Bucaramanga y les prendieron fuego; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Piedecuesta (Santander)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN interceptaron un bus urbano y luego de obligar a los pasajeros a apearse, lo incendiaron.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Arauquita (Arauca)
          

          	
            Tropas del Batallón Revéiz Pizarro de la II División y guerrilleros del Frente Domingo Lain se enfrentaron en región rural de este municipio. 3 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Tame (Arauca)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del Frente Domingo Lain del ELN y efectivos del Batallón Revéiz Pizarro de la II División, con un saldo de 6 insurgentes muertos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Rionegro (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento de guerrilleros de la Columna Martha Elena Bravo y tropas del Batallón Ricaurte de la V Brigada a orillas de la quebrada Silgara. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            (Arauca)
          

          	
            Combate entre fuerzas combinadas de las V y VII Brigada y guerrilleros del Frente Domingo Lain del ELN en el sitio denominado “La Horqueta”. 4 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            (Arauca)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del Frente Domingo Lain del ELN y tropas de las V y VII Brigadas, en el sitio denominado “La Guaira”, con un saldo de 6 presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            El Bagre (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del ELN dinamitaron 3 torres de la energía, de propiedad de la empresa Mineros de Antioquia, en el sitio denominado “Cocohondo”.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Pinillos (Bolívar)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del XIV Frente de las Farc y tropas del Batallón de Soldados Voluntarios Coyara en el sitio denominado “El Tagual” en el corregimiento La Ventura. 5 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            San Vicente del Chucurí (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón Luciano D’Elhuyar de la II División y guerrilleros del XXIV Frente de las Farc en la Inspección Departamental de La Fortuna de Lizama. 1 rebelde muerto y otros 5 heridos.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            (Sucre)
          

          	
            Combate entre efectivos de la XI Brigada y guerrilleros de las Farc y del ELN en el sitio llamado “Pagual”. 8 insurgentes muertos.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Puerres (Nariño)
          

          	
            Guerrilleros del ELN dinamitaron un tramo del Oleoducto Transandino en la Inspección Departamental de El Páramo, con pérdidas de 10 mil barriles de crudo.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Miraflores (Boyacá)
          

          	
            Guerrilleros del VIII Frente de las Farc emboscaron una patrulla del Batallón Silvio Plazas de la I Brigada en la vereda San Antonio, dando de baja a 3 militares y dejando herido a uno.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Carmen de Bolívar (Bolívar)
          

          	
            Presuntos guerrilleros de una organización no identificada, hicieron explotar una carga de dinamita al paso de una patrulla de la Policía, sobre la vía al municipio de Zambrano. 2 agentes heridos.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            El Bagre (Antioquia)
          

          	
            Dinamitadas 2 torres de conducción de energía eléctrica de propiedad de la firma Mineros de Antioquia, por guerrilleros del ELN.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Yopal (Casanare)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN regaron el combustible que era transportado a bordo de 4 tracto camiones, por la vía al municipio de Sogamoso (Boyacá).
          
        


        
          	
            27
          

          	
            Tarazá (Antioquia)
          

          	
            Enfrentamiento armado entre tropas de la X Brigada y guerrilleros de las Farc en la Inspección Departamental de La Caucana. 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            27
          

          	
            Pitalito (Huila)
          

          	
            Combate entre tropas del Batallón Magdalena de la XI Brigada y presuntos guerrilleros del ELN que se movilizaban en el taxi Renault 9 BZ-5403 por la vía al municipio de San Agustín a la altura de la Inspección Departamental de Bruselas. 3 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            Barrancabermeja (Santander)
          

          	
            Un grupo de 30 presuntos guerrilleros del ELN, atacó la estación del ferrocarril y un puesto de Policía en el barrio 1° de Mayo, hacia las 2 de la madrugada. 1 agente muerto y otro herido.
          
        


        
          	
            29
          

          	
            Pereira (Risaralda)
          

          	
            Dinamitado del Oleoducto del Pacífico a la altura de la Hacienda Sotara, con pérdida de ACPM.
          
        


        
          	
            30
          

          	
            Vistahermosa (Meta)
          

          	
        


        
          	
            30
          

          	
            Mani (Casanare)
          

          	
            Sobre la vía que comunica este municipio con Sogamoso (Boyacá), guerrilleros del ELN interceptaron 4 carro-tanques que transportaban petróleo crudo y procedieron a derramar el combustible calculado en un volumen de 27.000 galones.
          
        


        
          	
            31
          

          	
            Chiscas (Boyacá)
          

          	
            Emboscada de guerrilleros del Frente Efraín Pabón Pabón del ELN a una patrulla de la Policía que realizaba “operativos de rutina”, en zona rural de este municipio. 2 agentes muertos y uno herido.
          
        


        
          	
            31
          

          	
            San José del Guaviare (Guaviare)
          

          	
            Enfrentamiento armado entre guerrilleros de las Farc y tropas de la VII Brigada en el corregimiento Calamar, con un saldo de 2 insurgentes muertos.
          
        

      
    


    Total 50


    Agosto


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Sitio
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            1
          

          	
            Monterrey (Casanare)
          

          	
            Volado un tramo del Oleoducto Central de los Llanos, puesto en funcionamiento hace un mes, en el km 90 a la altura de la Inspección El Porvenir; no hubo derramamiento de crudo.
          
        


        
          	
            2
          

          	
            Barrancabermeja (Santander)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del Frente Diego Cristóbal Uribe del ELN, incendiaron un bus de la empresa Copetran que prestaba servicio a la empresa estatal Ecopetrol; el hecho se registró en el barrio La Esperanza.
          
        


        
          	
            3
          

          	
            Toná (Santander)
          

          	
            Guerrilleros del Comando Combatientes de Simacota del ELN, establecieron un retén en la vía al municipio de Pamplona, pintaron consignas en los vehículos e incendiaron un tracto-camión que transportaba vidrio.
          
        


        
          	
            3
          

          	
            San Alberto (Cesar)
          

          	
            Interceptado e incendiado un camión por guerrilleros del Comando Manuel Gustavo Chacón del ELN, en la vía al sitio denominado “El Playón”.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Fundación (Magdalena)
          

          	
            Unos 150 guerrilleros de las Farc se tomaron por asalto el corregimiento Bellavista durante varias horas; la acción dejó un saldo de un policía muerto y otro herido.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            La Jagua de Ibérico (Cesar)
          

          	
            Guerrilleros del ELN montaron un retén en la vía al mar y prendieron fuego a 7 tracto-camiones que transportaban carbón hacia la costa.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Cáceres (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del ELN volaron un tramo del km 23 de la Troncal del Norte e incendiaron un tracto-camión.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Cáceres (Antioquia)
          

          	
            Destrucción de un puente en el sitio denominado “Santa Rita”, a la altura de la Inspección Departamental de Guarumo; los insurgentes bloquearon durante varias horas la carretera Troncal del Norte.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Anori (Antioquia)
          

          	
            Ataque dinamitero a la bocatoma de la Central Hidroeléctrica de Providencia por guerrilleros del ELN, en la vereda Providencia; la acción originó la parálisis de 4 dragas de la empresa mineros de Antioquia.
          
        


        
          	
            6
          

          	
            Betulia (Antioquia)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del EPL y tropas del Batallón Nutibara, en la Inspección Departamental de Luciano Restrepo. 3 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            Landazuri (Santander)
          

          	
            Combate entre una patrulla del Batallón Rafael Reyes y guerrilleros del XXIII Frente de las Farc, en la vereda Popayán. 2 guerrilleros resultaron muertos.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Oiba (Santander)
          

          	
            Emboscada de guerrilleros del XII Frente de las Farc, a efectivos del Batallón de Artillería No. 5 José Antonio Galán en la Inspección Departamental de Canoas. 1 soldado muerto.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Cocota (Norte de Santander)
          

          	
            Unos 40 guerrilleros del ELN atacaron durante unas 2 horas el puesto de Policía de este municipio, sin que resultaran víctimas.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Yumbo (Valle)
          

          	
            Desconocidos dinamitaron el pasoducto de Cementos del Valle, en el km 1 de la vía al municipio de Vijes.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Orito (Putumayo)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del EPL interceptaron e incendiaron un vehículo de la empresa estatal Ecopetrol en el sitio denominado “La Balastra” y se llevaron a sus 3 ocupantes. 2 policías y 1 civil.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            San Vicente de Chucurí (Santander)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del Frente Capitán Parmenio del ELN y miembros de la V Brigada, en región rural de este municipio. 3 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Chitagá (Norte de Santander)
          

          	
            Combate entre guerrilleros de una organización no determinada y miembros del Ejército, en región rural de este municipio. 1 presunto guerrillero resulto muerto.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Tamalameque (Cesar)
          

          	
            Ataque al puesto de Policía de esta localidad, por una columna de unos 80 guerrilleros del ELN (Columna Camilo Torres), dando de baja a un uniformado y llevándose consigo a 1 agente y dos médicos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Barrancabermeja (Santander)
          

          	
            Sobre el km 25 de la vía a la ciudad de Bucaramanga, unos 150 guerrilleros del Frente Capitán Parmenio del ELN, montaron un retén, detuvieron unos 200 vehículos y les prendieron fuego a dos buses de la empresa Copetran que prestaban servicio a la petrolera estatal Ecopetrol.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Barrancabermeja (Santander)
          

          	
            Un destacamento de Policía que fue enviado para hacer frente a guerrilleros del ELN que se tomaron la vía a la ciudad de Bucaramanga a la altura del km 25, fue emboscada por guerrilleros, generándose un enfrentamiento que arrojó un saldo de 2 policías heridos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Aguachica (Cesar)
          

          	
            Destruido un puente sobre la vía a la ciudad de Santa Marta (Magdalena) en cercanías de este municipio; la acción se les atribuye a miembros del ELN.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Gloria (Cesar)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN incendiaron un bus intermunicipal y 2 camiones de la multinacional Coca-Cola, a la altura del corregimiento Besote.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Curumaní (Cesar)
          

          	
            Unos 30 guerrilleros del ELN montaron un retén en el corregimiento San Roque y le prendieron fuego a dos tracto-camiones que transportaban carbón desde el municipio de La Jagua de Ibirico.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Pailitas (Cesar)
          

          	
            Destruido el puente de Simaná que comunica a este municipio con el de Pelaya, a la altura del caserío El Burro, por presuntos guerrilleros del ELN.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            El Zulia (Norte de Santander)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN, incendiaron un bus de servicio público, en hecho registrado en región rural de este municipio.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Los Patios (Norte de Santander)
          

          	
            Incendiado un bus de servicio público en zona rural de esta localidad; se afirma que los autores del hecho son miembros del ELN.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Garagoa (Boyacá)
          

          	
            Enfrentamiento entre agentes de la Policía y guerrilleros de las Farc, en hecho ocurrido en zona rural de este municipio y que dejó un saldo de 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            San Luis (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del ELN quemaron un bus intermunicipal, 2 tracto- camiones con cemento y volaron el puente sobre el río Calderas. Así mismo, dinamitaron parte de la vía Medellín – Bogotá y se llevaron consigo a 4 policías.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Tame (Arauca)
          

          	
            Tropas de la II División del Ejército, asaltaron un campamento de entrenamiento de la Comisión Tomás del ELN en la Inspección Fortul sitio llamado “La Julia”; en el enfrentamiento originado, fueron dados de baja 5 insurgentes y retenido otro por los uniformados.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            El Carmen (Santander)
          

          	
            Combate entre tropas de la II División del Ejército y guerrilleros del Frente Capitán Parmenio del ELN en el sitio llamado “La Explanada”. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Chimichagua (Cesar)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del ELN y miembros de la escolta del comandante del Batallón Ayacucho, quienes se habrían percatado de la intención de los insurgentes de accionar un petardo al paso del militar por el corregimiento las Vegas, originándose la acción que dejó como saldo 2 guerrilleros heridos.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Chimichagua (Cesar)
          

          	
            En desarrollo de la “Operación Avispa” del ELN, fueron regadas tachuelas e incendiados 2 tracto-camiones, en el corregimiento La Mata.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Cocorná (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del ELN instalaron un retén en la autopista Medellín- Bogotá a la altura de la Inspección Departamental de La Piñuela y obstaculizaron el tránsito por un tiempo no determinado.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Santo Domingo (Antioquia)
          

          	
            En el sitio denominado “Porce”, guerrilleros del Frente José Antonio Galán del ELN, obstaculizaron la vía e incendiaron el bus TI-1286 de la Empresa de Transportes del Nordeste Antioqueño.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            San Pablo Bolívar (Bolívar)
          

          	
            Guerrilleros del ELN emboscaron una patrulla de la Armada Nacional cuando se desplazaba por aguas del río Magdalena; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            San Luis (Antioquia)
          

          	
            Un tracto camión al parecer vinculado a la empresa Cementos Nare fue incendiado por guerrilleros del ELN en el sitio llamado “Alto de Pavas”.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            an Francisco (Antioquia)
          

          	
            Combate entre tropas del Batallón Pedro Nel Ospina y guerrilleros del Frente Carlos Alirio Buitrago del ELN, en la vereda San Lorenzo; muerto un guerrillero quien –según versión oficial– fue llevado por sus compañeros.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            (Casanare)
          

          	
            Cerca de 30 guerrilleros del ELN llegaron hasta las dependencias del DAS en el sitio llamado “La Hermosura” y luego de reducir a los agentes, se llevaron material bélico.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Colombia (Huila)
          

          	
            Una carga de dinamita fue accionada por guerrilleros del XVII Frente de las Farc, al paso de una patrulla de la Policía por el sitio “San Antonio Bajo”, dejando un saldo de 7 policías muertos y uno herido.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            San Pablo (Bolívar)
          

          	
            En enfrentamientos entre guerrilleros del Frente José Luis Solano del ELN y tropas del Batallón Nueva Granada en la vereda Patiobonito, resultó muerta una menor de edad, y heridas una mujer y su pequeña hija de 16 meses de edad; la versión del Ejército presentó a las víctimas como miembros del grupo insurgente.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            (Arauca)
          

          	
            Guerrilleros del ELN dinamitaron el oleoducto Caño Limón-Coveñas, a la altura del km 70, provocando el derramamiento de 1.500 barriles de petróleo.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Bucaramanga (Santander)
          

          	
            Presuntos guerrilleros de la Regional Diego Cristóbal Uribe Escobar del ELN, hicieron estallar un petardo en las instalaciones de la Electrificadora de Santander; no se registraron víctimas.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Puerto Wilches (Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN emboscaron una patrulla del Ejército que custodiaba el remolcador Francisco Estrada, en la Inspección Departamental de Badillo. 1 militar resultó muerto.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            Vistahermosa (Meta)
          

          	
            En la vereda El Topacio, se presentó un enfrentamiento entre tropas del Batallón 21 Vargas y guerrilleros del XXVII Frente de las Farc, arrojando un saldo de un militar y un rebelde muerto.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            Saladoblanco (Huila)
          

          	
            Enfrentamiento entre agentes del puesto de Policía de la Inspección Departamental de Morelia y guerrilleros del ELN, con un saldo de un agente y 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            29
          

          	
            Becerril (Cesar)
          

          	
            Tropas del Batallón La Popa de la II División, asaltaron un campamento del ELN en el sitio llamado “Cuchilla Cerro azul”, dando muerte a 6 insurgentes y un soldado herido.
          
        


        
          	
            29
          

          	
            Puerto Rondón (Arauca)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN asaltaron las instalaciones del aeropuerto local, dando de baja a dos policías.
          
        

      
    


    Total 47


    Septiembre


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Sitio
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            6
          

          	
            Chiriguaná (Cesar)
          

          	
            Unos 30 guerrilleros del ELN se tomaron esta población durante varios minutos arengaron a sus pobladores; no hubo víctimas.
          
        


        
          	
            6
          

          	
            San Diego (Cesar)
          

          	
            Guerrilleros de las Farc emboscaron una patrulla de la Policía en el corregimiento Medialuna. 1 insurgente fue dado de baja.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            San Martín de Loba (Bolívar)
          

          	
            Guerrilleros, al parecer pertenecientes al ELN, emboscaron el remolcador Doña María escoltado por tropas de la Infantería de Marina e hirieron a 5 de ellos; la acción ocurrió en el km 340 sobre el río Magdalena.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            Puracé (Cauca)
          

          	
            Presuntos guerrilleros de la organización Quintín Lame, emboscaron una patrulla de la Policía en el sitio denominado “La Chorrera”, con un saldo de 2 rebeldes muertos y otros 3 retenidos por los uniformados; 4 pescadores que se encontraban en la zona fueron igualmente detenidos.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            Floridablanca (Santander)
          

          	
            Dos desconocidos presuntamente integrantes del ELN, atacaron una patrulla de la Policía en el barrio Altamira; los uniformados se enfrentaron con los agresores, dejando un saldo de 1 civil y un guerrillero heridos.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Necoclí (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del EPL que habían secuestrado a un funcionario de la Caja Agraria, se enfrentaron con miembros del comando Operativo No. 1 del Ejército en la Inspección Departamental de El Mellito. 2 guerrilleros muertos y otro herido.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Cajamarca (Tolima)
          

          	
            Cuatro agentes del F-2 y 4 soldados que se movilizaban en un campero por la Inspección Departamental de El Cajón, se enfrentaron con 5 presuntos guerrilleros del XXI Frente de las Farc; la acción dejó un saldo de 1 guerrillero muerto y otro retenido y un agente herido.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Zapatoca (Santander)
          

          	
            Combate entre tropas del Batallón de Artillería No. 5 de la V Brigada y guerrilleros del Frente Capitán Parmenio del ELN en el sitio llamado “Rosablanca” en la vereda Paloblanco. 1 insurgente muerto.
          
        


        
          	
            12
          

          	
            Becerril (Cesar)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del LXI Frente de las Farc y regulares del Batallón de Artillería La Popa en el sitio “Sabanas de San Genaro”; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            13
          

          	
            Puerto Boyacá (Boyacá)
          

          	
        


        
          	
            13
          

          	
            Istmina (Chocó)
          

          	
            Guerrilleros del ELN se tomaron las instalaciones de la empresa Mineros del Chocó, aseguraron a los presentes y se llevaron consigo a 2 civiles a quienes liberaron horas más tarde.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Cáceres (Antioquia)
          

          	
            Enfrentamiento entre soldados de la IV Brigada y guerrilleros del ELN en la Inspección Departamental de Cáceres, con un saldo de un rebelde muerto.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Villanueva (La Guajira)
          

          	
            Guerrilleros del EPL se enfrentaron con tropas del Batallón Rondón, en el corregimiento El Molino. 1 uniformado resulto herido.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Arauquita (Arauca)
          

          	
            Combate entre efectivos de la II División del Ejército y guerrilleros del ELN, en la Inspección Los Pájaros. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Pacho (Cundinamarca)
          

          	
            Miembros de una patrulla militar se enfrentaron con presuntos integrantes de una banda paramilitar, en el sitio denominado “Villagómez”. 1 civil muerto y otro herido.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Salgar (Antioquia)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del ELN y miembros del Batallón Nutibara en la vereda La Brigada. 2 guerrilleros, muertos.
          
        


        
          	
            17
          

          	
            Bugalagrande (Valle)
          

          	
            Presuntos guerrilleros de las Farc se enfrentaron a miembros de una patrulla de la Policía que se disponía a efectuar una requisa en el interior de una “cantina” en la Inspección Departamental de Ceilán. 2 policías y 1 guerrillero muertos, 1 insurgente herido y otro retenido por los agentes.
          
        


        
          	
            18
          

          	
            Vegachí (Antioquia)
          

          	
            Dos presuntos miembros de una banda paramilitar fueron dados de baja por la Policía a quienes se enfrentaron luego de que los uniformados los requirieran cuando –según la versión– merodeaban la residencia del alcalde local; se presume que intentaban asesinar al burgomaestre. 1 herido.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            (Antioquia)
          

          	
            Efectivos de la X Brigada del Ejército asaltaron 3 campamentos mixtos del ELN y Farc en región limítrofe con el departamento de Bolívar. 9 presuntos guerrilleros fueron muertos en la refriega.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            (Cesar)
          

          	
            Tropas de la V Brigada asaltaron un campamento del ELN en la región denominada “Toledo”, suscitándose un corto enfrentamiento que no dejó víctimas.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Jamundí (Valle)
          

          	
            Un grupo de unos 15 presuntos guerrilleros de las Farc, emboscaron una patrulla antiguerrilla de la Policía en el sitio llamado “Puente de los Indios” en la Inspección Departamental de San Vicente. 3 policías muertos y otro herido.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            San Pedro de Urabá (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del EPL incendiaron el helicóptero HKO-3178X de la empresa Helicol al servicio de la empresa petrolera Sinacol; el hecho ocurrió en predios de la finca San Pablo de la Inspección Municipal de Arenas Monas; no se registraron víctimas.
          
        


        
          	
            24
          

          	
            San Marcos (Sucre)
          

          	
            Miembros de una patrulla de la Policía emboscaron una chalupa donde se movilizaban guerrilleros del ELN, a la altura del sitio “Caño Karate”.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            San Eduardo(Boyacá)
          

          	
            Tropas del Grupo Mecanizado Silva Plazas de la I Brigada, se enfrentaron con guerrilleros del XXVIII Frente de las Farc en la vereda La Libertad. 1 rebelde fue muerto y otro retenido.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Mongua (Boyacá)
          

          	
            Dos guerrilleros del XXVIII Frente de las Farc fueron retenidos luego del combate con tropas de la I Brigada en el sitio denominado “Parasi”.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            El Cerrito (Santander)
          

          	
            Unos 10 guerrilleros del ELN se tomaron durante varios minutos una escuela rural y repartieron panfletos alusivos a la organización.
          
        


        
          	
            29
          

          	
            Turbo (Antioquia)
          

          	
            Presuntos guerrilleros de organización no identificada, atacaron tropas del comando operativo No. 1 de la IV Brigada. 1 de los agresores fue herido y 5 de ellos retenidos.
          
        

      
    


    Total 27


    Octubre


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Sitio
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            1
          

          	
            Lebrija (Santander)
          

          	
            Combate entre tropas del Batallón Ricaurte de la V Brigada y guerrilleros del ELN en Inspección Departamental de Centenario.
          
        


        
          	
            3
          

          	
            Betania (Antioquia)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del EPL y efectivos del Batallón Nutibara en la IV Brigada en zona rural de este municipio. 1 guerrillero y 1 militar muertos y un soldado herido.
          
        


        
          	
            3
          

          	
            Riosucio (Chocó)
          

          	
            Enfrentamiento entre regulares del Batallón Nutibara de la IV Brigada y guerrilleros de las Farc. 2 insurgentes muertos.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            (Cundinamarca)
          

          	
            Presuntos guerrilleros de organización no precisada por la fuente emboscaron una patrulla conformada por agentes del DAS y de la Policía Nacional, en la vereda El Palmar con un saldo de un policía herido.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            Montería (Córdoba)
          

          	
            Guerrilleros del EPL se enfrentaron con agentes del DAS en acción ocurrida en el barrio Juan XXIII de esta capital, con un saldo de un guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Andes (Antioquia)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del ELN y miembros del Ejército en la Inspección Departamental de Tapardo. 1 guerrillero herido quien luego fue detenido por la Policía.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Bogotá (Distrito Especial)
          

          	
            Presuntos miembros de una banda al servicio de los llamados “carteles” del narcotráfico, hicieron detonar una bomba en el barrio Zarzamora y luego se enfrentaron con agentes de una patrulla de la Policía, con un saldo de 1 terrorista muerto.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Montería (Córdoba)
          

          	
            Presuntos guerrilleros de las Farc se enfrentaron con agentes del DAS en el barrio La Pradera en el sitio conocido como “Charcón”. 2 rebeldes muertos.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            El Banco (Magdalena)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas de Infantería de marina y guerrilleros del ELN en el sitio denominado “Bocas de Pelao”. 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            San José del Guaviare (Guaviare)
          

          	
            Combate entre miembros del I Frente de las Farc y tropas del Batallón de Infantería General Serviez en el corregimiento Calamar, con un saldo de 1 soldado y 1 guerrillero muertos.
          
        


        
          	
            12
          

          	
            Chigorodó (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del EPL se enfrentaron con regulares de la Jefatura Militar de Urabá en el sitio “Casazul”, dentro del casco urbanos. 4 rebeldes muertos. Otra fuente afirma que la acción ocurrió cuando los militares intentaron realizar un allanamiento.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Caramanta (Antioquia)
          

          	
            Tropas del Batallón Nutibara se enfrentaron con guerrilleros del EPL en la Inspección Departamental de Sucre. 1 soldado muerto.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Mutatá (Antioquia)
          

          	
            Presuntos guerrilleros de las Farc atacaron el puesto de Policía de esta localidad, luego de haber incursionado en el cuartel y dado muerte a 3 reclusos. La acción dejó un saldo de 1 civil y 1 guerrillero muertos y 3 civiles y 2 policías heridos.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Hacarí (Norte de Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN atacaron el puesto de Policía de esta localidad, sin que se presentaran víctimas.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Hacarí (Norte de Santander)
          

          	
            Ataque a un helicóptero que trasportaba una remesa de dinero de la Caja Agraria en región rural de esta localidad. 1 civil y 1 militar muertos.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Sardinata (Norte de Santander)
          

          	
            Combate entre efectivos del Grupo Mecanizado de Caballería General Hermógenes Maza de la V Brigada y guerrilleros pertenecientes a la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar, en la Inspección Departamental de San Martín de Loba. 4 insurgentes muertos.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Cáchira (Norte de Santander)
          

          	
            Unos 60 guerrilleros del ELN se tomaron por asalto esta localidad; en enfrentamiento sostenido con la Policía resultaron 1 uniformado muerto y otros 4 heridos y 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Cáchira (Norte de Santander)
          

          	
            Sobre la vía que comunica las inspecciones departamentales de La Vega y La Esperanza, guerrilleros del ELN emboscaron una patrulla de la III Compañía Antinarcóticos de la Policía. 2 agentes muertos y otros 4 heridos.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Cáchira (Norte de Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN se tomaron la Inspección Departamental de La Vega, sin que se registraran víctimas.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Turbo (Antioquia)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del EPL y tropas del Batallón de Infantería No. 32 en la vereda Puertorrico de la Inspección Departamental de Puerto Bello. 1 militar herido.
          
        


        
          	
            26
          

          	
            Cutufi (Exterior-Venezuela)
          

          	
            Guerrilleros del ELN dieron de baja a 5 integrantes de una patrulla de militares de la Guardia Venezolana, en región rural del municipio de Cutufi en el estado de Apure.
          
        


        
          	
            27
          

          	
            Turbo (Antioquia)
          

          	
            Enfrentamiento entre una patrulla de la Jefatura Militar de Urabá y guerrilleros del EPL en el sitio “La Doncella” de la Inspección Departamental de Puerto Rico. 2 militares muertos y uno herido.
          
        


        
          	
            28
          

          	
            Mocoa (Putumayo)
          

          	
            Cuatro agentes del DAS resultaron heridos en ataque de una presunta organización guerrillera, a una patrulla que se dirigía al municipio de Puerto Asís.
          
        


        
          	
            29
          

          	
            Tibú (Norte de Santander)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN colocaron una bomba en el km 345 del oleoducto, sobre el río Nuevo Presidente, causando solo abolladuras en la tubería.
          
        


        
          	
            29
          

          	
            Ciénaga (Magdalena)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del Frente 6 de diciembre del ELN se enfrentaron con tropas del Batallón Córdoba de la II Brigada, en el corregimiento Palomar. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            30
          

          	
            Ayaquel (Córdoba)
          

          	
            Combate entre tropas de la CI Brigada y guerrilleros del Frente Francisco Garnica del EPL en región rural de este municipio con un saldo de 4 insurgentes muertos.
          
        

      
    


    Total 29


    Noviembre


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Sitio
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            2
          

          	
            Ayaquel (Córdoba)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del EPL y miembros de Ejército en zona rural de este municipio. 4 insurgentes muertos.
          
        


        
          	
            4
          

          	
            San Pablo (Bolívar)
          

          	
            Combate entre tropas de la V Brigada y guerrilleros del ELN, en región rural de este municipio. 1 militar muerto.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Apartadó (Antioquia)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del EPL emboscaron una patrulla de la Jefatura Militar de Urabá en el sitio llamado “El Reposo” y dieron muerte a dos soldados.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            La Argentina (Huila)
          

          	
            Guerrilleros del XIX Frente de las Farc emboscaron una patrulla de la Policía en región limítrofe con el municipio de La Plata, con un saldo de 2 rebeldes muertos.
          
        


        
          	
            6
          

          	
            Simití (Bolívar)
          

          	
            Enfrentamiento de guerrilleros del ELN con regulares del Batallón Santander en inmediaciones del río Boque, dejó un saldo de 3 guerrilleros y 2 militares muertos y 1 civil herido.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            Simití (Bolívar)
          

          	
            Tropas de la II División del Ejército y guerrilleros del Frente José Solano Sepúlveda del ELN, se enfrentaron en región rural de esta localidad. 3 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Zaragoza (Antioquia)
          

          	
            Enfrentamiento entre regulares del Batallón Colombia y miembros del ELN; la acción, no precisada por la fuente, dejó un saldo de un presunto guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            San Juan Nepomuceno (Bolívar)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón Vergara y Velasco de la II Brigada y rebeldes del ELN en el corregimiento La Haya.1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Segovia (Antioquia)
          

          	
            En el sitio denominado “La Arenosa”, zona rural de este municipio, se enfrentaron guerrilleros del ELN y miembros del Batallón Bombona. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Lloró (Chocó)
          

          	
            Guerrilleros del ELN se tomaron esta población y atacaron el puesto local de la Policía y la sede de la alcaldía; la acción dejó un saldo de 2 civiles y 5 policías heridos y 1 agente muerto.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            El Calvario (Meta)
          

          	
            Combate entre regulares del Batallón de Ingenieros Carlos Albán de la VII Brigada y guerrilleros de las Farc. 1 militar y 4 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Tibú (Norte de Santander)
          

          	
            Enfrentamiento de guerrilleros del EPL y tropas de la II División en región rural de esta localidad. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Cáceres (Antioquia)
          

          	
            Combate entre regulares del Batallón Colombia de la X Brigada y guerrilleros del ELN, en la vía al municipio de El Bagre. 3 insurgentes muertos.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Puerto Libertador (Córdoba)
          

          	
            Tropas del Batallón Junín y miembros del Frente Francisco Garnica del EPL se enfrentaron en el corregimiento La Rica. 1 civil y dos guerrilleros muertos. Versiones oficiales indican que fueron 5 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Yondó (Antioquia)
          

          	
            Ataque de guerrilleros del ELN a una patrulla militar en el sitio denominado “La Orqueta”. 2 militares muertos y otros 3 heridos.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Turbo (Antioquia)
          

          	
            En la Inspección Municipal de Nueva Colonia, se enfrentaron efectivos del Comando Operativo No. 1 y guerrilleros del ELPN, con un saldo de 4 insurgentes dados de baja.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            San Pablo (Bolívar)
          

          	
            Combate entre topas de la V Brigada y guerrilleros del ELN a orillas del río Santo Domingo. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            13
          

          	
            Tibú (Norte de Santander)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN dinamitaron un tramo del oleoducto Caño Limón-Coveñas a la altura del km 403, sin que se presentara derramamiento de crudo.
          
        


        
          	
            13
          

          	
            Puerto Libertador (Córdoba)
          

          	
            Enfrentamiento entre militares del Batallón Junín de la XI Brigada y guerrilleros del EPL en la Inspección Juan José. 18 presuntos guerrilleros muertos y 1 militar herido. Dicha cifra al parecer incluye 4 campesinos muertos durante los bombardeos efectuados durante el día en regiones rurales de este municipio.
          
        


        
          	
            13
          

          	
            (Boyacá)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas de la I Brigada y presuntos guerrilleros pertenecientes a una organización no precisada. 1 rebelde muerto y otros 11 fueron retenidos por los uniformados.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Puerto Libertador (Córdoba)
          

          	
            Tropas del Batallón Junín, Cartagena y Nariño asaltaron un campamento del EPL en la vereda Puerto Mutata, y dieron muerte a 4 insurgentes. Versiones oficiales hablan de 6 guerrilleros muertos en la acción.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            (Casanare)
          

          	
            Guerrilleros del ELN atacaron un puesto de vigilancia del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) en el sitio La Hermosa, originándose un intercambio de disparos que duró cerca de media hora sin que se registraran víctimas.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Achí (Bolívar)
          

          	
            Guerrilleros pertenecientes a la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar (CGSB) y tropas de las II, IV y X Brigada se enfrentaron en predios de la Hacienda San Carlos. 3 insurgentes muertos.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Pitalito (Huila)
          

          	
            Seis policías resultaron heridos en emboscada de guerrilleros del ELN a una patrulla, en el sitio llamado “Guachicos”.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Leiva (Nariño)
          

          	
            Guerrilleros del VIII Frente de las Farc se tomaron por asalto esta localidad, sin que se presentaran víctimas.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            Puerto Libertador (Córdoba)
          

          	
            Guerrilleros del EPL derribaron con disparos de granada un helicóptero Halcón Negro de la FAC con matrícula 4101, a orillas del río San Jorge, no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            El Playón (Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN emboscaron una patrulla del Ejército en el sitio denominado “Yopal”; los insurgentes hicieron explotar una carga de dinamita al paso de los uniformados. 1 civil, 8 militares y 6 guerrilleros muertos, y 1 civil y 6 militares heridos.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Manaure (Cesar)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN llegaron hasta esta localidad, taponaron las vías de acceso y prendieron fuego al Estadero Los Quioscos; no hubo víctimas.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Vistahermosa (Meta)
          

          	
            En el sitio denominado “Puerto Toledo, se enfrentaron regulares del Batallón Vargas de la VII Brigada y guerrilleros de las Farc, con un saldo de 1 militar y 1 guerrillero muertos, y 1 soldado herido.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            San Pablo (Bolívar)
          

          	
            Combate entre guerrilleros del Frente José Solano Sepúlveda del ELN y tropas del Batallón Galán de la V Brigada, en la Serranía de San Lucas. 4 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Tibú (Norte de Santander)
          

          	
            Presuntos guerrilleros atacaron una patrulla de la Policía que regresaba de la Inspección Departamental de San Martín de Loba en el municipio de Sardinata, a la altura del sitio llamado “La Treinta”. 1 agente herido.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Rosas (Cauca)
          

          	
            Combate entre regulares del Batallón de Infantería José Hilario López y fuerzas combinadas de las Farc y del Quintín Lame en el corregimiento Gualoto; la acción dejó un saldo de 10 guerrilleros y 1 militar muertos y 1 soldado herido.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Santander de Quilochao (Cauca)
          

          	
            Combate entre guerrilleros de la organización Quintín Lame y agentes de la Policía en la Inspección Departamental de Mondomo. 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            California (Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN se tomaron “pacíficamente” esta población durante casi dos horas; no hubo víctimas.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Labateca (Norte de Santander)
          

          	
            Un comando guerrillero del ELN se tomó por asalto esta población; en el enfrentamiento con la Policía, resultaron 3 uniformados heridos y otro muerto.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Betulia (Santander)
          

          	
            Emboscada a una patrulla del Batallón Antiaéreo Nueva Granada, por guerrilleros del Frente Capitán Parmenio del ELN en el corregimiento La Putana. 1 guerrillero muerto.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Cocorná (Antioquia)
          

          	
            Fuerzas combinadas de la Policía, el DAS y el Ejército, se tomaron por asalto la finca El Oro en donde presumiblemente se encontraba refugiado el narcotraficante Pablo Escobar. Durante el enfrenamiento con miembros de su seguridad fueron dados de baja dos de ellos y retenidas 40 personas.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            Concepción (Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN se tomaron esta localidad durante una hora y media; el hecho dejó un saldo de 2 civiles y 1 policía heridos.
          
        

      
    


    Total 48


    Diciembre


    
      
        
          	
            Día
          

          	
            Sitio
          

          	
            Hechos
          
        


        
          	
            1
          

          	
            Medellín (Antioquia)
          

          	
            Un desconocido que se movilizaba a pie arrojó un artefacto explosivo contra el CAI de la calle 41 carrera 30 en el barrio La Milagrosa.
          
        


        
          	
            3
          

          	
            Medellín (Antioquia)
          

          	
            Un hombre abrió fuego contra los agentes de la Policía del CAI de la carrera 52 calle 123 en el barrio El Playón, siendo repelido el ataque por los uniformados quienes dieron de baja al agresor.
          
        


        
          	
            5
          

          	
            Sampués (Sucre)
          

          	
            Un comando del ELN incendió los tracto-camiones XL-1729 y GL- 3384 que transportaban sal, en el sitio llamado “Piedras Blancas”; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            Carmen de Bolívar (Bolívar)
          

          	
            Un presunto comando del ELN incendió los tracto-camiones TK-1324 y QN-1083 que transportaban abono; no hubo víctimas.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            Cartagena (Bolívar)
          

          	
            Guerrilleros del ELN hicieron explotar una carga de dinamita al paso de una patrulla de la Policía en inmediaciones del “Cerro La Popa”; la acción dejó un saldo de 2 policías muertos y uno herido.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            Barranquilla (Atlántico)
          

          	
            Presuntos integrantes de un comando de EPL incendiaron 3 buses en la carrera 8 F calle 64 del Barrio el Bosque, como protesta por el alza en el trasporte urbano; uno de los presuntos guerrilleros fue muerto en la acción y otros 10 retenidos por la Policía.
          
        


        
          	
            7
          

          	
            La Playa (Norte de Santander)
          

          	
            Guerrilleros del Frente Armando Cacua del ELN se tomaron por asalto la inspección Departamental de Aspacica y la ocuparon durante cerca de 8 horas; retenido un policía por los insurgentes.
          
        


        
          	
            8
          

          	
            Barranquilla (Atlántico)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN hicieron explotar un petardo de regular poder en una torre de energía, sin que se lograra interrumpir el fluido.
          
        


        
          	
            9
          

          	
            Cacota (Norte de Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN se tomaron por asalto esta localidad; aunque hubo escaramuzas con la Policía no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            10
          

          	
            Santa Marta (Magdalena)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN hicieron estallar un petardo en las instalaciones de la firma estadounidense exportadora de banano Técnica Baldime.
          
        


        
          	
            11
          

          	
            Lebrija (Santander)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN prendieron fuego al carro tanque SN-6862 que transportaba aceite hacia la ciudad de Bogotá, a la altura de la Inspección Departamental de Portugal; no hubo víctimas.
          
        


        
          	
            14
          

          	
            San Pablo (Bolívar)
          

          	
            Enfrentamiento entre guerrilleros del XXIV Frente de las Farc y miembros del Batallón Antiaéreo Nueva Granada, en el corregimiento Cañabrava. 1 militar y 1 guerrillero muertos.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Tolú (Sucre)
          

          	
            Miembros del Cuerpo Élite de la Policía, asaltaron la finca La Lucha en el corregimiento Coveñas y dieron muerte al narcotraficante apodado el Mexicano, su hijo y 5 de sus escoltas, al parecer miembros de una banda paramilitar.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Ayapel (Córdoba)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN volaron un puente en la vía a la hacienda Las Catas; dos civiles que transitaban el lugar resultaron heridos.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            San Andrés (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del EPL se tomaron esta localidad enfrentándose con la Policía; en la acción resultaron muertos dos guerrilleros.
          
        


        
          	
            15
          

          	
            Otanche (Boyacá)
          

          	
            Integrantes de una presunta banda paramilitar se enfrentaron con efectivos del Batallón Sucre en la Inspección Departamental de Cormal, dejando un saldo de 8 de los paramilitares muertos y otros 2 retenidos por los uniformados, así como 2 militares igualmente muertos.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Aguachica (Cesar)
          

          	
            Tres cargas explosivas fueron accionadas por presuntos guerrilleros del ELN, en la calle 5 carrera 36. 1 policía muerto y otro herido fue el saldo de la acción.
          
        


        
          	
            16
          

          	
            Piendamó (Cauca)
          

          	
            Un petardo fue accionado al paso de una patrulla de la Policía en la vía panamericana a la altura de la vereda Berbejón. 3 policías muertos y otros 3 heridos. La acción fue atribuida a la organización guerrillera Quintín Lame.
          
        


        
          	
            18
          

          	
            Río de Oro (Cesar)
          

          	
            Unidades de la Policía asaltaron la finca Fátima en el corregimiento Puerto Nuevo en donde presuntos guerrilleros del ELN tenían secuestrado un ganadero; el enfrentamiento dejó un saldo de 2 de los presuntos guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            18
          

          	
            Landázuri (Santander)
          

          	
            Combate entre tropas del Batallón Rafael Reyes de la XIV Brigada en la vereda Río Blanco. 2 guerrilleros muertos.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Yondó (Antioquia)
          

          	
            Guerrilleros del ELN emboscaron una patrulla en la XIV Brigada del Ejército en región rural de este municipio, dado de baja un militar.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Mocoa (Putumayo)
          

          	
            Un vehículo transportador de valores fue atacado por guerrilleros del ELN en zona rural de esta capital. En la acción fueron dados de baja 2 policías, 3 heridos y 3 más retenidos por los insurgentes, quienes también se llevaron $300 millones en efectivo.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Suratá (Santander)
          

          	
            Tomada esta población durante varias horas por un comando del ELN. 2 policías muertos.
          
        


        
          	
            19
          

          	
            Barranco de Loba (Bolívar)
          

          	
            Una patrulla militar fue emboscada por presuntos integrantes de un comando del ELN, en región limítrofe con el municipio de San Martín de Loba; una insurgente fue herida y luego retenida por los militares.
          
        


        
          	
            20
          

          	
            Santander de Quilichao (Cauca)
          

          	
            Combate entre miembros de la organización insurgente Quintín Lame y tropas del Batallón Pichincha de la II Brigada, en el corregimiento Mondomo. 3 guerrilleros muertos y 1 militar herido.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Bolívar (Cauca)
          

          	
            Presuntos guerrilleros del ELN se tomaron durante varias horas la Inspección Departamental de Guachinoso; la acción dejó un saldo de un campesino menor de edad muerto.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Itsmina (Chocó)
          

          	
            Unos 50 guerrilleros del ELN atacaron el puesto de Policía del corregimiento Andagoya y la empresa Metales Preciosos, sin que se reportaran víctimas.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Sardinata (Norte de Santander)
          

          	
            Tropas del Grupo Mecanizado Maza y miembros de una columna de la Coordinadora Guerrillera Bolívar, se enfrentaron en el corregimiento La Llana en límites con el municipio de Tibú; no se reportaron víctimas.
          
        


        
          	
            21
          

          	
            Rionegro (Santander)
          

          	
            En la Inspección Departamental de San Rafael, se enfrentaron efectivos del Batallón Ricaurte de la II Brigada y guerrilleros del ELN, con un saldo de un rebelde muerto.
          
        


        
          	
            22
          

          	
            Cali (Valle)
          

          	
            Unos 20 guerrilleros del VI Frente de las Farc intentaron tomarse el puesto de Policía del sitio conocido como “La Vorágine” en el corregimiento Pance, siendo repelido por los uniformados con apoyo de miembros del Batallón Pichincha; la acción dejó un saldo de 2 militares y 1 policía heridos.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Puerto Gaitán (Meta)
          

          	
            Efectivos de la VII Brigada fueron emboscados por miembros de una organización guerrillera no determinada en el sitio cerro “La Picota”, con un saldo de 10 militares muertos y otros 10 heridos.
          
        


        
          	
            23
          

          	
            Yondó (Antioquia)
          

          	
            Enfrentamiento entre tropas del Batallón Bomboná de la IV Brigada y guerrilleros del IV Frente de las Farc en región limítrofe con el municipio de Remedios. 1 civil resultó herido.
          
        


        
          	
            25
          

          	
            La Vega (Cauca)
          

          	
            Guerrilleros del Comando Manuel Vásquez Castaño del ELN, asaltaron la base de la Policía de esta localidad; en el enfrentamiento resultaron muertos dos uniformados.
          
        


        
          	
            29
          

          	
            El Zulia (Norte de Santander)
          

          	
            Guerrilleros del ELN emboscaron un convoy militar del Grupo Mecanizado Maza de la V Brigada y dieron muerte a dos uniformados e hirieron a otros dos.
          
        


        
          	
            30
          

          	
            Turbo (Antioquia)
          

          	
            Seis militares y 2 guerrilleros muertos, fue el saldo de un combate entre regulares del Batallón Voltígeros de la IV Brigada y guerrilleros del ELN en la vereda El Limón.
          
        

      
    


    Total 35


    Fuente: Boletines Justicia y Paz 1989 (Volumen 2, Nos. 1, 2, 3 y 4)


    Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz. Cinep.
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Un cronista que no cuestiona el pasado no es capaz de comprender
la dimensién de lo vivido. Maria Elvira Samper es, sin duda, una de las
grandes periodistas latinoamericanas, testigo directo de cientos de hechos
©ominosos y brutales que han sacudido la historia de Colombia. A través
de un juicioso andlisis de los hechos —ocurridos en aquella época—, y
de entrevistas con personajes que vivieron el aiio en que Pablo Escobar y
Los Extraditables cercaron al Estado colombiano con atentados brutales
que cegaron miles de vidas; grupos paramilitares asesinaron a funciona-
rios piblicos y civiles, y las guerrillas asolaron el territorio con mortiferas
tomas de poblaciones, este libro es una estupenda constatacion de que
todo buen periodismo es el primer borrador de la historia.

Aparte del Prologo escrito por

el investigador Francisco Gutiérrez Sanin:
Este libro, aparte de brutal, es extraordinariamente oportuno. En la
Colombia de 2019, treinta afios después, estamos asistiendo a un proceso
de “calentamiento” que, por fortuna, no ha adquirido ni de lejos las pro-
porciones del de 1989, pero que tiene con él algunas similitudes terribles.
Un carro bomba aqui, una masacre alld... O piensen en la destruccion a
sangre y fuego de la Union Patridtica, el partido surgido del proceso de
paz de Belisario Betancur con las Farc, a la que el libro incvitablemente
se reficre. @No les recucrda esto ¢l gota a gota actual del asesinato de
lideres sociales o incluso de guerrilleros desmovilizados? Los hechos se
van acumulando y normalizando de cara a la opinion (“banalizando”,
dice Daniel Pécaut), y cuando la gente se despierta se encuentra con una
historia de horror que ya no ticne reversa”. ¢ @ & ¢
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